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PRESENTACIÓN DE LA COLECCIÓN MIRADAS MÚLTIPLES PARA PENSAR A MÉXICO Y AL MUNDO

En esta nueva década la sociedad mexicana no ha dejado de experimentar transformaciones, algunas de la cuales apenas se vislumbraban al finalizar el siglo pasado. La inmediatez que ofrece la tecnología ha facilitado el intercambio de ideas, el entendimiento recíproco y la difusión de soluciones, pero también la expresión de violencia y frustración. Los problemas sociales crecen en amplitud y sofisticación, y por más que el Estado aumenta su tamaño y especialización, no es todavía capaz de atenderlos. No es sólo la desigualdad, que lo desafía cada vez en más frentes: a esa demanda de justicia social se suman otras por la seguridad pública, la equidad de género y la salvaguarda del planeta, por ejemplo, las cuales resultan muy graves, aunque sean sólo secuelas de viejas dificultades. Más que la manifestación de procesos internos, lo que aqueja localmente a las sociedades es el eco de transformaciones globales: la interconexión ha modificado la naturaleza y la dimensión de esos retos que, por manifestarse aquí y ahora, requieren atención y estudio.

Considerando que las condiciones para una interacción interdisciplinaria están dadas, El Colegio de México ha emprendido un proyecto editorial destinado a articular los saberes constituidos desde las distintas disciplinas y tradiciones científicas de sus investigadores, para animar una discusión seria e informada sobre problemas actuales del país y también planetarios. Con la colección Miradas Múltiples para Pensar a México y al Mundo, El Colegio recupera y prolonga el espíritu que desde sus primeros años animó empresas colectivas como las que desembocaron en la Historia general de México y en Los Grandes Problemas de México, de la década pasada. Se espera que los libros que integran esta colección sirvan como materia de reflexión, pero, sobre todo, como vehículo de transmisión del conocimiento acumulado a lo largo de años de investigación en campos diversos y con frecuencia complementarios.

Los volúmenes de Miradas Múltiples para Pensar a México y al Mundo presentan y explican asuntos complejos desde perspectivas que van más allá de los enfoques disciplinarios de la investigación universitaria. La colección busca promover una discusión que restituya la necesaria interlocución entre academia, ciudadanía y política en temas como las desigualdades sociales, la actualidad de América Latina, la migración, el comercio internacional, el estado de derecho, la justicia intergeneracional y la transición hacia la igualdad de género. La ambición de este proyecto es contribuir al esclarecimiento de lo que experimenta la sociedad mexicana contemporánea en un mundo cambiante y complicado.

Ana Covarrubias
Vicente Ugalde
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INTRODUCCIÓN

Carlos Alba Vega y Mauricio Rodríguez

Este libro reúne algunos de los textos que se presentaron y discutieron en el Seminario sobre Trabajo y Desigualdades de El Colegio de México. Dicho seminario, que dio inicio en marzo de 2017, es un foro interdisciplinario donde dialogan actores del medio académico, de las organizaciones de la sociedad civil y de los sectores público y privado; busca contribuir a entender las trasformaciones del trabajo y los retos para los sistemas de bienestar en México, así como identificar acciones para mejorar las condiciones laborales y disminuir la desigualdad. Por eso es importante preguntarnos sobre el presente y el futuro del trabajo, y buscar mecanismos que nos ayuden a entender sus transformaciones actuales en el mundo, en México y en nuestro entorno inmediato. Conocer su estado actual, los cambios que experimenta y los retos que plantea, así como identificar y diseñar acciones encaminadas a mejorar sus condiciones de desarrollo y a disminuir la desigualdad intolerable son objetivos primordiales del seminario, que en su primera etapa recibió el apoyo de la Fundación Ford y después el de la Fundación Vidanta. Algunos resultados de los seminarios se publicaron en línea con el título de Apuntes para la Equidad;1 también se grabaron video-cápsulas con las personas que participaron como conferencistas o ponentes.2

Una pregunta crucial del conjunto de trabajos aquí reunidos es: ¿cómo vivir mejor juntos y cómo construir una mejor sociedad tomando como punto de referencia insoslayable el trabajo y las desigualdades? La sociedad se moderniza con exclusión, pobreza y una degradación del medio ambiente que se expresa, entre otras cosas, en el cambio climático y los atentados contra la biodiversidad. La heterogeneidad estructural y la desigualdad entre actividades económicas, regiones y grupos sociales se mantienen, si no es que se ensanchan. El reto también ha crecido. De la pregunta general planteada se desprenden otras más concretas: ¿qué tipos de trabajo tenemos en México y cuáles son sus características?; ¿cómo podemos impulsar la creación y el mejoramiento de sus condiciones, su magnitud y su calidad?; ¿cómo podemos avanzar en la protección social de quienes laboran con salario o sin él para asegurarles sus condiciones de vida fundamentales?; ¿cómo erradicar la pobreza y reducir las desigualdades? Teniendo tales interrogantes como telón de fondo, se han seleccionado siete de los temas tratados en el seminario en torno al trabajo, las desigualdades y la ciudad para los capítulos de este libro: 1) “La calidad de los empleos en el sector de exportación: del TLCAN al T-MEC”, de Graciela Bensusán y Nelson Florez; 2) “El derecho al Ingreso Ciudadano Universal, una propuesta para México”, presentado por Araceli Damián y María Amalia Calvache; 3) “El trabajo de cuidado en tres tiempos”, escrito por Edith Pacheco; 4) “Urbanismo, captura del Estado, democracia y desigualdad en la ciudad”, de Mónica Tapia; 5) “La planeación y gestión metropolitana frente al desafío de la ciudad incluyente”, expuesto por René Coulomb; 6) “El trabajo en las calles”, efectuado por Carlos Alba y Mauricio Rodríguez, y 7) “El trabajo remunerado de los hogares”, explicado por Mauricio Rodríguez.

En el capítulo sobre “La calidad de los empleos en el sector de exportación: del TLCAN al T-MEC”, Graciela Bensusán y Nelson Florez plantean que dos grandes desafíos para México en el futuro inmediato en cuanto a la creación de empleos formales son la renegociación y el curso que tome el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), ahora Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC), y la aceleración del cambio tecnológico en los países desarrollados, la cual generará incentivos para las empresas de esos países en cuanto a la recuperación de la parte de los empleos que externalizaban a partir de la liberalización económica, atraídas por los bajos salarios y las menores restricciones ambientales.

Su texto aborda principalmente el primero de estos desafíos, el del empleo en el marco de las negociaciones del TLCAN. Con ese propósito, se orienta a destacar las diferencias en las características de los empleos de las empresas vinculados a las exportaciones y de los generados por las empresas multinacionales de Estados Unidos y Canadá instaladas en México, que representan 5.6% del empleo asalariado. Los autores seleccionan a la industria automotriz, una de las ramas más dinámicas, responsable de la cuarta parte de las exportaciones manufactureras, para observar el impacto que ha tenido esa industria en las condiciones y los ingresos de los trabajadores, y determinar el grado en que éstos se han beneficiado del TLCAN y de la globalización. La pregunta central que orienta la búsqueda es, por lo tanto, averiguar si el empleo en la industria manufacturera de exportación y en las multinacionales ofrece ventajas frente a los demás empleos.

A partir de información proveniente de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), los autores comienzan por averiguar, para el periodo 2006-2018, la cantidad y la calidad de los empleos vinculados a las exportaciones en las ramas industriales que más exportan: los sectores de fabricación de prendas de vestir; de equipos de cómputo u otros equipos y componentes electrónicos, y de equipos de transporte y partes para vehículos automotrices. Los datos les permiten comprobar que hay una recuperación del empleo que había caído algunos años antes como consecuencia de la gran recesión de 2007-2008. En cambio, en el resto de los empleos manufactureros no hubo tal recuperación. Ese mejoramiento se manifiesta en varios indicadores: la mayor estabilidad en el trabajo, la cual se expresa en el aumento de los contratos por tiempo indefinido; el mayor acceso a la salud, y la reducción de las jornadas de trabajo prolongadas.

En relación con los ingresos, tanto en la manufactura de exportación como en el resto de ésta y en las demás actividades económicas aumentó el porcentaje de trabajadores que ganó hasta tres salarios mínimos; sin embargo —hecho muy importante—, la proporción de quienes ganaron más de tres salarios mínimos se redujo. Los autores confirman este deterioro por medio de los resultados de los censos económicos; con base en ellos, afirman que entre 2009 y 2014 la variación del ingreso promedio del personal operativo (en producción, ventas o servicios) en las unidades multinacionales de la manufactura fue de 10.3%, muy por debajo de la inflación (15.8% en 2010-2013) y de los incrementos a los salarios mínimos (17.1% en 2009-2014). En cambio, en las unidades no multinacionales sí hubo una mejora real de los ingresos del personal operativo. Por otra parte, el porcentaje de trabajadores de las unidades multinacionales que trabajaron más de 56 horas fue inferior al de las unidades que no son multinacionales. Sea como fuere, este estudio permite saber que en las empresas multinacionales se encuentran los empleos formales de mejor calidad. Para los autores, sin embargo, en su conjunto el TLCAN no resolvió el problema del empleo en México, porque a pesar de que los empleos referidos sean mejores, fueron insuficientes y mal pagados. De hecho, 56.7% del empleo sigue siendo informal y la migración a Estados Unidos aumentó, al menos hasta la crisis de 2007.

Cuando Bensusán y Florez analizan la industria automotriz, que representa el mayor éxito exportador del TLCAN, superior incluso al total de las exportaciones de productos petroleros y a los ingresos por remesas y por turismo, y que, después de la industria alimenticia, es la que contribuye más al Producto Interno Bruto (PIB) de México, muestran que ese logro no se tradujo en ventajas significativas para los trabajadores, quienes más bien tuvieron pérdidas salariales.

Los autores prueban que el empleo aumentó en los tres países del TLCAN entre 2000 y 2017. Distinguen —y comparan con el sector manufacturero— algunas de las características de la industria automotriz, como el volumen, la productividad y las remuneraciones de los empleos directos en la fabricación de partes automotrices, así como en la de automóviles y camiones, actividades que se concentran en ocho entidades federativas del centro (México, Puebla), el centro-norte (Aguascalientes, Guanajuato, San Luis Potosí) y el norte de México (Sonora, Coahuila, Nuevo León).

Con base en esa información, advierten que aunque los trabajadores de la industria automotriz están en una mejor situación que los demás en México, la diferencia con sus contrapartes de Estados Unidos y Canadá —en oposición a lo que se esperaba— se amplió a pesar de que aumentó la productividad en México. Por ejemplo, el salario promedio por hora de la industria automotriz terminal en Estados Unidos era 5.4 veces superior al de México en 1994, diferencia que aumentó a 9.1 veces en 2016. Lo mismo ocurrió respecto a Canadá, donde de ser 5.1 veces superior aumentó a 8.4. También en la industrias de partes automotrices ocurrió esa creciente desigualdad. Por ejemplo, en Estados Unidos era 6.5 veces mayor que en México en 1994, y pasó a casi 12 veces en 2016. Lo mismo puede decirse respecto a Canadá. Eso lleva a los autores a sostener que “México comete dumping social al atraer los empleos de los otros dos países a través de bajos salarios que no se corresponden con el éxito del sector”. Por otra parte, al comparar los salarios promedio por hora, el texto muestra que hubo una convergencia, pero ésta fue negativa entre 1994 y 2016, cuando los salarios cayeron en los tres países, aunque el mayor descenso ocurrió en México.

Después de analizar los datos oficiales y diversos estudios, los autores concluyen que factores internos y regionales impidieron una vinculación positiva entre innovación productiva y social, aun en sectores donde era posible, como el automotriz. Por el contrario, las empresas multinacionales se beneficiaron no sólo del crecimiento de la productividad, sino también de las ventajas de los bajos salarios, lo cual fue posible por el sistema de relaciones laborales mexicano, en especial por la política restrictiva de los salarios mínimos y por la ausencia de una representación sindical democrática, con lo cual se desvinculó a los salarios de los logros productivos y se garantizaron para esas empresas líderes del modelo exportador márgenes amplios de unilateralidad de los que no disponían en sus países de origen. Los autores terminan su texto con un interrogante sobre el curso que tomen las negociaciones del T-MEC, donde Estados Unidos y Canadá cuestionan ahora esa ventaja comparativa. En síntesis, el estudio concluye que los trabajos creados por las empresas multinacionales fueron insuficientes para atender la demanda de empleo, y hoy están amenazados por las presiones externas y el cambio tecnológico.

En su texto “El derecho al Ingreso Ciudadano Universal, una propuesta para México”, Araceli Damián González y María Amalia Calvache Santacruz proponen el establecimiento de este Ingreso Ciudadano Universal (ICU) o sueldo asegurado en México como un derecho constitucional para garantizar no sólo una existencia material básica a toda la población, sino también para lograr una estabilidad macroeconómica, aun en tiempos de crisis (ya que, según lo señalan, asegura el consumo y mantiene la demanda), y una reducción de las desigualdades económicas y sociales. Su propuesta parte de una crítica a los programas focalizados de transferencias monetarias condicionadas aplicados en México por más de 20 años para reducir la pobreza y las desigualdades (Progresa, Oportunidades, Prospera), los cuales no han dado los resultados esperados. Para fundamentar su propuesta, las autoras comienzan por caracterizar en general la crisis del empleo y sus consecuencias sobre la vida y la dignidad de las personas. Sostienen que el sistema económico está basado en la precarización del trabajo, en la desvalorización de la fuerza de trabajo y en el avance de la automatización y la robotización, que comprimen el sistema laboral y propician el desempleo; además, en la concentración de la riqueza y en la mercantilización de la naturaleza y de las relaciones sociales. Así, destacan que estamos frente al fin de la sociedad centrada en el trabajo remunerado.

Al referirse a México, advierten que la flexibilidad laboral ha alcanzado niveles nunca vistos y que el salario ha perdido su valor adquisitivo en los últimos 30 años hasta encontrarse por debajo de la línea de bienestar o de pobreza. Esta pobreza, que ha crecido a pesar del gran gasto social, muestra el fracaso antes mencionado de las políticas sociales basadas en trasferencias focalizadas y condicionadas, viola los derechos socioeconómicos y culturales, y genera dependencia, aislamiento y pérdida de la autoestima. En cambio, según lo advierten las autoras, los beneficios universales son a la larga más justos que los programas focalizados, aun cuando una parte de los subsidios generales llegue a quienes están por encima de la línea de la pobreza, porque “los beneficios recibidos por quienes no los merecen pueden ser recuperados fácilmente mediante una tributación progresiva adicional”.

Después de fundamentar su crítica a los programas focalizados, las autoras abordan las bases del ICU, un ingreso monetario que entrega el Estado a cada persona para garantizar un nivel de vida digno; es universal, incondicional y debe estar integrado en un sistema tributario progresivo. También discuten sus ventajas potenciales: mitiga la pobreza, aumenta la libertad de la ciudadanía y enriquece la democracia; protege a la parte más débil de la relación laboral; reduce costos burocráticos; no sustituye al salario ni inhibe la búsqueda de ocupación; elimina las discriminaciones y usos políticos de los subsidios condicionados tradicionales; coadyuva a evitar la “trampa de la pobreza” o las consecuencias negativas del desempleo; ofrece una plataforma de igualación desde abajo a todos los seres humanos sin importar su religión, sexo, edad o preferencia sexual y etnia; relativiza el valor del empleo asalariado al facilitar y valorar la importancia de otros tipos de trabajo-no-remunerado como creadores de riqueza: el trabajo doméstico, el trabajo voluntario o el trabajo comunitario. Las autoras presentan sumariamente algunas iniciativas que se han hecho para instaurar este ICU en varias localidades, regiones y países, tales como Alaska, Brasil, India, Namibia y Finlandia; además, muestran la apertura y las posiciones favorables al ICU de diversas organizaciones multilaterales —Comisión Europea, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), Fondo Monetario Internacional (FMI)—.

Después de ponderar las bondades del ICU en general, las autoras describen y explican la iniciativa con proyecto de decreto que se presentó en la Cámara de Diputados para crear el derecho al Ingreso Ciudadano Universal en México. Esta propuesta contiene dos fases: la primera otorgaría una transferencia monetaria a cada persona con base en el Costo de una Canasta Normativa de Alimentos. Éste es un Ingreso Ciudadano Universal Alimentario (ICUA) con el que se cubre a toda la población en cuatro etapas en un lapso de 20 años. En la segunda fase, teniendo como referente una Canasta Normativa de Satisfactores Esenciales Completa, se propone elevar el monto de las transferencias monetarias, lo que se realizaría también en un lapso de 20 años. La iniciativa propone sustituir las transferencias monetarias que actualmente existen de los programas de adultos mayores y del Programa Prospera, para otorgar prioridad a los primeros y a los niños y jóvenes; en segundo lugar, a las mujeres de entre 18 y 64 años, y, finalmente, a los hombres de entre 18 y 64 años, con lo que se lograría la universalidad de la cobertura alimentaria. Para cubrir el costo de implementación de estas transferencias, se proponen varios mecanismos de financiamiento: la reducción de la evasión y la elusión fiscal, una reforma fiscal progresiva, una reorientación de la política social como política de Estado y una implementación escalonada del ICU. En conclusión, las autoras sostienen que el Ingreso Ciudadano Universal, además de abatir la pobreza, actuaría como un estabilizador del consumo fundamental para sostener la demanda en tiempos de crisis, sobre todo para los grupos más vulnerables, con lo cual se evitaría la ampliación de las desigualdades económicas y sociales; por otra parte, como mecanismo institucional, garantizaría al conjunto de la ciudadanía la existencia material, al menos en niveles básicos. Por otra parte, el ICU, como mecanismo redistributivo, no afectaría de manera negativa el funcionamiento de los mercados.

En el capítulo “El trabajo de cuidado en tres tiempos” Edith Pacheco revisa distintas aristas conceptuales empleadas para el análisis del trabajo no remunerado de los hogares. Primero, destaca los grandes avances que la literatura sobre el trabajo de cuidados y el trabajo no remunerado de los hogares ha experimentado desde la década de 1970. La autora identifica dos aspectos del debate sobre el tema: uno se enfoca en la economía del cuidado como elemento clave para la reproducción social; el otro identifica a los cuidados como una categoría abierta y dinámica que engloba a todas las actividades necesarias para sostener la vida.

En un segundo apartado, Pacheco señala la importancia que han tenido los ejercicios estadísticos para la medición de este tipo de actividades; de manera particular, las encuestas sobre Uso del Tiempo y la Encuesta Laboral y de Corresponsabilidad Social 2012. La segunda de estas fuentes tiene como objetivo determinar las necesidades de trabajo de cuidados en los hogares y determinar la sobrecarga de trabajo en las mujeres. Así, mediante una revisión de distintos trabajos de investigación que emplean esta encuesta, la autora caracteriza a las mujeres que realizan tareas de cuidados y vincula estas actividades con la etapa del ciclo familiar y el trabajo remunerado. Pacheco presenta evidencia de la manera como los trabajos de cuidados representan una carga que restringe la participación de las mujeres en el trabajo remunerado. Estos efectos se observan desde edades tempranas y se sostienen hasta edades avanzadas. Además, aquellas mujeres que logran superar dichas barreras y participan en actividades remuneradas se enfrentan a la necesidad de asumir la responsabilidad por ambos tipos de actividades, de donde resulta una doble carga de trabajo.

De manera transversal, Pacheco resalta la manera en que la falta de políticas para facilitar la conciliación de los trabajos remunerados y los no remunerados, así como la poca acción política que promueva la participación masculina en los cuidados reproducen las desigualdades ya observadas. Finalmente, la autora invita a repensar las implicaciones de las actividades no remuneradas de los hogares más allá del ámbito doméstico, para visibilizar su importancia social.

El texto de Mónica Tapia, titulado “Urbanismo, captura del Estado, democracia y desigualdad en la ciudad”, retoma el tema de la desigualdad urbana y desarrolla especialmente uno de los problemas medulares señalados por René Coulomb: las interrelaciones entre las políticas y las herramientas de desarrollo urbano, confrontadas y capturadas por grupos inmobiliarios poderosos a los que se debería regular. El estudio muestra los fondos económicos que alimentan el clientelismo y debilitan la democracia, la representación y la rendición de cuentas en la Ciudad de México, la cual es, paradójicamente, una de las ciudades más progresistas, y cuenta con un marco de derechos humanos avanzado, pero en donde los mecanismos reales de acceso al poder y a la acumulación de capital no parecen alterarse.

La autora comienza por revisar el papel fundamental que tiene el Estado en la construcción de las ciudades a través de la regulación urbana y ambiental, de la redistribución de bienes y servicios públicos y de la conciliación de los distintos intereses en conflicto por la apropiación y el uso del suelo.

Para analizar las interacciones entre las políticas urbanas y los grupos inmobiliarios poderosos, Tapia recurre al concepto de captura del Estado para mostrar que, a pesar de que el Estado teóricamente defiende y regula el interés público, las decisiones de política pública pueden terminar por favorecer a grupos de interés poderosos, los cuales deberían ser sujetos de su regulación. Esto se examina con dos criterios: por una parte, el grado de la autonomía del Estado para controlar territorios y personas, conseguir metas y no simplemente ser reflejo de los intereses y demandas de los grupos sociales con más poder, y por la otra, la capacidad o el poder infraestructural del Estado para alcanzar las metas y políticas originalmente diseñadas frente a los grupos poderosos que se podrían oponer.

Tapia ubica la interacción entre el Estado y la sociedad en el marco de diversas arenas de oposición y dominación. En algunos casos, el Estado logra imponerse y transformar a la sociedad; en otros, redes de actores sociales modifican sus metas y acciones, y en otros más, los grupos sociales se oponen a las políticas estatales y logran revertirlas.

Con base en diversas fuentes, la autora revisa las capacidades del Estado requeridas en el desarrollo urbano: desde el manejo de la cartografía; el control de los títulos de propiedad con sus obligaciones y derechos; la gestión y el uso de la información; la capacidad de autorizar permisos y de monitorear la construcción y la renovación de predios e inmuebles; la capacidad tributaria; la competencia para la gestión de obras y la dotación de servicios; la aptitud para vigilar y evitar invasiones de áreas públicas, como parques, calles y suelo de conservación —o la construcción fuera de su normatividad—, y el talento para mediar y resolver conflictos e impartir justicia, hasta la capacidad de disminuir las desigualdades y reducir la pobreza desde un enfoque de “derecho a la ciudad”.

Con base en esa revisión, la autora argumenta que la captura del Estado en las políticas urbanas y de ordenación sucede cuando la autoridad estatal no tiene la suficiente autonomía o capacidades para imponer regulaciones generales a los distintos particulares. A partir de eso, Tapia detalla el grado de capacidad y de autonomía del Estado en las políticas de ordenación del territorio, así como los instrumentos urbanísticos en la práctica de la Ciudad de México, analizada a partir de su importante transición institucional, pues pasó de tener un estatuto subordinado a ser una entidad autónoma con una nueva constitución. Coincide con René Coulomb en que la gran desigualdad se refleja en el acceso diferenciado a los servicios y a su calidad, que se concentra en el centro y el poniente, mientras que las mayores carencias se ubican en el oriente, el sur oriente y el norte.

Después de presentar las capacidades que teóricamente debería tener el Estado, examina su grado de capacidad real y muestra sus limitaciones en cuanto a la dispersión en distintas secretarías, lo que repercute en el monitoreo, el acceso y la falta de transparencia de la información; el alto porcentaje de ausencia de escrituras; el bajo registro de la superficie construida y del uso de los inmuebles no escriturados, y la diversidad de criterios de gestión de la información. Además, en una red que pasa por ventanillas, permisos de construcción y renovación y usos de la gestión urbana, advierte y brinda ejemplos del problema de la discrecionalidad y las oportunidades de corrupción. Muestra diversas circunstancias, procesos y agentes que la facilitan: la fragmentación, que propicia que familias, microempresarios o pequeñas constructoras con obras eventuales otorguen recursos y reciban favores por cada trámite, autorización u omisión de autoridad; el papel de gestores relacionados con redes de funcionarios de distintos niveles de los tres órdenes de gobierno, quienes “aceitan” los permisos y licencias, y cobran mensualmente por debajo del agua por “servicios completos” a compañías y grandes consorcios. También se utiliza el pago en especie, el establecimiento de sociedades o la creación de inmobiliarias.

La autora hace notar que las diversas reformas y simplificaciones hechas a la normatividad no han logrado reducir la corrupción, sino que la han “normalizado”. Así, el modelo de gobernanza está basado en múltiples y poco coordinadas normatividades y autoridades, bajo competencias concurrentes y muy pocas y dispersas responsabilidades y capacidades del Estado para regular y sancionar.

Otra forma de corrupción es la que modifica la planeación y la zonificación cuando se autorizan cambios en las densidades, las alturas y las áreas libres. Así, muestra que bajo distintos ordenamientos, y sin mecanismos claros de coordinación de facultades, el suelo es un bien público sujeto a negociaciones políticas y electorales.

Tapia examina con detalle diversos instrumentos urbanísticos y financieros de gestión pública que intervienen en la negociación de las reglas y la formalización de excepciones en los proyectos de desarrollo inmobiliario. Muestra las escasas capacidades del Estado y su exigua autonomía respecto de los intereses inmobiliarios más poderosos. Con ello, argumenta que su diseño institucional normativo y su capacidad de gestión lo han dejado con poca capacidad y una débil implementación de las políticas públicas urbanas para la regulación, el ordenamiento territorial y la redistribución de la riqueza generada en la ciudad. Por ello, las políticas del Estado son capturadas o “cedidas” por grupos de interés.

La autora muestra también que, considerando la incapacidad del Estado para regular y redistribuir la renta del suelo de la ciudad, los recursos ilegales, que sí se logran distribuir por medios informales, están debilitando la democracia a través del clientelismo y una escasa representación, lo cual agudiza la captura y la concentración del poder político y económico. Aquí examina las elecciones locales de la Ciudad de México y formula la hipótesis de que gran parte del dinero ilegal está usándose en campañas electorales, clientelismo y operación política territorial. Eso indicaría que la corrupción inmobiliaria tiene capturado al Estado, mientras debilita a la democracia local.

Para analizar el clientelismo político electoral y sus características en México, la autora muestra dos formas de utilizarlo: mediante la selección de beneficiarios para plazas, servicios públicos o programas sociales, donde el cacique, el operador político o el promotor toman el papel de la burocracia estatal en la canalización de recursos públicos hacia la población marginada, o por medio de los bienes materiales y los recursos en efectivo que se distribuyen en tiempos electorales bajo la forma de compra de votos, los cuales no necesariamente están vinculados a programas sociales y pueden provenir de estos fondos paralelos de recursos ilegales de la corrupción.

Mónica Tapia sostiene que la corrupción inmobiliaria es causa y consecuencia de la operación y el clientelismo político existentes en la ciudad entre los partidos que compiten por sus puestos. Advierte que, con ello, por un lado se altera la equidad de la competencia y se distorsiona la voluntad de los electores, lo que mina el principio democrático de representatividad. Y, por el otro, se eleva el costo de las campañas. La autora concluye que los arreglos patrimoniales y de complicidades entre las personas que ocupan y permanecen “reelectas” en los cargos públicos con el capital inmobiliario debilitan los mecanismos de representación democrática de intereses, y, así, disminuyen las posibilidades de impulsar políticas redistributivas.

En su texto sobre “La planeación y gestión metropolitana frente al desafío de la ciudad incluyente” René Coulomb aborda uno de los problemas más acuciantes de la Ciudad de México: la contradicción entre unidad y fragmentación; es decir, la desigualdad espacial.3 Por una parte, su población —que conforma una gran unidad territorial— y sus actividades económicas la conforman como una de las metrópolis más grandes del mundo. Por la otra, esa unidad manifiesta una gran fragmentación y desigualdad en todos los órdenes: empleo, nivel socioeconómico de sus pobladores, acceso a la infraestructura urbana y a servicios básicos —como el transporte, el agua, la educación o la salud—, así como exposición de sus pobladores a las condiciones socioambientales. Además, se ha generado una polarización creciente entre el centro y sus periferias y entre el oriente y el poniente, donde el espacio público se privatiza y la calidad de vida de las mayorías se deteriora progresivamente. Esta unicidad fragmentada es aún más problemática porque ha estado en un espacio regido administrativa y políticamente por gobiernos municipales y estatales de distintos partidos, quienes han mostrado en el largo plazo mayor esfuerzo en competir por la promoción de sus intereses particulares que en la coordinación y, aún menos, en la cooperación mutua. Esta hiperpolitización sería un componente principal del problema de la gobernabilidad.

Coulomb argumenta que cualquier esfuerzo contra esta fragmentación y polarización necesita identificar los espacios de la desigualdad y diferenciación socioespacial para sustentar propuestas de políticas públicas capaces de garantizar servicios urbanos más equilibrados, viables, a fin de contrarrestar los desequilibrios actuales.

El autor advierte que la reforma del Estado y su adelgazamiento, así como la municipalización sin descentralización efectiva han llevado a una deslegitimación de la planeación territorial, pues ésta no dispone de los instrumentos concretos de regulación de los conflictos sociopolíticos vinculados con el desarrollo urbano, y al mismo tiempo el capital inmobiliario ha aumentado su capacidad de intervención en los planes de desarrollo urbano.

El problema de la gobernanza estaría vinculado a la falta de un proyecto consensuado; en cambio, se facilita la toma de decisiones de manera discrecional y coyuntural, y éstas son poco transparentes y carecen de mecanismos de control por parte de la representación social.

Por otra parte, observa Coulomb que existe cada vez más una clara voluntad política de las autoridades por atraer grandes inversiones extranjeras para proyectos urbanos; sin embargo, estos proyectos generan una mayor fragmentación del territorio y la autosegregación de los estratos de altos ingresos, además de que otorgan prioridad al trasporte privado sobre el público y no dan pie a la interacción social que la ciudad necesita. Por otra parte, las inversiones públicas han beneficiado principalmente a los intereses privados, ya que no existen los mecanismos necesarios para impedir la privatización de los beneficios de la valorización del espacio construido, que es producto del esfuerzo de la colectividad y la socialización de los costos de la urbanización. Es decir, hacen falta instrumentos innovadores para la administración del suelo urbano, y su ausencia tiene que ver con las relaciones de poder y de clientelismo político que se han tejido en torno a la apropiación desigual de ese recurso.

Para René Coulomb, la piedra de toque del edificio de desigualdades sociales que se construye en el espacio metropolitano es el acceso desigual a los recursos públicos. Desde su perspectiva, el debilitamiento del Estado, que es resultado de las políticas neoliberales, ha afectado en forma diferenciada a la Ciudad de México y a los municipios que la circundan. Mientras aquélla ha mantenido una relativa fortaleza financiera y sus ingresos propios significan más de 41%, en el Estado de México sólo llegan a 6%, lo que sobredimensiona el gasto público destinado a la administración y la escasa inversión en obras públicas. Además, mientras el Estado de México destina la cuarta parte de su presupuesto público a la educación, el gasto en servicios educativos de la Ciudad de México es cubierto por la federación. De ahí la dificultad para reducir las diferencias en los niveles de instrucción entre las áreas periféricas y las centrales. Al debilitamiento de las finanzas públicas de los municipios se suman la ineficiencia, el burocratismo, la corrupción y el corporativismo sindical. Esas disparidades consolidan el proceso de segregación / exclusión en beneficio de las áreas centrales, las cuales presentan mejores condiciones de vida.

Finalmente, Coulomb retoma la urgencia de avanzar en la gobernabilidad metropolitana, lo que necesariamente supone, por una parte, que los distintos integrantes cedan algunas de sus atribuciones, sobre todo fiscales y presupuestales, y por la otra, el avance hacia una identidad metropolitana que le dé a la Ciudad de México legitimidad social y política, así como una ciudadanía metropolitana sostenida por su propio precepto constitucional: el derecho a la ciudad, es decir, a la vivienda, a los servicios fundamentales como el agua, al trasporte accesible y eficiente, a un medio ambiente sano, a la seguridad pública y a un desarrollo económico incluyente. Todos estos derechos, basados en la justicia distributiva y la solidaridad entre los habitantes, sólo pueden darse en el marco de una gestión metropolitana. El autor considera que por medio de la cooperación mutua los habitantes deben también hacer suya la cuestión metropolitana, ya que ésta necesita entenderse como una realidad social y política y no sólo una estructura físico-espacial y económico-ambiental. Por eso, concluye diciendo que la Zona Metropolitana de Valle de México es un proyecto político todavía en construcción.

En el texto titulado “El trabajo en las calles”, Carlos Alba Vega y Mauricio Rodríguez examinan las características del empleo en esos espacios públicos en el ámbito nacional y en la Ciudad de México, con base en información proveniente de la Encuesta Nacional de Empleo 1998-2004 y de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2005-2017, del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI).

En el contexto de la ciudad, después de discutir sobre la importancia de la calle como espacio público por excelencia, la abordan como recurso económico en el cual se desarrollan distintas actividades generadoras de ingreso y donde grandes sectores de la población logran crear sus propias alternativas ocupacionales para sobrevivir. En el texto se examina la magnitud de las personas que trabajan en la calle como comerciantes y la forma como se distribuyen en las entidades federativas y en las ciudades principales. También se abordan las características de los lugares de venta (si están en lugares fijos o semifijos o son ambulantes); la proporción de hombres y mujeres en estas circunstancias; el tiempo que destinan a su trabajo, y el ingreso que perciben según el sexo y la escolaridad. En el texto se muestra que el número de personas que se dedican a estas actividades aumentó con altibajos en las dos últimas décadas tanto en el país como sobre todo en la Ciudad de México. Estas fluctuaciones se ligan no sólo con factores internos sino también con los vaivenes que ha sufrido la economía estadunidense en el siglo XXI, por ejemplo, la pérdida de dinamismo a inicios de siglo y la recesión de 2008. El impacto de la pandemia de covid-19 ha sido importante, y sus resultados podrán precisarse con nuevas estadísticas.

Los autores advierten que el trabajo en las calles no registra únicamente a los llamados “vendedores ambulantes”, sino también a otros trabajadores que no tienen local, oficina o establecimiento, como en el caso de quienes se dedican a los servicios personales o que desarrollan sus actividades en el domicilio propio o del patrón. Por lo tanto, el estudio examina el trabajo en las calles en general y el trabajo específico de quienes laboran como comerciantes ambulantes. Se muestra que del total de la Población Económicamente Activa (PEA) nacional, que alcanza los 52.3 millones de personas —8.9 millones pertenecen a la Ciudad de México—, 17.2% trabaja en las calles —en la Ciudad de México esta proporción llega a 21.9%—. Por otra parte, 72.5% de quienes trabajan en las calles no son vendedores ambulantes: una parte menor (2.6%) labora en puestos establecidos; una proporción mayor (20.9%), en vehículos no ambulantes, y la mayoría (76.5%), en el domicilio del patrón.

El capítulo muestra que sólo 27.5% de los trabajadores de la calle son los llamados “ambulantes”. Del total de ambulantes, una proporción importante para el país y para la Ciudad de México labora en puestos improvisados, otra parte trabaja en puestos semifijos o en algún vehículo (bicicleta, camioneta, automóvil o carro de tracción motriz, animal o humana) y el resto labora directamente en la calle sin ninguna infraestructura, principalmente en la construcción y la reparación, en el comercio ambulante, el trasporte y la mensajería.

El estudio muestra que el trabajo en las calles, sobre todo en el comercio, es una actividad fundamentalmente familiar (en la Ciudad de México se caracteriza por ser casi hereditaria) realizada principalmente por el sostén principal del hogar (el jefe o la jefa del hogar) y, después, por algún hijo o hija, así como por el o la cónyuge. A estas actividades llega población de todas las edades, aunque hay menor presencia de personas muy jóvenes y de adultos mayores (el rango de edad predominante es de 24 a 65 años). El trabajo en las calles en general está muy masculinizado; en cambio en el caso específico del comercio ambulante el acceso de las mujeres es importante, sobre todo cuando se trata de madres solteras, divorciadas, abandonadas o viudas. Una proporción relevante —cerca de la mitad— de quienes trabajan en las calles en general lo hace por cuenta propia. Otra parte trabaja para un empleador, que puede ser el padre o la madre. Cuando son asalariados, es común que no cuenten con las características y la protección del empleo formal regulado por la ley. En el comercio ambulante la proporción de trabajo sin pago es mayor que para el conjunto de trabajadores de la calle, lo que según los autores del estudio puede ser una estrategia familiar para incorporar a un mayor número de integrantes del hogar en las actividades o el negocio familiar.

En el estudio se muestra que la mayoría de los vendedores ambulantes son pobres —pues sus ingresos no exceden dos salarios mínimos— y un tercio de ellos son muy pobres —sus entradas no llegan a un salario mínimo—. Además, se advierte que el comercio en la vía pública no ofrece ningún tipo de protección social como actividad. Sin embargo, en el sector las mujeres alcanzan una de las mayores proporciones de empleo respecto a los hombres, y se convierte en una alternativa para las que no encuentran empleos remunerados en otros sectores, especialmente las que están en situación de mayor vulnerabilidad. Aunque las personas que trabajan en este tipo de comercio tienen un nivel de escolaridad similar y a veces superior al promedio nacional, e incluso al de la Ciudad de México, el sector es muy heterogéneo.

Cuando el estudio examina los ingresos por hora trabajada, no encuentra diferencia estadística significativa entre lo que ganan los hombres y las mujeres. Para los trabajos fuera de las calles, los ingresos de los hombres son mayores que los de las mujeres, pero en los trabajos en la calle no ambulantes, los ingresos de ellas superan a los de ellos, y en el comercio ambulante, los ingresos de las mujeres son un poco mayores que los de los hombres.

En términos espaciales, el estudio no encuentra ningún patrón que explique la proliferación de comercio ambulante en unos lugares y la escasez en otros; al menos no está directamente vinculado con el grado de pobreza o riqueza en la región o la localidad, con el índice de marginación o con la propensión a emigrar. Por otra parte, destaca la polarización de los empleos en la calle existente en la Ciudad de México y en algunas ciudades vecinas.

A lo largo del capítulo, los autores hacen énfasis en diferenciar a los trabajadores de la calle de uno de los subgrupos más representativos: los comerciantes ambulantes. De esta manera, es posible identificar los principales problemas de cada población y diseñar políticas adecuadas para su correcta regulación y protección. Así, es posible analizar el papel central del trabajo en las calles para dar cabida a una población que requiere flexibilidad laboral, ante la incapacidad de los mercados para ajustarse a las necesidades de la población trabajadora.

En el capítulo sobre “El trabajo remunerado de los hogares” Mauricio Rodríguez analiza las condiciones laborales de las trabajadoras del hogar. Partiendo de un breve análisis histórico, el autor comenta sobre las diferentes dinámicas sociales y familiares que han transformado al trabajo doméstico en una actividad predominantemente femenina, invisible y poco valorada. Así, el trabajo doméstico remunerado ejemplifica otra más de las contradicciones del mercado de trabajo mexicano: a pesar de superar en volumen a poblaciones en muchos otros sectores, al desempeñarse en la intimidad de los hogares, se mantiene como una actividad a la sombra de otras actividades productivas.

Rodríguez identifica las principales características de la población trabajadora del hogar, que comprende a una significativa parte de las mujeres que desarrolla sus actividades en condiciones precarias, en las márgenes de la legislación laboral mexicana. Estas condiciones de precariedad laboral en que se encuentra la mayoría de las trabajadoras del hogar contrastan con el papel fundamental jugado para que las mujeres de clases sociales más privilegiadas subcontraten las actividades domésticas y las incorporen al mercado de trabajo remunerado. A pesar de esto, Rodríguez muestra que los beneficios de contar con asistencia en las actividades domésticas son mayores para la población masculina que para la femenina; ello contradice a gran parte de la literatura existente.

En las secciones finales del capítulo sobre el trabajo remunerado de los hogares, Rodríguez señala la demora hasta julio de 2020 por parte del gobierno mexicano para ratificar el Convenio 189, mismo que les dará mayor certeza jurídica a las trabajadoras del hogar. La ratificación facilitará el otorgamiento de prestaciones laborales, así como la protección contra condiciones discriminatorias y abusos por parte de empleadores. El autor también señala y analiza estas situaciones de discriminación, y las vincula con la carencia histórica de una legislación adecuada con la presencia de condiciones de desigualdad estructural que ponen en situación de desventaja a las trabajadoras del hogar.

El 14 de mayo de 2019 la Cámara de Senadores aprobó, por unanimidad, “el dictamen que reforma las leyes Federal del Trabajo y del Seguro Social, con el objetivo de regular el trabajo doméstico remunerado, así como reconocer y garantizar los derechos de las personas que se dedican a esta labor”,4 tales como contrato formal de empleo, salario mínimo, seguridad social, servicios de salud, bonos pagados, licencia por embarazo, horas de trabajo limitadas y vacaciones con goce de sueldo para las más de dos millones de personas trabajadoras del hogar, en su gran mayoría mujeres pobres que realizan tareas de limpieza, cocina, jardinería, cuidado de niños y adultos mayores y otras tareas remuneradas. Esta decisión es el logro de una lucha que durante muchos años organizaciones sociales y las propias trabajadoras llevaron a cabo contra la discriminación, como Marcelina Bautista, trabajadora del hogar y activista defensora de los derechos de las personas trabajadoras de los hogares, quien fundó el primer sindicato de trabajadores del hogar del país en 2015. Sin embargo, la aprobación de dicha ley es sólo un paso, aunque crucial, para garantizar los derechos básicos de estas personas, ya que es difícil hacerla valer cuando su cumplimiento representa costos financieros que pueden inhibir el registro de quienes realizan empleos informales —es decir, casi 60% de la población—. Sin duda la pandemia de covid-19 y el obligado confinamiento agudizaron los problemas de las personas trabajadoras del hogar: muchas perdieron sus empleos y otras vieron acentuada su carga de trabajo. El tamaño del hogar donde se trabaja y la composición de sus miembros (hogares unipersonales, familias con hijos, familias con adultos mayores a cargo, etcétera) propician grandes desigualdades en la manera de afrontar y padecer la pandemia.

En síntesis, este libro aborda algunos problemas económicos, sociales y políticos vinculados con el trabajo, el urbanismo, las desigualdades y las políticas públicas de México. Los que tratan sobre el trabajo se refieren principalmente a situaciones contrastantes: el realizado en el ámbito doméstico (“El trabajo remunerado de los hogares” y “El trabajo de cuidado en tres tiempos”), en los espacios públicos (“El trabajo en las calles”) y el vinculado con las exportaciones (“La calidad de los empleos en el sector de exportación”), y conciernen al conjunto del país, como ocurre también con la propuesta de “El derecho al Ingreso Ciudadano Universal”. Estos textos ofrecen una perspectiva principalmente desde los ángulos demográfico y socioeconómico. En algunos casos se establecen comparaciones a diferentes escalas, localidades y regiones.

Los textos que tratan cuestiones urbanas y desigualdades espaciales (“Urbanismo, captura del Estado, democracia y desigualdad en la ciudad”; “La planeación y gestión metropolitana frente al desafío de la ciudad incluyente”) se refieren principalmente a la Ciudad de México y enfocan los problemas sobre todo desde la sociología y la ciencia política.



1 Los distintos números de Apuntes para la Equidad son:

1: M. Rodríguez y L. Sánchez (marzo de 2017), El futuro del trabajo automotriz en México, <https://trades.colmex.mx/assets/apuntes/1/original/Apuntes_para_la_equidad_1.pdf?1559631536>.

2: C. Masferrer, L. Sánchez y M. Rodríguez (mayo de 2017), Condiciones laborales de los migrantes de retorno de Estados Unidos, <https://trades.colmex.mx/assets/apuntes/2/original/apuntes-equidad-02.pdf?1559631996>.

3: M. Valdivia y L. Sánchez (junio de 2017), Protección laboral para los jornaleros agrícolas en México, <https://trades.colmex.mx/assets/apuntes/3/original/apuntes-equidad-03.pdf?1559682599>.

4: V. Pérez y D. Cano (agosto de 2017), Salario mínimo y distribución del ingreso en México, <https://trades.colmex.mx/assets/apuntes/4/original/apuntes-equidad-04.pdf?1559682676>.

5: M. Rodríguez y C. Alba (octubre de 2017), El trabajo del hogar remunerado, <https://trades.colmex.mx/assets/apuntes/5/original/apuntes-equidad-05.pdf?1559682743>.

6: C. Alba Vega y M. Rodríguez (noviembre de 2017), El trabajo en las calles, <https://trades.colmex.mx/assets/apuntes/6/original/apuntes-equidad-06.pdf?1559682840>.

7: J. Sobrino (diciembre de 2017), Ciudad y trabajo en México, <https://trades.colmex.mx/assets/apuntes/7/original/apuntes-equidad-07.pdf?1559682920>.

8: F. Zapata y M. Rodríguez (febrero de 2018), El sindicalismo, el derecho de asociación y la negociación colectiva en la encrucijada de la iniciativa de la reforma laboral, <https://trades.colmex.mx/assets/apuntes/8/original/apuntes-equidad-08.pdf?1559683067>.

2 Se puede acceder a estas informaciones en https://trades.colmex.mx/

3 Para un análisis más amplio del tema de las desigualdades espaciales en la Ciudad de México, pueden consultarse las siguientes obras: Emilio Duhau y Angela Giglia (2008), Las reglas del desorden: habitar la metrópoli, México, UNAM/Siglo XXI Editores; M. C. Bayón (2008), “Desigualdad y procesos de exclusión social. Concentración socioespacial de desventajas en el Gran Buenos Aires y la Ciudad de México”, Estudios Demográficos y Urbanos, vol. 23, núm. 1, pp. 123-150; Patrick Le Galés y Vicente Ugalde (eds.) (2018), Gobernando la Ciudad de México. Lo que se gobierna y lo que no se gobierna en una gran metrópoli, México, El Colegio de México; Rosa María Rubalcava y Martha Schteingart (2012), Ciudades divididas. Desigualdad y segregación social en México, México, El Colegio de México; Martha Schteingart (2015), Desarrollo urbano-ambiental, políticas sociales y vivienda. Treinta y cinco años de investigación (Antologías), México, El Colegio de México; Martha Schteingart y Clara Salazar (2017), Los efectos múltiples de los sismos de septiembre 2017. Análisis e interpretaciones de alumnos de Estudios Urbanos (cuadernos de trabajo del Centro de Estudios Demográficos, Urbanos y Ambientales), <https://libros.colmex.mx/wp-content/plugins/documentos/descargas/los_efectos_multiples_de_los_sismos.pdf>.

4 Senado de la República-Coordinación de Comunicación Social (23 de abril de 2019). “Aprueban por unanimidad reforma que otorga derechos laborales a trabajadoras del hogar” (boletines), consultado el 29 de abril de 2021 en <http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/boletines/44612-aprueban-por-unanimidad-reforma-%20que-otorga-derechos-laborales-a-trabajadoras-del-hogar.html>.


PRIMERA PARTE
Desigualdades en el trabajo y en los ingresos


I. LA CALIDAD DE LOS EMPLEOS EN EL SECTOR DE EXPORTACIÓN: DEL TLCAN AL T-MEC
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INTRODUCCIÓN

Los empleos formales vinculados al sector de exportación se encuentran amenazados en México por dos tipos de factores: las exigencias del T-MEC3 y el cambio tecnológico. Éstos se potencian al punto en que la reestructuración derivada del nuevo acuerdo comercial, aunada a la inevitable aceleración del cambio tecnológico en los países desarrollados, podría llevar a una significativa pérdida de los empleos ganados con el TLCAN.

Antes de la entrada en vigor del T-MEC en 2020, el país tuvo que modificar el arreglo sociolaboral que acompañó el auge del modelo exportador en las tres últimas décadas e impulsó internamente una nueva política de salarios mínimos, con incrementos anuales de 17% en promedio en diciembre de 2018, 2019 y 2020.4 Además, se han modificado otras reglas derivadas del T-MEC que llevarán a la reestructuración en el sector automotriz. Entre otras, además del nuevo componente regional, hay que considerar la inclusión de un capítulo laboral para los tres países y un anexo destinado a México, además de un protocolo que incluye un Mecanismo de Respuesta Rápida en caso de violaciones a la libertad sindical y de negociación colectiva en instalaciones prioritarias de México para el comercio trinacional.5

Aunado a las presiones externas y los cambios internos, el avance de la innovación tecnológica llevará a que el bajo salario deje de ser el principal factor de atracción de las inversiones. Ello posibilitaría a los países desarrollados la recuperación de una parte de los empleos externalizados por las empresas multinacionales a partir de la liberalización comercial para eludir las restricciones laborales y ambientales de sus propios lugares de origen.6

En este contexto puede esperarse que los empleos vinculados a la exportación y que hoy se encuentran en las multinacionales instaladas en México estén bajo presión. El propósito de este capítulo es analizar las características de los empleos vinculados a las exportaciones considerando aquellos generados por las empresas multinacionales instaladas en México y compararlos con los empleos de la industria manufacturera.

El argumento central es que el modelo exportador del TLCAN, a pesar de sus logros, no resolvió las necesidades del mercado de trabajo: no pudo ofrecer un número de empleos suficientes para ocupar a quienes anualmente buscan incorporarse a la actividad económica ni contrarrestó la precarización por ingresos e informalidad que afecta a la gran mayoría de los trabajadores del país. Sin embargo, este resultado se debió menos al TLCAN que a las políticas internas que lo acompañaron, como la restrictiva política de salarios mínimos y el apoyo brindado por los sucesivos gobiernos al sindicalismo corporativo y la expansión de los contratos de protección al empleador, aspecto que ha sido examinado en otras contribuciones.7

Para desarrollar estas ideas, se comienza mostrando la relevancia de la industria manufacturera de exportación en la economía nacional y se presentan las ventajas en la calidad de los empleos en relación con el resto de la manufactura comparando multinacionales y no multinacionales. A continuación se estudia el caso de la industria automotriz en la región y se contrasta la evolución del empleo y los salarios en los tres países, lo que explica por qué este sector se colocó en el centro de los cuestionamientos a México durante la renegociación del TLCAN. Finalmente, se presentan brevemente las nuevas reglas del juego en esta industria a partir del T-MEC.

LA RELEVANCIA DE LA INDUSTRIA MANUFACTURERA DE EXPORTACIÓN

La importancia de la industria manufacturera de exportación y sus empleos se evidencia en las siguientes cifras. En México, para el año 2020, la participación del sector secundario8 equivalió a 31.7% de la producción de bienes y servicios —es decir, el producto interno bruto (PIB)—. De la producción del sector secundario, la industria manufacturera aportó 58.0%; la construcción, 21.3%; la minería, 13.3%, y la generación, transmisión y distribución de electricidad, gas y agua por ductos al consumidor final, 7.4%. En general la industria manufacturera aportó 18.4% del PIB. El primer año (1994) de la implementación del TLCAN la industria automotriz instalada en México (IAM) aportaba 8.4% de la actividad industrial y sólo 1.6% del PIB.9 En 2020 la fabricación de equipo de transporte10 y en particular la industria automotriz aporta18.9% a la industria manufacturera y 3.5% del PIB,11 lo que confirma la importancia del sector industrial y en especial de la industria automotriz en la dinámica económica del país en las últimas décadas y, como veremos, en la generación de empleos.

El saldo de la balanza comercial registró en 2020 un superávit de 34 476 millones de dólares estimulado por los productos no petroleros, monto superior en 5 409 millones de dólares al superávit observado en 2019, lo que en parte se debió a la caída de las importaciones por efecto de la pandemia. El valor de las exportaciones de mercancías fue de 417 670 millones de dólares (un descenso en 9.3% en relación con 2019), y 95.8% correspondió a productos no petroleros. De las exportaciones no petroleras 93.5% correspondió a la manufactura (en relación con 2019, sufrieron una variación anual -8.9%), y el valor de las exportaciones de la industria automotriz fue de 122 932.5 millones de dólares (una reducción de 16.8% en relación con el monto de las exportaciones de 2019), las cuales, así, participaron con 32.8% total de exportaciones manufactureras y 30.7% de las exportaciones no petroleras. De las exportaciones no petroleras, 82.2% se dirigió a Estados Unidos y 25.7% de total de exportaciones correspondió a la industria automotriz, las cuales se dirigieron en una proporción semejante a este último mercado y al de Canadá.12 Como veremos más adelante, la producción de vehículos, que ya registraba una caída desde 2018, se vio afectada por el cierre parcial de la economía en el primer semestre de 2020. A ello se sumaron las dificultades posteriores para restablecer la cadena global de producción, lo cual afectó la participación en el PIB y las exportaciones de la industria automotriz.

En suma, la relevancia del sector de exportación y del automotriz en particular, de acuerdo con las cifras anteriores, debe llevar a prender las alarmas sobre los factores que constituyen una amenaza, así como a identificar aquellos que quizá potencien sus efectos positivos. Para ello se deben considerar el volumen y la calidad de los empleos generados con el TLCAN, como se hace a continuación. Sin embargo, cabe advertir que su evolución no dependerá solamente de cómo se implementen las nuevas reglas del juego negociadas en el T-MEC, sino también de las políticas públicas necesarias para que los beneficios del intercambio lleguen a los trabajadores.

LAS VENTAJAS DEL EMPLEO EN EL SECTOR EXPORTADOR

Una de las promesas del TLCAN fue el crecimiento sostenido de la economía y la generación de empleo formal en el sector exportador, lo que reduciría la informalidad laboral así como la necesidad de migrar en busca de mejores condiciones laborales. Contra las expectativas creadas en su origen, el volumen del empleo generado resultó insuficiente para incluir al más de millón de trabajadores que año con año se incorpora en el mercado laboral mexicano. Diversos estudios confirman que la inserción de México en la economía de América del Norte por la vía de la subcontratación internacional, con la importación de la mayor parte de los insumos de los países asiáticos para procesarlos internamente y exportarlos a Estados Unidos, incidió en el pobre resultado en materia de empleos.13 Pero también hay que considerar que la política de las administraciones anteriores sólo se preocupó por garantizar paz laboral con bajos salarios y no se hicieron esfuerzos por integrar las cadenas productivas, por lo que los magros resultados sociales del TLCAN se deben principalmente a factores domésticos.

Los datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) permiten conocer el volumen y la calidad de los empleos vinculados a las exportaciones, incluyendo los contingentes más importantes: asalariados en el sector de prendas de vestir; fabricación de equipos de computación u otros equipos y componentes electrónicos, y fabricación de equipos de transporte y partes para vehículos automotrices. Al respecto, en el cuadro 1.1 se muestra que entre 2006 y 202014 éstos pasaron de representar 5.1% del total de ocupados a 5.7%, lo que revela una leve recuperación respecto de 2012, cuando había caído a sólo 4.4%. También se observa que el resto de los empleos manufactureros redujo apenas su participación en el empleo total, al pasar de 14.0 a 13.0% en ese periodo.

Cuadro 1.1
México. Asalariados en la industria manufacturera de exportación y resto de actividades económicas, 2006, 2012 y 2020
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1 Fabricación de prendas de vestir; fabricación de equipo de computación, comunicación, medición y otros equipos, componentes y accesorios electrónicos; fabricación de equipo de transporte y partes para vehículos automotores.

2 No se incluyen los asalariados ausentes temporales.

Valor no significativo.

Fuente: elaboración propia con base en la información de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2006, trimestre II, y 2012 y 2020, trimestre I.

En 2006, en el sector manufacturero de exportación se observaba un mayor equilibrio en la distribución de población ocupada entre hombres y mujeres. A lo largo de los últimos años esta paridad ha disminuido y cada vez se observa una mayor participación de hombres en el sector. A su vez, durante el periodo analizado se mantiene la distribución por género observada en el resto de la manufactura. Éste sigue siendo un sector fuertemente masculinizado (70% son hombres en el resto de manufactura versus 56% en la manufactura de exportación), por encima del promedio del resto de actividades y de los promedios observados en la distribución por sexo del total de ocupados asalariados.

Vale la pena resaltar que aunque se ha reducido la brecha en los niveles de escolaridad entre los trabajadores ocupados en la industria manufacturera de exportación y el resto de trabajadores asalariados, los primeros siguen presentando bajos niveles de escolaridad, a pesar de que se incrementó la población asalariada con preparatoria y más, al pasar de 41.2% a 52% entre 2006 y 2020. Al parecer, los trabajadores del sector de exportación tienden a ser poco calificados y a enfocarse en tareas operativas y actividades manuales propias de la actividad industrial y manufacturera, aspecto que puede estar perjudicando la calidad del empleo, especialmente en las remuneraciones, como veremos más adelante (véase el cuadro 1.1). Lo anterior revelaría que las inversiones en el sector de las exportaciones no ayudaron a reducir el rezago tecnológico y a abrir oportunidades para los más calificados, debido a que se trata de procesos productivos basados en la intensidad del trabajo y el bajo valor agregado atraídos al país por el bajo salario.15

En cuanto a la calidad de los empleos en la industria manufacturera de exportación, además de que se registra una mayor participación de mujeres, se observa en ese periodo (2006-2020) mayor presencia de contratos formales por tiempo indefinido (es decir, con mayor estabilidad laboral), y al mismo tiempo mayor acceso a la salud por causa del trabajo. Así, el acceso a seguridad social asociado al trabajo —indicador que utilizamos para medir la formalidad del empleo— pasó de 76.5% a 86.3%, con lo cual se incrementó la brecha con el resto de la industria manufacturera y demás actividades asalariadas, que no registraron avances. Además, el porcentaje de quienes tenían contrato por tiempo indefinido aumentó de 62.9 a 75.4% y se redujo de 25.8 a 15.4% la proporción de trabajadores sin contrato, mientras que en el sector no exportador no hubo avances o fueron menores. En cuanto a la duración de las jornadas, se observa igualmente en 2020 una leve mejoría respecto de 2006, ya que los trabajadores desempeñan en mayor proporción (66.1%) jornadas que se inscriben en el marco legal (entre 35-48 horas) y en menor proporción jornadas prolongadas (23.2%), las jornadas parciales no resultaron significativas. En cambio, los trabajadores del resto de manufacturas y del resto de actividades realizan en mayor proporción jornadas parciales y prolongadas.

Por otra parte, los trabajadores en la manufactura de exportación tuvieron en 2020 tasas de sindicalización más altas que en el resto de la manufactura (23.2% versus 14.4%). Hay que destacar que mientras este indicador se mantuvo estable en el sector exportador, en el resto de la manufactura se observa una caída de 5% entre 2006 y 2020. Resulta paradójico que con una mayor presencia sindical —lo que debería implicar un mayor poder de negociación de los trabajadores en la manufactura de exportación— se haya observado una peor evolución de los salarios. Como se ha mostrado en otras investigaciones, la mala calidad de la representación sindical explicaría este resultado.16

Por lo anterior, considerando el nivel de ingresos, de acuerdo con la misma fuente (ENOE),17 observamos una mayor precarización en los salarios en la manufactura de exportación, donde, igual que en el resto de la manufactura y las demás actividades, aumentó entre 2006 y 2020 el porcentaje de trabajadores que ganó hasta tres salarios mínimos (pasó de 72.2 a 81.8% en el sector de exportación). En cambio, se redujo el de quienes ganaron más de tres salarios mínimos (24.6 a 8.2%), situación que se acentuó en relación con el resto de las actividades. Sin embargo, estos datos incluyen el sector de prendas de vestir, donde las remuneraciones están entre las más bajas y contrastan con el sector de la industria automotriz, como se verá más adelante. El deterioro en los ingresos que revela la ENOE para el sector de la manufactura de exportación se confirma al utilizar otras fuentes, como el Censo Económico, instrumento que nos permite distinguir a las unidades económicas (establecimientos) según si son o no empresas multinacionales.

De acuerdo al Censo Económico, en 2014 las unidades económicas multinacionales de la manufactura representaban 59.7% de ese tipo de unidades, con una pérdida en relación con 2009 debido al crecimiento del sector de servicios y comercio. Sin embargo, la población ocupada en unidades económicas multinacionales del sector manufacturero representó a 72.2% de los ocupados en 2014 y creció en total casi 4% respecto de 2009. De esta manera, la población dependiente de este tipo de unidades alcanzó 921 000 trabajadores en 2014, versus 4 152 768 trabajadores en el caso de las unidades económicas no multinacionales del mismo sector. De estos trabajadores, 69% laboraba en empresas de más de 500 trabajadores. Si se toma en conjunto la ocupación en unidades multinacionales (todos los sectores), el número de ocupados en 2014 se elevó a 1 275 389 trabajadores.18 Del personal ocupado en unidades multinacionales según el país de origen del capital, 69.4% laboró ese año en unidades económicas multinacionales de Estados Unidos y sólo 2% en las de Canadá (versus 75.2 y 1.8%, respectivamente, en 2009).19

La variación del ingreso promedio del personal operativo (producción, ventas o servicios) en las unidades multinacionales de la manufactura fue de 10.3% entre 2009 y 2014, por debajo de la inflación (15.8% de 2010-2013) y de los incrementos a los salarios mínimos (17.1% de 2009-2014).20 En promedio, el ingreso de 2014 fue equivalente a poco menos de cuatro salarios mínimos diarios. En las unidades no multinacionales el incremento en ese periodo en relación con el personal operativo fue mayor (26.2% entre 2009-2014), por lo que en principio hubo una mejora real en el ingreso. El salario promedio diario en este caso fue de 3.5 salarios mínimos, y se ubicó apenas por debajo del salario en las unidades multinacionales, lo que significa que la brecha tendió a cerrarse.21

Tanto en las unidades multinacionales de la manufactura como en las nacionales mejoró la parte de las remuneraciones que se registra como “otras prestaciones”, si bien esta información se presenta agregada, por lo que no puede distinguirse entre las que percibe el personal operativo y las del no operativo. En las primeras, el incremento fue de 30.6% (2009-2014), mientras en las nacionales fue de 58%. Lo mismo ocurrió con las utilidades repartidas, que aumentaron 48.6% en las multinacionales, mientras el incremento fue de 52.5% en las que no lo son.22

A su vez, el porcentaje de trabajadores de las unidades multinacionales que trabajaron más de 56 horas —lo que implica jornadas extenuantes— pasó de 5.9 a 8.4%, mientras lo hizo de 11.4 a 17% en las unidades que no son multinacionales. Esto puede haberse debido a la necesidad de realizar horas extraordinarias para compensar la pérdida de ingresos y también a una posible sobreutilización de estas horas en lugar de generar nuevos empleos.23

Es posible que la ubicación predominante de las multinacionales en unidades de mayor tamaño y en la industria manufacturera explique algunas de las ventajas de estos empleos respecto a los que generan las no multinacionales. Por ejemplo, de acuerdo con el INEGI, 38.1% de las empresas exportadoras ocupaban 251 o más trabajadores y 43% de las que fabrican equipo de transporte ocupaban 501 o más trabajadores en 2013; por su mayor tamaño, éstas son las que tienen niveles más altos de productividad.24 Así, observando el cuadro 1.1 pueden constatarse la gran concentración y el incremento de la brecha de trabajadores en la industria de exportación que laboran en grandes empresas (71.6% en 2006 a 78.6% en 2020 en empresas de 251 y más trabajadores) en relación con el resto de manufactura no exportadora y de los asalariados en general, en donde la distribución por tamaño de la unidad económica se ha mantenido invariable. Por lo anterior, no puede concluirse que el origen de la propiedad del capital o el destino de la producción hacia las exportaciones sean los factores que determinan la calidad del empleo.

Por su parte, en el sector tradicional alrededor de 50% de los trabajadores asalariados sigue laborando en pequeñas y microempresas, mientras que, en conjunto, la informalidad laboral alcanzó a poco menos de 56.7% de los ocupados, con una muy reducida disminución en los últimos 15 años (INEGI, 2018). Aumentó también en forma significativa la migración a Estados Unidos en la primera década de vigencia del TLCAN, al menos hasta 2007, cuando se hizo sentir el efecto de la crisis financiera en aquel país. México siguió siendo entonces el principal generador de migrantes a escala mundial, casi en su totalidad con destino al país vecino.25

En suma, considerando los datos expuestos en el cuadro 1.1, sin negar la importancia de los empleos vinculados a las exportaciones y a las empresas multinacionales, así como su mayor calidad en cuanto a formalización, estabilidad laboral y duración de las jornadas, puede concluirse que el acuerdo comercial no resolvió el problema del empleo en el país. Éste fue insuficiente y mal pagado, con ingresos apenas por encima de los empleos en el sector tradicional, a pesar de tener una mayor presencia de sindicalización.

LA INDUSTRIA AUTOMOTRIZ BAJO EL TLCAN: UN CASO DE ÉXITO CON PÉRDIDAS SALARIALES Y EN PRESTACIONES

Los bajos salarios mexicanos en la IAM y la pérdida de empleos en Estados Unidos son dos de los resultados asociados al TLCAN que más cuestionamientos generaron en la renegociación del acuerdo comercial por parte de Estados Unidos y Canadá. El primero exigió inicialmente elevar las reglas de origen a 85%, con 50% producido en su territorio. Finalmente, esta regla quedó en 75%, a la vez que se exigió que para circular sin aranceles al menos 40% del valor de los automóviles y 45% de los camiones se produzcan en la región por trabajadores que perciban salarios de 16 dólares la hora, equivalentes a entre cuatro y cinco veces lo que percibían en 2018. Tanto los negociadores oficiales, como las empresas automotrices y los sindicatos mexicanos se habían opuesto a estas exigencias, que terminaron por incluirse en el T-MEC. Conviene por tanto poner en contexto esta exigencia, la cual, según algunas opiniones, podría amenazar los empleos de una industria que representó hasta hoy en el país el mayor éxito del modelo exportador, sin que de ello se hayan beneficiado los trabajadores que contribuyeron a lograrlo.26

EL ÉXITO DE LA IAM: CONTRIBUCIÓN EN EL PIB Y EN LAS EXPORTACIONES

Entre 1994 y 2018 el PIB de la IAM creció cuatro veces más que el nacional y en ese ultimo año contribuyó con 3.1% del PIB y 18% del PIB manufacturero, además de que aportó 13% de los impuestos.27 México mejoró su posición exportadora en la industria automotriz respecto a 2001, cuando alcanzó el sexto lugar. Desde 2014 llegó a ser el cuarto exportador mundial, entonces con un 6.7 del total, después de Alemania (19.7%), Japón (11%) y Estados Unidos (10%).28 Actualmente, las exportaciones de la industria automotriz como proporción del PIB son superiores a las del petróleo crudo, el gas natural y derivados del petróleo.29

Las exportaciones de la IAM presentaron una tendencia creciente, y fueron superiores incluso a la suma de las exportaciones de productos petroleros, así como a los ingresos por remesas y por turismo. Como veíamos anteriormente, de las exportaciones manufactureras totales, 20.5% correspondió a la industria automotriz, participación que se vio reducida por efecto del bajo crecimiento económico en el país derivado de la pandemia de covid-19 (en 2019 la participación fue de 23%). Considerando la participación en la producción mundial, se observa que disminuyó la de la región de Norteamérica a partir de la crisis de financiera mundial de 2008-2009. En el año 2000, cerca de 1 de cada 3 vehículos se fabricaba en la región; en 2005 esa relación pasó a 1 de cada 4, y en la última década la participación ha rondado en alrededor de 18%. De igual forma, la participación de Estados Unidos se redujo de 12.7 a 10.8%, y la de Canadá lo hizo de 3 al 1.9%, mientras que la correspondiente a México pasó de 1.9% a casi 4% (gráfica 1.1).

Gráfica 1.1
Producción de vehículos en el área del T-MEC y porcentaje de la producción mundial, 2000-2009
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Fuente: elaboración propia con base en OICA.

Entre 2005 y 2020 México pasó de producir 1.6 millones de vehículos ligeros a 3.0 millones, un incremento cercano a 50% en tan sólo 15 años (cerca de 800 000 vehículos menos en relación con 2019, como efecto de la pandemia de covid-19). Así en los últimos 15 años se han producido 44.6 millones de vehículos. En 2005 se exportaban alrededor de 1.2 millones y para 2019 la cifra ya era cercana a los 3.4 millones. Cerca de 90% de la producción se exportó. Por otro lado, la venta de vehículos ligeros en el país no se ha incrementado al mismo ritmo que la producción y las exportaciones. México pasó de vender internamente 1.1 millones de autos en 2005 a 1.3 millones en 2019, un incremento de tan sólo 15%. Vale la pena resaltar que en los últimos años cerca de 65% de las ventas internas correspondieron a vehículos importados (véase el cuadro 1.2).

Cuadro 1.2
México, producción, exportación y venta de vehículos ligeros, 2005-2020
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Fuente: elaboración propia con base en INEGI (2021), Registro administrativo de la industria automotriz de vehículos ligeros.

CANTIDAD Y CALIDAD DEL EMPLEO EN LA IAM

El aumento del empleo en el sector es sin duda uno de los efectos positivos del TLCAN. Sin embargo, su cantidad y calidad varían sustancialmente entre ensambladoras y fabricación de partes automotrices (autopartistas), siendo esta rama la que más empleo ha generado en la IAM. De acuerdo con el Censo Económico se pasó de 1 823 unidades económicas y cerca de 500 000 empleos en 2003 a 2 873 unidades30 y alrededor de un millón 200 mil empleos en 2018, un incremento de 57% en las unidades y de 137% en el personal ocupado.

En 2019 (cuadro 1.3) las empresas que conforman la industria automotriz en México dieron empleo directo a poco más de 1 200 000 personas, que representaron 18.6% de la ocupación en las industrias manufactureras y 96.6% del total de fabricación de equipo de transporte. De estos empleos, con base en la misma fuente, el personal ocupado en la fabricación de partes automotrices representa 88.4% (distribución semejante a la de 2003) y genera 45.9% de la producción bruta, mientras que la fabricación de automóviles y camiones ocupó sólo 8.9%, pero generó 52.8% de la producción bruta. Esta distribución es resultado de un largo proceso de reestructuración en el sector que llevó a que la mayor parte del empleo se externalice hacia las proveedoras. Estas últimas ofrecen empleos peor pagados y tienen una tasa de sindicalización y una de cobertura de la negociación colectiva menores, mientras en la industria automotriz ensambladora (terminal o fabricación de automóviles) la totalidad del personal de base es sindicalizado y está protegido por un contrato colectivo.31

Cuadro 1.3
México. Industria manufacturera y automotriz, según personal, tamaño de la unidad económica, salarios e ingresos, y participación laboral de las mujeres
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Nota: la fabricación de equipo de transporte incluye: fabricación de automóviles y camiones; fabricación de partes para vehículos automotores; fabricación de equipo aeroespacial; fabricación de equipo ferroviario; fabricación de embarcaciones, y fabricación de otro equipo de transporte.

Fuente: elaboración propia con base en INEGI, Censo Económico 2019.

En cuanto al tamaño de la unidad económica (factor que incide en los niveles de productividad y la calidad de los empleos), se muestra que éste es mayor en la industria automotriz que en la manufactura. Mientras en la industria manufacturera sólo 0.8% de las unidades económicas era de 251 y más trabajadores, en el caso de la fabricación de equipo de transporte lo era 30.4%; en autopartes, 43.7%, y en la fabricación de automóviles y camiones, 65.5%. A su vez, considerando el personal remunerado en la industria manufacturera, 63.4% estaba en empresas de 251 y más, mientras este porcentaje se elevaba a 93.3% en la fabricación de equipos de transporte, a 94.5% en fabricación de autopartes y a 99.4% en la fabricación de automóviles.

Otro factor a considerar en cuanto a la calidad de los trabajos es la presencia de empleo subcontratado (dependiente de otra razón social, como lo denomina el Censo Económico), que, según los estudios especializados, se asocia con mayores niveles de precariedad por ingresos e inestabilidad laboral.32 Como se ve en el cuadro 1.3, la mayor presencia de trabajo no dependiente de la razón social se concentra en las unidades económicas de mayor tamaño, al punto en que en el caso de la fabricación de automóviles y camiones 98.6% del personal no dependiente de la razón social se encuentra en las unidades de 251 y más trabajadores. Lo mismo sucede en la fabricación de autopartes (93.3%). A nivel nacional, 28.8% del personal remunerado es no dependiente de la razón social (17.3% del total de ocupados), mientras esto mismo ocurre con 25.5% en la manufactura; 24.1% en la fabricación de automóviles y camiones, y 26.5% en la fabricación de autopartes.

Cabe señalar que la participación de las mujeres en el total del personal remunerado en la industria automotriz es dos veces y medio mayor en el sector de autopartes (41.3%) que en la fabricación de automóviles y camiones (14.0%), donde los ingresos son mucho mejores. Además, entre el personal contratado por otra razón social, 36.2% son mujeres. Sin embargo, su participación en el total de personal administrativo, contable y de dirección es mayor a nivel nacional y en la manufactura (44.9 y 38.4%, respectivamente) que en la industria automotriz en su conjunto (32.4%), en la fabricación de autopartes (34.4%) y en la fabricación de automóviles y camiones (20.6%).

De acuerdo con el cuadro 1.3 no existen grandes diferencias en el promedio de horas trabajadas dentro de la industria automotriz, pero son algo menores ahí (8.0) que en la manufactura (9.2), aspecto que se relaciona con los datos presentados en la encuesta de ocupación y empleo (ENOE) en relación con una mayor presencia de jornadas regulares en la manufactura de exportación. Por su parte, las remuneraciones, incluyendo sueldos, salarios y prestaciones sociales, equivalían anualmente en promedio en 2019 a 175 577 pesos en la IAM (frente a 160 976 en la industria manufacturera), pero se elevaban a 401 532 pesos en el caso de fabricación de automóviles y camiones. En las autopartes, donde se concentra el empleo, el promedio baja drásticamente a 152 823 pesos. Considerando exclusivamente el salario del personal operativo, en la industria automotriz fue de 114 462 pesos, con una marcada desigualdad según la rama, al ser de 247 357 pesos en la fabricación de automóviles y camiones, pero de menos de la mitad —102 096— en autopartes. Cabe señalar que, como se muestra en el cuadro 1.3, es en la fabricación de automóviles y camiones donde las utilidades repartidas a los trabajadores representan un porcentaje mayor del total de las remuneraciones (10.1 versus 5.1% en autopartes y 8.3% en la industria en general). Las utilidades repartidas suelen ser una compensación frente al bajo salario muy esperada por los trabajadores, ya que en ocasiones puede llegar a representar el equivalente de hasta un año o más de salarios adicionales.33

Se observa en los índices analizados en el cuadro 1.434 que entre 2007 y 2019 el índice del personal ocupado en la industria manufacturera se incrementó en 88.3%, mientras el de los obreros ocupados aumentó en 91.9%, lo que nos habla de un mayor crecimiento en el personal de producción y ventas en relación con el personal administrativo.

Cuadro 1.4
México. Índices de volumen de ventas, personal, horas trabajadas, remuneraciones, salarios y prestaciones sociales de la mano de obra en establecimientos de la industria manufacturera, 2007-2019 (base 2008=100)


[image: ]



Nota: puesto que la Encuesta Mensual de la Industria Manufacturera (EMIM) (INEGI) considera información mensual, al tomar el promedio de todo 2008 como año base se obtiene un índice de 100; los datos del cuadro donde se registran los índices corresponden sólo al mes de enero, por lo cual para el año 2008 inician con un valor cercano a 100.

Fuente: elaboración propia con base en la EMIM del INEGI. Corresponde a la información de enero de cada año.

Por otro lado, las remuneraciones medias reales por personal ocupado por hora trabajada se redujeron en un punto porcentual, a pesar del incremento en más de 100% del índice de horas trabajadas. Por su parte, las remuneraciones y los salarios reales presentaron leves incrementos: el salario por hora trabajada subió 10%, y por obrero ocupado, 17.5%, pero el índice de las prestaciones por personal ocupado y el índice por hora trabajada disminuyeron sustancialmente.

Al comparar esta circunstancia con la de la industria automotriz, se observa en esta última una situación aún más desfavorable para los trabajadores, a pesar de su éxito exportador. Considerando los mismos indicadores para la industria automotriz en fabricación de automóviles y camiones entre 2007 y 2019 (cuadro 1.5), encontramos que, mientras el índice de ventas más que se duplicó, el de personal ocupado pasó de 101.2 a 198.3 (un incremento del 97.1%) y el de las horas trabajadas lo hizo de 94.1 a 214.1 (120%), las remuneraciones y prestaciones se deterioraron. Así, el índice de remuneraciones medias por personal ocupado cayó de 89.0 a 77.8 y el calculado por hora trabajada pasó de 95.7 a 72.0. En el caso de los obreros, el índice de los salarios medios reales por hora trabajada se redujo de 89.9 a 79.1 y el de prestaciones sociales medias por personal ocupado disminuyó de 89.9 a 64.8, al igual que el calculado por horas trabajadas, que cayeron entre 2008 y 2019 de 69.3 a 60.0. En suma, se observa un sector con fuerte crecimiento en los últimos años del personal ocupado y horas trabajadas, pero con remuneraciones medias reales y prestaciones sociales estancadas, a pesar de ser un sector altamente sindicalizado. Estas tendencias confirman que parte de la competitividad y la productividad del sector en el país se ha basado en el mantenimiento de remuneraciones y salarios sin crecimientos reales.

Cuadro 1.5
México. Índices de volumen de ventas, personal, horas trabajadas, remuneraciones, salarios y prestaciones sociales de la mano de obra en establecimientos de fabricación de equipo de automóviles y camiones (base 2008=100)
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Nota: puesto que la Encuesta Mensual de la Industria Manufacturera (EMIM) (INEGI), considera información mensual, al tomar el promedio de todo 2008 como año base se obtiene un índice de 100; los datos del cuadro donde se registran los índices corresponden sólo al mes de enero, por lo cual para el año 2008 inician con un valor cercano a 100.

Fuente: elaboración propia, con base en la EMIM del INEGI. Corresponde a la información de enero de cada año.

Al comparar esta situación con la que se registra en el sector de fabricación de partes automotrices en el cuadro 1.6, encontramos que ocurrió un incremento semejante al de fabricación de vehículos y camiones en el índice de volumen de ventas, personal ocupado, obreros ocupados y horas trabajadas. Sin embargo, aunque la brecha de salarios se mantiene, en esta rama se observa una leve mejoría en el índice de remuneraciones medias reales por personal ocupado (94.1 a 101.5), muy menor al considerar las horas trabajadas (de 95.2 a 96.7). En el caso de los salarios medios reales por hora trabajada por los obreros, hay también una mejoría al pasar el índice de 96.3 en 2008 al 110.0 en 2019. Sin embargo, también en esta rama se redujeron las prestaciones sociales del personal ocupado por hora trabajada, al pasar el índice de 96.8 en 2008 a 84.6 en 2019.

Cuadro 1.6
México. Índices de volumen de ventas, personal, horas trabajadas, remuneraciones, salarios y prestaciones sociales de la mano de obra en establecimientos de fabricación de partes para vehículos automotores (base 2008=100)
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Nota: puesto que la Encuesta Mensual de la Industria Manufacturera (EMIM) (INEGI) considera información mensual, al tomar el promedio de todo 2008 como año base, se obtiene un índice de 100; los datos del cuadro donde se registran los índices corresponden sólo al mes de enero, por lo cual para el año 2008 inician con un valor cercano a 100.

Fuente: elaboración propia con base en la EMIM del INEGI. Corresponde a la información de enero de cada año.

En suma, si bien los trabajadores de la industria automotriz se encuentran en mejores condiciones laborales en relación con los demás que laboran en la industria manufacturera, lo cierto es que la diferencia de ingresos con sus contrapartes de Estados Unidos y Canadá se amplió con el TLCAN. Estos datos, expuestos a continuación, reforzaron el argumento de que México comete dumping social al atraer los empleos de los otros dos países mediante bajos salarios sostenidos artificialmente, que no se corresponden con el éxito del sector.

EMPLEOS Y SALARIOS EN AMÉRICA DEL NORTE

La gráfica 1.2 muestra la evolución del empleo en los tres países entre el año 2000 y 2019; se observa una mejoría tanto en Estados Unidos como en México después de 2009, y una leve caída en Canadá. De acuerdo con el cuadro 1.7, el salario promedio por hora de la industria automotriz terminal (ensamble) en Estados Unidos equivalía a más de cinco veces el de México en 1994, brecha que aumentó a más de siete veces en 2019. La misma tendencia se observa en Canadá. En la industria automotriz de autopartes, el salario promedio en 1994 era en Estados Unidos seis veces mayor que en México, y fue de casi ocho veces mayor en 2019. Lo mismo ocurrió respecto de Canadá. Es claro que no sólo no se cerró la brecha original sino que además en estos 25 años se amplió.

Gráfica 1.2
Evolución del empleo en la industria automotriz en la región del TLCAN, 2000-2009
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Fuentes: elaboración propia con base en:

1 Statistics Canada. Table 14-10-0202-01 Employment by industry, annual. Disponible en <https://www150.statcan.gc.ca/t1/tb|1/en/cv.action?pid=1410020201>. Se refiere a la suma de los empleados pagados por hora, empleados asalariados y otros empleados. Los datos para cada año son la suma de los empleados de las categorías: Motor vehicle manufacturing [3361]; Motor vehicle body and trailer manufacturing [3362]; Motor vehicl parts manufacturing [3363].

2 U.S. Bureau of Labor Statistics. Industry: Motor vehicles and parts. All employees, thousands, motor vehicles and parts, seasonally adjusted. Disponible en <https://www.bls.gov/iag/tgs/iagauto.htm>, consultado el 28 de febrero de 2021. El dato del año 2021 es por el mes de enero.

3 INEGI. Encuesta Mensual de la industria Manufacturera (emim) 2007-2019 Base 2008. Disponible en <https://inegi.org.mx/programas/emim/2007/#Tabulados>, consultado el 28 de febrero de 2021. Total de personal ocupado en la fabricación de equipos de transporte.

En cuanto al salario promedio por hora se observa una convergencia negativa entre los países entre 1994 y 2019, al caer en los tres casos (salvo en fabricación de autopartes en Canadá). En la industria automotriz terminal de México cayó de 6.3 dólares en 1994 a 4 dólares por hora en 2019, con una disminución cercana a 50%. En Estados Unidos pasó de 34.2 dólares a 30 dólares, y en Canadá pasó de 32.5 a 28.1 dólares. Las tendencias salariales en el caso de la industria automotriz de autopartes fueron en el mismo sentido, con una caída incluso más pronunciada (salvo en Canadá).

Cuadro 1.7
Salario promedio por hora en la industria automotriz países TLCAN-TMEC (dólares corrientes)
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1 Los datos de 1994 provienen de Mauricio Rodríguez y Landy Sánchez (2017), "El futuro de la industria automotriz en México", Apuntes Para la Equidad, N° 1, mar/2017, Seminario sobre Trabajo y Desigualdades.

Fuentes: elaboración propia con base en: U.S. Bureau of Labor Statistics (2021); Statistics Canada (26 de julio de 2021), y INEGI (2019).

Las nuevas reglas del juego en la IAM

Como se desprende de lo anterior, existe amplio margen para incrementar los salarios en la industria automotriz mexicana en respuesta a las reclamaciones de Estados Unidos y Canadá, que desembocaron en las nuevas reglas del T-MEC. Sin embargo, como antes se dijo, las reglas de origen (componente regional de 75%) y las exigencias salariales crearán al mismo tiempo un contexto de mayor presión que llevará a la reestructuración del sector.

Además de que el contexto interno se ha modificado a partir de la nueva política de salarios mínimos de la administración actual (2018-2024) y las reformas laborales en favor de la democracia sindical y la independencia del sistema de justicia laboral (2017 y 2019), el T-MEC impone nuevas condiciones al sector.

Por una parte, para circular sin aranceles en América del Norte, 40% del valor del vehículo de pasajeros y del 45% de los camiones, debería ser hecho por trabajadores que cobren al menos 16 dólares por hora (cuatro veces o más que el que se paga actualmente en la industria automotriz terminal). De este 40% o 45%, 25%, a su vez, deberá corresponder a empleos de alta calificación, que ya cobran en México salarios equivalentes a 16 dólares por hora. Sin embargo, aunque cumplir esta regla para conservar los empleos en México requerirá un largo proceso de adaptación, las brechas son tan amplias que por mucho tiempo seguirá existiendo una ventaja salarial frente a los otros dos países.

Por otra parte, el escenario de la IAM se verá impactado por la articulación de la reforma institucional interna (artículo 123 constitucional de febrero de 2017 y de la Ley Federal del Trabajo), ante las exigencias del capítulo 23 y el anexo 23 del T-MEC en materia laboral. Cabe señalar que la implementación de las nuevas reglas en México estará acompañada por una fuerte vigilancia desde Estados Unidos y se apoyará en la adopción de un Protocolo por el que se Establece un Mecanismo de Respuesta Rápida Bilateral (México-Estados Unidos y México-Canadá) en caso de violación en México de los principios de libertad sindical y negociación colectiva, incluyendo los cinco procesos de democracia sindical. Estos procesos exigen el voto directo, secreto, libre y universal de los trabajadores, y prometen la transformación del mundo sindical en la IAM (y en todo el país), para acabar con la simulación y devolver el poder a los trabajadores. Incluyen los siguientes: elección de directivas; constancias de representatividad sindical para negociar un contrato colectivo; aprobación de la mayoría de los trabajadores del contrato negociado así como de su revisión por sus representantes, y legitimación de los contratos colectivos existentes en un plazo que culmina el 1 de mayo de 2023, lo que pondría fin a la extendida presencia de los contratos de protección al empleador. Se trata, sin duda, de terminar con las bases del viejo arreglo corporativo y la simulación dominantes en el mundo del trabajo, en los que se apoyó hasta ahora el modelo exportador.35

En suma, al menos como intención, las nuevas reglas del juego internas y del T-MEC deberían evitar en adelante que la reestructuración del sector se haga unilateralmente por parte de las empresas multinacionales, como ocurrió en los noventa, cuando llevó a una importante destrucción de empleos en las ensambladoras, la expansión de la industria de autopartes y el deterioro de la calidad de los empleos.

CONCLUSIONES

Si bien el empleo creció más en el sector de la manufactura de exportación que en el resto de la manufactura entre 2006-2018 (alrededor de 41% versus 25%), aquél sólo representa 5.6% del empleo asalariado, mientras la gran mayoría de empleos formales permanece en el sector tradicional. Como vimos, los empleos de la industria manufacturera de exportación y en las empresas multinacionales presentan mejores condiciones laborales, excepto en lo que se refiere a la evolución de los ingresos reales, ya que aumentaron menos en éstas que en las demás actividades. Después de la firma del TLCAN se observa un gran crecimiento en términos económicos de la industria manufacturera acompañado de un incremento de las exportaciones, en el volumen de la producción, en las ventas, en el personal ocupado, en horas trabajadas y, por ende, en la masa salarial. Esto se vio reflejado en términos laborales en mayores formalidad, estabilidad, jornadas regulares, sindicalización y acceso a la salud, así como en mayor presencia de mujeres, pero los salarios y las prestaciones experimentaron una pérdida real más alta que en el resto de la industria manufacturera.

Sin duda, la industria automotriz representa en México un caso de éxito en el sector exportador, por su creciente participación en el mercado mundial y en el área del T-MEC, pero los trabajadores no se beneficiaron de este logro. Las brechas salariales en la industria automotriz se profundizaron en la región entre 1994 y 2019, por lo que generaron fuertes cuestionamientos en los socios comerciales, aspecto que fue abordado en la firma del nuevo T-MEC con la exigencia de mejorar las condiciones salariales de los trabajadores mexicanos. El bajo salario mínimo, que empujó hacia abajo las negociaciones contractuales, y la ausencia de una representación colectiva auténtica son factores que explican estas brechas.

Los empleos en el sector de exportación sustentados en las extremas diferencias salariales estarán bajo presión en los próximos años. El T-MEC y la reforma institucional interna (artículo 123 constitucional en 2017 y Ley Federal del Trabajo en 2019) impulsan el nuevo modelo laboral basado en la democracia y la representatividad de los sindicatos, así como una justicia laboral independiente. Igualmente, el gobierno ha promovido una nueva política de salarios mínimos. Sin embargo, para garantizar nuevas ventajas competitivas minimizando la posible pérdida de empleos formales en el país, se requiere también impulsar una nueva política industrial así como una nueva política educativa.

En suma, considerando las evidencias reunidas en este capítulo, puede concluirse que factores domésticos y regionales impidieron una articulación positiva entre el éxito de las exportaciones y los salarios en México, incluso donde existen condiciones relativamente favorables para ello, como sucede en la industria automotriz.36 Por el contrario, las multinacionales se beneficiaron de los bajos salarios y del crecimiento de la productividad, al encontrar ventajas en el sistema de relaciones laborales mexicano que les garantizaron márgenes amplias de unilateralidad de las que no disponían en sus países de origen.

Incluso cuando la productividad creció 5.9% anualmente desde 1999 en las empresas grandes y modernas instaladas en México,37 los salarios se mantuvieron desvinculados de estos logros. Ante la ausencia de sindicatos verdaderamente representativos capaces de articular el incremento del salario con el de la productividad, el salario mínimo tuvo entonces un efecto de arrastre hacia abajo en los salarios contractuales en todas las empresas, lo cual explica una parte significativa de la pobreza.38 De ahí que los retos a enfrentar para lograr que los trabajadores y el país en su conjunto se beneficien del T-MEC, y no solamente lo hagan las empresas multinacionales y sus proveedoras en la cadena de valor, deberían estar en adelante en un lugar prioritario de las políticas públicas.
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II. EL DERECHO AL INGRESO CIUDADANO UNIVERSAL, UNA PROPUESTA PARA MÉXICO

Araceli Damián González1
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INTRODUCCIÓN

El economista Robert Theobald, uno de los precursores de la discusión del ingreso ciudadano, menciona que el permanente influjo del cambio tecnológico llevará a la necesidad de encarar algunas transformaciones fundamentales del actual sistema socioeconómico, que funciona satisfactoriamente sólo cuando la abrumadora mayoría de quienes buscan empleo pueden hallarlo.3 De acuerdo con Boltvinik, Theobald fue muy claro al plantear que un sueldo asegurado conseguiría la garantía absoluta a la subsistencia abundante como el método más apropiado para impedir nuevos deterioros de la justicia social y la libertad individual.

La propuesta de incorporar en la legislación mexicana el derecho al ingreso ciudadano universal (ICU) no sólo busca garantizarle al conjunto de la ciudadanía —a través de un mecanismo institucional— la existencia material básica liberando por primera vez al individuo de la amenaza del hambre, sino que también pretende lograr estabilidad macroeconómica garantizando el consumo al sostener la demanda aún en tiempos de crisis. El ingreso ciudadano, asimismo, contribuiría a reducir las brechas de desigualdad económica y social.

Desde esta perspectiva, a continuación, abordaremos los elementos que caracterizan la crisis del empleo y sus desfavorables consecuencias sobre la vida y la dignidad de las personas; de igual forma plantearemos la insuficiente respuesta institucional a este problema, y posteriormente presentaremos una propuesta de implementación del ICU en México colocándolo como elemento central de la política social.

EL CONTEXTO DE CRISIS

Vivimos en un sistema económico que se cimienta en la precarización laboral, la desvalorización de la fuerza de trabajo, la concentración de la riqueza y la mercantilización de la naturaleza y de todas las relaciones sociales. Una de las reglas que en este sistema puede tener graves consecuencias para los seres humanos es que la subsistencia de los trabajadores y sus familias es dependiente de la venta de la fuerza de trabajo a cambio de un salario, situación que se vuelve crítica cuando los empleos son escasos y la remuneración, insuficiente. Como lo ha planteado Boltvinik,4 parece no ser posible el desarrollo de la gran esperanza de que la automatización del trabajo, característica de esta etapa del capitalismo, representara la superación de la alienación y la recuperación del carácter creativo de la actividad humana. Las cifras sobre este proceso son alarmantes; según el propio Banco Mundial, “desde el punto de vista tecnológico, dos tercios de todos los puestos de trabajo son susceptibles a la automatización”.5 El avance de la automatización está comprimiendo el sistema laboral: los robots no perciben salarios ni necesitan consumir (no al nivel de un ser humano); el desempleo se generaliza y las consecuencias sobre la vida de las personas y la viabilidad de la sociedad toman dimensiones inusitadas. El desarrollo de las fuerzas productivas compatible con el capitalismo parece llegar a su fin: la realidad ha echado abajo el mito de que el crecimiento económico permanente genera empleo de calidad y garantiza la integración económica y social de toda la ciudadanía. Estamos ante el fin de la sociedad centrada en el trabajo remunerado, del trabajo como única fuente de ingreso, y no hemos establecido los mecanismos de distribución de los medios de subsistencia que no dependan de la obtención de un empleo para quienes no poseen los medios de producción.

En México no existe la más mínima protección para quienes pierden su trabajo: la flexibilidad laboral ha alcanzado niveles nunca antes vistos y, por tanto, los hogares se enfrentan a una mayor vulnerabilidad ante las crisis económicas.6 De acuerdo con el Centro de Análisis Multidisciplinario de la Facultad de Economía de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM),7 tenemos un déficit de empleo de 34 millones de plazas, mientras que 60% de la población ocupada labora en la economía informal, sin seguridad social, horarios establecidos ni garantía en sus ingresos. Adicionalmente, ocho millones de personas no encuentran trabajo; en su mayoría, jóvenes con estudios universitarios, problema que agudiza el fenómeno de los ninis.8

A la precarización del empleo se le suma la pérdida del valor adquisitivo del salario. En las últimas tres décadas la política de control al aumento al salario mínimo en México ha formado parte de una estrategia de contención inflacionaria y, como resultado, su poder adquisitivo ha disminuido drásticamente. De acuerdo con estudios de la UNAM,9 de 1987 a 2016 el salario mínimo perdió 79.1% de su valor; de igual forma, se encuentra por debajo de la línea de bienestar (o de pobreza) y, por esta razón, un mexicano que trabaja la jornada completa y percibe salario mínimo es pobre. Debe considerarse además que ese ingreso en muchas ocasiones se utiliza para mantener a toda una familia, por lo que seguramente ésta padecerá pobreza extrema.

POBREZA Y POLÍTICA SOCIAL FALLIDA

La pobreza es la manifestación más contundente de violación de derechos socioeconómicos y culturales.10 No sólo implica privación y carencia material, es también dependencia del arbitrio y la codicia de otros, quiebra de la autoestima, aislamiento y encapsulación social de quien la padece.11 Es un fenómeno mundial inherente a la forma como funciona el sistema capitalista.12

México se encuentra entre las naciones con mayores grados de pobreza y desigualdad, aun cuando el Estado mexicano subestima sustancialmente las dimensiones de estos problemas. La pobreza por ingreso en el país, medida incluso en los términos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social (Coneval), alcanza a más de la mitad de la población y, en las últimas décadas, lejos de disminuir ha ido aumentando de manera sostenida. La gráfica 2.1 muestra que la pobreza en 2014 se ubicaba en los mismos niveles que en 1992;13 en ella se incluyen cuatro series de pobreza por ingresos; dos del Coneval y otras dos del componente de ingresos del Método de Medición Integrada de la Pobreza (MMIP), según el cual, la pobreza en 2014 alcanzaría un alarmante 76.2%,14 monto casi idéntico al de 1992. Dadas las diferencias en los valores de las líneas de pobreza, la extrema del MMIP y la total del Coneval se ubican en niveles muy similares (en 2014, 56.5% la primera y 53.2% la segunda), mientras que la extrema del Coneval afectaba a 20.6% de la población.

Gráfica 2.1
Evolución de la pobreza por ingreso medida con los métodos del Coneval y el MMIP. México, 1992-2014 (porcentaje de la población)
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Fuente: elaboración propia con base en las mediciones del Coneval y el trabajo de Julio Boltvinik y Araceli Damián en el MMIP.

Lo que muestra la gráfica 2.1 es que la condición de vida de los hogares más pobres de México no mejoró en más de dos décadas, a pesar del multimillonario gasto en el programa de transferencias monetarias condicionadas denominado Programa de Inclusión Social-Prospera (originalmente, Progresa, y, luego, Oportunidades, que abreviaremos como POP). El POP tampoco ha logrado revertir las enormes disparidades de distribución del ingreso entre familias, estratos sociales y regiones.15 Entró en funcionamiento en 1997, con una cobertura de 300 000 familias, y para 2001 ya lo recibían 3.2 millones. En la actualidad, según cifras oficiales, cubre a 6 millones de familias, lo que representa alrededor de 28 millones de personas, casi una cuarta parte de la población nacional. Si bien el programa permitió reducir, hasta cierto grado, la intensidad de la pobreza de los hogares beneficiados, muy pocos dejaron de ser pobres, por lo que los porcentajes de aquélla no se redujeron.

Desde hace varios años diversos estudios y las propias evaluaciones del POP han señalado su fracaso,16 y a pesar de ello el programa sigue siendo la principal herramienta de combate contra la pobreza del gobierno federal. Entre los hallazgos más desfavorables, por ejemplo, Rodríguez y Freije17 encuentran que, en materia de inserción laboral, “los jóvenes encuestados en localidades beneficiarias de Oportunidades se encuentran en una posición menos favorable que sus similares en zonas rurales en general”; de igual forma, los autores afirman que “en términos de mejora de hijos respecto de los padres no se encuentra que haya algún efecto importante de Oportunidades en términos de mejora salarial, estar en trabajos formales o de ocupaciones mejor calificadas” (p. 64). En términos educativos, Parker y Behrman18 encontraron un impacto significativo de sólo 5% en habilidades de escritura para niñas de 17 a 21 años, y en matemáticas, de 5.4%, siendo estos “logros” desalentadores. Por su parte, Mancera y sus colaboradores analizaron resultados de pruebas educativas de conocimientos y habilidades; con ello muestran que los beneficiarios del POP tienen más bajo nivel de logros que los no beneficiarios en escuelas similares; que más de 30% de los beneficiarios de primaria carece de habilidades lingüísticas básicas, y que 55% de los beneficiarios egresados de la telesecundaria carece de habilidades lingüísticas básicas y de comprensión de lectura.19

La incapacidad del programa en materia de superación de la pobreza ha sido también señalada por la Auditoría Superior de la Federación (ASF), que en la evaluación de desempeño del programa afirma desde 1998: ‘‘el monto de los apoyos no fue suficiente para cubrir el costo de una canasta básica alimentaria y sólo después de 2010, una familia podía adquirirla para uno de sus integrantes en el ámbito rural”; además, señala que todavía en 2015 se observaba que “43.6% de las familias beneficiarias no disponían de un ingreso suficiente para acceder a la canasta básica alimentaria, aun con el apoyo de Prospera y el ingreso promedio total de la familia’’.

Es difícil lograr resultados en materia de superación de la pobreza cuando el monto promedio de las transferencias es de 70 centavos de dólar al día por persona en los hogares beneficiarios, mientras que la línea de pobreza extrema oficial (la cual considera sólo alimentos crudos) era de 3.6 dólares —corregidos por paridad del poder adquisitivo (PPA)—. Como se observa en el cuadro 2.1, los beneficios del POP reducen en 1% la pobreza oficial total y en 2.4% la extrema.

Cuadro 2.1
Porcentaje de personas con pobreza y pobreza extrema, según estimaciones oficiales, de acuerdo a si el ingreso familiar incluye o no las transferencias del POP, México 2014
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Fuente: Coneval y cálculos propios con base en el Módulo de Condiciones Socioeconómicas de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (MCS-ENIGH) 2014.

Fuente: Coneval y cálculos propios con base en el Módulo de Condiciones Socioeconómicas de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (MCS-ENIGH) 2014.

En México se sigue privilegiando la focalización de los programas sociales, a pesar de haberse demostrado ya que la eliminación de beneficios de los programas universales y la implantación de focalización es totalmente ineficiente para reducir la pobreza. Sobre la discusión de la focalización versus el universalismo, Andrea Cornia y Frances Stewart han señalado20 que en el cálculo de la eficacia de los programas focalizados no se toman en cuenta los daños causados por el denominado error de exclusión, es decir, no llegar a los pobres, al tratar de evitar que los no pobres sean incluidos en los programas. Este tema ha sido brillantemente demostrado por dichos autores, quienes realizaron una evaluación de programas focalizados en ocho países, incluido México, y dieron cuenta de cómo, al tratar de minimizar el error de inclusión, se maximiza el de exclusión. Pero, además, señalan que en los cálculos de la “eficiencia” de focalización se dejan de lado los costos asociados a la desnutrición y los retrasos en el crecimiento en edad temprana de la población excluida, lo que afecta la productividad laboral en la adultez. De acuerdo con los autores, el costo del error de exclusión, el cual no se incorpora en los estudios costo-beneficio, es aún más grave que el de incluir a toda la población mediante la universalización de los beneficios, pero aclaran que los daños no sólo se dan en términos sociales, sino también económicos, considerando los elevados costos en los gastos asociados al bienestar (enfermedad, dependencia económica, etcétera), la baja eficiencia productiva futura y la constante enfermedad de quienes se quedan fuera de los programas.21

Como se aprecia en las gráficas siguientes, la inefectividad de los programas condicionados como el POP se agudiza en gran medida debido a los enormes errores de excusión e inclusión. En la gráfica 2.2 observamos que del total de hogares en pobreza extrema oficial en México 41% recibía el POP, lo que significa que, a pesar de ser un programa “focalizado”, el error de exclusión (EE) asciende a 59%, ya que ese tipo de hogares no recibía el programa en 2014. En cambio, como se observa en la gráfica 2.3, el error de inclusión (EI) es también muy elevado, ya que del total de hogares que recibían el POP en 2004, 52% no padecía pobreza extrema e incluso 20% ni siquiera era pobre, según cifras oficiales.

Gráfica 2.2
Error de exclusión (EE) en el POP. Porcentaje de hogares en pobreza extrema oficial, según cobertura del POP. México, 2014
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Fuente: cálculos propios con base en la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos en los Hogares (ENIGH) 2014 y la metodología del Coneval.

Los beneficios universales son a la larga más justos que los programas focalizados. Como plantean Cornia y Stewart (2002),


Los programas universales bien diseñados son preferibles comparados con los subsidios focalizados, desde el punto de vista de llevar recursos a los necesitados de manera sostenida, aun cuando una parte significativa de los beneficios de los subsidios generales llegan a quienes están por encima de la línea de la pobreza, sin excepción son más progresivos que la distribución original del ingreso y otorgan beneficios reales a los pobres. Además, los beneficios recibidos por quienes no los merecen pueden ser recuperados fácilmente mediante una tributación progresiva adicional.



Gráfica 2.3
Error de inclusión (EI) en POP. Porcentaje de hogares que reciben el POP, según condición de pobreza. México, 2014
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Fuente: cálculos propios con base en la ENIGH 2014 y la metodología del Coneval.

Esto se podría lograr con tasas del IVA (Impuesto al Valor Agregado) más altas para los bienes de lujo, algo similar a lo aprobado por el Congreso de la Unión en México a finales del 2001, pero que, sin embargo, no se llevó a la práctica.

De esta manera, aunque los no pobres e incluso los ricos reciban un beneficio, el fisco lo puede recuperar con las tasas altas por sus consumos suntuarios, o mayores impuestos a los sectores de la parte alta del ingreso. Lo que importa es el balance de la recaudación tributaria en su conjunto, pues permitiría recaudar mayores recursos para los programas sociales y hacer una distribución más equitativa del ingreso.

La evidencia muestra que los programas de transferencias focalizadas, como el POP, han alimentado, además, una costosa burocracia dedicada a clasificar (discriminar) a los potenciales beneficiarios que “merecen” o no asistencia y a evaluar permanentemente su nivel y condiciones de vida, al grado de entrometerse en los asuntos privados de las personas. Por otra parte, estos programas castigan a quienes salen de la pobreza, ya que dejan de recibir el beneficio. A esto se suma la constante degradación a la dignidad y la autonomía de las personas, ya que recibir el apoyo representa estar probando permanentemente su situación de necesidad, continuar “mereciendo” la asistencia. Lo anterior, sin contar las presiones para cumplir con las condicionalidades asociadas al otorgamiento de las transferencias. Así, estos programas generan típicas situaciones de “trampa de pobreza”, porque no buscan que las personas superen el problema, sino simplemente administrarlo y tener bajo control político a la población necesitada.22

A escala internacional recientes estudios también han demostrado que no existe evidencia suficiente para afirmar que la condicionalidad de las transferencias monetarias tiene un impacto positivo en su uso. En algunos casos han resultado ser menos eficaces que los programas incondicionales y hasta han llegado a causar daño. La experiencia internacional indica que los programas focalizados y con condicionales son más onerosos, implican una implementación más compleja, tienen mayor probabilidad de fallar, representan pocos o nulos incentivos y potencialmente pueden causar mayor daño. En las sociedades progresistas donde la atención se proporciona a todas las familias, la seguridad de ingresos les da la posibilidad de hacer lo que es mejor para los suyos.23

De esta forma, las nuevas políticas sociales tienen que partir de dos grandes principios: su carácter garantista y su carácter redistributivo; ya no políticas de oportunidades, sino de derechos, de garantías sociales; ya no sólo políticas asistenciales, paliativas o compensatorias, sino redistributivas.24 Cada vez es más imprescindible que el acceso a los derechos sociales deje de operar por estatus diferenciados y se transforme en derechos de ciudadanía, en derechos de las personas por el mero hecho de existir. Esto es, que dejen de ser derechos intermediados, segmentados, condicionados y recortados, por la volátil, transitoria y desigual posición de cada persona en el cada vez más precario mercado laboral. El derecho a la vida digna es la síntesis de los derechos políticos, económicos y sociales.25 Todo ello hace que sea urgente repensar la política social a través de la noción de las trasferencias monetarias incondicionales y universales.

REPENSANDO LA POLÍTICA SOCIAL: EL INGRESO CIUDADANO UNIVERSAL

Académicos de diversos países y en distintos escenarios han señalado que la desigual distribución del ingreso (como principal causa de la pobreza) puede reducirse a través de una política de redistribución emprendida desde el Estado, que tenga como sustento al ingreso ciudadano o la renta básica. Como ha sido señalado en diversas ocasiones, se trata de un ingreso monetario pagado por el Estado a cada miembro de la sociedad para garantizar un nivel de vida digno; es universal y debe estar integrado en un sistema tributario progresivo.26 La transferencia es incondicional, no depende de la realización de ningún trabajo ni de cualquier otra forma de contribución,27 lo cual permite también la reducción de costos burocráticos y elimina las discriminaciones y los usos políticos de los subsidios condicionados tradicionales, además de que coadyuva a evitar la “trampa de la pobreza” o las consecuencias negativas del desempleo.

Todas las actividades económicas que normalmente realizan los ciudadanos se seguirían efectuando, y se daría pie a que quienes más y mejor trabajen logren aumentar sus ingresos por arriba del mínimo, que será el ingreso ciudadano. De acuerdo con Lo Vuolo, Raventós y Yanes,28 no se trata de una alternativa sustitutiva del salario y no debilita la defensa de los intereses de la clase trabajadora, sino que aparece como un instrumento que robustece a la fuerza de trabajo tanto en el mismo puesto de empleo como en la propia búsqueda de ocupación.

Una de las consecuencias positivas del establecimiento del ICU sería la gran mitigación de la pobreza. Incluso permitiría de manera realista plantearse su efectiva erradicación: no sólo posibilitaría sacar a millones de personas de esa condición, sino que construiría un soporte de protección para no recaer en ella. Por primera vez podría tenerse una política activa contra la pobreza con una dimensión preventiva, y así se superaría la incapacidad de las actuales políticas de transferencias monetarias focalizadas condicionadas.29 Más adelante mostraremos este efecto para el caso de México.

Un ingreso ciudadano que cubriera al menos las necesidades básicas aumentaría la libertad de la ciudadanía —republicanamente entendida, esto es, considerando libre a quien no depende de otro particular para vivir, es decir, quien posee una existencia social autónoma garantizada sin tener que pedir cotidianamente permiso a otros— frente a condiciones intolerables de explotación del trabajo. El ICU sería un modo de proteger a la parte más débil de la relación laboral: los trabajadores precarios, informales, subcontratados, despreciados y sujetos a condiciones intolerables, especialmente a las mujeres.30 En este sentido la democracia se enriquecería, pues los ciudadanos podrían cumplir mejor sus derechos y obligaciones al no tener que preocuparse únicamente por la comida de hoy y de mañana. Y debido a su incondicionalidad y universalidad, el ingreso ciudadano pondría una plataforma para igualar, desde abajo, a todos los seres humanos sin importar su religión, sexo, edad o preferencia sexual y etnia. De igual modo, el valor del trabajo asalariado empezaría a relativizarse, y otros tipos de trabajo-no-remunerado recibirían la importancia que tienen como creadores de riqueza: el trabajo doméstico, el trabajo voluntario o el trabajo comunitario.31 En este contexto, el derecho universal a un ingreso digno se concibe como un mecanismo que garantice el derecho social a la existencia autónoma; sería, pues, un “complemento, pero no dependiente, de la eventual vinculación al mercado laboral remunerado o de otras prestaciones sociales de las que se pueda disfrutar”.32

El debate sobre el ICU se ha trasladado a las esferas política, académica y social mundial como una necesidad apremiante, no sólo de promover la dignidad humana, sino también de enfrentar las profundas contradicciones del sistema, como la que analizamos en un inicio sobre la automatización. En México se han presentado iniciativas legislativas tanto en la Cámara de Diputados, de alcance muy amplio,33 como en la Cámara de Senadores,34 pero que sólo cubren a quienes están en el desempleo. Asimismo, el Coneval35 ha señalado en varias oportunidades la necesidad de iniciar la discusión sobre el tema del ICU o renta básica.36

En varios países y regiones del mundo ya existen programas con estas características, mientras que en otros se está discutiendo la necesidad de reconocer el derecho a la renta básica, ingreso ciudadano o renta de ciudadanía. Así, el estado de Alaska fue la experiencia pionera sobre esta iniciativa en el mundo. En 1976 se instituyó el Alaska Permanent Fund, con 50% de los impuestos de la explotación del petróleo y de las riquezas de ese estado.37 Estos fondos se redistribuyen anualmente para toda la población a través de una renta básica otorgada a cada persona que tenga viviendo como mínimo seis meses en Alaska.38

En América Latina, Brasil promulgó la Ley No. 10835 por iniciativa del senador Eduardo Suplicy, que creó el ingreso básico ciudadano para todos los brasileños y residentes legales de más de cinco años en el país. Dicha ley entró en vigor en 2005 (de manera gradual), en cooperación con los gobiernos estatales y federal.39 En India se realizaron dos programas piloto en 2011 para estudiar el impacto de proveer un ingreso básico. Los sorprendentes resultados del ensayo40 fueron presentados en 2013;41 destaca, por ejemplo, que contrariamente a lo que los escépticos han pensado sobre el ICU, la participación laboral aumentó, pero, además, quienes mantenían un empleo casual asalariado pasaron a formas de autoempleo, con menos presiones para emigrar, y fueron las mujeres las que se vieron más beneficiadas. Además, se redujo el trabajo de servidumbre, entre otros efectos positivos. En Namibia se llevó a cabo un proyecto piloto de dos años (2007-2009) en Otjivero-Omitara, una zona rural de ingresos bajos, donde los 930 habitantes recibieron un pago mensual equivalente a apenas 12.4 dólares estadunidenses. Los resultados también sorprendieron: el número de niños con bajo peso pasó de 42% a 10%; la tasa de abandono escolar se redujo de 40% a casi 0%; el número de pequeñas empresas aumentó, al igual que el poder adquisitivo de los habitantes, lo que creó un mercado para los nuevos productos.42

En Europa, por su parte, Finlandia está desarrollando una prueba piloto de dos años (a partir del mes de enero de 2017) en la cual participan dos mil ciudadanos a quienes se les proporcionarán 560 euros cada mes, además de las prestaciones que estuvieran recibiendo. El objetivo final es remplazar todo subsidio pagado por el Estado a través de una renta básica. Aunque este proyecto no continuará por falta de soporte ciudadano, el gobierno (controlado por partidos de centro-derecha) proponía que todos los ciudadanos de Finlandia recibieran 800 euros.43 Cabe destacar que el desempleo en ese país alcanza 10% de la fuerza de trabajo y que llevaba cuatro años de recesión en el momento de la propuesta.44 Además, la iniciativa de ICU forma parte de estrategias programáticas de varios partidos en Europa, o bien existe una discusión académica más consolidada en torno a sus efectos y potencialidades.45

Por otro lado, los organismos internacionales cada vez se involucran más en la promoción de esta iniciativa. Así, en 2013 la Comisión Europea aprobó la recolección de firmas de una iniciativa de ciudadanos europeos para el reconocimiento de una renta básica universal. Del mismo modo, la Comisión Económica para América Latina y el Carible (CEPAL), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y el propio Fondo Monetario Internacional (FMI) consideran que la propuesta debe someterse a un debate amplio, secundados por numerosos empresarios y políticos de nivel internacional. En particular, llama la atención que el FMI haya dedicado su publicación semestral de Fiscal Monitor46 al tema de cómo enfrentar la desigualdad proponiendo tres orientaciones de política:


• Impuestos progresivos a los ingresos más altos;

• Ingreso básico universal (IBU) (Universal Basic Income, UBI), y

• Gasto público en educación y salud orientado a reducir la desigualdad del ingreso a mediano plazo.



El Fondo plantea que los impuestos progresivos y las transferencias son componentes clave de la redistribución fiscal efectiva y considera que, si bien existen varios instrumentos que pueden mejorar la progresividad en la distribución del ingreso, ésta se concentra en el IBU planteado como “una transferencia idéntica a toda la población”. El Fondo presenta resultados de cómo el ICU reduciría la pobreza y la desigualdad en México y otros países.

La postura del FMI es relevante, porque, desde una perspectiva macroeconómica, entre los puntos que se debaten cuando se presenta este tipo de iniciativa se encuentra la pregunta de si existe suficiente espacio fiscal (o si se puede generar) para financiar de manera permanente el ICU. Los escépticos argumentan que no hay viabilidad financiera, pero la respuesta depende de la voluntad política y el compromiso con el objetivo de proporcionar un ingreso básico adecuado y suficiente a las personas, como parte de la política integral de protección social y redistribución del ingreso. Como señala Evelyn Huber,47 las condiciones económicas de los países desarrollados, que han implantado sistemas de seguridad social universales, son similares a las que ahora tienen los países de la región latinoamericana. De esta forma, mientras que el ingreso per cápita promedio de los países desarrollados en 1950 era de 7 583 dólares (corregidos por PPA), en 1998 era para los 29 países latinoamericanos y del Caribe de 6 538 dólares en promedio. Compárese con el que tiene ahora México, de 10 325 dólares.

Aunque se ha pensado que el crecimiento económico es la vía más fácil para crear un espacio fiscal suficiente para financiar los programas de desarrollo social, los países que han avanzado en el establecimiento de estrategias orientadas a garantizar un piso de protección social (garantía de ingreso básico y acceso a servicios sociales esenciales) mantienen una política fiscal progresiva, y simultáneamente han hecho un uso innovador a menudo de distintas fuentes de financiamiento. Estas medidas, además de generar los recursos necesarios para la implementación de los programas, tienen implicaciones en los incentivos económicos que operan en la economía, así como sobre la sostenibilidad y la legitimidad de las instituciones sociales.48 Como opciones de política a fin de mejorar el espacio fiscal para la protección social, algunos países aumentan la tributación a través del establecimiento de impuestos con objetivos concretos (minerales o hidrocarburos, por ejemplo), mientras que otros deciden incrementar la tributación general; otros utilizan el superávit presupuestario; realizan redefinición de prioridades presupuestarias; reducen el gasto no prioritario o los gastos militares; la mayoría recurre a la reducción de la deuda y del servicio de la deuda, y en países con menores niveles de desarrollo se recurre a la ayuda internacional.49 Como veremos en la siguiente sección, en México existe un espacio fiscal importante para lograr los recursos que permitan financiar un programa de esta envergadura, además de que pueden crearse fondos particulares con ese propósito.

Existen diversas posibilidades para sortear las preocupaciones de quienes se oponen al universalismo mediante la implementación de mecanismos fiscales que permitan recuperar el subsidio otorgado a quienes no lo requieren. La experiencia internacional muestra que la implementación de estrategias orientadas a brindar un piso de protección social eficaz, como el ingreso ciudadano o la renta básica, capaces de ampliarse de manera gradual, no sólo es asequible, sino que, a largo plazo, se financia a sí misma gracias a la mejora de la productividad de la fuerza de trabajo, la capacidad de adaptación de la sociedad y los ingresos fiscales a menudo dejados de percibir a causa de una recaudación ineficaz. En el corto plazo, reducir la evasión y la elusión fiscal, así como las ineficiencias en la recaudación tributaria ayudará a movilizar los recursos para escalonar la puesta en marcha de esta propuesta.50

LA PROPUESTA PARA MÉXICO

En 2017 se presentó la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se Adiciona un Párrafo al Artículo 4° y se Reforma el 73, Fracción XXIX-d de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para crear el derecho al ingreso ciudadano universal (ICU).51 En ésta se especifica que se trata de un ingreso garantizado por el Estado para que todas las personas (desde su nacimiento) alcancen un nivel de vida de austeridad digna. En dicha iniciativa se presenta una propuesta de implementación que contiene dos fases. La primera consiste en otorgar una transferencia monetaria a cada persona con base en el costo de una Canasta Normativa de Alimentos, la cual se cubrirá para el total de la población por etapas en un lapso de 20 años. Las etapas de incorporación de la población a este derecho (cuatro) se guiarían por criterios de lugar de residencia (rural-urbana), edad y sexo. Así, se establecería inicialmente un ingreso ciudadano universal alimentario (ICUA).

En la segunda fase se propone elevar el monto de las transferencias monetaria, tomando como referencia una Canasta Normativa de Satisfactores Esenciales Completa. La ampliación del beneficio se realizará, igualmente, en un horizonte de 20 años, de tal suerte que para finales de la década de los cincuenta del presente siglo todas las personas que habiten en México podrían contar con el derecho humano a la existencia, garantizado mediante el ICU.

Dado que la propuesta pone un horizonte de planificación de cuatro décadas, el costo del programa resultaría bajo en comparación con el costo de no prestar protección social a la población, la cual enfrentará mayor desempleo e inestabilidad laboral como resultado no sólo de la baja capacidad económica que existe en la actualidad, sino también por el proceso de automatización al que nos referimos con anterioridad. A continuación, se presenta una breve descripción de las dos fases de implementación del ICU para México.

En la iniciativa de reforma constitucional se propone estimar el costo del ICUA con base en los costos de alimentación que cubren los requerimientos nutricionales promedio de acuerdo con las estimaciones de la Canasta Normativa de alimentos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) y la CEPAL formulada para el medio urbano,52 más un porcentaje adicional (15% del valor de la canasta básica), que considera lo necesario para la conservación, la preparación y el consumo de los alimentos. Para 2014 el costo de dicha canasta era 1 557 pesos por persona al mes.53 En la iniciativa se plantea sustituir las transferencias monetarias ya existentes de programas de adultos mayores y Prospera, o cualquier otro programa social en dinero recibido por la población. Para la implementación se daría prioridad a los adultos mayores y a los niños y jóvenes, a fin de disminuir el riesgo de abandono escolar y de incorporación de los menores en el mercado laboral. En segundo término se daría prioridad a las mujeres de 18 a 64 años,54 ya que ello permitiría una mayor participación de la mujer en el mercado de trabajo y mejoraría su grado de acceso a la protección social.55 Finalmente, se cubriría a los hombres de entre 18 y 64 años de edad para lograr la universalidad de la cobertura alimentaria.

Es preciso aclarar que, si se quisiera otorgar el ICUA a toda la población en una sola etapa de implementación, se requeriría un presupuesto aproximado de 13.21% del producto interno bruto (PIB) de 2016,56 lo cual no es un costo excesivo para garantizar alimentación básica y adecuada a toda la población, en comparación con el promedio de los países de la OCDE, que asignan 21.9% de su PIB a gasto de protección social. Pero como la implementación del ICUA está propuesta para ser completada a lo largo de 20 años, su costo relativo tiende a ser menor, dado que la tasa de crecimiento poblacional se reduce, mientras que la del PIB se proyecta que crezca a 4% a partir de 2016. Como se observa en el cuadro 2.2, el costo total del ICUA en 2037 sería de 5.65% del PIB si se iniciara en 2018. Las etapas de incorporación y costos pueden verse en el cuadro 2.2.

Cuadro 2.2
Proyección de costos (millones de pesos) de implementación del ingreso ciudadano universal alimentario, 2018-2037
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1 Millones de personas.

Fuente: elaboración propia con datos de la ENIGH 2014, proyecciones de población (2010-2050), series de índice nacional de precios al consumidor y el PIB del INEGI (1993, 2016); valores de canasta alimentaria del INEGI y la CEPAL (2010).

REDUCCIÓN DE POBREZA MEDIANTE EL ICUA

De establecerse una política social basada en el ICUA se eliminaría casi por completo la pobreza extrema del MMIP, lo que significaría la erradicación de la pobreza con los parámetros oficiales. Es importante señalar que esto se lograría en tan sólo 20 años, es decir, el tiempo que lleva operando el POP, pero sin resultados. Para mostrar lo anterior, realizamos un ejercicio de simulación de cómo bajaría la pobreza si a los hogares se les otorgara el beneficio, de acuerdo con las etapas propuestas en la iniciativa de reforma constitucional tomando como base la ENIGH 2014 y los niveles de pobreza por ingreso según el Coneval y el MMIP.

Como se observa (gráfica 2.4), 52.3% de la población padecía pobreza extrema por ingreso en 2014 de acuerdo con el MMIP,57 38.5% se ubicaba alrededor de la línea de pobreza y 9.1% constituía la clase media y alta. Desde el primer quinquenio (E1) la pobreza extrema se reduciría sustancialmente, al pasar de 52.3 a 39.7%, mientras que los que se encuentran con un ingreso cercano o ligeramente superior a la línea de pobreza del MMIP58 rebasarían 50% de la población. Esta tendencia se mantendría y para el cuarto quinquenio (E4) 79% de la población tendría un ingreso cercano o ligeramente superior a la LP_MMIP, mientras que la pobreza extrema sería de sólo 6.2%. Por otra parte, como mencionamos, algunos de los escépticos de este tipo de políticas universales señalan que éstas benefician no sólo a los pobres sino también a quienes no lo son, por lo que se desperdicia un recurso público valioso. Sin embargo, nuestra simulación nos permite constatar que el porcentaje de quienes se clasifican como clase media o alta crece poco, al pasar de 9.1 a 14.8% del total de población. El crecimiento se explica por el traslado de parte de la población que se encuentra justo por arriba de la línea de pobreza (LP_MMIP = Y ≤ 1.1 LP_MMIP) hacia la clase media (1.1 LP_MMIP = > Y ≤ 1.5 LP_MMIP); no obstante, este incremento no se compara con la relevante reducción de la pobreza.

Gráfica 2.4
Reducción de la pobreza por ingreso según estimaciones del MMIP, al aplicar las etapas de implementación del ICUA. México


[image: ]



Nota: E1 a E4: etapas de implementación quinquenales del ICUA.

Fuente: cálculos propios con base en la ENIGH 2014.

Ahora bien, utilizando los parámetros de pobreza oficial se puede constatar que la eliminación de la pobreza extrema casi se lograría desde el segundo quinquenio de implementación (E2, véase cuadro 2.3); debe considerarse que las líneas de pobreza utilizadas por el Coneval son sustancialmente menores que las del MMIP. Por otra parte, se observa que, desde el primer quinquenio (E1) la pobreza extrema del Coneval se reduciría a menos de la mitad, y en el tercer quinquenio (E3) sólo existiría pobreza no extrema (o moderada), la cual se eliminaría casi por completo en el cuarto quinquenio (E4).

Cuadro 2.3
Pobres por ingreso, según Coneval (2014) y cambio en los estratos de pobreza al otorgar el ICUA (porcentaje de la población)
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Fuente: cálculos propios con base en la ENIGH 2014 y la metodología del Coneval.

Si bien es cierto que hoy no se podría poner en marcha el ICUA para toda la población, ya que el costo de implementarlo en un solo año requeriría 53% de los ingresos públicos actualmente disponibles,59 la propuesta para establecer este derecho se acompaña de diversas posibles fuentes de financiamiento. Pero, además, se requiere una reducción drástica de la evasión y la elusión fiscal, una reforma fiscal de fondo,60una reorientación de la política social como política de Estado y una implementación escalonada del ICUA, lo cual se explica a continuación.

REDIRECCIONAMIENTO DEL GASTO DE DESARROLLO SOCIAL EN LOS TRES NIVELES DE GOBIERNO

A nivel nacional, de acuerdo con los inventarios del Coneval,61 se tienen contabilizado un total de 6 751 programas, acciones o intervenciones de desarrollo social. Este gigantesco inventario de programas, que además implica una erogación aproximada de 1.1 billones de pesos anuales (quizá sea superior, pero a escalas estatal y municipal no se tiene información presupuestal completa), da cuenta de la gran dispersión de la política social; el aumento generalizado de la pobreza también es consecuencia del ineficiente gasto social de estos programas focalizados.

En tal sentido, se propone como primera medida redireccionar al menos 30% del gasto social hacia el ICUA como una estrategia que unifique los esfuerzos presupuestales atacando directamente el flagelo de la pobreza. Lo anterior implicaría la reducción o desaparición de las estructuras administrativas que actualmente ocupan la operación de los programas de superación de la pobreza y de los subsidios, tanto monetarios como no monetarios, los cuales resultarían redundantes con la estrategia, así como la reorientación de presupuesto destinado en programas y acciones de desarrollo social que han resultado ineficientes o de bajo impacto. Este porcentaje cubriría una parte de los costos de la primera etapa de implementación del ICUA, pero se requeriría ampliarlos y combinarlos con otras estrategias de financiamiento para lograr la meta de cobertura universal de la población.

AHORRO POR REDUCCIÓN DE GASTOS GUBERNAMENTALES

Se propone ajustar las asignaciones excesivas para reorientar el destino de los recursos públicos hacia una mejor utilización en beneficio del desarrollo nacional y de los mexicanos. En 2016, de acuerdo con cálculos incluidos en la Iniciativa de Austeridad Republicana presentada por el Grupo Parlamentario de Morena,62 se hubiera podido obtener un ahorro del gasto de alrededor de 447 000 millones de pesos (que representan una parte sustancial del costo promedio anual de la primera etapa de implementación del ICU), en renglones del gasto corriente distintos a los programas de apoyo social. Dicho ajuste obligaría a una racionalización de los rubros de gasto no prioritarios y permitiría mantener los niveles de inversión pública proyectados para 2016 e incluso incrementarlos. El ahorro de los mencionados recursos fue pensado para mantener el gasto social y las inversiones necesarias a fin de enfrentar la caída de los ingresos petroleros y garantizar el desarrollo productivo del país. A la luz de las propuestas de la próxima administración, tanto el programa de adultos mayores como el de jóvenes constituirían parte de esta política. Así, mientras que la ayuda alimentaria para adultos mayores tendría que incrementarse, en el caso del programa de Jóvenes Construyendo el Futuro, los becarios no recibirían el ICUA, si están inscritos en el programa.

RECURSOS QUE PUEDEN OBTENERSE DE LA REDUCCIÓN DE LA EVASIÓN FISCAL

La economía mexicana se caracteriza, entre otras cosas, por tener una de las recaudaciones tributarias más bajas del mundo y por sus elevados niveles de desigualdad. En un estudio elaborado por el Instituto Tecnológico de Monterrey para el Servicio de Administración Tributaria (SAT) se identificó una evasión fiscal en México equivalente a 3.1% del PIB, esto es, 484 000 millones de pesos (que representan una parte sustancial del costo de la primera etapa de implementación del ICU). De acuerdo con la información disponible, es posible lograr una importante recaudación de recursos que podrían canalizarse a la financiación del ICUA como resultado de una disminución de la evasión fiscal, en particular, la que se registra en algunas contribuciones específicas (como el ISR en el Régimen de Arrendamiento63 y el ISR para personas físicas del Régimen Empresarial,64 que presentan tasas de evasión superiores a 75%). Los datos anteriores revelan que el monto que podría obtenerse por una reducción de la evasión en el pago de cada una de estas contribuciones representaría una importante fuente de ingresos potenciales para el ICUA. No será posible acabar de tajo con el problema de la evasión, pero estamos seguras de que la implementación de medidas conducentes a hacer eficiente la recaudación puede aportar dentro de los años venideros el presupuesto necesario para implementar las siguientes etapas del proyecto de ICUA.

REFORMA FISCAL PROGRESIVA

La política fiscal en México no ha contribuido a reducir de manera significativa las brechas en el ingreso entre ricos y pobres debido a que no tenemos una política fiscal progresiva. Por el contrario, el efecto redistributivo de la política fiscal ha sido mínimo, por no decir nulo. Mientras que el promedio de los países de la OCDE obtiene 32.5% de todos sus ingresos a partir de impuestos al valor agregado en bienes y servicios, México obtiene 54% de todos sus ingresos por esta vía. Lo anterior implica que la estructura fiscal en México está mucho más orientada a gravar el consumo que el ingreso personal, siendo ésta una de las medidas fiscales mas regresivas. Asimismo, hasta el año 2014 en México no había impuestos a las ganancias de capital en el mercado accionario. Tampoco hay impuesto alguno a las herencias, ni a las donaciones efectuadas entre personas vivas. Además, en varios estados no hay pago de tenencia, y la recaudación por concepto de impuesto predial por parte de los municipios resulta insuficiente.65

La financiación del ICUA requiere en el corto plazo del incremento de la recaudación tributaria derivado de una reforma fiscal progresiva en la que paguen más los que más tienen. Actualmente se recauda en impuestos aproximadamente 19.6% del PIB,66 y estimamos que la recaudación tributaria podría duplicarse para hacer efectiva la aplicación del ICUA en México. Con el propósito de no afectar otras partidas del presupuesto gubernamental, la meta recaudatoria debería ser, como mínimo, de 25% del PIB. También se requeriría aplicar la tasa Tobin a las exportaciones de capital de los grandes y “socialmente responsables” empresarios hacia paraísos fiscales.67

REFLEXIONES FINALES

La consecuencia última de establecer el ICU equivale a una puesta en común de las riquezas socialmente producidas. El PIB se convertiría en un verdadero bien colectivo, producto del trabajo de todos los mexicanos, y volvería obsoleto el principio de a cada cual según su trabajo.68 Erradicaría de tajo y para siempre el hambre y la desnutrición, la pobreza extrema prácticamente desaparecería, mientras la pobreza no extrema disminuiría sustancialmente;69 el ICUA tendría un efecto inmensamente mayor al que ha tenido el POP en estos últimos 20 años. Teniendo en cuenta los resultados obtenidos en un ejercicio de simulación realizado en la iniciativa presentada en la Cámara de Diputados,70 desde la primera etapa, la pobreza oficial extrema se reduciría en más de 50%, es decir, en tan sólo cinco años el ICUA podría lograr lo que en 20 años el POP no ha hecho.

El ICU propuesto funcionaría como un estabilizador del consumo fundamental para sostener la demanda en tiempos de crisis, especialmente para los grupos más vulnerables, y de este modo evitaría la ampliación de las brechas de desigualdad económica y social. Como mecanismo institucional, sería capaz de garantizar al conjunto de la ciudadanía la existencia material al menos en niveles básicos.71

El ICU, como lo demuestran los estudios realizados en India, Sudáfrica y Europa, es una política de redistribución que no afecta de manera negativa el funcionamiento de los mercados, sólo incide sobre la posesión o la dotación de recursos con que cuentan las personas. En el mismo sentido, al redistribuir el ingreso, se contribuye a elevar la demanda efectiva, que estimula una mayor utilización de los recursos disponibles sin elevar los costos unitarios de las empresas.72 En efecto, al hacer una estimación cuantitativa de la repercusión de este ingreso sobre las principales variables macroeconómicas (PIB y empleo), los estudios obtienen resultados muy positivos.73 Con una tasa de crecimiento elevada y suponiendo que la productividad del trabajo se acrecentara, el incremento en el empleo sería superior a 3%.74

Otros estudios muestran que este tipo de transferencias (regulares) permite a los hogares afectados por restricciones crediticias y de liquidez reasignar sus recursos productivos, así como acumular activos y protegerlos, lo que reduce los costos asociados a la búsqueda de empleo, además de darles la oportunidad a los individuos de que busquen trabajo de forma más activa y aumenten su participación en la actividad productiva, estimulando a la par los mercados de bienes y servicios de producción local.75 Según LoVuolo, Raventós y Yanes, una sociedad en la que nadie carezca de lo básico es buena para todos. Es la única sociedad posible que merece la pena.

Post Scriptum: el ingreso ciudadano/renta básica en el contexto de la pandemia

El artículo anterior a este acápite fue escrito de manera previa al contexto de la crisis humanitaria que ha significado la pandemia SARS-COV2. Las dificultades sociales y económicas derivadas de la declaratoria de confinamiento para evitar la propagación del virus han visibilizado (si es que antes no era suficientemente evidente) la desigualdad reinante y la necesidad de establecer, para toda la población, estrategias de protección social, que incluyan el derecho humano a un ingreso garantizado para cubrir las necesidades básicas y sostener la economía en tiempos de crisis, lo cual permitiría reducir drásticamente el ritmo de los contagios. De no garantizarse el derecho al ingreso ciudadano universal el aislamiento obligatorio y el cierre de las actividades económicas puede convertirse en una sentencia de empobrecimiento y hambre, además de obligar a importantes sectores de la sociedad a arriesgar su salud y su vida por el contagio ante la necesidad de buscar o mantener una fuente de ingresos.

España es el mejor ejemplo de respuesta ante la crisis económica y social provocada por la pandemia del coronavirus. En 2020 el congreso aprobó un ingreso mínimo vital financiado con impuestos como parte de los beneficios de la seguridad social, el cual se recibe de manera individual o por hogar; su monto es variable y depende del nivel de ingresos de los solicitantes; a medida que se encuentran más lejos del umbral mínimo fijado por el gobierno para cubrir las necesidades básicas del hogar, mayor es el monto recibido como prestación. La prestación se deja de recibir una vez que la persona o el hogar solicitante alcanza un ingreso familiar superior a dicho umbral.

Diversos organismos internacionales han manifestado la necesidad de establecer un ingreso ciudadano, particularmente dirigido a los más pobres y por un tiempo acotado. El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) ha realizado algunas reflexiones en ese sentido en el documento Más allá de la recuperación: con miras a 203076 señalando que:


con casi 100 millones de personas más cayendo en la pobreza extrema en 2020, 1 400 millones de niños afectados por el cierre de escuelas, y más de 400 000 muertes confirmadas por COVID-19 a principios de junio, la pandemia golpea con dureza todas las dimensiones del desarrollo humano, en todos los países y prácticamente al mismo tiempo. Los Gobiernos y las sociedades deben enfrentar decisiones de políticas, regulatorias y fiscales sin precedentes mientras actúan para salvar vidas y fijar el rumbo para un futuro sostenible.



El PNUD identificó siete puntos críticos para “convertir el mayor retroceso del desarrollo humano en un salto cualitativo histórico”, entre los que se incluye la necesidad urgente de erradicar las desigualdades a través de la protección social mediante estrategias como las transferencias monetarias —por ejemplo, mediante un ingreso básico temporal y un ingreso básico universal— adoptadas dentro de un contrato social renovado (p. 7); propone incluso una moratoria de las deudas para los países vulnerables a fin de que tengan la capacidad fiscal de ponerlas en marcha.

Asimismo, en el documento Temporary Basic Income: Protecting Poor and Vulnerable People in Developing Countries77 explica que, si unos 3 000 millones de personas no tuvieran que salir a trabajar todos los días para sobrevivir, se podría frenar el ritmo de contagio del coronavirus, y aboga por garantizar un ingreso básico durante seis meses a los sectores de la población que viven por debajo de la línea de pobreza o en ella. Concluye que esta medida se cruza con el reforzamiento de los sistemas de seguro y de protección social existentes, pero también con la idea de una renta básica universal fundamentada en derechos que asegure un piso de ingresos básico para todas las personas, independientemente de los medios y las pruebas de comportamiento o consideraciones laborales (p. 16).

La CEPAL también se ha unido a este llamado. En el informe El desafío social en tiempos del covid-1978 se proyectan diferentes escenarios en los cuales se advierte que, si no se toman medidas urgentes, la pobreza y la pobreza extrema aumentarían en todos los países de la región, siendo las tres mayores economías (Brasil, México y Argentina) las más vulnerables. Con el fin de atender este problema, propone que los gobiernos


garanticen transferencias monetarias temporales para satisfacer necesidades básicas y sostener el consumo de los hogares, lo que será crucial para lograr una reactivación sólida y relativamente rápida. Desde una perspectiva de largo plazo, la CEPAL reitera que el alcance de esas transferencias debe ser permanente, ir más allá de las personas en situación de pobreza y llegar a amplios estratos de la población muy vulnerables a caer en ella, como los estratos de ingresos bajos no pobres y los medios bajos. Esto permitiría avanzar hacia un ingreso básico universal que se debe implementar gradualmente en un periodo definido de acuerdo con la situación de cada país (p. 15).



Varios gobiernos de la región de distintas adscripciones políticas han puesto en marcha programas de renta básica temporal (como Brasil, Bolivia, Argentina y Perú), y en otros se está discutiendo la necesidad de una (Colombia y Uruguay). Sin embargo, la mayoría ha decidido ampliar los programas sociales ya existentes para canalizar la ayuda focalizada (República Dominicana, Ecuador, Argentina, México, Colombia, Nicaragua, Panamá, Guatemala y Paraguay y Venezuela), y centrar sus esfuerzos en proteger el empleo formal e informal (Cuba, Chile, México, Guatemala, Costa Rica, Uruguay, Venezuela, Puerto Rico y Perú).79

En la Ciudad de México desde 2019 se estableció el programa social Mi Beca Para Empezar dirigido a todos los niños inscritos en escuelas públicas desde preescolar hasta secundaria, el cual otorga un monto equivalente a 16 dólares al mes. Aunque el programa no fue diseñado como respuesta a la pandemia, contar con un padrón de beneficiarios, la mayoría de ellos de ingresos bajos, le permitió al gobierno de la Ciudad apoyar con recursos adicionales a cerca de 500 000 hogares con niños en diversos momentos a lo largo de la pandemia. Dicho programa es el primero en su tipo, al estar financiado por un gobierno local, de la Ciudad, y por tener un enfoque cuasi universal. Este programa puede llegar a constituir la semilla del ingreso mínimo vital, derecho humano incluido en la Constitución local para todos los habitantes de la capital del país.
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III. EL TRABAJO DE CUIDADO EN TRES TIEMPOS

Edith Pacheco Gómez1

INTRODUCCIÓN

Este capítulo presentará en un primer tiempo una revisión sintética de la bibliografía para dar cuenta de algunos de los principales acercamientos analíticos sobre el trabajo de cuidados.2 En un segundo tiempo se retomará el análisis realizado por un grupo de investigadoras / es que, aprovechando una de las encuestas poco utilizadas en México —la Encuesta Laboral y de Corresponsabilidad Social 2012—, aportaron distintas miradas sobre el trabajo de cuidados no remunerado. De manera especial, este segundo apartado tiene la finalidad de visibilizar las diversas desigualdades que se manifiestan en torno al reparto desigual del trabajo de cuidado.

Finalmente, desde un acercamiento descriptivo, en un tercer tiempo se dará cuenta de las características del trabajo de cuidados no remunerado en relación con el trabajo remunerado en México haciendo eco de los dos primeros actores involucrados en el diamante del cuidado,3 el cual pone el acento en la necesidad de atender el problema del cuidado considerando el papel de distintos actores sociales: las familias / hogares, el mercado, el Estado y la comunidad. Dicha perspectiva busca romper con el discurso familista del Estado que deposita en las familias el trabajo de cuidados y con ello materializa en los hechos una organización social patriarcal de la vida.4

UNA PINCELADA ACERCA DE CÓMO SE HA CONCEPTUALIZADO EL TRABAJO DE CUIDADOS

Uno de los trabajos clásicos de Federici inicia con la siguiente frase: “They say it is love. We say it is unwaged work”,5 en el marco de una discusión que lleva por título: “Wages against Households”. La autora argumenta que el salario al menos reconoce que una persona es un / a trabajador / a, y por lo tanto, puede negociar y luchar por la cantidad de ese salario y por sus condiciones; de hecho, contar con un salario significa ser parte de un contrato social. Mientras tanto, en el caso de las tareas domésticas, la situación es cualitativamente diferente, y la diferencia radica en que no sólo se les ha impuesto el trabajo doméstico a las mujeres, sino que se ha transformado en un atributo natural en lugar de ser reconocido como un contrato social, puesto que, desde el inicio del esquema capitalista, para las mujeres este trabajo estaba destinado a no ser trabajo; ello ha evitado que las mujeres luchen contra él.6

Pues bien, esta entrada me da pie para afirmar que la discusión de la década de los setenta consideraba al trabajo doméstico como una actividad donde se incluía lo denominado hoy trabajo no remunerado (el cual comprende tanto al trabajo de cuidados como al trabajo doméstico, ambos no pagados). En México algunas autoras pioneras ya advertían que, si bien era importante visibilizar la participación de las mujeres en el mercado de trabajo, el problema fundamental era que no se contabilizaban los bienes y servicios producidos por la familia, fundamentalmente las mujeres, para su autoconsumo.7 En esos años la mirada hacia este tipo de trabajo se anclaba en el marco de la reproducción social, bajo el paraguas de una discusión de corte marxista. Uno de los puntos centrales de la discusión era la producción de valor del trabajo doméstico: “el ama de casa ciertamente produce valores de uso, mas éstos se transforman en valores de cambio en el momento en que la fuerza de trabajo, producida y reproducida en el ámbito familiar, se vende”.8

En la década de los ochenta la mayoría de los estudios en México, al igual que en muchas otras partes del mundo, se concentraron en la relación familia-trabajo; sin embargo, el acercamiento de estos estudios se circunscribía al trabajo remunerado. Por ello, es destacable el papel de Mercedes Pedrero en el diseño de una encuesta sobre empleo donde se incorporaba una pregunta que contenía algunas actividades no relacionadas aún en ese momento con el trabajo remunerado; en concreto, a partir de 1987, la Encuesta Nacional de Empleo Urbano incluyó, al inicio de su cuestionario, un interrogante sobre las horas dedicadas a distintas actividades, entre ellas, el rubro de “quehaceres del hogar, atención de niños, ancianos o enfermos sin pago alguno”; ello permitió, desde ese entonces, establecer y dimensionar la relación entre lo que hoy conocemos como trabajo remunerado y trabajo no remunerado.

Muchos años han pasado desde esos primeros trabajos. El debate ahora presenta diversas aristas, lo que hace imposible la referencia a cada una de ellas; por ello, sólo quisiera abordar dos. Por un lado, en términos de la medición, quisiera poner el acento en la tarea de hacer visible lo que por muchos años ha sido invisibilizado;9 por otro lado, me interesa mencionar el papel que ha jugado la economía feminista en la concepción del trabajo de cuidados visto como sustento esencial para la reproducción social.

Una manera de visibilizar el trabajo de cuidados (también llamado trabajo doméstico y de cuidados o trabajo no remunerado) ha sido utilizando las encuestas de uso del tiempo,10 si bien ya mencioné al inicio de este apartado la importancia de haber incorporado en las encuestas de empleo mexicanas una pregunta sobre los tiempos dedicados a lo que en ese momento llevaba por título “quehaceres del hogar, atención de niños, ancianos o enfermos sin pago alguno”. En México inicia la serie de encuestas de uso del tiempo en 1996 con la Encuesta Nacional de Trabajo, Aportaciones y Uso del Tiempo (Entrau); sin embargo, ésta se utilizó poco. No es sino hasta 2002 que nace la Encuesta Nacional de Usos del Tiempo (ENUT), que representa una batería de cuatro aplicaciones (2002, 2009, 2014 y 2019) y, así, nos ha permitido caracterizar de manera detallada las distintas actividades que involucran el trabajo no remunerado.

Otra manera de mostrar la importancia del trabajo de cuidados ha sido calcular el valor económico de las actividades domésticas en su concepción más amplia; de hecho, muchos países, incluyendo el nuestro, ya cuentan con lo que se denomina Cuenta Satélite del Trabajo no Remunerado en el marco del Sistema de Cuentas Nacionales, donde el valor de este tipo de trabajo se expresa como porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB). Cabe mencionar que en México Pedrero11 también fue pionera en el cálculo del valor económico de este tipo de actividades.

Ahora bien, en relación con el segundo punto que brevemente me propongo tratar, Carrasco12 advierte que “la llamada Economía Feminista no responde a un pensamiento monolítico. Participan diversas escuelas de la economía, a la vez que distintas tradiciones del feminismo. Además, lo habitual del feminismo es la interdisciplinariedad, lo que hace difícil separar el pensamiento económico de otras disciplinas cercanas —sociología, antropología e historia—”. En un trabajo posterior Carrasco y sus colaboradoras argumentan13 que “algunas autoras distinguen —con el riesgo que encierra este tipo de clasificaciones— dos ejes básicos de pensamiento alrededor de los cuales se desarrolla la investigación: lo que se ha denominado economía y género y lo que se conoce como economía feminista.14

Debido a la diversidad analítica en el campo de la economía feminista, sólo me interesa rescatar dos aspectos del debate. El primero es expuesto por Carrasco, Borderías y Torns15 al sostener que


la idea de reproducción social que se maneja desde la economía feminista tiene sus raíces en el debate sobre el trabajo doméstico desarrollado en los años sesenta y setenta del siglo XX. Desde entonces, la idea ha sido reformulada por distintas autoras;16 todas ellas al menos ponen acento en algunos aspectos: la reproducción biológica, que incluye la construcción social de la maternidad en cada sociedad; la reproducción de la fuerza de trabajo, que incluye los procesos de educación y aprendizaje; y la satisfacción de las necesidades de cuidados, donde pueden participar los hogares, el sector público y el mercado. Es decir, en esta perspectiva —la economía feminista— se incluye la economía del cuidado como aspecto sustancial y relevante de la reproducción social.



El segundo debate se relaciona con lo que yo llamaría los preceptos básicos de la economía feminista de la ruptura. Al respecto Pérez Orozco y Artiaga nos dicen:


entendemos los cuidados como una categoría abierta, multivocal y dinámica, de límites difusos, sobre la que no existe un consenso en su definición […] Aludimos a los cuidados como todas aquellas actividades que nos sirven en lo cotidiano para regenerar y sostener la vida; la vida de todas las personas en calidad de sujetos interdependientes y en cualquier contexto social […] Ana Rodríguez Ruano señala en su ensayo que no existen unos tipos de sujetos que sean autónomos y unos tipos de sujetos que sean dependientes por naturaleza, sino que existen entramados de relaciones desiguales y condiciones sociales, económicas y culturales que privilegian a unos sujetos por encima de otros reforzando esta bipolaridad (cuidadores / dependientes, activos / as; pasivos / as, etc.).17



Considerando el acercamiento descriptivo que se presentará en el tercer y último apartado de este capítulo, quiero cerrar este primer apartado con la siguiente cita de Carrasco, Borderías y Torns:


en relación al contenido, se puede hablar de cuidados directos y de cuidados indirectos. Los primeros hacen referencia a las actividades directamente realizadas con las personas (no necesariamente del hogar) a quien se dirigen los cuidados: dar la comida a un bebe, atender directamente a una persona enferma, conversar con un o una adolescente, etc.; los segundos, en cambio, comprenden lo que más tradicionalmente se conocía como trabajo doméstico: tener la casa y la ropa limpia, cocinar, comprar, etc., que son formas de cuidar a todas las personas del hogar. Cabe aclarar que en este último conjunto también debe incluirse todo lo referido a la gestión y organización de los trabajos del hogar(management familiar).18



UNA LECTURA DEL TRABAJO DE CUIDADO A PARTIR DE LA ENCUESTA LABORAL Y DE CORRESPONSABILIDAD SOCIAL 2012

En este apartado se rescatará un grupo de trabajos19 que se dieron a la tarea de analizar la información contenida en la Encuesta Laboral de Corresponsabilidad Social 2012, realizada en México por el Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres) y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía.20 Dicha encuesta se planteó como objetivo “generar información estadística sobre las necesidades de cuidado en los hogares y la participación en ellos de integrantes y no integrantes del hogar para determinar si existe una sobrecarga de trabajo en las mujeres y si ello representa una barrera en su inserción laboral o su inserción en condiciones precarias”.21

Los trabajos presentados en esta sección se organizaron, desde su origen, considerando tres ejes de discusión: el primero busca dar cuenta de quién cuida a quién y en qué momento de la vida se realizan los cuidados; el segundo eje corresponde a la relación entre los cuidados y el trabajo remunerado; y el tercero propone una mirada al cuidado desde algunos grupos poblacionales específicos (mujeres que no realizan trabajo remunerado, niñas / os que proporcionan cuidados y hombres que cuidan).

a) ¿Quién cuida a quién? y ¿en qué momento de la vida cuidan?

En 2012, 52% de los hogares requería de algún tipo de cuidado, ya sea para aquellas personas con limitaciones permanentes, para los/ as enfermos/ as temporales y, fundamentalmente, para los menores de 15 años.22 Ahora bien: es frecuente que los estudios sobre el trabajo de cuidados no remunerado se centren en la caracterización de las / os cuidadoras / es; por ello, un acierto del trabajo de Jácome es que realiza una caracterización de las personas con necesidad de cuidados. Por otro lado, la autora sostiene que el tema de la corresponsabilidad atraviesa por mirar el papel del Estado a través de los programas sociales,23 ya que éstos permitirían aligerar la carga de cuidado que tradicionalmente ha recaído en los hogares y, sobre todo, en las mujeres de dichos hogares. Para ello, nos presenta el porcentaje de hogares con algún programa social considerando la presencia o no de niñas / os menores, o bien la presencia o no de las personas con limitaciones permanentes.

Además de caracterizar a las / os cuidadoras / es del hogar, uno de los aspectos analizados en el trabajo de Jácome,24 y que aporta elementos novedosos al tema, es el referente a la percepción de involucramiento de las mujeres en el cuidado (ella es la única, ella es la que dedica más tiempo, ella es la que menos colabora, o bien, todos colaboran por igual); este aspecto se realiza distinguiendo entre aquellos hogares sin hombres, aquellos hogares con hombres pero que no cuidan y los hogares donde hay hombres cuidadores (cuadro 3.1).25 La autora termina su capítulo sosteniendo que la asignación del trabajo de cuidados a las mujeres les ha limitado las oportunidades de desarrollar otras actividades extradomésticas, de suerte tal que su conclusión es que la situación es más desfavorable para los estratos socioeconómicos más bajos, mientras es clara la situación de ventaja de las mujeres que pertenecen a hogares de estratos altos, ya sea al compartir el trabajo de cuidados o bien al tener más oportunidades de acceso a la educación y al esparcimiento (cuadro 3.2).

Cuadro 3.1
Mujeres de 14 a 70 años que viven en hogares con menores de 15 años, por su percepción de involucramiento en el cuidado de las y los menores y estrato socioeconómico, según la participación de hombres en el cuidado, México Urbano 2012
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* No significativos. Según prueba Xi cuadrada p<0.05.

Nota: los cuatro tipos de percepción no suman 100%, porque no se incluye a los no especificados, que en el mayor de los casos representan menos de 0.05 puntos porcentuales. La variable estrato que se usa en los cuadros 1 y 2 fue construida por Jabalera (2013).

Fuente: Jácome (2013, pp. 57-58, cuadro 6).

Cuadro 3.2
Mujeres de 15 a 70 años que son cuidadoras según actividades personales que realizan además del cuidado, por estrato socioeconómico, México Urbano 2012
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* No significativo. Según prueba Xi cuadrada p < 0.05.

**Muestra insuficiente (celdas menores a 30 casos).

Fuente: Jácome (2013, pp. 61-62, cuadro 8).

Por su parte, Nava26 inicia su capítulo con la consideración de que la participación femenina en las distintas actividades de cuidado está relacionada con las etapas del ciclo de vida familiar,27 debido a que durante este ciclo hay fases donde se requiere de cuidados específicos o intensivos, por ejemplo, cuando hay niñas y niños pequeños.28

Al analizar el cuidado directo, encuentra que es en los ciclos de inicio y expansión de la familia donde se registra la mayor participación de las mujeres en este tipo de trabajo no remunerado, ya sea para atender a integrantes de hogar o bien a personas de otros hogares (gráfica 3.1).29 También muestra que el trabajo doméstico no remunerado (cuidado indirecto) es mayor a 90% en casi todas las etapas de ciclo de vida familiar.

Gráfica 3.1
Tasas de participación en el trabajo de cuidados directo según tipo de hogar que recibe el cuidado y la etapa de ciclo de vida familiar. México Urbano 2012
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Fuente: Nava (2013, p. 82, gráfica 3).

Por último, Nava30 pone acento en un tema crucial: aproximadamente una tercera parte de las mujeres de los ciclos de inicio y expansión de la familia realizan actividades de cuidado y trabajo doméstico durante su jornada laboral, como ir por sus hijas e hijos a la escuela, ir al médico o salir a hacer algún trámite o pago. Incluso 17.9% de las mujeres del ciclo de pareja joven sin hijas e hijos realizan estas tareas (gráfica 3.2). Estas cifras evidencian la doble presencia / ausencia de las mujeres,31 y simultáneamente dan cuenta de las dificultades que enfrentan las mujeres para “conciliar” su participación en las esferas pública y privada. La autora agrega que en muchas ocasiones estas tareas no son aceptadas en el mercado laboral, lo cual limita el ascenso y el desarrollo laboral de las mujeres.

Gráfica 3.2
Actividades no laborales durante la jornada laboral según etapa de ciclo de vida familiar. México Urbano 2012
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Fuente: Nava (2013, p. 94, gráfica 10).

b) Distintas miradas de la articulación entre el trabajo remunerado y el trabajo de cuidado

Orozco32 organiza su capítulo en seis secciones. En las dos primeras describe la inserción laboral de las mujeres y su situación ocupacional en relación con sus demandas familiares. Posteriormente, presenta datos descriptivos de las tareas de cuidado asociados a la condición de actividad económica y situación ocupacional de las mujeres (cuadro 3.3). En las últimas tres secciones, desde mi perspectiva, se encuentra el principal aporte de la autora, al utilizar análisis multivariado33 con la finalidad de conocer el efecto de las distintas tareas de cuidado, primero, en la inserción al mercado de trabajo y, en un segundo momento, en el tipo de trabajo donde se insertan (asalariado y por cuenta propia).

Cuadro 3.3
Condición de cuidado de las mujeres ocupadas como asalariadas o por cuenta propia, México Urbano 2012
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1 La suma por número de personas que cuida coincide con el porcentaje de cuidadoras.

Fuente: Orozco (2013, p. 118, cuadro 2).

En términos de hallazgos se confirma que el cuidado a menores de 6 años y a niños/ as de entre 6 y 14 años, así como no contar con ayuda externa para los cuidados y tener la percepción de ser la única o la que más tiempo dedica a los cuidados en el hogar representan un efecto restrictivo para la inserción femenina en el mercado laboral. Además, fue posible corroborar la hipótesis de que las tareas de cuidado que realizan las mujeres ocupadas entre 14 y 70 años de edad se relacionan con la inserción en el mercado de trabajo y con el tipo de trabajo que realizan.

En suma, los resultados de Orozco sugieren un fuerte efecto restrictivo y diferenciado en el mercado laboral cuando las mujeres perciben o asumen una intensa carga de cuidados, y un fuerte efecto positivo para la participación en el mercado laboral como asalariadas cuando los hogares reciben ayuda externa; en caso contrario, el trabajo por cuenta propia es una salida. Por ello, la autora sostiene que se debe pensar en políticas públicas que promuevan tanto la corresponsabilidad institucional como la de mercado, con la finalidad de reducir las desigualdades de género vinculadas al cuidado en el interior de los hogares.

El capítulo de Ceballos34 es uno de los más completos en el documento en cuestión (Cuaderno 40 del Inmujeres), ya que presenta las discusiones teórico-analíticas sustantivas del trabajo de cuidados, y a la vez realiza un ejercicio empírico considerando distintas aristas del cuidado. En primer lugar, Ceballos identifica, muy acertadamente, algunos planteamientos teóricos de la economía feminista sobre los cuidados y su importancia para el “sostenimiento de la vida humana”, e indica el tipo de acercamiento empírico que realizará construyendo una tipología de los cuidados no remunerados. En el ejercicio empírico analiza cómo al satisfacerse las necesidades de cuidados no remunerados de las familias se forman redes familiares y sociales del cuidado cuando las mujeres realizan trabajo remunerado. Finalmente, muestra los resultados del análisis para tres niveles de intensidad de los trabajos de cuidados no remunerados realizados por las mujeres.

Al analizar los trabajos de cuidados ofrecidos según el lugar de realización (solamente dentro de los hogares, solamente en otros hogares y dentro y fuera del hogar), constata como principal tendencia el cuidado a menores de 15 años dentro del hogar (aspecto anunciado en varios estudios), pero aparece como segunda tendencia la realización de la doble actividad de cuidado (a personas de más de un grupo receptor dentro del hogar y más de una actividad de cuidado —incluyendo trabajo doméstico y de cuidado—).

En relación con el nivel de intensidad de los cuidados, se observa que 7 de cada 10 mujeres tienen trabajos de cuidados que se llevan a cabo solamente en un lugar y consisten en cuidar a personas de un solo grupo receptor, tratándose la mayor parte del cuidado a menores. En un segundo nivel de intensidad se ubican las mujeres que llevan a cabo el cuidado en un solo lugar, pero cuidan a personas de más de un grupo receptor dentro del hogar y en la doble actividad (de cuidadoso doméstica) en otros hogares. Por último, el nivel más alto de intensidad es para aquellas mujeres que realizan trabajos de cuidados simultáneamente dentro y fuera del hogar consistentes en el cuidado a más de una persona de un mismo grupo receptor y la realización de más de una actividad (doméstica o de cuidados) en otros hogares (gráfica 3.3).

Gráfica 3.3
Mujeres del Grupo de Estudio (MGE) por parentesco, según la intensidad que tienen sus trabajos de cuidados no remunerados. México, 2012
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Nota: las mujeres del grupo de estudio (MGE) son las que tienen una mayor responsabilidad en los trabajos de cuidados no remunerados dentro de las familias nucleares, y que también apoyan a otros hogares por su relación familiar o afectiva. Ellas son, de acuerdo al parentesco con el jefe del hogar, la “Esposa o pareja”, la “Hija” y la “Jefa del hogar”.

Fuente: Ceballos (2013, gráfica no incluida en la versión del Cuaderno de Trabajo 40 e Inmujeres).

Finalmente, la autora sostiene que la gran participación de las mujeres en los cuidados no remunerados de los hogares tiene que ver no sólo con la división sexual del trabajo y la asignación social de género, sino también, de manera importante, con la paulatina reducción del gasto público, principalmente en servicios de salud y educación, con lo cual se ha transferido a los hogares, y en ellos a las mujeres, una gran cantidad de trabajos de cuidados a los familiares “dependientes” (cuadro 3.4). Por ello, satisfacer las crecientes necesidades de cuidados dentro de los hogares y en otros hogares de sus familiares y amigos ha reclamado movilizar el apoyo y la solidaridad de las mujeres, quienes se organizan en redes que involucran al menos tres generaciones (abuelas, madres, hermanas, tías, hijas, nietas, sobrinas, amigas y vecinas) para formar las redes familiares y sociales del cuidado (cuadro 3.5).

Cuadro 3.4
Mujeres del Grupo de Estudio (MGE) por parentesco que apoyaron con trabajo doméstico a otros hogares, según el parentesco mencionado con ellos. México Urbano, 2012
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* Hay sólo 43 casos muestrales, por lo que no tiene representatividad estadística.

Fuente: Ceballos (2013, p. 170, cuadro 8).

Cuadro 3.5
Redes familiares y sociales del cuidado en los hogares en México, 2012
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Fuente: Ceballos (2013, p. 172, cuadro 9).

En otro orden de ideas, Florez, Pacheco y Pedrero35 se proponen como objetivo explorar la relación entre los cuidados y la toma de decisiones en diferentes ámbitos de la vida de las mujeres en las áreas urbanas. En el primer apartado los autores reflexionan sobre las diferentes conceptualizaciones del cuidado; en el segundo, presentan un breve panorama sobre la importancia del cuidado en México. Posteriormente, se discute el significado de las decisiones vinculando la discusión con temas tales como autonomía, dependencia o vulnerabilidad, y, fundamentalmente, se caracterizan las decisiones de las mujeres (gráfica 3.4). Por último, en un cuarto apartado se analiza la articulación entre los cuidados y las decisiones tomadas en diferentes ámbitos de la vida.

Gráfica 3.4
Proporción de mujeres que deciden solas… México Urbano 2012
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Fuente: Florez, Pacheco y Pedrero (2013, p. 228, gráfica 1).

Los autores indican haberse enfrentado a diferentes retos hoy por hoy aún no resueltos en los estudios sociodemográficos, según ellos lo consideran. Éste es el caso de cómo captar y medir la autonomía y el empoderamiento de las mujeres. La existencia de la Encuesta Laboral y de Corresponsabilidad Social (ELCOS) fue un estímulo al respecto.

Por medio de un análisis de correspondencia, se presentan algunos resultados. En relación con la autonomía o el empoderamiento de la mujer, se vio que las decisiones económicas, familiares y sociales se encuentran fuertemente mediadas por la realización de trabajo remunerado y trabajo doméstico; incluso en algunos casos tienen un efecto mayor que el nivel de escolaridad, o bien enfrentar algún tipo de carencia (gráficas 3.5 y 3.6). Por ello los autores concluyen que con la información que se cuenta a partir de la toma de decisiones el tener un trabajo remunerado es un factor decisivo para el logro de una plena autonomía en la mujer.

Gráfica 3.5
Correspondencias entre la decisión de trabajar (DT), la intensidad del cuidado y la participación o no en el trabajo remunerado. México Urbano, 2012


[image: ]



Fuente: Florez, Pacheco y Pedrero (2013, p. 233, tabla 1).

Gráfica 3.6
Correspondencias entre la decisión de cuidar y educar a los hijos (DCH), la intensidad del cuidado y la participación o no en el trabajo remunerado. México Urbano 2012
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Fuente: Florez, Pacheco y Pedrero (2013, p. 233, tabla 3).

Finalmente, las decisiones que deberían tomarse de manera compartida (con la pareja o algún otro miembro del hogar) se relacionan más con las variables del ámbito familiar, en especial de pareja, como en los rubros sobre el cuidado de los hijos o el número de hijos; estas decisiones son mediadas por otro individuo del círculo familiar y se asocian a mujeres que se enfocan en la realización de labores domésticas y con bajos niveles de escolaridad.

c) Algunos perfiles de las / os que cuidan

Para dar cuenta de algunos perfiles de cuidadoras / es, Hernández36 inicia haciendo una reflexión sobre la creciente incorporación de las mujeres al mercado de trabajo remunerado, y enfatiza que ello ha generado un importante problema: las mujeres han adquirido una doble jornada de trabajo, al asumir las tareas domésticas y de cuidados mientras realizan las labores propias de las actividades productivas para el mercado. Asimismo, señala las contradicciones de las políticas públicas que han recaído sobre los hombros de las mujeres, ya que no están diseñadas para resolver las necesidades reales de aquellas que a la vez son trabajadoras para el mercado y cuidadoras en los hogares.

En un primer momento la autora se propone caracterizar a las mujeres cuidadoras que tienen o no la expectativa de incorporarse o reincorporarse al mercado laboral (cuadro 3.6) y comparar a aquellas que nunca han trabajado para el mercado con las que ya han tenido una experiencia laboral.

Cuadro 3.6
Recursos con que cuentan las cuidadoras no económicamente activas, según su expectativa laboral, México Urbano, 2012
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Nivel de significancia estadística de las diferencias en las proporciones:

*p<0.1, **p<0.05 y *** p<0.01.

Fuente: Hernández (2013, p. 270, cuadro 3).

En un segundo momento discute los principales aportes teóricos alrededor de las posibilidades de que una persona realice un trabajo remunerado. La discusión se centra en el enfoque de las restricciones de tiempo (cuadro 3.7), el de los recursos relativos y el de género. A partir de la revisión de dichos enfoques, construye cuatro hipótesis: a) las variables asociadas a restricciones de tiempo tendrán un efecto negativo en relación con la expectativa de trabajar para el mercado; b) las variables que representan recursos (ya sea como mayor poder de negociación o como mayores alternativas para enfrentar las demandas de cuidados) se relacionarán de manera directa con la expectativa de participar en el mercado laboral; c) el efecto de la ideología de género se reflejará en mayores proporciones de mujeres con la expectativa de participar en el mercado laboral entre aquellas con una ideología de género menos tradicional; d) las mujeres que tienen la expectativa de trabajar para el mercado tendrán necesidades de cuidado menos demandantes.

Cuadro 3.7
Restricciones de tiempo de las cuidadoras no económicamente activas, según su expectativa laboral. México Urbano, 2012


[image: ]



Nivel de significancia estadística de las diferencias en las proporciones:

*p<0.1, **p<0.05 y *** p<0.01.

Fuente: Hernández (2013, p. 273, cuadro 5).

Para poner a prueba sus hipótesis, la autora realiza un análisis multivariado a fin de indagar cómo se asocian distintas variables con las expectativas de las mujeres de realizar trabajo remunerado. Encuentra dos resultados relevantes: 1) las mujeres en una situación de mayor desventaja en términos de recursos y con una mayor carga de cuidados tienen expectativas laborales relacionadas con la necesidad de mayores recursos y por lo tanto estarían dispuestas a asumir una doble jornada de trabajo; y 2) la experiencia laboral efectivamente impacta en las expectativas laborales futuras, ya que las mujeres que ya habían trabajado y dejaron de hacerlo para cuidar no tienen la expectativa de reincorporarse al mercado laboral, a menos que se encuentren en una situación muy desventajosa.

Atendiendo a otro grupo poblacional, Miranda37 se propuso explorar y describir las características y las condiciones en que realizaban las actividades de cuidados las niñas y las adolescentes del grupo de edad de 14 a 17 años utilizando los datos de la Encuesta Laboral y de Corresponsabilidad Social 2012.

Para ello utilizó un análisis estadístico descriptivo y un modelo probabilístico bivariado con la finalidad de conocer la probabilidad de ejercer tareas de cuidados a menores de 15 años, incluyendo las siguientes dimensiones: las características individuales de las mujeres de este grupo de edad y las características de los hogares a los que pertenecen. La autora buscó responder a la pregunta sobre cuáles son los factores que influyen en la participación en las tareas de cuidados de las niñas y las adolescentes de 14 a 17 años.

En este capítulo se sostuvo que el conocimiento detallado de los aportes de las niñas y las adolescentes a las actividades de cuidados resulta de suma importancia tanto en términos sociales como políticos, ya que éstas en menos de un lustro serían mujeres mexicanas en plena edad productiva y reproductiva. Asimismo, son estas niñas y adolescentes quienes están aportando a la crianza y al cuidado de otros niños y niñas, lo que debería considerarse en el diseño de las políticas públicas. Esta participación hace que la autora ponga atención sobre el tema de la trasmisión generacional de los patrones vinculados con los mandatos del orden del género.

En concreto, se observa que poco más de la mitad de las niñas y adolescentes de 14 a 17 años asumen parte del cuidado de las nuevas generaciones, lo que da sentido al título del capítulo: “Las niñas que cuidan niños” (gráfica 3.7).

Gráfica 3.7
Hogares de niñas y adolescentes de 14 a 17 años por condición de existencia de miembros de 0 a 5 años que requieren cuidados, México Urbano 2012
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Fuente: Miranda (2013, p. 313, gráfica 9).

Gráfica 3.8
Niñas y adolescentes de 14 a 17 años que realizan cuidados a menores de 15 años según condición de asistencia escolar. México Urbano 2012
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Fuente: Miranda (2013, gráfica elaborada en una versión posterior, por publicarse en El Colegio de México).

Finalmente, hay dos temas de interés en este capítulo. El primero se vincula con el cuestionamiento en torno a los tiempos de estas niñas y adolescentes, pues ellas deben distribuirlos de manera que puedan estudiar (gráfica 8), realizar quehaceres domésticos y, en algunos casos, trabajar fuera del hogar. Otro problema que sale a la luz es el fenómeno del embarazo adolescente; algunas de estas chicas reportaron tener por lo menos un hijo nacido vivo, y es éste uno de los factores más significativos para la probabilidad de efectuar tareas de cuidados a menores de 15 años.

Cerramos este segundo apartado con el trabajo de Granados.38 El autor parte del reconocimiento de la ineficiencia de las actuales políticas públicas para fomentar la conciliación con corresponsabilidad social, es decir, para generar equidad entre hombres y mujeres frente a las actividades del ámbito reproductivo reconociendo las desventajas en que se encuentran las mujeres debido a la doble jornada que “deben” asumir. Aúna lo anterior al hecho de que, en el caso concreto de México, las políticas públicas deberían considerar las diferentes situaciones socioeconómicas de las mujeres, ya que muchas tienen cargas derivadas de desigualdades sociales.

El objetivo de este trabajo fue identificar la participación de los hombres en el trabajo de cuidado no remunerado en el interior de los hogares en México, para caracterizar socio-demográficamente a aquellos que realizan tareas de cuidado no remunerado. Asimismo, el autor reconoce que las necesidades de mujeres y hombres no son espacialmente homogéneas; por ello, realiza un análisis por áreas metropolitanas, para las ciudades de México, Guadalajara y Monterrey.

En suma, se encuentran algunos patrones interesantes. Primero, los datos de la ELCOS siguen reflejando la desigual división sexual del trabajo, ya que los hombres, cuando son esposos o parejas, tienen casi nula participación en el cuidado no remunerado de menores. Sin embargo, el autor encuentra que los hombres con mayor educación participan más en las actividades de cuidado en general. Incluso, un dato especialmente llamativo es que la proporción de hombres en el cuidado no remunerado de personas enfermas temporales es mayor que su participación como cuidadores de menores de 6 años y de 6 a 14 años.

No obstante, en términos generales el análisis que realiza el autor pone en evidencia la limitada participación de los hombres en las actividades de cuidado no remunerado de menores de 15 años, incluso cuando las mujeres tampoco realizan tareas de cuidados; es decir, la ausencia de participación femenina en el cuidado no remunerado de menores de 15 años no conlleva la participación masculina en estas actividades (cuadro 3.8).

En este sentido, el autor reconoce que en México aún se está lejos de una paridad en la participación de cuidados entre los sexos, y las mujeres mantienen casi una exclusiva participación en las actividades no remuneradas.

Cuadro 3.8
Participación masculina en el cuidado, por intensidad del cuidado femenino. México Urbano, 2012
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Fuente: Granados (2013, cuadro elaborado en una versión posterior que será publicada en El Colegio de México).

UNA MIRADA A LAS RELACIONES ENTRE EL TRABAJO REMUNERADO Y EL TRABAJO DE CUIDADOS (DIRECTOS E INDIRECTOS)

En la introducción de este texto se aludió al diamante del cuidado, el cual pone acento en la necesidad de atender la cuestión del cuidado considerando el papel de distintos actores sociales: las familias / hogares, el mercado, el Estado y la comunidad. También se dijo que se haría referencia a los actores de dicho diamante (hogares y el mercado) tratando de visibilizar el vínculo entre trabajo remunerado y no remunerado.

Una forma de aproximarnos a esta relación se ejemplificó a partir del acercamiento analítico que se realizó en varios de los estudios presentados en el segundo apartado de este documento. Por ejemplo, se constató que el cuidado a menores de 14 años representa un efecto restrictivo para la inserción femenina en el mercado laboral, mientras que para aquellas mujeres que ya se insertaron en éste es el trabajo por cuenta propia una salida cuando no se cuenta con ayuda externa para el cuidado no remunerado. Por otro lado, se planteó el tema de las redes familiares de cuidado con la finalidad de paliar la elevada carga de trabajo, especialmente si las mujeres también realizaban trabajo remunerado y trabajo de cuidados no remunerado. Mientras tanto, en relación con la plena autonomía de tomar decisiones de corte económico familiar o social, se observó que la realización de trabajo remunerado y trabajo doméstico no remunerado tiene un efecto mayor que aquellas variables vinculadas con el nivel de escolaridad o con tener algún tipo de carencia económica. Por último, al estudiar al grupo de mujeres que no están realizando trabajo remunerado, se observó que el deseo de incorporarse al mercado laboral se relaciona básicamente con fuertes necesidades económicas, pero si a la condición de no estar insertas en el mercado laboral se sumaba la característica de haber tenido ya alguna experiencia laboral, las mujeres manifestaban no desear trabajar de manera remunerada, primordialmente si el trabajo de cuidado no remunerado era una de sus actividades principales.

Ahora bien, otra forma de estudiar la relación entre el trabajo remunerado y el no remunerado es indagar de qué manera la condición de ocupación laboral de las personas y, en particular, la participación en el trabajo de servicios de cuidado remunerado incide en la realización de trabajo de cuidados no remunerado. Para ello, se clasificaron las ocupaciones de trabajo de cuidados remunerado en cuatro categorías (anexo metodológico), con el fin de conocer las cargas de trabajo remunerado y no remunerado. Al mismo tiempo, no sólo interesa conocer cómo se vincula el trabajo remunerado de cuidados con el trabajo de cuidados no remunerado, sino también conocer cómo otras condiciones de actividad (por ejemplo, laborar en ocupaciones no relacionadas con el cuidado, ser desempleado, estudiante o jubilado, o bien dedicarse exclusivamente al trabajo doméstico y de cuidado) determinan formas de involucramiento diferente, tanto en el cuidado directo como en el indirecto.

Así, además de clasificar el trabajo de cuidados remunerado en cuatro categorías, las tareas de cuidado no remunerado se han organizado considerando el cuidado directo (el realizado cara a cara) y los cuidados indirectos (condición sine qua non para realizar el trabajo de cuidado directo).

Una inquietud inicial es averiguar si realizar trabajo de cuidados remunerados incide o no en la forma de participar en el trabajo de cuidados no remunerado. Un segundo tema de interés es conocer las diferencias entre quienes laboran en actividades de cuidado frente a quienes participan en el mercado de trabajo en actividades distintas a los cuidados. Por último, me interesa explorar cómo aquellas personas que no están insertas en el mercado de trabajo se involucran en el trabajo de cuidados no remunerado.39

Pues bien, al comparar el trabajo remunerado de cuidados frente a otro tipo de trabajo remunerado, se observa que influyen de manera diferente en la participación en el cuidado directo no remunerado, especialmente en aquellas actividades que requieren cuidados especiales o cuidados a personas con alguna discapacidad, así como también a la población mayor de 59 años de edad.40 El trabajo de cuidado no remunerado a menores de 14 años de edad presenta otra característica, ya que, se realice o no trabajo de cuidados remunerado, no se observan diferencias importantes en la participación. Ahora bien, si se pone atención a los tiempos promedio de dedicación, las diferencias entre trabajo de cuidado remunerado o no se desdibujan y se hacen presentes las desigualdades por género; los hombres destinan la mitad del tiempo al cuidado no remunerado de menores en comparación con las jornadas de mujeres (alrededor de 18 horas semanales en promedio en el caso de los hombres, mientras para las mujeres este tipo de actividad puede alcanzar hasta 26 horas) (cuadro 3.9).

Cuadro 3.9
Relación entre trabajo remunerado y no remunerado (cuidados directos), México 2015 (Porcentajes y horas promedio semanales)
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Nota: véase clasificación en el anexo metodológico.

Fuente: elaboración propia. Encuesta Intercensal 2015 (INEGI).

Si atendemos al grupo de personas que no están insertas en el mercado de trabajo, en primer lugar destaca el grupo de personas que declararon dedicarse a los quehaceres del hogar.41 En este caso, la participación de los hombres en el cuidado de niños menores prácticamente es la mitad del porcentaje presentado por las mujeres, con la característica de que las diferencias de género en cuanto a las horas promedio son menores a las que se encontraron para la población inserta en el mercado de trabajo. En segundo lugar, para aquella población que está buscando trabajo (desempleo), es estudiante o está jubilada, las diferencias de participación entre hombres y mujeres en los cuidados directos no remunerados son menores, con la característica de que las horas promedio que destinan las y los jubilados duplican las horas de los desempleados y los estudiantes (cuadro 9).

Antes de conocer lo que acontece en el trabajo de cuidados indirecto, quisiera terminar el tema de los cuidados directos recordando lo que dijimos en el primer apartado de este capítulo. En concreto, coincido con la concepción que sostiene como ventaja distinguir entre trabajo de cuidados directo e indirecto, pues nos permite visibilizar el papel que juegan estos últimos en la posible realización de los primeros; por esta causa he sido insistente en definir al cuidado indirecto no remunerado como la condición sine qua non para realizar los cuidados directos. Pero, asimismo, hacer dicha distinción “nos aproxima más claramente al vínculo emocional entre quien brinda y quien recibe cuidados”.42

En cuanto al trabajo de cuidado indirecto (preparar alimentos, limpiar la casa y hacer compras), se constata la fuerte carga de trabajo femenino, pues aquellas mujeres insertas en el mercado laboral también están realizando actividades de cuidado no remunerado en proporciones elevadas (fluctuantes entre 77.2 y 87.2%), lo cual contrasta con la participación de los hombres, cuya proporción fluctúa entre 37 y 55.2%. Por otro lado, las mujeres que declararon dedicarse a los quehaceres domésticos exhiben las horas promedio más altas y prácticamente todas realizan esta actividad, mientras, podemos decir, que en el otro extremo se ubican los estudiantes (cuadro 3.10). Por otro lado, no se presentan diferencias sustantivas entre quieres realizan trabajo de cuidados remunerado, aquellos que están insertos en otro tipo de actividades, o bien quienes no participan en el mercado laboral. Finalmente, al observar las horas promedio semanales, las brechas de género son menores a las observadas para el cuidado directo.

Cuadro 3.10
Relación entre trabajo remunerado y no remunerado (cuidados indirectos), México, 2015 (porcentajes y horas promedio semanales)
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Nota: véase clasificación en el anexo metodológico.

Fuente: elaboración propia. Encuesta Intercensal 2015 (INEGI).

A MANERA DE CIERRE

Es evidente que al llegar a este punto me cuestiono sobre la dificultad de hacer justicia a un número importante de estudios que han dado cuenta del trabajo doméstico y del cuidado (trabajo no remunerado), así que aprovecharé este cierre para retomar algunas de las ideas presentadas en los apartados anteriores con el fin de referirme a algunos estudios ubicados en dicho debate para el caso de México.43

En primer lugar, debido a la dificultad de presentar en este capítulo una lista exhaustiva sobre el estudio del trabajo de las mujeres, sólo quisiera mencionar tres trabajos clave. En torno a la relación trabajo-familia, es fundamental consultar el libro de García y Oliveira.44 Sobre la necesidad de visibilizar aquellos estudios referidos al trabajo doméstico, es importante revisar el libro coordinado por Rodríguez y Cooper.45 Y, si se quiere conocer una trayectoria personal de investigación sobre el trabajo remunerado y no remunerado, vale la pena revisar la antología de Pedrero.46

Ahora bien, desde la perspectiva de los usos de tiempo, la tarea de visibilizar la importancia del trabajo remunerado y no remunerado (trabajo doméstico y de cuidados) se ha analizado a través de distintos anteojos. A continuación presento una pincelada de ellos: diferencias entre hombres y mujeres;47 pobreza de tiempo;48 la participación de los varones en el cuidado no remunerado;49 la participación de parejas de doble ingreso;50 la situación del trabajo no remunerado en el caso del desempleo encubierto;51 las diferencias en el interior de los hogares;52 las desigualdades entre poblaciones indígenas y no indígenas;53 la diferencia entre poblaciones rurales y urbanas;54 las desigualdades en el interior del territorio mexicano;55 la construcción de patrones de uso del tiempo,56 y, especialmente, la valoración del trabajo no remunerado.57

También invito a la revisión de algunos estudios que abordan diferentes problemas del cuidado: la demanda de cuidados de los adultos mayores,58 las políticas relacionadas con el cuidado,59 la mirada desde la ciudad en torno a los cuidados60 y un acercamiento de corte cualitativo a la participación masculina en los cuidados.61

Para cerrar este capítulo, quiero mencionar algunos trabajos que han presentado recopilaciones de investigación sobre el trabajo remunerado y no remunerado: García y Pacheco,62 Oliveira y García63 y, especialmente, el trabajo más reciente de García64 que lleva por título: “El trabajo doméstico y de cuidado: su importancia y principales hallazgos en el caso mexicano”.

En suma, la discusión aquí ofrecida pone al trabajo como componente del bienestar y proporciona elementos para plantear la necesidad de medir el trabajo no sólo a través del crecimiento económico.
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ANEXO METODOLÓGICO

La clasificación que se utiliza en este documento fue propuesta por Valeria Esquivel y se presentó en un anexo metodológico del libro publicado en 2018 por la Organización Internacional del Trabajo (OIT, o ILO, por sus siglas en inglés), el cual lleva por título: Care Work and Care Jobs. For he Future of Decent Work.

Para clasificar las actividades de cuidados se está usando una versión abreviada que proviene de una versión más amplia. A continuación se presentan las instrucciones para construir la versión abreviada y posteriormente se presentarán las instrucciones para construir la versión ampliada.

********************************

clasificación abreviada

*********************************

compute cuidados2=0.

if (cuidados>=1 and cuidados<=3) cuidados2=1.

if (cuidados>=4 and cuidados<=7) cuidados2=2.

if (cuidados=8) cuidados2=3.

if (cuidados s=9) cuidados2=4.

value labels cuidados2 1 ‘CARE WORKERS EMPLOYED IN CARE SECTORS’

2 ‘CARE WORKERS EMPLOYED IN NON CARE SECTORS’

3 ‘DOMESTIC WORKERS (EMPLOYED BY HOUSHOLDS)’

4 ‘NON CARE WORKERS EMPLOYED IN CARE SECTORS’.

execute.

DONDE:

CUIDADO EN EL SECTOR DE CUIDADOS

CUIDADO EN OTROS SECTORES DE LA ECONOMÍA

TRABAJADORES DOMÉSTICOS

TRABAJO NO RELACIONADO CON EL CUIDADO REALIZADO EN EL SECTOR DE LOS CUIDADOS

********************************

clasificación amplia

*********************************

TRABAJO DE CUIDADO EN EL SECTOR CUIDADOS (EDUCACIÓN, SALUD Y OTROS TRABAJOS DE CUIDADO) (CW in CS Teaching, Health & Care workers)

if ((ACTIVIDADES_3DN=611 or ACTIVIDADES_3DN=612

or ACTIVIDADES_3DN=613 or ACTIVIDADES_3DN=614

or ACTIVIDADES_3DN=615 or ACTIVIDADES_3DN=619

or ACTIVIDADES_3DN=621 or ACTIVIDADES_3DN=622

or ACTIVIDADES_3DN=623 or ACTIVIDADES_3DN=624

or ACTIVIDADES_3DN=625 or ACTIVIDADES_3DN=629

or ACTIVIDADES_3DN=711 or ACTIVIDADES_3DN=712

or ACTIVIDADES_3DN=713) and (OCUPACION_3DN=241

or OCUPACION_3DN=242 or OCUPACION_3DN=231

or OCUPACION_3DN=232 or OCUPACION_3DN=233

or OCUPACION_3DN=234 or OCUPACION_3DN=239

or OCUPACION_3DN=271 or OCUPACION_3DN=281

or OCUPACION_3DN=282 or OCUPACION_3DN=520

or OCUPACION_3DN=522)) cuidados=1.

611 Escuela de educación básica, media y especial

612 Escuelas de educación postbachillerato no universitaria

613 Escuelas de educación superior

614 Otros servicios educativos

615 Servicios de apoyo a la educación

619 NE de Servicios educativos

621 Servicios médicos de consulta externa y servicios relacionados

622 Hospitales

623 Residencias de asistencia social y para el cuidado de la salud

624 Otros servicios de asistencia social

625 Guarderías

629 NE de Servicios de salud y de asistencia social

711 Compañías y grupos de espectáculo

712 Museos, sitios históricos, zoológicos y similares

713 Parques con instalaciones recreativas y casas de juegos electrónicos y Venta de billetes de lotería nacional

Nota: las actividades 711 a 713 se consideran cuidado porque ofrecen bienestar a las personas



241 Médicos generales y especialistas

242 Otros especialistas en salud

231 Supervisores educativos y especialistas en ciencias de la educación

232 Profesores de nivel medio y superior

233 Profesores de nivel básico

234 Profesores en enseñanza especial

239 Otros profesores y especialistas en docencia no clasiﬁcados anteriormente

271 Auxiliares y técnicos en educación, instructores y capacitadores

281 Enfermeras y técnicos en medicina

282 Trabajadores de apoyo en salud

520 Supervisores y encargados de trabajadores en cuidados personales y del hogar

522 Trabajadores en el cuidado de personas

TRABAJO DE CUIDADO EN ACTIVIDADES GERENCIALES DENTRO DEL SECTOR DE LOS CUIDADOS (CW in CS Managers)

if ((ACTIVIDADES_3DN=611 or ACTIVIDADES_3DN=612

or ACTIVIDADES_3DN=613 or ACTIVIDADES_3DN=614

or ACTIVIDADES_3DN=613 or ACTIVIDADES_3DN=614

or ACTIVIDADES_3DN=615 or ACTIVIDADES_3DN=619

or ACTIVIDADES_3DN=621 or ACTIVIDADES_3DN=622

or ACTIVIDADES_3DN=623 or ACTIVIDADES_3DN=624

or ACTIVIDADES_3DN=625 or ACTIVIDADES_3DN=629

or ACTIVIDADES_3DN=711 or ACTIVIDADES_3DN=712

or ACTIVIDADES_3DN=713) and (OCUPACION_3DN=122

or OCUPACION_3DN=152)) cuidados=2.

611 Escuela de educación básica, media y especial

612 Escuelas de educación postbachillerato no universitaria

613 Escuelas de educación superior

614 Otros servicios educativos

615 Servicios de apoyo a la educación

619 NE de Servicios educativos

621 Servicios médicos de consulta externa y servicios relacionados

622 Hospitales

623 Residencias de asistencia social y para el cuidado de la salud

624 Otros servicios de asistencia social

625 Guarderías

629 NE de Servicios de salud y de asistencia social

711 Compañías y grupos de espectáculo

712 Museos, sitios históricos, zoológicos y similares

713 Parques con instalaciones recreativas y casas de juegos electrónicos y Venta de billetes de lotería nacional

122 Directores y gerentes en servicios de salud, enseñanza y sociales

152 Coordinadores y jefes de área en servicios de salud, enseñanza, sociales y jueces calcadores

TRABAJO DE CUIDADO RELACIONADO CON ACTIVIDADES DE INVESTIGACIÓN, ACTIVIDADES SOCIALES Y CULTURALES EN EL SECTOR DE LOS CUIDADOS (CW in CS social & Cultural’)

if ((ACTIVIDADES_3DN=611 or ACTIVIDADES_3DN=612

or ACTIVIDADES_3DN=613 or ACTIVIDADES_3DN=614

or ACTIVIDADES_3DN=615 or ACTIVIDADES_3DN=619

or ACTIVIDADES_3DN=621 or ACTIVIDADES_3DN=622

or ACTIVIDADES_3DN=623 or ACTIVIDADES_3DN=624

or ACTIVIDADES_3DN=625 or ACTIVIDADES_3DN=629

or ACTIVIDADES_3DN=711 or ACTIVIDADES_3DN=712

or ACTIVIDADES_3DN=713) and (OCUPACION_3DN= 213

or OCUPACION_3DN=214 or OCUPACION_3DN= 215

or OCUPACION_3DN=216 or OCUPACION_3DN= 217

or OCUPACION_3DN=253 or OCUPACION_3DN =256))

cuidados=3.

611 Escuela de educación básica, media y especial

612 Escuelas de educación postbachillerato no universitaria

613 Escuelas de educación superior

614 Otros servicios educativos

615 Servicios de apoyo a la educación

619 NE de Servicios educativos

621 Servicios médicos de consulta externa y servicios relacionados

622 Hospitales

623 Residencias de asistencia social y para el cuidado de la salud

624 Otros servicios de asistencia social

625 Guarderías

629 NE de Servicios de salud y de asistencia social

711 Compañías y grupos de espectáculo

712 Museos, sitios históricos, zoológicos y similares

713 Parques con instalaciones recreativas y casas de juegos electrónicos y Venta de billetes de lotería nacional

213 Investigadores y especialistas en ciencias sociales

214 Investigadores y especialistas en ciencias humanistas

215 Autores, periodistas y traductores

216 Pintores, diseñadores y dibujantes artísticos, escultores y escenógrafos

217 Artistas interpretativos

253 Auxiliares en ciencias sociales y humanistas

256 Deportistas, entrenadores y árbitros

MÉDICOS Y OTROS ESPECIALISTAS EN SALUD REALIZANDO SU ACTIVIDAD EN UN SECTOR DIFERENTE AL SECTOR DE LOS CUIDADOS (CW in non CS Health)

if ((OCUPACION_3DN=241 or OCUPACION_3DN=242) AND

(ACTIVIDADES_3DN NE 611 and ACTIVIDADES_3DN NE 612 and

ACTIVIDADES_3DN NE 613 and ACTIVIDADES_3DN NE 614 and

ACTIVIDADES_3DN NE 615 and ACTIVIDADES_3DN NE 619 and

ACTIVIDADES_3DN NE 621 and ACTIVIDADES_3DN NE 622 and

ACTIVIDADES_3DN=623 and ACTIVIDADES_3DN NE 624 and

ACTIVIDADES_3DN NE 625 and ACTIVIDADES_3DN=629 and

ACTIVIDADES_3DN NE 711 and ACTIVIDADES_3DN NE 712 and

ACTIVIDADES_3DN NE 713)) cuidados=4.

241 Médicos generales y especialistas

242 Otros especialistas en salud

Y EN SECTORES DIFERENTES A LOS SIGUIENTES:

611 Escuela de educación básica, media y especial

612 Escuelas de educación postbachillerato no universitaria

613 Escuelas de educación superior

614 Otros servicios educativos

615 Servicios de apoyo a la educación

619 NE de Servicios educativos

621 Servicios médicos de consulta externa y servicios relacionados

622 Hospitales

623 Residencias de asistencia social y para el cuidado de la salud

624 Otros servicios de asistencia social

625 Guarderías

629 NE de Servicios de salud y de asistencia social

711 Compañías y grupos de espectáculo

712 Museos, sitios históricos, zoológicos y similares

713 Parques con instalaciones recreativas y casas de juegos electrónicos y Venta de billetes de lotería nacional

TRABAJAJADORES DE LA EDUCACIÓN REALIZANDO SU ACTIVIDAD EN UN SECTOR DIFERENTE AL DE CUIDADOS (CW in non CS Teaching)

if (OCUPACION_3DN=231 or OCUPACION_3DN=232

or OCUPACION_3DN=233 or OCUPACION_3DN=234

or OCUPACION_3DN=239 or OCUPACION_3DN=271) AND

(ACTIVIDADES_3DN NE 611 and ACTIVIDADES_3DN NE 612 and

ACTIVIDADES_3DN NE 613 and ACTIVIDADES_3DN NE 614 and

ACTIVIDADES_3DN NE 615 and ACTIVIDADES_3DN NE 619 and

ACTIVIDADES_3DN NE 621 and ACTIVIDADES_3DN NE 622 and

ACTIVIDADES_3DN=623 and ACTIVIDADES_3DN NE 624 and

ACTIVIDADES_3DN NE 625 and ACTIVIDADES_3DN=629 and

ACTIVIDADES_3DN NE 711 and ACTIVIDADES_3DN NE 712 and

ACTIVIDADES_3DN NE 713)) cuidados=5.

231 Supervisores educativos y especialistas en ciencias de la educación

232 Profesores de nivel medio y superior

233 Profesores de nivel básico

234 Profesores en enseñanza especial

239 Otros profesores y especialistas en docencia no clasiﬁcados anteriormente

271 Auxiliares y técnicos en educación, instructores y capacitadores

Y EN SECTORES DIFERENTES A LOS SIGUIENTES:

611 Escuela de educación básica, media y especial

612 Escuelas de educación postbachillerato no universitaria

613 Escuelas de educación superior

614 Otros servicios educativos

615 Servicios de apoyo a la educación

619 NE de Servicios educativos

621 Servicios médicos de consulta externa y servicios relacionados

622 Hospitales

623 Residencias de asistencia social y para el cuidado de la salud

624 Otros servicios de asistencia social

625 Guarderías

629 NE de Servicios de salud y de asistencia social

711 Compañías y grupos de espectáculo

712 Museos, sitios históricos, zoológicos y similares

713 Parques con instalaciones recreativas y casas de juegos electrónicos y Venta de billetes de lotería nacional

ENFERMERAS, TÉCNICOS EN MEDICINA Y TRABAJADORES DE APOYO EN LA SALUD REALIZANDO SU TRABAJO EN UN SECTOR DIFERENTE AL DE LOS CUIDADOS (CW in non CS health associate)

if (OCUPACION_3DN=281 or OCUPACION_3DN=282) cuidados=6.

281 Enfermeras y técnicos en medicina

282 Trabajadores de apoyo en salud

EN SECTORES DIFERENTES A LOS SIGUIENTES:

611 Escuela de educación básica, media y especial

612 Escuelas de educación postbachillerato no universitaria

613 Escuelas de educación superior

614 Otros servicios educativos

615 Servicios de apoyo a la educación

619 NE de Servicios educativos

621 Servicios médicos de consulta externa y servicios relacionados

622 Hospitales

623 Residencias de asistencia social y para el cuidado de la salud

624 Otros servicios de asistencia social

625 Guarderías

629 NE de Servicios de salud y de asistencia social

711 Compañías y grupos de espectáculo

712 Museos, sitios históricos, zoológicos y similares

713 Parques con instalaciones recreativas y casas de juegos electrónicos y Venta de billetes de lotería nacional

TRABAJADOS ENCARGADOS DEL LOS CUIDADOS PERSONALES Y DEL HOGAR REALIZANDO SU ACTIVIDAD EN UN SECTOR DIFERENTE AL DE LOS CUIDADOS (CW in non CS Care Workers)

if (OCUPACION_3DN=520 or OCUPACION_3DN=522) cuidados=7.

520 Supervisores y encargados de trabajadores en cuidados personales y del hogar

522 Trabajadores en el cuidado de personas

EN SECTORES DIFERENTES A LOS SIGUIENTES:

611 Escuela de educación básica, media y especial

612 Escuelas de educación postbachillerato no universitaria

613 Escuelas de educación superior

614 Otros servicios educativos

615 Servicios de apoyo a la educación

619 NE de Servicios educativos

621 Servicios médicos de consulta externa y servicios relacionados

622 Hospitales

623 Residencias de asistencia social y para el cuidado de la salud

624 Otros servicios de asistencia social

625 Guarderías

629 NE de Servicios de salud y de asistencia social

711 Compañías y grupos de espectáculo

712 Museos, sitios históricos, zoológicos y similares

713 Parques con instalaciones recreativas y casas de juegos electrónicos y Venta de billetes de lotería nacional

TRABAJO DOMÉSTICO REMUNERADO (Domestic workers)

if (ACTIVIDADES_3DN=814) cuidados=8.

814 Hogares con empleados domésticos

TRABAJOS NO VINCULADOS AL CUIDADO LABORANDO EN EL SECTOR DE LOS CUIDADOS (NON CW in CS)

if ((ACTIVIDADES_3DN=611 or ACTIVIDADES_3DN=612

or ACTIVIDADES_3DN=613 or ACTIVIDADES_3DN=614

or ACTIVIDADES_3DN=615 or ACTIVIDADES_3DN=619

or ACTIVIDADES_3DN=621 or ACTIVIDADES_3DN=622

or ACTIVIDADES_3DN=623 or ACTIVIDADES_3DN=624

or ACTIVIDADES_3DN=625 or ACTIVIDADES_3DN=629

or ACTIVIDADES_3DN=711 or ACTIVIDADES_3DN=712

or ACTIVIDADES_3DN=713)) and (OCUPACION_3DN NE 122 and

OCUPACION_3DN NE 152 and OCUPACION_3DN NE 213 and

OCUPACION_3DN NE 214 and OCUPACION_3DN NE 215 and

OCUPACION_3DN NE 216 and OCUPACION_3DN NE 217 and

OCUPACION_3DN NE 231 and OCUPACION_3DN NE 232 and

OCUPACION_3DN NE 233 and OCUPACION_3DN NE 234 and

OCUPACION_3DN NE 239 and OCUPACION_3DN NE 241 and

OCUPACION_3DN NE 242 and OCUPACION_3DN NE 253 and

OCUPACION_3DN NE 256 and OCUPACION_3DN NE 271 and

OCUPACION_3DN NE 281 and OCUPACION_3DN NE 282 and

OCUPACION_3DN NE 520 and OCUPACION_3DN NE 522))

cuidados=9.

611 Escuela de educación básica, media y especial

612 Escuelas de educación postbachillerato no universitaria

613 Escuelas de educación superior

614 Otros servicios educativos

615 Servicios de apoyo a la educación

619 NE de Servicios educativos

621 Servicios médicos de consulta externa y servicios relacionados

622 Hospitales

623 Residencias de asistencia social y para el cuidado de la salud

624 Otros servicios de asistencia social

625 Guarderías

629 NE de Servicios de salud y de asistencia social

711 Compañías y grupos de espectáculo

712 Museos, sitios históricos, zoológicos y similares

713 Parques con instalaciones recreativas y casas de juegos electrónicos y Venta de billetes de lotería nacional

Y EN OCUPACIONES DIFERENTES A LAS SIGUIENTES:

122 Directores y gerentes en servicios de salud, enseñanza y sociales

152 Coordinadores y jefes de área en servicios de salud, enseñanza, sociales y jueces calcadores

213 Investigadores y especialistas en ciencias sociales

214 Investigadores y especialistas en ciencias humanistas

215 Autores, periodistas y traductores

216 Pintores, diseñadores y dibujantes artísticos, escultores y escenógrafos

217 Artistas interpretativos

253 Auxiliares en ciencias sociales y humanistas

256 Deportistas, entrenadores y árbitros

231 Supervisores educativos y especialistas en ciencias de la educación

232 Profesores de nivel medio y superior

233 Profesores de nivel básico

234 Profesores en enseñanza especial

239 Otros profesores y especialistas en docencia no clasiﬁcados anteriormente

241 Médicos generales y especialistas

242 Otros especialistas en salud

271 Auxiliares y técnicos en educación, instructores y capacitadores

281 Enfermeras y técnicos en medicina

282 Trabajadores de apoyo en salud

520 Supervisores y encargados de trabajadores en cuidados personales y del hogar

522 Trabajadores en el cuidado de personas

value labels cuidados  1 ‘CW in CS Teaching, Health & Care workers’

2 ‘CW in CS Managers’

3 ‘CW in CS Legal, social & Cultural’

4 ‘CW in non CS Health ‘

5 ‘CW in non CS Teaching’

6 ‘CW in non CS health associate’

7 ‘CW in non CS Care Workers’

8 ‘Domestic workers’

9 ‘NON CW in CS’

Excute



1 Profesora investigadora de El Colegio de México.

2 Como en toda revisión bibliográfica, es muy probable que deje fuera a un grupo de autoras fundamentales en esta discusión; es por ello que en esta introducción me disculpo de antemano por no citar algunos de los trabajos sustantivos en este extenso tema.

3 Galindo et al. (2015, p. 33).

4 Fraga (2018).

5 “Ellos dicen que es amor. Nosotras decimos que es trabajo no pagado” (Federici, 1975, p. 74).

6 Cristina Carrasco et al. (2011, p. 19). Estas autoras en el apartado “El impacto de la industrialización: la domesticidad de los cuidados y sus paradojas” nos dicen que “el proceso de industrialización vació a la familia de sus funciones productivas (Tilly y Scott, 1978). Durante ese largo proceso histórico en el que se gestó la nueva ideología de la domesticidad hubo cambios profundos y complejos en las características y condiciones del trabajo familiar doméstico”.

7 Mercedes Pedrero (1977); Barbieri (1978, pp. 129-137).

8 Bennholdt-Thomsen (1981, pp. 1505-1546, 1532).

9 Pero no sólo es un problema de medición; Carrasco et al. (2011, p. 70) señalan que “un trabajo tan esencial para la vida, del cual la historiografía se ha ocupado largamente por lo que se refiere a sociedades históricas, ha comenzado a conceptualizarse en las disciplinas sociales sólo hace cuarenta años”.

10 La mayoría de los países desarrollados han utilizado el método de diario, que es un cuadernillo en el que las personas van registrando cada una de sus actividades cotidianas y los tiempos que dedican a ellas. En nuestro país el modelo ha sido la encuesta, con el argumento de que representa un modelo más sencillo de respuesta.

11 Pedrero (1990).

12 Carrasco (2006, p. 32).

13 C. Carrasco et al. (2011, p. 30).

14 Picchio (2005); Pérez Orozco (2006a); Pérez Orozco (2006b, p. 190).

15 Carrasco et al. (2011, p. 50).

16 Molyneux (1979); Benería (1981); Bakker (1998); Bakker (2003); Picchio (1992); Picchio (1999); Picchio (2001); Picchio (2009).

17 Pérez Orozco y Artiaga (2016).

18 Carrasco et al. (2011, p. 71).

19 El trabajo completo de este grupo de investigaciones se puede encontrar en el Cuaderno de Trabajo 40 publicado por Inmujeres. También próximamente será un libro publicado por El Colegio de México.

20 INEGI (2013).

21 El cuestionario de la ELCOS 2012 estuvo dirigido a los hogares y a las mujeres de 14 a 70 años de edad. La información de los hogares la proporcionó el / la jefe / a del hogar o un integrante del hogar que conociera las características de las personas que lo habitaban. Además, en cada hogar se seleccionó exclusivamente a una mujer que tuviera entre 14 y 70 años de edad (quien directamente proporcionó su información). Las preguntas se aplicaron en siete secciones: apoyo y cuidado a integrantes del hogar, apoyo y cuidado a personas de otros hogares y otras actividades, decisiones del hogar, contexto laboral, caracterización del último trabajo, satisfacción en el trabajo (actual o último) y expectativas laborales.

22 Jácome (2013).

23 Los programas sociales revisados por la autora y que existían en el momento de la aplicación de la encuesta fueron: Oportunidades, Apoyo a Adultos Mayores de 70 Años y Más, Guarderías y Estancias Infantiles, Leche Liconsa, Despensas del DIF, Desayunos Escolares del DIF, Apoyo Alimenticio y Otros Programas del Gobierno.

24 Jácome (2013, p. 32).

25 Para este documento he decidido presentar la información sobre los estratos más bajos confrontados con el estrato más alto; el cuadro original de la autora presenta la información también para los estratos III y IV.

26 Nava (2013, pp. 70-102).

27 La tipología de ciclo de vida familiar que construyó Isalia Nava (2013) consideró la edad de la madre, la presencia de hijas e hijos y la edad de la hija o el hijo menor, bajo el supuesto de que hay una mayor carga de cuidados cuando hay hijos menores. Para la clasificación sólo incluyó a las jefas de hogar. La tipología construida comprende cinco etapas: pareja joven sin hijos; ciclo de inicio de la familia; ciclo de expansión o crecimiento; ciclo de consolidación y salida, y pareja mayor sin hijos (nido vacío). Esta tipología estuvo inspirada en Arriagada (2002).

28 En cuanto a la composición en 2012 del ciclo de vida familiar, la mayoría se ubicó en el ciclo de expansión o crecimiento (donde se observa una elevada tasa de participación) (véase la gráfica 1); le siguen el ciclo de consolidación y salida, y las parejas mayores sin hijas e hijos. El ciclo de inicio de la familia se ubicó en el penúltimo lugar, y la menor proporción de familias correspondió a las parejas jóvenes sin hijas e hijos.

29 Se refiere a las actividades de cuidado directo (cuidado a menores de 6 años, cuidado a menores de 6 a 14 años, cuidado a personas con limitaciones personales y cuidado a enfermos temporales).

30 Nava (2013).

31 Nava (2013, p. 86) hace la siguiente reflexión: “Carrasco (2006) señala que la doble presencia / ausencia, el estar y no estar en ninguno de los espacios, crea tensiones entre las mujeres, que se producen al pasar continuamente de la esfera pública a la privada. Mientras que la población masculina, al no responsabilizarse de las actividades de cuidado y dedicarse exclusivamente al trabajo para el mercado, no experimenta estos desplazamientos entre espacios”.

32 Orozco (2013).

33 A diferencia del análisis descriptivo, en el análisis multivariado se observa el efecto “puro” de cada variable explicativa introducida en el modelo, por lo que los resultados encontrados dan cuenta del efecto de cada variable en sí misma controlando por el efecto que tienen otras características sobre la variable explicada.

34 Ceballos (2013).

35 Florez et al. (2013).

36 Hernández Jabalera (2013).

37 Miranda (2013).

38 Granados (2013).

39 Para llevar a cabo este ejercicio analítico utilizaré la Encuesta Intercensal aplicada en 2015; la razón de usar dicha fuente de información tiene que ver con lograr la representatividad en cada casilla, al hacer desagregaciones tan diversas (cuadros 9 y 10).

40 Es interesante señalar que, si bien la participación femenina en el mercado de trabajo es menor que la masculina, el número absoluto de mujeres que realiza trabajo de cuidados remunerado es de 4.5 millones, frente a 2.1 de millones en el caso de los hombres.

41 En este caso la diferencia en valores absolutos es mucho mayor, ya que mientras 21 millones de mujeres declararon dedicarse a este tipo de trabajo no remunerado, sólo 334 000 hombres lo realizan.

42 Fraga (2018).

43 Poner atención a los estudios mexicanos no quiere decir que no se reconozca la influencia y el diálogo que se ha tenido con autoras de otros países: sería imposible enumerarlas a todas. A continuación enlisto un grupo representativo de ellas: Batthyány (2015); Del Rio y Pérez (2011); Durán (2018); England, Budig y Folbre (2002); Esquivel (2011); Esquivel, Faur y Jelin (2012); Folbre y Yoon (2007); Izquierdo (2003); OIT (2018); Levine (2004); Pautassi (2018); Pérez Orozco (2006a y 2006b); Rodríguez Enríquez (2015); Rodríguez Enríquez y Pautassi (2014); Vega y Gutiérrez (2014). Cabe recordar que en la primera sección de este capítulo también se hizo referencia a esta influencia.

44 García y Oliveira (1994).

45 Rodríguez y Cooper (2005).

46 Pedrero (2018).

47 Rendón (2003).

48 Damián (2014).

49 Rojas y Martínez (2014); Rodríguez y García (2014); Martínez y Rojas (2016).

50 Sánchez (2014).

51 Márquez y Mora (2014).

52 Santoyo y Pacheco (2014).

53 Jácome y Mier y Terán (2014).

54 Pacheco y Florez (2014).

55 Rodríguez y García (2018).

56 Rivero y Hernández (2014).

57 Pedrero (2014).

58 Max Monroy (2016).

59 Orozco (2018); Pérez Fragoso (2016a); Rodríguez Loredo (2018).

60 Pérez Fragoso (2016b).

61 Figueroa y Flores (2012).

62 García y Pacheco (2014).

63 Oliveira y García (2017).

64 García (2019).


SEGUNDA PARTE
Desigualdades urbanas


IV. URBANISMO, CAPTURA DEL ESTADO, DEMOCRACIA Y DESIGUALDAD EN LA CIUDAD

Mónica Tapia1

INTRODUCCIÓN

En este artículo explico cómo operan los mecanismos profundos de la desigualdad en la Ciudad de México y las interrelaciones complejas entre la política y el ordenamiento territorial. Vinculado a ello, describo el problema de la corrupción inmobiliaria, sus redes y su operación política. Las preguntas que comenzaron esta reflexión fueron ¿por qué la democracia local en la Ciudad de México —paradójicamente, una de las metrópolis más progresistas y con un marco de derechos humanos de vanguardia— no es representativa?, ¿por qué las redes de cargos políticos responden a una red clientelar?, ¿por qué es impermeable a la rendición de cuentas, y el sistema de política local está aislado de demandas de ciudadanos y vecinos?, ¿por qué ni la alternancia de partidos ni el pluralismo cambian estas dinámicas?, ¿cómo y de dónde provienen las grandes cantidades de recursos visibles en elecciones de cargos menores, como alcaldías y comités vecinales?, ¿por qué es tan importante el control territorial de estos procesos políticos?

Algunas respuestas a estas preguntas están la política que ha dominado el desarrollo urbano de la Ciudad de México y ésta cómo ha terminado capturada por grupos inmobiliarios poderosos, a quienes se debería regular. Esto da lugar también a cuantiosos recursos financieros que alimentan el clientelismo y la operación política, que permiten mantener el control y el poder por medio de elecciones y comités vecinales. Así, se completa el círculo vicioso que debilita al buen urbanismo, junto con la democracia, la representación y la rendición de cuentas, lo cual perpetúa el vínculo entre poder económico y político en la Ciudad de México.

Estas preguntas y respuestas tomaron forma al escuchar, leer y aprender sobre la enorme cantidad de evidentes irregularidades y complicidades, al conectar entre sí bajo un patrón común los innumerables pequeños eventos reportados como escándalos, permisos ilegales, construcciones irregulares, conductas ilegales de funcionarios encargados del control y planeación del territorio y manejo de dinero en efectivo por funcionarios públicos. Es un patrón que sufre cotidianamente un gran número de líderes vecinales, quienes en los últimos años han dedicado tiempo a entender, denunciar y pelear contra construcciones irregulares. Las fuentes de información de este artículo son poco ortodoxas; una parte proviene de vivencias personales al documentar el impacto negativo ambiental y urbano de la construcción de la Supervía. Esto fue una puerta de entrada para conocer las redes cívicas vecinales y también entender las redes clientelares territoriales. En el mar de información e historias locales, es fácil perderse y prácticamente no se ha escrito de manera coherente e integralmente, aunque todos los días aparecen notas en medios y redes sociales —en Twitter, por medio de #corrupcióninmobiliaria y #obrachueca hay una constante conversación; periódicamente es retomada por líderes de opinión y revistas de análisis, pero en rara ocasión por la academia—. Una buena parte de lo que aquí escribo cuenta con información más detallada en notas de pie con las referencias bibliográficas y hemerográficas. Aprender la teoría y los instrumentos urbanísticos, el ordenamiento territorial y la protección ambiental se convirtió también en una necesidad para contribuir al debate público en el que se encuentra la Ciudad de México.2

Es importante advertir que esta ciudad vive actualmente una transición institucional. Después de 30 años de lentos cambios de un estatuto subordinado a la federación, donde todas las autoridades eran nombradas por el presidente de la república, se ha transformado en una entidad autónoma con su propia Constitución y autoridades electas en el gobierno de la Ciudad, las delegaciones o alcaldías3 y el Congreso local. A mediados de 2018 entró en vigor esta nueva Constitución, con un régimen de transición y aplicación gradual de reformas; por su estatuto de “Ciudad capital”, el régimen de la Ciudad no es equivalente a un estado y ni a sus respectivos municipios, sino que tiene su propio diseño institucional.4 Para abreviar, se usa indistintamente la Ciudad y Ciudad de México.

Este capítulo se compone de cinco secciones: en la primera reviso conceptos clásicos de teoría y economía políticas sobre el Estado y su papel y capacidades para la regulación del desarrollo urbano y orientaciones redistributivas, así como algunos instrumentos urbanísticos usados en el mundo. En la segunda describo la confusa y fragmentada normatividad y las políticas del territorio de la Ciudad de México. En la tercera y la cuarta secciones hago un recuento sobre los patrones y las redes de corrupción inmobiliaria y en la aplicación de los instrumentos urbanísticos. Finalmente, en la última sección explico cómo se relacionan estos recursos ilegales con la operación político-territorial y las campañas políticas. Al final, retomo la discusión sobre el Estado, la gobernanza territorial, la democracia débil y la desigualdad en las observaciones finales.

EL PAPEL Y LAS CAPACIDADES DEL ESTADO EN LA CONSTRUCCIÓN DE LA CIUDAD

En el desarrollo urbano y el ordenamiento territorial el Estado tiene un papel fundamental. De acuerdo con estos procesos de “construir Ciudad”, el Estado tiene las funciones de:


• Regulador del desarrollo territorial y el suelo (urbano / rural, zonificación, alturas e intensidades).

• Planeador y catalizador de inversión, urbanización y proveedor de servicios y equipamiento.

• Agente fiscal, cobrando impuestos a la propiedad (predial), trabajo (nómina), cobro de servicios (agua, electricidad) y utilización del espacio (parquímetros o impuestos de congestión).

• Productor de inmuebles para su propio uso, como oficinas gubernamentales o juzgados.

• Establece estándares de vivienda y otorga subsidios y programas de vivienda social.5



Acosta igualmente sostiene que: “Los sistemas de reglas orientan a los ciudadanos hacia determinadas conductas: incentivando una conducta, castigándolos, promoviéndolos, tolerándola, permitiéndola, subsidiándola, regularizando (a posteriori) y obligando. El Derecho [y el Estado] da[n] forma a políticas públicas, leyes, decretos, programas y planes orientadores”.6

Los textos clásicos7 proponen cuatro conceptos que ayudan a entender el poder, los límites y el papel del Estado frente a la sociedad:


• La capacidad del Estado (o poder infraestructural) para implementar las políticas originalmente diseñadas, especialmente sobre los grupos sociales poderosos que se podrían oponer.

• La autonomía del Estado para controlar los territorios y las personas, formular y lograr metas, en contraste con simplemente reflejar demandas e intereses de los grupos sociales, especialmente los poderosos.

• La captura del Estado es un concepto de economía política, que explica que a pesar de que el Estado debe defender el interés público, las decisiones de política pública en numerosas ocasiones terminan favoreciendo sistemáticamente a un grupo de interés, que en teoría debía ser sujeto de su regulación.



En los procesos de interacción Estado-sociedad (donde están incluidos los intereses poderosos), coexisten múltiples arenas de dominación y oposición:


• En algunas ocasiones, el Estado se impone y transforma a la sociedad.

• En otras, las metas y acciones del Estado son matizadas por las redes sociales (por ejemplo, la distribución clientelar de programas públicos o la venta de plazas de trabajo).

• Los grupos sociales se oponen a las políticas estatales, y las terminan revirtiendo.



Entre las capacidades y el poder infraestructural que el Estado requiere para intervenir y regular el desarrollo urbano —así como las arenas de dominación o espacios sujetos de su captura— se pueden enunciar las siguientes:


• Capacidades para contar con una cartografía, junto con su topografía / hidrología.

• Capacidades para registrar los títulos de propiedad, establecer sus obligaciones y derechos (catastro y Registro Público de la Propiedad).

• Capacidades para gestionar la información, así como para planear y normar su uso (zonificar), que —si se quieren lograr como metas o políticas definidas— están aunadas con las capacidades para autorizar, emitir permisos y también monitorear constantemente la construcción y la renovación de predios e inmuebles (baldíos, equipamientos, alturas, densidades, áreas libres, nuevas construcciones y adiciones, cambio de propietarios).

• Capacidades para vigilar y evitar invasiones de áreas públicas como parques, calles y suelo de conservación, o la construcción fuera de su normatividad.

• Capacidades para la gestión de obras y dotación y / o regulación sobre servicios públicos (transporte público, parques y espacios públicos, agua, saneamiento, electricidad, conectividad, etc.), su mantenimiento y renovación acorde con la planeación emitida.

• Capacidades tributarias para hacer cobrar impuestos y servicios públicos (baldíos, predial, agua, saneamiento) y emitir sanciones, en caso de falta de pago.

• Capacidades para mediar y resolver conflictos, así como impartir justicia entre propietarios, ocupantes, moradores, comerciantes ambulantes y los propios actos de autoridad en el derecho a la propiedad, la propia zonificación y el otorgamiento de concesiones, entre otras.



Además de las funciones y capacidades sobre el desarrollo urbano, desde el enfoque de “derecho a la ciudad” sirve también explicar el papel redistributivo del Estado por medio de ingresos y gastos públicos para disminuir las desigualdades y reducir la pobreza:


• Efectiva recaudación tributaria sobre los impuestos a la propiedad (predial), uno de los impuestos más redistributivos y sencillos de monitorear.

• Regular, calcular y recuperar la plusvalía del suelo de las zonas bien equipadas, recuperando una parte de la inversión pública con instrumentos urbanísticos.8

• La inversión pública debe focalizarse a las zonas más marginadas de la ciudad a través de la dotación de servicios, infraestructura de salud y educación, equipamiento, vivienda y transporte público.



Para hacer más eficientes y focalizados el gasto y la intervención pública, se debe contar con capacidades de “política social de cercanía”. Es decir, la capacidad del Estado en lo local para orientar “el aterrizaje” de programas estandarizados o articulaciones en el territorio (programas y servicios públicos nacionales y estatales, articulación de múltiples actores locales en la prevención de la deserción escolar, la vinculación escuela-empleo, la renovación urbana, el emprendimiento o las cadenas productivas y tecnológicas incluyentes, entre muchos otros).

En los debates actuales sobre temas urbanos se diferencia entre la planeación comprensiva y la planeación estratégica. La primera se distingue por abarcar todo el territorio de una manera universal e integral, que toma la forma de Programas y Planes Generales aplicados a toda la Ciudad; la segunda consiste en más instrumentos que sirven para dar condiciones y flexibilidad a proyectos de inversión inmobiliaria a fin de que puedan ejecutarse bajo ciertas reglas y excepciones que la planeación comprensiva no considera.9 Aquí explico brevemente cinco instrumentos urbanísticos que se han usado en muchas ciudades del mundo y más abajo describo su implementación en la Ciudad de México. El primer instrumento son las cargas urbanísticas y mitigaciones, definidas como:


las obligaciones de dar, hacer o no hacer que impone la normatividad urbana a cargo del desarrollador de un proyecto inmobiliario específico. Tales obligaciones se materializan en: 1) obras, 2) limitaciones o prohibiciones específicas, y 3) pagos […] Los pagos pueden ser en moneda o en especie […] La legislación local de desarrollo urbano impone una obligación asociada con el proceso de urbanización consistente en transmitir gratuitamente al gobierno local una parte del terreno desarrollado, con la finalidad de destinar dicha superficie de terreno a equipamientos públicos o áreas verdes.10



Conforme una ciudad se urbaniza, las áreas “donadas” por fraccionadores se convierten en espacios para equipamiento urbano: parques, escuelas, clínicas de salud y templos religiosos: un equipamiento fundamental para cualquier Ciudad.

Un segundo instrumento son los incentivos para construir vivienda social, por la iniciativa privada o los desarrolladores inmobiliarios, los cuales dan, por ejemplo, opciones para construir más niveles de los establecidos por la norma, facilidades en trámites y pagos o exenciones fiscales. Un tercer instrumento es la transferencia de potencialidad, que consiste en un sistema de compra-venta de potencial de construcción (o “aire”) entre predios: un predio es receptor, que compra “aire” para construir más niveles / área libre de lo que le permite la zonificación, y un predio es emisor, que vende potencial, es decir, niveles o área libre donde “se compromete” a no construir a pesar de que tendría la posibilidad, de acuerdo con la zonificación que le corresponde.11

Un cuarto instrumento lo constituyen lo que internacionalmente se conoce como reajuste de terreno, que en la Ciudad de México se denominó polígonos de actuación y, en una mayor escala, sistema de actuación por cooperación. De acuerdo con Hong y Brain, el ajuste consiste en


organizar a los propietarios de terrenos para que actúen de forma colectiva, cooperando con un municipio y / o un emprendedor privado, con el fin de reunir sus terrenos y así lograr un [nuevo] proyecto de [re]desarrollo […] A cambio del aporte de terrenos al proyecto, cada participante recibe al finalizar el programa una nueva parcela de tamaño o valor proporcional al original [con un nuevo uso de suelo o no, acorde al rediseño pactado]. El tamaño de la parcela tal vez sea menor pero su valor es mayor debido a las mejoras realizadas al suelo y a la infraestructura creada por el proyecto”.12



Finalmente, el quinto instrumento es la recuperación de plusvalías, que en muchas ciudades se ha convertido en una importante fuente de ingresos para el Estado. Definidas por Smolka como:


el recobro, por el Estado, de los incrementos en el valor del suelo (ganancias inmerecidas o plusvalías), generadas por acciones diferentes a la inversión directa del propietario… Las políticas de recuperación de plusvalías se enfocan principalmente en los incrementos generados por las inversiones públicas y por acciones administrativas […] El fundamento es que los beneficios que le otorgan las autoridades a los propietarios de suelo deberían ser compartidos más justamente con todos los usuarios del suelo.13



En esta sección expuse una síntesis de las funciones, las capacidades para la intervención efectiva del Estado y su papel de potencial redistribuidor, así como las posibilidades de su captura o reversión por grupos sociales. En las siguientes secciones describo la realidad de estas capacidades y autonomía, así como la captura de la política urbana y los instrumentos normativos en la Ciudad de México. De una manera breve, también explico cómo se ha renunciado a construir el papel distributivo del Estado en estas funciones y políticas de control, ordenación del territorio y provisión de bienes públicos, en la coyuntura descrita anteriormente.

LA NORMATIVIDAD Y LA INFORMACIÓN SOBRE EL TERRITORIO

La planeación urbana en todas las ciudades mexicanas se rige bajo la Ley General de Asentamientos Humanos, de la década de 1970 y con una actualización en 2016. En las décadas de 1980 y 1990 se introdujo la legislación ambiental y en la década de 2000 se legisló el ordenamiento territorial desde distintas perspectivas (ambiental, desarrollo rural, agua y hasta energético). Es así frecuente el choque entre regionalizaciones y delimitaciones de ordenamientos.

En la Ciudad de México la planeación urbana y la definición de las áreas naturales, por ejemplo, han entrado en constante conflicto, reflejo de las escasas capacidades de coordinar cartografías. Wigle ilustra cómo los límites de la conservación del área natural de Xochimilco, amenazados por nuevos asentamientos humanos, son constantemente negociados y redefinidos por la autoridad delegacional y una rezonificación urbana constante.14 La desigualdad social tiene su fiel reflejo en una de las mayores urbes del mundo, donde el acceso a servicios, su calidad y su movilidad están muy concentrados en el centro y el poniente, mientras que en el oriente, el sur oriente y el norte la población tiene grandes desventajas.15

Ahora bien, los principales instrumentos de la zonificación (o la planeación urbana) son el Programa General de Desarrollo Urbano (PGDU), para toda la Ciudad de México, y los Programas Delegacionales de Desarrollo Urbano (PDDU), que incluyen detalles sobre usos de suelo, densidades, alturas, áreas libres, etcétera, de cada delegación o alcaldía, bajo la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda (Seduvi). Sin embargo, existe también el Programa de Ordenamiento Ecológico, bajo la Secretaría de Medio Ambiente (Sedema), y en numerosas ocasiones la lotificación del catastro no coincide integralmente. Más abajo explico cómo estos instrumentos se han convertido en uno de los mayores conflictos sobre las reglas de la Ciudad.16

Ante el impasse del conflicto urbano por la “planeación comprensiva” se han privilegiado la planeación estratégica o intervenciones puntuales en colonias y zonas de la Ciudad de México, junto con la aplicación de instrumentos urbanísticos ya descritos más arriba, lo que confluye con una tendencia mundial a priorizar “planes de inversión y renovación urbana”.17 Por un lado, se han creado los Planes Parciales de Desarrollo Urbano (PPDU) y, por el otro, las zonificaciones ad hoc para grandes proyectos de inversión inmobiliaria. Éstos tienen sus antecedentes en las Zonas Especiales de Desarrollo Controlado (ZEDEC), que inauguraron los estados de excepción sobre densidades y alturas menores a las aplicadas de manera general por los PPDU a la Ciudad. Comenzaron en la década de 1980 para preservar las zonas patrimoniales, como San Ángel y Coyoacán, y posteriormente entre 1990-1996, se ampliaron a más de 30 colonias de ingresos medios y altos (Las Lomas, por ejemplo), además de algunas áreas populares. Los ZEDEC en 1996 se convirtieron en los Programas Parciales o PPDU, que actualmente son 47.

Hoy, tanto los Programas Parciales como la designación de “pueblo o barrio originario” en la Ciudad se han vuelto atractivos para varias colonias y vecinos que sufren las presiones sobre su suelo, porque otorgan mayores controles a los cambios de uso de suelo y la aplicación de instrumentos urbanísticos. Como bien describe Medina: “[Las ‘reglas’ de la planeación] generan una enorme ‘superposición’ de normativas urbanas que generan vacíos legales, contradicciones, sobrerregulación, entre otros problemas, sobre el suelo urbano. Además, no se han evaluado en su cumplimiento, resultados, ni en los problemas que causa su no actualización y superposiciones”.18

Sumada a la confusa normatividad de la planeación urbana y territorial, la gestión urbana —los permisos para urbanizar, construir y operar el suelo— es también sumamente compleja. En primer lugar, son materia de facultades concurrentes entre las alcaldías —las Direcciones de Desarrollo Urbano—, que reciben las Manifestaciones de Construcción (antes Licencias), compuestas a su vez de estudios, autorizaciones y pagos de otras autoridades. Dependiendo del número de metros a construir, estos estudios y autorizaciones son otorgados también por la Seduvi (impacto urbano), la Sedema (impacto ambiental), la Secretaría de Movilidad (Semovi) (impacto vial) y el Sistema de Aguas (factibilidad y pagos de agua).19 Adicionalmente, las licencias de operación de un negocio las otorga la Secretaría de Desarrollo Económico y, cuando se trata de inmuebles catalogados como patrimoniales, las autoridades culturales —Instituto Nacional de Bellas Artes (INBA), Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH), etcétera— deben también dar permisos. Para una construcción tipo B o C, aproximadamente cinco dependencias con diferentes autoridades de distintos niveles de gobierno están involucradas en el otorgamiento de permisos. Las responsabilidades están traslapadas, pues un permiso está contenido en otro, y ese otro permite la realización de varias acciones. Al final, también las responsabilidades quedan difusas, y de igual forma sucede en la protección civil.

Los permisos deben incluir la firma de un particular experto llamado director responsable de obra (DRO), quien es certificado por la autoridad de la Seduvi por tener conocimientos para supervisar, firmar y responsabilizarse sobre diversos puntos. Esta figura también coordina a otros especialistas en seguridad estructural, diseño urbano, movilidad e impacto ambiental. Entre sus funciones más importantes están el diseño y la supervisión del proyecto, las instalaciones, los cálculos, las estructuras, la seguridad y su construcción conforme a estas especificaciones. En principio, el DRO (y no la autoridad o la empresa constructora) es el responsable legal de la construcción.

Al estar dispersas las autoridades, las responsabilidades y la información, la vigilancia de que las construcciones se hagan de acuerdo con sus autorizaciones son bajas o nulas. Si alguna autoridad (salvo la alcaldía, que en teoría debería tener todo el expediente pero casi nunca sucede) o la ciudadanía quisiera revisar la información sobre algún inmueble, deberá hacer solicitudes a diversas autoridades por cada predio e inmueble,20 con criterios de acceso y gestión sobre la información muy diversa y fragmentada. Finalmente, la facultad de verificar permisos y autorizaciones había sido de las alcaldías, con auxilio de la fuerza policiaca. Sin embargo, en los últimos años, bajo el argumento de disminuir la corrupción, estas facultades se transfirieron al Instituto de Verificación Administrativa (Invea), un organismo descentralizado del Gobierno de la Ciudad.

Por otra parte, el gobierno de la Ciudad de México cuenta con un catastro (lotificación y registro de todos los inmuebles existentes en la Ciudad) a cargo de la Secretaría de Finanzas. En años recientes se ha actualizado y comenzado a integrar gradualmente con el Registro Público de la Propiedad (donde se inscriben todas las compraventas, hipotecas y títulos de propiedad), retomando los valores comerciales de los inmuebles y con la zonificación (alturas y usos de suelo permitidos en cada predio) de la Seduvi. Sin embargo, es muy básica esta información y no está sistematizada ni digitalizados los planos, escrituras o expediente de construcción del predio. Esta información, que también debería estar bajo resguardo del Estado, tampoco está disponible en las delegaciones, sobre todo para los casos de inmuebles antiguos. La falta de registro e información facilita la manipulación de dichos documentos y, como se verá abajo, es común el uso de documentos apócrifos, incluso en procesos judiciales.21

La información sobre los Atlas de Riesgos de la Ciudad en las delegaciones / alcaldías —los peligros en el subsuelo y topografía y las vulnerabilidades de las edificaciones, por ejemplo, escuelas, hospitales, etcétera— no se ha integrado al catastro o al Registro Público ni está permanentemente actualizada. Si se compara con otras ciudades como Nueva York, Londres, Singapur o incluso Colima y Guadalajara, la publicitación de la información del catastro, de los Atlas de Riesgo o de la zonificación es sumamente deficiente; es poco difundida, con tecnología poco actualizada o recientemente publicada, sin estar completa.22 El acceso a los Certificados Únicos de Zonificación de Uso de Suelo (CUZUS) emitidos sobre el predio y el historial de los inmuebles sólo se consigue a través de solicitudes de transparencia, pues la información no es proactiva ni está abierta.

Además, como en el empleo, la informalidad en la Ciudad prevalece; hay millones de inmuebles no escriturados y que no pagan predial, debido a su autoconstrucción y a lo complejo que resulta para una familia o negocio de menores ingresos cumplir con la normatividad existente de permisos y licencias. Se estima que entre 30% y 50% de los inmuebles de la Ciudad de México no cuenta con escrituras, lo cual refleja una baja capacidad de emitir y actualizar títulos de propiedad, frecuentemente también por el alto costo de impuestos y los honorarios del notario o por diversos problemas judiciales (juicios sucesorios o de divorcio).

Hasta aquí hice un recuento de la fragmentada y sectorizada normatividad del ordenamiento territorial y, resultado de ello, también de la baja capacidad del Estado para contar con información y controlar este territorio. Cuando existen los planos, los permisos, los estudios y las autorizaciones de uso de los inmuebles, su información se encuentra dispersa en archivos generalmente físicos (y no digitales) en distintas secretarías y alcaldías. Prácticamente nada en esta información está abierto para la ciudadanía, que tiene que solicitarla una a una para monitorear cada predio y cada autorización. De ahí que la corrupción prevalezca frente a una baja y poca efectiva regulación y una alta demanda demográfica, como la originada por los grandes flujos de capital nacionales e internacionales, y sus rendimientos financieros.23

LA CORRUPCIÓN INMOBILIARIA

La corrupción inmobiliaria se convirtió en un término —usado primero por los grupos vecinales, posteriormente por los medios y después, por funcionarios y desarrolladores—24 para describir una amplia red de oportunidades, ventanillas, complicidades, autoridades y privados en torno a los permisos de construcción, renovación y usos en la gestión urbana de la Ciudad de México. Como arriba se explicó, la dispersión de la información, la falta de coordinación, las confusas normatividad y responsabilidades, así como la falta de investigación y sanciones son el campo fértil de esta corrupción. En la siguiente sección se discute sobre su impacto en los acuerdos políticos, la democracia local y la representación política en la Ciudad.

Primero, la corrupción comienza con las irregularidades de los DRO y los otros expertos requeridos en una obra. De inicio, una buena parte de estos DRO no se actualiza en conocimientos, su carné está vencido, pero lo más grave es que firman proyectos, como un trámite, sin haberlos visto ni supervisar su obra. Esto hace posible que se proyecten los inmuebles de cierta forma y se construyan de otra (con menor cantidad y calidad de materiales, para hacerlos más baratos, por ejemplo). Entre las responsabilidades confusas, no es claro el proceso de sanciones a estos DRO, quienes continúan firmando y aprobando proyectos aun con carnés vencidos o inhabilitados.

Segundo, las ventanillas únicas y las Direcciones de Desarrollo Urbano de las alcaldías que reciben Manifestaciones de Construcción se convierten en un espacio de discrecionalidad y corrupción, por ser al mismo tiempo la primera autorización y, en caso de denuncia, la primera inspección. Tercero, dado que la Manifestación requiere de previas autorizaciones de distintas autoridades (ambiental, vial, urbana, movilidad y agua), la velocidad o la especificidad con la que se atiende cada una multiplica la discrecionalidad y la potencial corrupción. En cada espacio hay firmas autorizadas se pueden cotizar bajo acceso o el trato preferencial.

Cuarto, cuando ya la obra está iniciada, hay múltiples autoridades que deben verificar y que reciben dinero a cambio de una “ceguera o inacción intencional”; están incluidas desde la policía que inspecciona y el personal de la alcaldía hasta el Invea o la Procuraduría Ambiental y Ordenamiento Territorial (PAOT). Es frecuente que las denuncias de la ciudadanía sean ignoradas por los verificadores “ciegos” ante violaciones evidentes (pisos adicionales construidos o ampliaciones sobre espacio público o barrancas, por ejemplo).25 Cuando queda “rastro de documentación”, es frecuente la lentitud de procesos o la misma inacción: por ejemplo, en una recomendación de la PAOT a la alcaldía se ponen sellos de clausura a la obra, pero se continúa trabajando sin que la policía intervenga, a pesar de que es un delito que el Código Penal sanciona con cárcel por un periodo de 2-4 años.

Quinto, debido a la normatividad confusa y los enormes recursos en juego, es frecuente que se recurra a la interpretación (y la discrecionalidad) judicial. La ciudadanía puede cuestionar los actos de autoridad como ilegales en el Tribunal Contencioso Administrativo o Tribunal de Justicia Administrativa, que en el mejor de los casos emite sentencias contra autoridades,26 pero es frecuente que no se acaten. En la normalización de la corrupción los juicios se retrasan y se dictan sentencias en favor de construcciones, justificadas en formalidades y sin entrar al fondo del conflicto.27 En casos paradigmáticos, el Tribunal o hasta jueces de otros estados han servido para revertir sanciones impuestas por el Invea o la PAOT (multas, retención de folios reales y no emisión de escrituras por el Registro Público de la Propiedad) o emitir amparos.28 Finalmente, y en casos de acceso privilegiado, la corrupción llega directamente hasta un grupo de notarías y el Registro Público de la Propiedad, sea para “legalizar” irregularidades, apropiarse de inmuebles irregulares o mantener información inmobiliaria en secrecía.29

Además de las oportunidades de corrupción, vale la pena analizar los varios mecanismos que la ayudan a operar. Primero está el mecanismo fragmentado, es decir, se otorgan recursos y favores por cada trámite, autorización u omisión de la autoridad. La persona o empresa da sobornos conforme se van presentando los obstáculos en el camino: desde el funcionario que otorga permisos, pasando por el policía o el funcionario que verifica, hasta el juzgado que emite sentencias. Este mecanismo es usado por familias, microempresarios o pequeñas constructoras con obras eventuales.

En segundo lugar está el mecanismo de la gestoría: alguien que ya conoce la ruta y utiliza la corrupción para aceitar los permisos y licencias, repartiendo también de las cantidades correctas entre las personas adecuadas. La contratación de gestores también ayuda a “subcontrar” o “externalizar” la misma corrupción y a empaquetarla en términos fiscales en una “factura por servicios de gestoría”.30

En tercer lugar se encuentra un mecanismo donde hay complicidad de redes completas de funcionarios en las oficinas y los puestos clave, además de gestores externos que operan en complicidad y sincronía. Este paquete incluye un “servicio completo” con un pago mensual (de 200 000 pesos o más, de acuerdo con la obra a construir), que incluye permisos en distintas secretarías, la alcaldía, el Invea e incluso el Tribunal de Justicia Administrativa.31 Esta red opera bajo “oficinas” paralelas que coordinan la operación y los favores de funcionarios, en distintos niveles y poderes, incluyendo el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial.32 Semejante mecanismo es utilizado por compañías y consorcios grandes que buscan operar en condiciones de mayor certidumbre y generalmente se realizan a través de un gestor que conoce la intervención y la coordinación de toda la red.

El pago en especie a la red o a alguna autoridad es un cuarto mecanismo donde se entregan espacios, por ejemplo, por cada cierto número de departamentos construidos. Es un arreglo frecuente permitir que se construya un par de pisos adicionales a los establecidos en la normatividad y el “plan de negocios”, y que estos departamentos o locales se renten o vendan quedando escriturados a título de prestanombres. El último mecanismo consiste en que los funcionarios de esta red de complicidad sean socios o creen su propia inmobiliaria aprovechando el acceso a las autorizaciones y con el uso patrimonial de su autoridad. Al actuar como “cartel” inmobiliario en colonias donde la vivienda es demandada y hay varias obras que se construyen al mismo tiempo, clausuran edificios de “la competencia” mientras concluyen y venden rápidamente.33

Hasta aquí sistematicé los mecanismos de corrupción que operan a lo largo de los procesos de autorizaciones, permisos, construcción, verificación y controversias judiciales sobre nuevas construcciones en la Ciudad de México. Estos mecanismos operan con un gran número de constructores y de funcionarios públicos coordinados en red entre distintos niveles de gobierno y los poderes; por lo mismo, los recursos de la corrupción se dispersan entre ellos.34 A continuación expondré otro mecanismo relacionado con los instrumentos urbanísticos y vinculado con los tomadores de decisiones de mayor importancia en el gobierno de la Ciudad, el cual involucra proyectos de construcción de mayor escala y también una alta concentración de recursos.

LA CORRUPCIÓN DE LOS INSTRUMENTOS URBANÍSTICOS

A la corrupción inmobiliaria que opera a través de permisos, construcciones y supervisión deficiente ya descrita, se le suma la corrupción de los instrumentos urbanísticos. Estos instrumentos existen en otras ciudades del mundo, pero en la Ciudad de México se han implementado en un contexto de corrupción y concentración de la riqueza.

Es en este contexto que el Programa General de Desarrollo Urbano (PGDU) elaborado en 2003 no se ha actualizado y se ha convertido en uno de los mayores conflictos de la Ciudad. Al intentar actualizarlo cada sexenio, ni la Seduvi ni la Asamblea Legislativa han logrado las condiciones para su consenso ni aprobación, en el marco de un Estado capturado por intereses inmobiliarios y procesos deficientes de información, participación y consulta ciudadanas. Los Programas Delegacionales y Planes Parciales tampoco están alineados a un plan comprehensivo ni están actualizados.35 Los procesos de aprobación de instrumentos de planeación son los únicos que permiten los contrapesos ciudadanos y del Congreso. En cambio, los instrumentos urbanísticos que a continuación explico pasan sólo por procesos discrecionales, opacidad y acceso privilegiado a la toma de decisiones dentro del Ejecutivo, en manos de la Seduvi.

Estos instrumentos se explicaron con mayor detalle en la primera sección de este artículo como una herramienta con la que cuenta el Estado para la regulación del suelo de las ciudades, y a continuación analizo la implementación de cinco de ellos en la Ciudad de México. El primero lo conforman las cargas urbanísticas y mitigaciones, que son las obligaciones para el desarrollador como contraprestación impuesta por el Estado, a partir de una autorización. Durante décadas esta contraprestación consistió en donaciones de terrenos que le dieron equipamiento público a la Ciudad, pero al ya no haber suelo, se sustituyeron por otros pagos en dinero y especie. En la construcción de una obra mayor el desarrollador presenta estudios de impacto urbano, vial y ambiental, y, al otorgarla, el Estado determina una carga urbanística de mitigación basada en una evaluación de los estudios presentados y los potenciales impactos y la mitigación, la reparación o la compensación.36 A diferencia de las donaciones de terrenos, cuyo cumplimiento era fácil de supervisar, las mitigaciones actuales son contribuciones determinadas con discrecionalidad por funcionarios medios, fragmentadas y canalizadas a fideicomisos privados opacos u obras menores que es difícil monitorear.37

Por otra parte, por el “descuido” de la cartografía y el registro de la propiedad pública,38 algunas donaciones de terrenos han sido “reapropiadas” por desarrolladores.39 Espacios públicos, barrancas, áreas de conservación —en complicidad y sin su defensa por las autoridades— han disminuido, cuando sus colindantes extienden sus límites de propiedad. Con ello, se despoja al Estado y a la Ciudad de riqueza pública.

Un segundo instrumento urbanístico ha sido la Norma 26:40 incentivos fiscales para que la iniciativa privada construyera vivienda social. Se daba el permiso para construir niveles adicionales (de 3 a 5) a la zonificación, con facilidades en autorizaciones, pagos y exenciones fiscales, bajo la condición de que se vendieran a un precio máximo de 700 000 pesos. Sin embargo, una buena parte de los inmuebles construidos bajo esta norma se vendió como vivienda de interés medio o alto utilizando múltiples mecanismos (cerrando y abriendo empresas, en complicidad con notarios). La PAOT recibió cerca de 100 denuncias y calculó que se habían construido y vendido 3 100 departamentos mediante estos modos fraudulentos, por lo cual hubo una apropiación de 2 200 millones de pesos en utilidades ilegales que no se aplicaron como subsidios a la vivienda popular.41 En 2013 la Asamblea Legislativa suspendió temporalmente esta norma, sin derogarla y sin que se aplicaran sanciones, argumentando que se requería un estudio técnico, el cual nunca se realizó.42 Aunque la Norma 26 pudo haber sido un instrumento efectivo para la dotación de vivienda social, la falta de regulación y capacidad de monitoreo estatal llevó a una gran corrupción en su implementación.

El tercer instrumento es la transferencia de potencialidades, donde se intercambian “derechos de construcción”: básicamente, alturas entre predios.43 La Seduvi autoriza una valuación de los metros, que incluye el pago al Fideicomiso del Sistema de Transferencia de Potencialidades de Desarrollo Urbano (F/54 de Banco Azteca). Sin embargo, la opacidad prevalece. Por un lado, la valuación no se transparenta ni publica en detalle, y en muchos casos se autoriza con valuaciones por debajo del valor del mercado del metro cuadrado de la zona. Tampoco se lleva un registro claro de los predios emisores; una buena parte son edificios públicos o parques que no reciben un “pago” directamente si no entran a una “reserva de potencial” que nuevamente se maneja en la opacidad.44 Por otro, los fondos del citado Fideicomiso —riqueza de la Ciudad generada por la especulación inmobiliaria— no se conocen ni se rinden cuentas sobre ingresos o destino del gasto.

Los polígonos de actuación y los Sistemas de Actuación por Cooperación (SAC) son el cuarto instrumento, que funciona como se explicó para el caso con el reajuste de terreno. Son autorizados por la Seduvi y rediseñan la zonificación (alturas, densidad y áreas libres) de un área delimitada o predios fusionados. Entre 2008 y 2015 modificaciones a la Ley del Régimen Patrimonial crearon condiciones para formar supuestas “alianzas público-privadas”. Sus procedimientos han sido discrecionales y opacos —como la asignación directa, en lugar de utilizar audiencias públicas, aprobaciones en el Congreso, licitaciones y legislar para que los recursos involucrados sean considerados públicos y sujetos a transparencia—.45

La Ciudad de México hoy tiene seis polígonos de SACS, que suman un total de 1 233 hectáreas de suelo, con 950 manzanas donde habitan 152 000 personas bajo el control de fideicomisos y planes maestros privados.46 En dimensiones, la reordenación de este territorio debería corresponder a un Plan Parcial o un Programa de Desarrollo Urbano Delegacional, pero al utilizar los instrumentos de los SAC se evitan todos los procesos de transparencia, participación y aprobación legislativa.47 Relotifican y permutan usos, destinos y potencialidades del suelo al margen de los planes urbanos existentes, incluso con terrenos e inmuebles públicos, como parques, edificios de alcaldías y juzgados. Cada SAC cuenta con un fideicomiso privado que combina los recursos financieros de las aportaciones y mitigaciones junto con el “intercambio” de bolsas de suelo y vivienda.48

Estos seis SAC expedidos para las colonias de Granadas, Doctores, Tacubaya, Alameda-Reforma, La Mexicana y Distrito San Pablo —así como uno nuevo para Tarango-Álvaro Obregón, que terminó anulado— se han convertido en el mejor ejemplo en términos urbanísticos y de opacidad de la captura del Estado. Además de que los SAC crean un régimen de excepción en la obtención de permisos, licencias y autorizaciones de forma expedita, las características de cada fideicomiso tampoco permiten que se monitoree el cumplimiento de los privados en sus obligaciones de mitigación, dotación de servicios públicos ni áreas verdes. Los acuerdos de zonificación, permuta e intercambios de las bolsas se deciden dentro del Comité Técnico del fideicomiso privado, por lo que la regulación del secreto fiduciario preserva los acuerdos como “privados” y su información como “reservada”, no sujeta a transparencia ni aprobación legislativa. Como Medina sostiene:


Los recursos entregados por los particulares se mantienen dentro del fideicomiso y son utilizados únicamente dentro del mismo SAC, por lo que no pasan por la Tesorería Pública ni estarán sujetos a rendición de cuentas […] Se convierte en un gran incentivo para atraer desarrolladores inmobiliarios, que se pueden beneficiar al incrementar su potencial de construcción (fuera de los planes autorizados), desarrollar dentro de predios gubernamentales, así como reducir costos y los tiempos de trámites.49



El modelo de alianza público-privada podría tener un enorme potencial para la regeneración urbana y atracción de inversión pública con deliberación, acuerdos e inclusión de vecinos, autoridades y desarrolladores —como el reajuste de terrenos en otros países lo demuestra—. La realidad de los SAC en México muestra lo contrario. Salvo por la publicación en la Gaceta Oficial —una decisión pública ya tomada y oficializada —, no hay información pública; los habitantes de estas zonas no se enteran; se oculta premeditadamente la información; no hay proceso de consulta ni participación ciudadana para determinar el área. En muchos casos no se cumplen ni monitorean los acuerdos ni planes entre autoridades y desarrolladores. Sobra decir que estos acuerdos tampoco pasan por el control democrático ni la aprobación de la Asamblea Legislativa.

El quinto instrumento es la recuperación de plusvalías, donde el Estado, a través de diversos mecanismos de cobro, puede recuperar una parte del valor del suelo, que generalmente aumenta gracias a la inversión pública. Esta figura existe en varios países latinoamericanos y una centena de ciudades en todo el mundo. Durante la elaboración de la nueva Constitución de la Ciudad de México, abogados, urbanistas y diputados lograron introducirla en la iniciativa que presentó el Ejecutivo.50

Sin embargo, este párrafo fue uno de los que mayor controversia pública crearon. Fue criticado por medios de comunicación y cabilderos de intereses inmobiliarios, junto con redes de vecinos acostumbradas a denunciar la corrupción inmobiliaria.51 Su escasa defensa se debilitó aún más cuando el propio jefe de gobierno retiró la cláusula redactada de su propia iniciativa. Finalmente, algunos Constituyentes —que misteriosamente no se habían presentado a discusiones previas de la Comisión— también se opusieron. Estas presiones revirtieron la redacción redistributiva impulsada y la nueva Constitución terminó con una muy conservadora sobre la concentración de las inversiones de mitigación en zonas que ya cuentan con recursos.52

En esta sección analicé los instrumentos urbanísticos que han dejado a la Ciudad plagada de excepciones y conflictos. Han generado una enorme riqueza en inversiones privadas y ventas inmobiliarias, pero los recursos e inversión públicos que han dejado son inciertos y opacos, y queda aún por determinar las pérdidas, por la falta de mitigación y los impactos negativos. Ahora se trata de entender adónde se estima que fluye esta enorme cantidad de recursos.

EL DINERO INMOBILIARIO Y LAS CAMPAÑAS POLÍTICAS

La información insuficiente, la normatividad confusa, la corrupción inmobiliaria y los instrumentos urbanísticos opacos y discrecionales son fuente de enormes recursos financieros ilegales. Aunque está fuera del alcance de este articulo cuantificar esta cantidad de recursos, se asume que una parte de ellos, sin duda, se convierte en riqueza ilícita acaparada por políticos, funcionarios, gestores e inmobiliarios. Sin embargo, el patrón de aumento y la normalización de la corrupción y los conflictos sobre construcciones llevan a la hipótesis de que gran parte de este dinero ilegal se canaliza a campañas electorales, clientelismo y operación política territorial. De acuerdo con el esquema de Casar y Ugalde,53 uno de los mecanismos para desviar recursos públicos es el otorgamiento de permisos de construcción o ambulantaje, según se muestra en la imagen 4.1.

Imagen 4.1
Mecanismos más utilizados para desviar recursos públicos
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Casar y Ugalde confirman que:


Estos permisos y los pagos ilegales que de ellos se derivan son práctica común debido al exceso de regulaciones, a la dispersión de facultades entre distintas dependencias y a la discrecionalidad en su otorgamiento. Por lo anterior, es común que los funcionarios cobren una “comisión” sobre el valor del permiso, ya sea para agilizar el trámite o, simplemente, para otorgarlo. En las entrevistas realizadas se constató que los desarrolladores inmobiliarios son grandes financiadores de campañas. Lo anterior, debido a las grandes ganancias que representa la emisión de permisos o la no obstrucción en la construcción de inmuebles.54



Resulta difícil documentar toda la ruta del dinero ilegal, desde que sale de la bolsa de una empresa y pasa por un gestor hasta el desvío de fondos de los fideicomisos privados; los mecanismos paralelos que contratan, instruyen, supervisan y pagan a operadores territoriales, y la disposición de efectivo o bienes para la compra de votos. Sin embargo, las piezas del rompecabezas, sobre todo durante campañas electorales, permiten inferir que existe una intermediación y lavado de dinero similar a la Estafa Maestra.55

El clientelismo se define como intercambios de distintos tipos de recursos, en los que se crea un vínculo recíproco entre patrón y clientes. Los recursos pueden ser servicios públicos, tierra o programas sociales, a cambio de votos y legitimidad.56 De acuerdo con Casar y Ugalde:


[El] Clientelismo electoral es la entrega de prebendas, cargos públicos y presupuesto por parte de políticos y candidatos a cambio de apoyo político o económico; puede ser voluntario, mediante compra del voto, o involuntario, vía mecanismos de coacción […] En México, el clientelismo electoral generalmente hace referencia a la compra, coacción y movilización del voto, así como al condicionamiento de programas sociales y de concesiones o licencias, a cambio del sufragio por un partido.57



Hay dos esquemas clientelares predominantes en la Ciudad de México. Por un lado, se otorgan plazas, servicios públicos, permisos, concesiones58 o programas sociales a quienes el cacique u operador determina. Esta intermediación discrecional no sólo selecciona e incluye, sino que también puede retirar programas sociales o sólo amenazar, a fin de orientar el comportamiento electoral. Para maximizar este esquema funcionan los programas sociales de “bienes distribuibles” como despensas, becas, uniformes y útiles escolares, materiales de construcción, transferencias condicionadas, títulos de propiedad o incluso pipas de agua gratuitas. Por otra parte, están los bienes y recursos en efectivo para la compra de votos, que provienen de recursos ilegales de la corrupción y no están vinculados a plazas o programas públicos.

Algunas encuestas recogen la evidencia de estos esquemas extendidos. En la del Frente contra la Pobreza59 se confirma que 33% recibió, se le prometió o rechazó ofertas de compra de voto; a 11% le ofrecieron despensas; a 4%, dinero; a 3%, materiales para construcción (cementos, ladrillos, tinacos); a 3%, gorras, playeras o juguetes, y a 0.7%, tarjetas para supermercado o banco. Esta misma organización encontró notas de prensa y quejas sobre la distribución de tarjetas electrónicas de supermercados, dinero, tabletas, despensas, vajillas y dinero en efectivo en 2018 en Coyoacán, Álvaro Obregón y Gustavo A. Madero, al mismo tiempo de que estas delegaciones aumentaban los presupuestos de sus programas sociales sin padrón de beneficiarios registrado ante el Instituto Electoral. La compra del voto en la Ciudad de México, en comparación con otros estados, fue una de las primeras en aparecer y oscilaba entre 100 y 10 000 pesos por voto.60

Casar y Ugalde calculan que para ganar elecciones en el Ciudad de México se requieren aproximadamente 2 200 millones de pesos, que representan la mayor cantidad de recursos financieros de todos los estados.61 Estos autores sugieren que, a mayor grado de competencia electoral, las estructuras clientelares también aumentan y


Varios operadores entrevistados aseguran que el dinero invertido en prácticas clientelares puede hacer la diferencia entre ganar o perder en una elección muy competida […] A mayor actividad económica y a mayor competencia electoral, mayor el gasto en clientelismo […] el costo de oportunidad de perder la elección es muy alto para los actores involucrados, pues dejarán de recibir contratos, permisos y concesiones. [En] elecciones muy cerradas, los partidos tienden a gastar más en actividades clientelares que les pueden dar entre uno y tres puntos porcentuales, determinantes para ganar la contienda.62



Ganar elecciones en la Ciudad de México requiere de cuantiosas cantidades en efectivo63 y pagos en especie; por un lado, para ofrecer el dinero o bienes a cambio de votos, y, por otro, para pagar las estructuras de operación política territorial que los distribuyan y aseguren estos votos. Estas estructuras organizativas piramidales involucran a coordinadores, promotores y representantes de casilla, que trabajan durante las campañas “promoviendo el voto”. Frecuentemente, son promotores del programa social en turno (de “prevención del delito”, “deportes”, “capital social” o hasta miembros de los comités ciudadanos supuestamente honoríficos). De acuerdo con Casar y Ugalde64 hace algunos años estas estructuras partidistas eran voluntarias, con un gasto menor:


Pero conforme los promotores comenzaron a cobrar por su participación, los gastos de campaña crecieron exponencialmente […] Instrumentar las estructuras piramidales de promoción del voto y operación electoral requiere cuantiosas sumas en efectivo, las cuales con frecuencia no se reportan a la autoridad electoral y suelen provenir de financiamiento ilegal […] el pago de [estas] estructuras sólo durante tres meses podría llegar a casi 450 millones de pesos, lo que rebasaría el tope máximo de campaña (Estado de México) de 299 millones de pesos en 1.5 veces, y el tope de gasto en la Ciudad de México (48 millones de pesos) en casi diez veces.



Es probable que las oficinas y estructuras paralelas de “gestión de permisos” funjan de manera simultánea como centros de reclutamiento, supervisión y pago de operadores políticos, o como “nominas paralelas” de intermediarios y gestores de programas sociales, permisos y licencias de delegados y diputados locales. Camarena y González Caraza las explican:


La clave es conocer a las personas adecuadas […] explica el gestor […] existe un equipo de gente que trabaja en la delegación pero que no forma parte de la estructura de la delegación. Oficialmente no trabajan ahí, pero sí traen chalecos, gafetes, todo. Les dan las facilidades. A través de ellos se hacen las negociaciones para que puedas trabajar sin papeles […] Ellos se llevan esa información a cotejarla con sus jefes en la delegación y según el sapo es la pedrada […] Te piden primero un anticipo significativo, y lo demás lo vas pagando mes por mes, por lo general entre 20 y 30 mil pesos. Para una obra que se lleva 18 meses el costo en mordidas puede rondar los 500 mil pesos, todo en efectivo […] Si tienes algún problema llamas, y ya ellos se encargan de dejar claro que estás en la lista de los que ya están “arreglados” […] Aquí no hay cheques. Aquí es la mafia. Todo en efectivo.65



Los vínculos entre recursos ilegales de la construcción y operación política suceden sin importar las afinidades partidistas. Camarena y González Caraza describen la gestión de los colaboradores del delegado en Cuauhtémoc, Ricardo Monreal, quien fue electo gracias a la alternancia del PRD a Morena; sin embargo, al cargo de “mayor responsabilidad en la estructura operativa nombró a Pedro Pablo de Antuñano, reconocido tras su paso en el PRD como operador de redes electorales y clientelares”.66 Este director jurídico y de gobierno había sido previamente denunciado al menos cinco veces ante la Contraloría General por omisiones en la supervisión de obras, cobros irregulares y autorizaciones fuera de ley, y unos meses después renunciaría en medio de un escándalo por no haber podido acreditar el origen de un paquete de 600 000 pesos en efectivo. La directora de Desarrollo Social de la misma delegación había sido detenida también unos años antes con un millón de pesos en efectivo, pero fue liberada porque declaró que los recursos “pertenecían al partido” Verde Ecologista.

Aunque pareciera de menor interés, los intereses en juego de las elecciones de una alcaldía son grandes, debido a sus facultades en la autorización y supervisión de nuevas obras. Un patrón similar se observa en la compra de votos de las elecciones de comités ciudadanos —cargos honoríficos para apoyar la gestión de colonias, con facultades limitadas a opinar sobre el uso de suelo y presupuestos participativos—. En las elecciones de comités, la participación voluntaria es baja, en contraste con una alta movilización de beneficiarios de programas sociales y la distribución de tabletas electrónicas, materiales de construcción y despensas para obligar a votar.67 Aunque no es posible distinguir los porcentajes, es probable que estos esquemas también estén financiados por redes más amplias de lavado de dinero nacional e internacional.68

Considerando los crecientes flujos de capital, se ha creado una enorme corrupción normalizada que, como un practicante bien lo dice, “se paga sola”. Así como la operación política y ganar elecciones requiere cuantiosos recursos, mantenerse en el poder y en los puestos clave de la red cómplice en alcaldías, gobierno de la Ciudad, Congreso y Tribunal de Justicia Administrativa también produce un enorme flujo de dinero en efectivo y en especie. Ello apuntaría a que la corrupción inmobiliaria no sólo tiene capturado al Estado, sino que debilita la democracia local y la representación, lo que reduce a su vez las capacidades institucionales para la deliberación pública, el procesamiento del conflicto social y la redistribución.

OBSERVACIONES FINALES SOBRE EL DEBILITAMIENTO DE LA DEMOCRACIA Y LA REPRESENTACIÓN POLÍTICA: REFORZANDO EL CÍRCULO VICIOSO DE LA DESIGUALDAD

La relación entre permisos, gestión urbana y concesiones públicas —junto con la red de acuerdos, manejo financiero y operación política— ha creado una estructura de (des)gobernanza en la Ciudad de México. Por un lado, una vez que un partido o grupo político gana el poder en un territorio, es difícil que pierda elecciones gracias a la operación y el clientelismo financiados por recursos de la corrupción de permisos y nuevas construcciones. Y cuando hay alternancia, la nueva autoridad hereda o se recompone también con estas mismas estructuras y redes paralelas de extracción de rentas ilegales.

Claramente, el suelo es una de las mayores fuentes de riqueza de las ciudades conectadas a circuitos globales, como la Ciudad de México. Sin embargo, frente a los dueños del suelo y el capital, el Estado no está regulando, compensando ni redistribuyendo bienes y servicios públicos. La regulación urbana y ambiental no está sirviendo para conciliar diferentes y conflictivos intereses alrededor del suelo: ¿qué se puede construir y cuánto se puede construir?, y también ¿donde no se construye y se hace equipamiento urbano se reserva para espacio público o se preserva como área natural protegida?

La captura del Estado en las políticas de ordenación territorial sucede porque la autoridad no tiene la suficiente autonomía ni las capacidades para imponer regulaciones generales a los distintos actores particulares, desde los grandes desarrolladores inmobiliarios en las zonas centrales que obtienen zonificaciones a modo a través de SAC hasta los grupos informales que urbanizan suelo de conservación protegidos por acuerdos políticos con los operadores territoriales. Todavía peor, el Estado está penetrado por numerosos intereses en el otorgamiento de concesiones y permisos, sea porque tienen mayor acceso a la toma de decisiones, obtienen una negociación o precios especiales o no se les sanciona cuando, al cometer delitos o infracciones (clausuras de obras, sentencias favorables de juzgados o sin implementar).

La desigualdad en la Ciudad de México es muy acentuada; como explica Castañeda al concentrar la inversión pública, el equipamiento y también los recursos de las mitigaciones y cargas urbanísticas, se acumula aún más la riqueza en algunas zonas donde ciertos grupos se benefician, mientras otros más marginados permanecen desatendidos.69 El paradigma urbanista prescribiría que el Estado tiene la obligación de introducir cargas urbanísticas y recuperación de plusvalías para regular al mercado inmobiliario y promover un desarrollo urbano más equilibrado y justo en toda la Ciudad. Sin embargo, la captura y la penetración del Estado han evitado o revertido el diseño de una tributación más progresiva. La redacción de la recuperación de plusvalías en la Constitución ilustró claramente cómo este grupo de interés también actuó para oponerse y revertir políticas estatales de redistribución de la riqueza que produce el suelo de la Ciudad.

La penetración de estos intereses, como se describió previamente, ha ocurrido en el Ejecutivo a distintos niveles (gobierno de la Ciudad y alcaldías), así como en el Poder Legislativo y el Judicial. La falta de claridad, sencillez y transparencia en los procedimientos de gestión urbana los hace poco accesibles tanto a las pequeñas empresas como a los ciudadanos de a pie, mientras que el uso de instrumentos urbanísticos en un contexto de escasa autonomía y alta corrupción sucede sólo entre particulares y autoridades de muy alto nivel y bajo acuerdos de alto capital. Los rendimientos de estas inversiones resultan también elevados y con poco riesgo, por lo que las principales riquezas y fondos de inversión se han involucrado en el negocio inmobiliario de la Ciudad de México. La judicialización de los conflictos, con una infraestructura deficiente en la información y la documentación, resulta sumamente onerosa y sólo beneficia a quienes tienen un alto capital para invertir y sobornar.

El papel de los fideicomisos privados como instrumentos financieros es importante en la (des)gobernanza actual. Como se explicó, a estos fondos ingresan recursos que deberían considerarse como públicos, porque son producto de concesiones, autorizaciones, mitigaciones, derechos, aprovechamientos y pagos.70 Al constituirse como fideicomisos, sus propios contratos de origen especifican que son “recursos privados”, y que por lo mismo se les aplica el secreto fiduciario y no son sujetos a la transparencia.71 De ahí, que no se informe ni se puedan consultar sus ingresos, decisiones ni destino, como tampoco se puede evaluar si la negociación de lo obtenido como beneficio público o mitigación del impacto negativo fue favorable.72

La multiplicación de estos fideicomisos privados como instrumentos financieros de gestión urbana se debe también a un subdesarrollo institucional,73 donde el marco legal y fiscal actual no hace posible mezclar fondos públicos y privados concertados ni etiquetados. Si su Comité Técnico —con mecanismo multiactor— incluyera actores ciudadanos, vecinos, académicos o grupos que ejercieran un control social explícito en tiempo real y permanente, los fideicomisos podrían recibir recursos privados y públicos de manera transparente, a fin de lograr un valor público. En otros países estos espacios existen con audiencias públicas y promueven la deliberación pública, servicios públicos y recursos para la regeneración urbana. Los conflictos entre vecinos, inmobiliarias y autoridades generalmente se procesan en estos mecanismos.

Como se explicó, la corrupción inmobiliaria es, a la vez, causa y consecuencia de la operación y el clientelismo político que existe en la Ciudad entre los cuatro partidos que compiten por sus puestos. Así, señalan Casar y Ugalde:


[La] principal consecuencia del clientelismo es la alteración de la equidad de la contienda y la distorsión de la voluntad de los electores. Por un lado, como ya se ha señalado, las prácticas clientelares —y el dinero invertido en ellas— pueden determinar el triunfo en una elección, especialmente si es muy competida […] El candidato electo puede no ser el que la mayoría deseaba, sino quien logró incidir, mediante el regalo de bienes y servicios, en la decisión de un mayor número de personas, lo cual mina el principio democrático de representatividad.



Otra consecuencia directa del clientelismo es la elevación del costo de las campañas. Emprender una estrategia clientelar sólida y eficaz requiere mucho dinero, empezando por el pago a miles de promotores del voto y representantes de casilla, pasando por el costo de dádivas cada vez más sofisticadas —tabletas electrónicas, televisores, electrodomésticos, tarjetas prepagadas—, hasta llegar a los cuantiosos gastos de traslado el día de la elección a los votantes “promovidos”. Dado que desarrollar todas estas actividades demanda importantes sumas de dinero en efectivo, se alientan otras conductas ilícitas, como lavado de dinero, evasión fiscal y desvío de recursos públicos. Última consecuencia relevante del clientelismo: el fomento a la corrupción en el servicio público. Ofrecer bienes y servicios a cambio de apoyo político genera una red de favores y compromisos que, a su vez, “engendra una trama de corrupción”.74

Aunque algunos pudieran justificar al clientelismo como un mecanismo para satisfacer necesidades de grupos populares y de cierta “redistribución”, en términos comparativos la concentración del ingreso generada por la corrupción es mayor a los pocos bienes y servicios que el clientelismo reparte. En el mediano y el largo plazos la segregación territorial, generada por el desplazamiento y la gentrificación de las zonas adonde está dirigida la mayor inversión inmobiliaria, tiene también mayores repercusiones sobre la desigualdad de oportunidades y acceso.

Los arreglos patrimoniales y de complicidades entre las personas que ocupan y permanecen “reelectos” en los cargos públicos con el capital inmobiliario debilitan los mecanismos de representación democrática de intereses. Si sostenemos que la vía democrática puede impulsar políticas redistributivas, la captura de la representación política erosiona este vínculo. De ahí también que una democracia débil, con una partidocracia con acuerdos e intereses compartidos con los inmobiliarios, no representa ni responde a los intereses de la ciudadanía, ni procesa adecuadamente los conflictos sociales locales.

¿Cómo salir de esta compleja estructura de redes y círculos de retroalimentación negativa? La nueva Constitución propone nuevas instituciones, como el Sistema Local AntiCorrupción, en particular, un fiscal anticorrupción y nuevas salas del Tribunal de Justicia Administrativo, especializado en el combate a la corrupción. Otro nuevo organismo es el Instituto de Planeación, así como el Sistema de Información a su cargo, cuyos datos deberán ser “científicos, públicos, accesibles y transparente y […] estar disponible en formato abierto”.75 Se crean nuevos instrumentos de planeación que, en principio, ofrecen diversas garantías de participación y consulta pública sobre ordenamiento territorial y proyectos. La creación de estas instituciones, sin captura y con autonomía, será también un enorme reto a superar en el corto y el mediano plazos, junto con una nueva administración de la Ciudad de México que actúe con voluntad y estrategia política frente a esta oportunidad.

REFERENCIAS

Acosta, Claudia (24 de octubre de 2017), “Fundamentos jurídicos e instrumentos base suelo para ciudades más justas”, en A. Azuela y L. González, Diplomado en Aspectos Socio-Jurídicos del Suelo, México, Instituto de Investigaciones Sociales-UNAM / Lincoln Land Institute.

Aquino, Eréndira (20 de octubre de 2018), “DRO del Rébsamen falsificó documento para evitar su arresto e inculpar a la delegación Tlalpan”, Animal Político, <https://www.animalpolitico.com/2018/05/dro-colegio-rebsamen-documento-falso/>.

Azuela, Antonio (2016), “Introducción. Una especie de neorrealismo jurídico”, en Antonio Azuela (coord.), La ciudad y sus reglas. Sobre la huella del derecho en el orden urbano, México, Instituto de Investigaciones Sociales-UNAM, pp. 9-40.

Barstow, David, y Alejandra von Bertrab (18 de diciembre de 2012), “How Wal-Mart Used Payoffs to Get Its Way in Mexico”, The New York Times, <https://www.nytimes.com/2012/12/18/business/walmart-bribes-teotihuacan.html>.

Benlliure Bilbao, Pablo (2017), “¿Cómo y para qué mejorar la habitabilidad en la ciudad?”, en Roberto Eibenschutz y Carlos Labore (coords.), La Ciudad como cultura. Líneas estratégicas de política pública para la Ciudad de México, México, Debate / Universidad Autónoma Metropolitana / Gobierno de la Ciudad de México.

Camarena, Salvador, y Daniel Moreno (20 de octubre de 2018), “La estafa maestra. Graduados en desaparecer dinero público”, Animal Político, <https://www.animalpolitico.com/estafa-maestra/>.

______, y Claudio González (1 de diciembre de 2016), “El factor Monreal”, Nexos, <https://www.nexos.com.mx/?p=30466>.

Casar, María Amparo, y Luis Carlos Ugalde (2018), Dinero bajo la mesa. Financiamiento y gasto ilegal de las campañas políticas en México, México, Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad.

Castañeda, Diego (11 de enero de 2018), “La desigualdad en la Ciudad de México”, Nexos, <https://economia.nexos.com.mx/?p=894>.

CDHDF (Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal) (2012), “Recomendación 19/2012 ‘Violaciones a los derechos humanos incluida la afectación al medio ambiente sano, derivadas del establecimiento de asentamientos humanos irregulares en el Área Natural Protegida «Ejidos de Xochimilco y San Gregorio Atlapulco» y en el polígono que comprende el Patrimonio Cultural de la Humanidad llamado «Centro Histórico de la Ciudad de México y Xochimilco»’ ”, en Informe, México, CDHDF. Documentos oficiales: Recomendación 19/2012, México, CDHDF.

______ (julio de 2018), Informe Especial: Crecimiento Urbano y Derechos Humanos en la Ciudad de México, Informe, México, CDHDF. Documentos oficiales, México, CDHDF, <https://cdhdf.org.mx/2018/07/corrupcion-inmobiliaria-mortifera-para-la-ciudad-de-mexico/>, y <https://cdhdf.org.mx/wp-content/uploads/2018/09/Informe-crecimiento-urbano.pdf>.

CIUDADania19s (20 de octubre de 2018), “Las reglas de la construcción”, <https://twitter.com/CIUDADania19s/status/1039106288809136130>.

Cornelius, Wayne (1973), “Contemporary Mexico: a structural analysis of urban caciquismo”, en Roberted Kern (ed.), The caciques. Oligarchical politics and the system of caciquismo in the Luso-Hispanic World, Albuquerque, University of New Mexico Press.

Coss, Alejandro de (9 de diciembre de 2016), “La captura de plusvalías y sus opositores: una extraña alianza”, Nexos (La Brújula. El Blog de la Metrópoli), <https://labrujula.nexos.com.mx/?p=1091>.

Daen, Arturo (5 de septiembre de 2016), “Registra FEPADE más de 500 denuncias durante jornada de elecciones vecinales en la Ciudad de México”, Animal Político, <https://www.animalpolitico.com/2016/09/denuncias-comites-cdmx/>.

Desarrollador Confiable (s. f.), <https://desarrolladorconfiable.mx/>.

Evans, Peter, Dietrich Rueschemeyer y Theda Skocpol (1985), Bringing the State Back In, Cambridge, Cambridge University Press.

Frente contra la Pobreza (2018), Informe final sobre compra y coacción del voto 2018, <http://www.democraciasinpobreza.mx/informe/Informe.pdf>.

Friedrich, Paul (1968), “The legitimacy of a cacique”, en Marc J. Swartz (ed.), Local-level politics. Social and cultural perspectives, Londres, University of London Press.

Gasca Zamora, José (octubre de 2018), “Circuitos globales de la financiarización del sector inmobiliario y procesos emergentes en la producción del espacio urbano”, Seminario Internacional Capital inmobiliario. Producción y transgresión del espacio social, México, Instituto de Investigaciones Económicas-UNAM.

Gómez del Campo, Gerardo (2016), “El debate sobre las cargas urbanísticas, disposiciones que ‘sí importan’”, en Antonio Azuela (coord.), La ciudad y sus reglas. Sobre la huella del derecho en el orden urbano, México, Instituto de Investigaciones Sociales-UNAM, pp. 315-336.

González, Lidia (en prensa), “Tres décadas de planes y excepciones”, y “Antología del conflicto urbano”, en Antonio Azuela (coord.), El urbanismo como lenguaje público. La Ciudad de México frente a su Constitución, s.p.i.

Hoffman, Víctor Hugo (15-16 de marzo de 2018), “Instrumentos de gestión urbana en la Ciudad de México”, en Segundo Seminario Internacional Desafíos jurídicos de la regulación y financiación urbana, México, PAOT / IISUNAM / Lincoln Land Institute.

Hong, Yu-Hung, e Isabel Brain (2012), “El reajuste de suelo para el desarrollo urbano y la reconstrucción después de una catástrofe”, Land Lines, Cambridge, Lincoln Institute of Land Policy.

Juárez, Víctor (2017), “Perdió Cine Coyoacán uso de suelo.- PAOT”, Reforma, <https://www.reforma.com/aplicaciones/articulo/default.aspx?id=1099797&v=1>.

La Jornada (29 de junio de 2012), “La construcción de un centro cultural en La Conchita es ilegal, resuelve tribunal”, La Jornada (Opinión), <http://www.jornada.com.mx/2012/06/29/opinion/a05n1cul>.

La Silla Rota (2018a), “Claves del cartel inmobiliario”, <http://sumo.ly/4lAl>.

______ (2018b), “Mancera, el cliente frecuente del ‘cártel’ inmobiliario”, <http://sumo.ly/4ry5>.

______ (2018c), “El ‘cártel’ inmobiliario de CDMX; sus operadores en el gobierno de Mancera”, <http://sumo.ly/4hpZ>.

Llanos, Raúl, Laura Gómez y Bertha Ramírez (5 de septiembre de 2016), “Anomalías manchan comicios vecinales y consulta sobre gasto”, La Jornada, <http://www.jornada.com.mx/2016/09/05/capital/032n1cap>.

López, Carlos, y Salvador Medina (2015), “Riqueza privada sobre espacio público: comentarios a los estudios del Corredor Chapultepec”, Nexos (La Brújula. El blog de la metrópoli), <https://labrujula.nexos.com.mx/?p=563>.

López, Mayolo (2016), “Alerta FEPADE compra sistemática de votos”, Reforma Ciudad <https://busquedas.gruporeforma.com/reforma/Documento/Impresa.aspx?id=6153521|InfodexTextos&url=https://hemerotecalibre.reforma.com/20160907/interactiva/RCIU20160907-001.JPG&text=comites+ciudadanos+compra+votos+2016&tit=Alerta%20Fepade%20compra%20sistemática%20de%20votos>.

López-Moreno, Patricia (2017), “Irregularidades en los procesos y autorizaciones de Las manifestaciones de construcción. Reporte de impunidad cero”, Revista Este País, <http://www.impunidadcero.org/articulo.php?id=23&t=irregularidades-en-los-procesos-yautorizaciones-de-las-manifestaciones-de-construccion>.

Luna, Janet de (2018), Sistema de Actuación por Cooperación Granadas. Análisis y recomendaciones (documento borrador).

Mann, Michael (1984), “The Autonomous Power of the State, Its Origins, Mechanisms and Results”, Archives Europeennes de Sociologie, núm. 25, pp. 185-213.

Mauleón, Héctor de (5 de julio de 2016), “Circulo de impunidad de la Asamblea de Barrios”, El Universal, <http://www.eluniversal.com.mx/entrada-de-opinion/columna/hector-de-mauleon/nacion/2016/07/5/el-circulo-de-impunidad-de-la-asamblea>.

______ (8 de mayo de 2017), “La mafia del despojo”, El Universal, <http://www.eluniversal.com.mx/entrada-de-opinion/columna/hector-de-mauleon/nacion/2017/05/8/la-mafiadel-despojo>.

Medina, Salvador (1 de diciembre de 2015), “Oasis Coyoacán, la captura de lo público por lo privado”, Nexos (La Brújula. El blog de la metrópoli), <https://labrujula.nexos.com.mx/?p=595>.

______ (31 de julio de 2018), “Discutir los problemas de los Sistemas de Actuación por Cooperación de la Ciudad de México”, Nexos (La Brújula. El blog de la metrópoli) <https://labrujula.nexos.com.mx/?p=1993>.

______, y Mónica Tapia (5 de diciembre de 2016), “La captura de plusvalías y los contratos multianuales en la Constitución de la Ciudad de México”, Nexos (La Brújula. El blog de la metrópoli), <https://labrujula.nexos.com.mx/?p=1081>.

Mexicanos contra la Corrupción y Mejor Ciudad (4 de febrero de 2019). <https://contralacorrupcion.mx/corrupcioninmobiliaria/>.

Migdal, Joel, Atul Kohli, y Viviene Shue (eds.) (1994), State Power and Social Forces: Domination and Transformation in the Third World, Cambridge, Cambridge University Press.

Montes de Oca, Mauricio (20 de octubre de 2018), “El patrimonio secreto del diputado Leonel Luna”, Buzzfeed México, <https://www.buzzfeed.com/mauriziomontesdeoca/propiedades-leonel-luna>.

Obra Chueca (17 de octubre de 2017), “¿Cómo registrarte en la Plataforma de Información Pública de la CDMX?” <http://blog.obrachueca.com/como-se-registra-en-la-plataforma-de-informacion-publica-de-la-cdmx/>.

______ (13 de noviembre de 2017), “850 reportes de construcciones irregulares”, <http://blog.obrachueca.com/reporte850/>.

______ (2018a), “Monitoreo Ciudadano de Irregularidades en la Construcción”, <http://www.obrachueca.com>.

______ (2018b), “¿Cómo saber si una obra es chueca?”, <http://blog.obrachueca.com/hola-mundo/>.

O’Boyle, Michael (2017), “Exclusive: Anti-money laundering group blasts Mexico in draft report”, Reuters, <https://www.reuters.com/article/us-mexico-corruption-exclusive/exclusive-anti-money-laundering-group-blasts-mexico-in-draft-report-idUSKBN1ED2AB>.

PAOT (Procuraduría Ambiental y del Ordenamiento Territorial) (2018), “Estadísticas generales. Denuncias ciudadanas e investigaciones de oficio recibidas por año” (gráficas, información oficial), <http://www.paot.org.mx/contenidos_graficas/delegaciones/graficas_gral.php>.

Reynoso, Cecilia (8 de diciembre de 2017), “Obra Chueca aumenta número de reportes tras sismo del 19s”, Noticieros Televisa, <https://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/obra-chueca-registra-aumento-reportes-sismo-19s/>.

Rode, Philipp (2018), Governing Compact Cities. How to connect planning, design and transport, Northampton, Edward Elgar.

Ruiz, Carolina (18 de mayo de 2018), “Delegación Coyoacán duplica gasto en programas sociales y aumenta beneficiarios en pleno proceso electoral”, Animal Político, <https://www.animalpolitico.com/2018/05/coyoacan-programas-sociales-proceso-electoral/>.

______ (22 de mayo de 2018), “Instituto Electoral ordena suspender la entrega de apoyos y tabletas en Coyoacán por presunto uso electoral”, Animal Político, <https://www.animalpolitico.com/2018/05/entrega- apoyos-tabletas-coyoacan-uso-electoral/>.

Seduvi (Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda) (2018a), Normas Generales de Ordenación, <http://www.data.seduvi.cdmx.gob.mx/portal/index.php/que-hacemos/planeacion-urbana/normas-generales-de-ordenacion>.

______ (2018b), Norma 26, <http://www.data.seduvi.cdmx.gob.mx/portal/index.php/que-hacemos/planeacion-urbana/normas-generales-de-ordenacion/norma-para-impulsar-y-facilitar-la-construccion-de-vivienda-de-interes-social-y-popular-en-suelo-urbano>.

Smolka, Martim (2013), Implementing Value Capture in Latin America. Policies and Tools for Urban Development, Cambridge, Lincoln Institute of Land Policy.

Softec (2018), Horizonte Inmobiliario 2018, <https://www.softec.com.mx/home/images/descargas/180117Savac.pdf>.

Suárez, Gerardo (15 de febrero de 2015), “Norma 26 dejó lucro ilegal por 2.5 mmdp”, El Universal, <http://archivo.eluniversal.com.mx/ciudad-metropoli/2015/impreso/norma-26-dejo-lucro-ilegal-por-25-mmdp-130061.html>.

______ (2 de julio de 2017), “Congelan de nuevo la Norma 26”, El Universal, <http://www.eluniversal.com.mx/articulo/metropoli/cdmx/2017/07/2/congelan-de-nuevo-la-norma-26>.

Tapia, Mónica (2010), “Organizaciones de la sociedad civil y políticas públicas”, en José Luis Méndez (coord.), Políticas Públicas (Los Grandes Problemas de México), México, El Colegio de México, pp. 411-446.

______, Patricia Carrillo, Andrea Tapia y P. García (2006), Construyendo tu organización en 16 pasos. Manual de constitución legal de asociaciones civiles, México, Alternativas y Capacidades.

______, Beatriz Campillo, Susana Cruickshank y Giovanna Morales (2010), Manual de incidencia en políticas públicas, México, Alternativas y Capacidades.

______, y María Isabel Verduzco (2013), Fortalecimiento de la ciudadanía organizada. Diagnóstico y reformas para un ambiente propicio en México, México, Alternativas y Capacidades.

Tuirán, Rodolfo (octubre de 2017), “Reducir la corrupción en el sector de la construcción y en la industria inmobiliaria en la Ciudad de México salvaría vidas humanas ante un nuevo sismo”, Revista Este País, <http://www.estepais.com/articulo.php?id=1209&t=reducir-la-corrupcion-en-el-sector-de-la-construccion-y-en-la-industria-inmobiliaria-en-la-ciudad-de-mexico-salvaria-vidas-humanas-ante-un-nuevo-sismo>.

Wigle, Jill (2016), “De áreas verdes a zonas grises: gobernanza del espacio y asentamientos irregulares en Xochimilco, Ciudad de México”, en Antonio Azuela (coord.), La ciudad y sus reglas. Sobre la huella del derecho en el orden urbano, México, Instituto de Investigaciones Sociales-UNAM, pp. 141-173.



1 Ruta Cívica A. C. Arquitectura 65-1, Copilco-Universidad, Coyoacán, 04360, Ciudad de México. Correo: monicatapiaa@gmail.com. Teléfono: +52(55)56688502. Las ideas en que se basa este texto se presentaron en el Seminario sobre Trabajo y Desigualdades. Perspectivas sobre el Poder, el Trabajo y la Desigualdad Urbana, El Colegio de México, 4 de diciembre de 2017. Agradezco a Josefina MacGregor, Salvador Medina, Maritere Ruiz y Juan Fernando Ibarra por estas ideas y nuestros debates.

2 La teoría siempre ha ayudado a hacer buena práctica, a un buen activismo urbano; desde la organización Ruta Cívica lo tratamos de construir a través de campañas y articulaciones ciudadanas y multiactor en favor de la Ciudad de México (#Corruptour, #TúConstituyente, #ObraChueca, #CdMxSinCorrupción y #CIUDADania19s). El conocimiento práctico y desde la perspectiva ciudadana ayuda también a construir teoría y fundamentar políticas públicas. Véase también lo que he escrito en Alternativas y Capacidades, con el principio de contribuir al conocimiento teórico-práctico: Construyendo tu organización en 16 pasos. Manual de constitución legal de organizaciones civiles (Tapia et al., 2016); Manual de incidencia en políticas públicas (Tapia et al., 2010); “Organizaciones de la sociedad civil y políticas públicas” (Tapia, 2010); Fortalecimiento de la ciudadanía organizada. Diagnóstico y reformas para un ambiente propicio en México (Tapia y Verduzco, 2013).

3 El gobierno local (o municipal) en la Ciudad de México hasta mediados de 2018 lo representaron las “delegaciones”, que con la entrada en vigor de la nueva Constitución se transformaron en “alcaldías”. Aquí aún se usan de manera indistinta debido a esta transición.

4 El artículo 115 de la Constitución nacional legisla sobre los municipios y sus principales facultades; la Ciudad de México tiene su propio articulo 122 en la Constitución y los transitorios que crearon el Constituyente, los cuales le dan bases a ese diseño institucional particular.

5 Acosta (24 de octubre, 2017).

6 Ídem.

7 Mann (1984); Evans et al. (1985); Migdal et al. (1994).

8 Véase la literatura que Smolka (2013) y el Lincoln Land Institute han generado sobre la contribución de mejoras e instrumentos de potencial en América Latina.

9 González (en prensa).

10 Gómez del Campo (2016).

11 Reglamento de la Ley de Desarrollo Urbano, artículos 46-58.

12 Hung y Brain (2012).

13 Smolka (2013, p. 8): “Aún más, el principio de que ningún ciudadano puede acumular riqueza que no resulte de su propio esfuerzo, conocido como ‘enriquecimiento sin justa causa’, es común en la mayor parte de las constituciones latinoamericanas”.

14 Wigle (2016).

15 Para una descripción detallada de la segregación territorial de la Ciudad, véase Benlliure (2017).

16 Azuela (2016, pp. 14-15). Azuela escribe sobre estos arreglos discrecionales que constantemente redefinen al suelo urbano: “Lejos de concebir a la ciudad como una página en blanco sobre la cual se despliegan las reglas jurídicas [de la planeación] y la virtud cívica para ordenar las relaciones sociales, la lógica misma de los procesos de apropiación, producción y disputa por la ciudad (incluyendo la lógica propiamente espacial de dichos procesos) da forma y contenido a las normas y a las prácticas jurídicas correspondientes […] ciertos espacios son intocables y otros no; pero entre esos extremos hay una zona gris que no sólo es enorme sino que además se mueve todo el tiempo”.

17 González (en prensa) caracteriza como “planeación comprensiva” los instrumentos de los PGDU y PPDU y como “planeación estratégica” la creación de nuevos instrumentos, como Norma 26, polígonos de actuación, potencial de transferencia o Sistema de Actuación por Cooperación (SAC). En la planeación estratégica —se argumenta— se dan condiciones y flexibilidad para que los proyectos de inversión inmobiliaria puedan ejecutarse, bajo ciertas reglas y excepciones que la planeación comprensiva no considera. Los conflictos en torno a los proyectos de inversión en “megaproyectos” y los asentamientos “irregulares” deben interpretarse bajo un contexto y un conflicto sobre “las reglas” de la Ciudad.

18 Medina (31 de julio de 2018).

19 Para una explicación didáctica de esta normatividad, véase CIUDADania19s (20 de octubre de 2018).

20 Aquí se encuentra un tutorial sobre cómo hacer estas solicitudes de información: Obra Chueca (17 de octubre de 2017).

21 Sobre el Colegio Rébsamen, véase Aquino (20 de octubre de 2018), mientras que en el caso de Álvaro Obregón 286 se ha presentado un certificado de cinco pisos (cuando existían seis y hay contratos de arrendamiento de oficinas en el piso 6), mientras que en el Helipuerto se tiene un certificado de nueve pisos, cuando originalmente había seis y se agregaron tres más, además de la estructura del helipuerto.

22 Desde organizaciones como Cartocrítica, CIUDADania19s y Ruta Cívica, se está en proceso de “abrir” esta información mediante solicitudes de información y recursos de revisión. La diferencia entre información pública o información abierta consiste en que esta última está creada bajo el enfoque de “transparencia proactiva”. Es decir, no esperar a que múltiples ciudadanos, a través de solicitudes, accedan a “pedazos particulares” de la información pública, sino que el gobierno publique toda la información y la vuelva “abierta” para tener acceso a ella, sin mediar una solicitud. Como respuesta a estas demandas, en enero 2019 la Agencia Digital de Innovación Pública “abrió” y publicó el Atlas de Riesgo (todavía no actualizado), pero aún no está integrado al catastro.

23 Softec (2018) estimó la inversión total en el mercado inmobiliario en 570 000 millones de pesos en 2017 (el sector de vivienda representaba 350 000 millones). Estima que en la Zona Metropolitana de la Ciudad de México se requieren en 2018 937 000 viviendas. De acuerdo con Gazca Zamora (octubre de 2018) hay una creciente liquidez y sobreacumulación de capital financiero que se está canalizando al sector inmobiliario a través de los Certificados de Capital de Desarrollo (CKDs) y los Fideicomisos de Inversión en Bienes Raíces (FIBRAS).

24 Véase Obra Chueca (2018a), sobre todo, los reportes elaborados por Obra Chueca (13 de noviembre de 2017). La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) (julio de 2018) elaboró un Informe Especial donde se refirió al término de “corrupción inmobiliaria” en su comunicación oficial. Desde el punto de vista de los desarrolladores, véase también Desarrollador Confiable (s. f.) y Mexicanos contra la Corrupción y Mejor Ciudad (4 de febrero de 2019).

25 Las cifras de la Procuraduría Ambiental y de Ordenamiento Territorial (PAOT) —que tiene el mandato de recibir denuncias de la ciudadanía, orientar, documentar e investigar violaciones y emitir recomendaciones a las autoridades— son el reflejo del aumento en la corrupción inmobiliaria. En 2003, cuando se creó, recibió 49 denuncias; entre 2009-2015, recibió entre 800 y 1 500 al año. Entre 2008 y 2015 recibió entre 2 300 y 3 500, y de 2016 a la actualidad, al año recibe más de 4 500. Véase PAOT (2018).

26 Véase la sentencia no acatada del caso de la violación del uso de suelo del Cine Coyoacán en Juárez (2017) o de una librería que violó el uso de suelo construida por la propia Secretaría de Cultura del Gobierno Federal en La Jornada (2012), como un ejemplo de cientos. A partir de la nueva Constitución y la Ley General y Local del Sistema Nacional AntiCorrupción, el Tribunal Contencioso Administrativo se convirtió en Tribunal de Justicia Administrativa.

27 La recomendación de la CDHDF 4/ 2015 revisa 13 casos emblemáticos, después de recibir cientos de quejas por violaciones de construcciones y gestión urbana. En CDHDHF (julio de 2018) recoge 23 recomendaciones sobre el tema, y en numerosas ocasiones cada recomendación ocupa decenas de denuncias por el mismo tema.

28 En Cordobanes 15, San José Insurgentes, por ejemplo, el Tribunal revocó todas las sanciones impuestas por la delegación, la PAOT y el Invea (Instituto de Verificación Administrativa), que consistían en cobrar la multa y demoler tres pisos adicionales. El Tribunal decidió levantar la clausura y liberar el folio real del inmueble. Véase Reynoso (8 de diciembre de 2017).

29 Sobre el primero, véase el caso de Reforma 368 relatado por Mauleón (8 de mayo de 2017), y sobre el segundo, véase Montes de Oca (20 de octubre de 2018).

30 La rápida expansión de operación de Walmart en México reportada por Barstow y Bertrap (18 de diciembre de 2012) en el New York Times, artículo que mereció el premio Pulitzer, investigó justamente los servicios de gestoría y corrupción de la empresa, por medio de la cual “se intermediaba y terciarizaba” la corrupción.

31 Las relaciones entre gestores y “listas de los que ya están arreglados”, la “siembra de permisos y usos de suelo apócrifos”, las omisiones de las verificaciones y los costos aproximados de esta corrupción en la delegación Cuauhtémoc están bien descritas por Camarena y González (1 de diciembre de 2016).

32 Por ejemplo, en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal entre 2015-2018 los cuatro legisladores clave de distintos partidos —Partido Acción Nacional (PAN), Partido Revolucionario Institucional (PRI) y Partido de la Revolución Democrática (PRD)— habían sido previamente delegados y dejado un grupo de confianza en cargos dentro de su delegación. Ellos, junto con el jefe de gobierno, tuvieron el poder de nombrar a funcionarios en puestos clave como en el (Invea), la CDHDF o el Tribunal de Justicia Administrativa. En particular, las propuestas de dos exfuncionarios del Invea para salas especializadas en combate a la corrupción y el Tribunal de Justicia Administrativa enviadas por Miguel Mancera en diciembre 2017 reflejaban una red de corrupción ya estructurada entre la delegación, el Invea y el Tribunal, es decir, incluía diversos poderes y oficinas que deberían funcionar con autonomía, para fiscalizar y como contrapesos (ejecutivos locales, el Ejecutivo de la ciudad y el Judicial).

33 Véase la red de empresas, representación legal y diversos funcionarios de los tres reportajes que hizo La Silla Rota (2018a, 2018b y 2018c). Véase también Mauleón (5 de julio de 2016).

34 Según estudio de Mexicanos contra la Corrupción y Mejor Ciudad (4 de febrero de 2019), 94% de los entrevistados ha sido víctima de corrupción y extorsión.

35 De acuerdo con Medina (31 de julio de 2018): “Los años de aprobación de los programas de desarrollo delegacional son los siguientes: Álvaro Obregón, 2011; Azcapotzalco, 2008; Benito Juárez, 2005; Coyoacán, 2010; Cuajimalpa de Morelos, 1997; Cuauhtémoc, 2008; Gustavo A. Madero, 2010, Iztacalco, 2008; Iztapalapa, 2008; Magdalena Contreras, 2005; Miguel Hidalgo, 2008; Milpa Alta, 2011; Tláhuac, 2008; Tlalpan, 2010; Venustiano Carranza, 2005, y Xochimilco, 2005”.

36 Artículos 76-84 del Reglamento de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal. Se han hecho diversas críticas también a que las autorizaciones emitidas se basen en estudios pagados por el propio constructor y su respectivo sesgo.

37 Como Gómez del Campo (2016, p. 325) explica sobre retribuciones monetarias al gobierno: “no rinde cuentas en absoluto de su administración, ni de su cobro ni, menos aún, de su destino”. De acuerdo con el primer reporte de Obra Chueca (13 de noviembre de 2017) —un monitoreo ciudadano de irregularidades en la normatividad urbana—, de 324 reportes sobre mitigaciones, 45% denunció que no se habían cumplido y sólo 1.2% afirmó que se habían cumplido.

38 Facultades del Comité del Patrimonio Público de la Oficialía Mayor del Gobierno de la Ciudad y el Instituto de Administración y Avalúo de Bienes Nacionales (Inaabin).

39 En 2013 un empresario inmobiliario reveló que el delegado Mauricio Toledo en Coyoacán le pedía el doble de un soborno. Se investigó que era un desarrollo en Céfiro 120, un espacio abierto por una previa donación. El inmobiliario hizo pública una grabación que filtró a los medios, pero nunca levantó una denuncia en la Contraloría o una demanda en el Ministerio Público. Así, 120 departamentos en cinco torres se construyeron sin sanciones para el desarrollador ni para la autoridad. A la fecha, Mauricio Toledo es diputado federal, después de haber sido diputado local y presidente de la Asamblea Legislativa. Un exfutbolista (Manuel Negrete) se convirtió en el tercer alcalde de Coyoacán; Toledo apoyó y operó su campaña.

40 Las Normas Generales de Ordenación, entre las cuales se encuentra la Norma 26, “regulan la intensidad, ocupación y formas de aprovechamiento del suelo y el espacio urbano, así como las características de las edificaciones, la transferencia de potencialidades de desarrollo urbano y el impulso de la vivienda de interés social y popular”. Véase Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda (Seduvi) (2018a), y, específicamente sobre la Norma 26, Seduvi (2018b).

41 Véase Suárez (15 de febrero de 2015).

42 Véase Suárez (2 de julio de 2017).

43 Artículos 46 al 58 del Reglamento de la Ley de Desarrollo Urbano.

44 Véase, por ejemplo, la transferencia de potencial del predio emisor de Florencia 36 a Paseo de la Reforma 342 (Gaceta Oficial del 10 de julio de 2013) o Tokio 426 (Gaceta Oficial del 28 de agosto de 2015), a partir de Hoffman (15-16 de marzo de 2018).

45 Inicialmente, comenzaron como desincorporaciones de bienes de dominio público y creación de las Áreas de Gestión Estratégica (AGES) como un “instrumento de planeación y ordenamiento territorial del desarrollo urbano-ambiental, en áreas específicas de la ciudad, cuyos objetivos son la regeneración, recualificación y revitalización urbana y/o ambiental”. Posteriormente, fue la Zona de Desarrollo Económico y Social (Zodes), que conformaba un “clúster de desarrollo inmobiliario, enfocados en una actividad económica en 5 zonas de la ciudad: 1) Ciudad Administrativa y Judicial (Col. Doctores), 2) Corredor Cultural-Creativo (Avenida Chapultepec), 3) Agrociudad (Tláhuac), 4) Ciudad del Futuro (Pedregal de Santo Domingo, Tlalpan) y 5) Ciudad de la Salud (Tlalpan)”. Tras varias protestas vecinales, se suspendió en julio de 2015, en un acuerdo entre el titular de la Seduvi y diputados.

46 Algunos ejemplos de estas concesiones en la ciudad han sido: 1) permuta de terrenos del Reclusorio Sur a la empresa COPRI, ahora convertida en Cumbres de Santa Fe, a cambio de construcción de Puentes de los Poetas, Santa Fe; 2) declaratoria de necesidad y Título de Concesión de la Supervía; 3) El Corredor Cultural Chapultepec, que fue cancelado; 4) CETRAM (Centros de Transferencia Modal) El Rosario, Buenavista, Chapultepec y Tláhuac (próximamente), entre otros.

47 Según Medina (31 de julio de 2018) se saltan los procedimientos de “Aviso público de inicio; Fundamentación, diagnóstico-pronóstico de la zona, imagen objetivo, estrategia de desarrollo, modelo de ordenamiento, acciones estratégicas, instrumentos e indicadores; Talleres de participación ciudadana; Consulta pública; Discusión pública y aprobación en la Asamblea Legislativa; Detalles del plan, incluyendo los usos de suelo, obra pública, etcétera y el propio tiempo de elaboración y aprobación que puede llevar más de un año”.

48 Véase una explicación más detallada de los SACS en Medina (13 de julio de 2018) (Datos de Suma Urbana con datos de la Gaceta Oficial) y en Luna (2018).

49 Medina (31 de julio de 2018) refiere el ejemplo del SAC Granadas para regenerar los terrenos de la fábrica de General Motors. Desde 2013 se creó una “ventanilla única” para trámites de construcción. En 2014 se elaboró un plan maestro con un costo de 12 millones de pesos pagados por constructoras, el cual se ha difundido en la red, pero oficinalmente no es público. En abril de 2015 fue creado como el primer SAC, dentro del cual el Plan Maestro ha sido varias veces modificado. La “ventanilla única” se ha cerrado y abierto numerosas veces, tras conflictos y exigencias de parte de vecinos y diputados locales ante la Seduvi. Aunque se sepa que el fideicomiso del SAC cuenta con más de 130 millones de pesos, la mayor parte de los compromisos y mitigaciones no se han cumplido. Esta zona ha experimentado un desarrollo urbano descontrolado, con los servicios públicos a sus límites y problemas de tráfico antes inexistentes. En 2016, utilizando los fondos del presupuesto participativo (y no del fideicomiso), los vecinos de tres comités acordaron elaborar un Plan Parcial, que deberá pasar por una aprobación próximamente.

50 Esta iniciativa, redactada por 21 notables, incluyó en el artículo 21, apartado C, numeral 9: “Los derechos de edificación serán administrados por el gobierno de la ciudad para distribuir equitativamente las cargas y beneficios que imponga el ordenamiento territorial, incluyendo la recuperación de las plusvalías generadas que deberán ser aplicadas en beneficio de los sectores de bajos ingresos”.

51 Véase Medina y Tapia (5 de diciembre de 2016) y Coss (9 de diciembre de 2016).

52 Bajo la presión del lobby inmobiliario vía medios, desinformación y Constituyentes, se eliminó un potencial instrumento que, de haberse aprobado y aplicado correctamente, hubiera tenido un sentido redistributivo borrando: 1) el concepto de “los derechos de edificación”, 2) la recuperación de las plusvalías, 3) la distribución equitativa de las cargas y beneficios y 4) el uso de estos recursos en beneficio de los sectores de bajos ingresos”. Su redacción final quedó modificada de la siguiente forma: 1) la obligación de una “compensación monetaria para mitigar el impacto urbano y ambiental” —esta redacción sirvió para reafirmar la mitigación como pago monetario, con los problemas previamente explicados—; 2) su aplicación en zonas de influencia o de afectación —sin el efecto redistributivo hacia los sectores de bajos recursos—.

53 Casar y Ugalde (2018, figura 4.2).

54 Ibid., p. 101.

55La investigación de la “Estafa maestra” de la Auditoria Superior de la Federación y Animal Político ha documentado esta ruta sobre recursos públicos que son desviados para la operación y campañas, pasando por universidades y empresas fantasma. Véase Camarena y Moreno (20 de octubre de 2018).

56 Véanse los estudios clásicos de Cornelius (1973) y Friedrich (1968).

57 Casar y Ugalde (2018, p. 132).

58 Los vendedores ambulantes o los transportistas que tienen permisos y concesiones muy débiles son frecuentemente clientelas que se activan en tiempos electorales.

59 Frente contra la Pobreza (2018).

60 Frente contra la Pobreza (2018) y Ruiz (18 de mayo de 2018 y 22 de mayo de 2018). Casar y Ugalde (2018, p. 138) citan datos y reportes similares: el “Informe 2017 del Latinobarómetro reporta que 48% de los mexicanos dijo haber visto a candidatos o personas de los partidos repartiendo regalos o favores en la campaña electoral más reciente […] la Séptima Encuesta Nacional Electoral levantada reporta que 41% de los encuestados dijo haber recibido algún regalo o ayuda de algún instituto político, mientras que 57% declaró haber atestiguado esta práctica […] a uno de cada diez mexicanos (13%) le ofrecieron despensas a cambio de su voto; de ese universo, sólo 5% cambió el sentido de su voto (15% no contestó y 80% escogió al partido o candidato de su preferencia). Quienes cambiaron su decisión por recibir algo aumentó según lo entregado: a 14% si eran despensas, a 20% si se trataba de materiales de construcción y a 28% cuando se trataba de acceso a programas”.

61 Según Casar y Ugalde (2018, pp. 85-86), “para pagar los votos necesarios para ganar, por cada peso que puede gastarse legalmente se requieren 11.5 pesos de financiamiento ilegal”.

62 Casar y Ugalde (2018, pp. 136 y 153).

63 Véanse las gráficas sobre el aumento del flujo de efectivo en años electorales que tanto Frente contra la Pobreza (2018) como Casar y Ugalde (2018) muestran.

64 Casar y Ugalde (2018, pp. 147 y 150).

65 Camarena y González (1 de diciembre de 2016).

66 Ídem.

67 Véase Daen (5 de septiembre de 2016); López (2016), y Llanos et al. (5 de septiembre de 2016).

68 El borrador del reporte de la OCDE (Financial Action Task Force, FATF) sobre lavado de dinero previene de la falta de controles en el sector inmobiliario; véase O’Boyle (2017).

69 Castañeda (11 de enero de 2018).

70 Véase el análisis de Luna (2018).

71 La información financiera de la Supervía, por ejemplo, fue rechazada como información pública por el Instituto de Información del Distrito Federal (Infodf) por las resoluciones RR 1510/2010, RR 1511/2010 y acumulados RR 1520/2010. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, por su parte, ha hecho diversas solicitudes sobre el supuesto informe financiero anual que se debe presentar, sin que el gobierno o el sector privado (COPRI-OHL) hayan respondido a esta solicitud. Testimonio personal.

72 Véanse los ejemplos del Corredor Chapultepec y de la plaza comercial Oasis Coyoacán, donde se analiza cómo se toman decisiones de concesión privada con base en criterios de rentabilidad comercial y prácticamente no se toman en cuenta ni los beneficios públicos ni se consideran las externalidades negativas. López y Medina (2015), y Medina (1 de diciembre de 2015).

73 Aunque aquí no se analizan, vale la pena destacar otros dos instrumentos financieros y tributarios. Por ejemplo, las concesiones, que incluyen un sinnúmero de procesos sobre los parquímetros, fotomultas, mantenimiento vial y renta de espacios de bajopuentes, los CETRAM, publicidad en mobiliario urbano, transporte público, teléfonos públicos, bicicletas, entre otros. Estos permisos y concesiones prácticamente no se licitan y nuevamente la diferencia entre la ganancia del privado y la de la ciudad es desproporcionada.

74 Casar y Ugalde (2018, p. 154).

75 Artículo 15, sección D, párrafo 5-III de la Constitución de la Ciudad de México.


V. LA PLANEACIÓN Y LA GESTIÓN METROPOLITANAS FRENTE AL DESAFÍO DE LA CIUDAD INCLUYENTE

René Coulomb1

“DISTRITO FEDERAL” Y MUNICIPIOS CONURBADOS: UNA METRÓPOLI DIVIDIDA

En 2010 se identificaban 59 zonas metropolitanas en las que vivía 56.8% de la población del país, siendo ya México un país predominantemente metropolitano. Sin embargo, quiero advertir que las reflexiones que voy a exponer se limitarán a los problemas de la metrópoli de la ciudad, o del valle, de México.

La Zona Metropolitana del Valle de México (ZMVM) es una construcción jurídica que pretende dar cuenta de la existencia de una unidad funcional, en términos demográficos y económicos, entre el ex “Distrito Federal”, hoy “Ciudad de México”, y 58 municipios aglomerados, uno de ellos en el estado de Hidalgo y los demás en el Estado de México. Se compone de demarcaciones administrativas pertenecientes a tres gobiernos estatales (ex Distrito Federal, Estado de México e Hidalgo): las 16 delegaciones políticas (hoy alcaldías) del ex Distrito Federal, entre 34 y 57 municipios del Estado de México y uno de Hidalgo, según se fijan los límites administrativos de la metrópoli, pero con varias atribuciones del gobierno federal. Es decir, hasta 73 administraciones “gobiernan” la ZMVM.2

Esta construcción jurídica está asentada sobre arreglos burocráticos muy débiles, no solamente porque la definición de las demarcaciones político-administrativas que la componen es objeto de un debate permanente. La afirmación de su unicidad oculta la gran diversidad de sus entidades territoriales y político administrativas, pero, antes que todo, también su gran desigualdad en términos del nivel socioeconómico de sus habitantes, de acceso a los servicios urbanos, de las condiciones medioambientales, así como de su infraestructura urbana o de los recursos de las haciendas locales.

Esta fragmentación político administrativa hace que uno de los principales retos de la ZMVM sea el de su gobernabilidad. En un análisis intitulado Estudio Metropolitano del Valle de México,3 la OCDE subrayó la fragmentación de los arreglos de gobernabilidad de la ZMVM.4 En la presentación pública de este estudio, el secretario de la OCDE, José Ángel Gurría, planteó que esta fragmentación ocurre en muchos casos por conflictos, dificultades, tensiones y rivalidades locales “que a veces llevan a los actores de la región a perseguir objetivos contrapuestos porque se busca el beneficio exclusivamente de uno de los elementos”.

A pesar de todo, el estudio afirma de forma muy optimista que la Reforma Política del Distrito Federal constituye una oportunidad para, vuelvo a citar, “modernizar la estructura de gobernanza metropolitana e institucionalizar la cooperación con otras entidades, así como propiciar su autonomía”. Menciona asimismo los proyectos del tren Toluca-Ciudad de México y el del Aeropuerto Intencional de la Ciudad de México en el municipio de Texcoco. Podemos pensar que la OCDE habría sido menos optimista sobre el futuro de la gobernanza metropolitana de haber redactado sus conclusiones después de analizar la forma como los gobiernos de dos entidades federativas de la denominada “Megalópolis” suelen enfrentar las contingencias ambientales del “valle” compartido: “deja de mandarme tus imecas”, “y tú, deja de mandarme tus desechos”.

La híperpolitización de la (no)coordinación interestatal de la Metrópoli es evidente, como también lo es la muy difundida práctica del marketing urbano en cuanto escuela de la competitividad entre gobiernos locales, no de la coordinación y, menos, de la cooperación.

POLARIZACIÓN SOCIAL DEL ESPACIO METROPOLITANO

El punto de partida de una reflexión en torno al desarrollo metropolitano con equidad es ciertamente la existencia de fuertes diferencias intra-metropolitanas entre los distintos tipos de poblamiento y también entre la Ciudad de México y los municipios conurbados. La cuestión de un desarrollo urbano con más equidad se articula con los debates emergentes en torno al derecho a la ciudad y a la denuncia de que el desarrollo urbano actual no produce ciudad, sino un espacio polarizado, fragmentado y excluyente, en donde el acceso a los equipamientos públicos es muy desigual, los espacios públicos se privatizan y la calidad de vida de las mayorías se deteriora cada vez más.

Los Sistemas de Información Geográfica permiten diferenciar el territorio metropolitano de acuerdo con sus características sociales y económicas, así como profundizar el diagnóstico en torno a las marcadas desigualdades que caracterizan una metrópoli social y espacialmente polarizada y desigual. Las investigaciones en torno a la división social del espacio metropolitano han puesto en evidencia un doble patrón espacial que contrasta los grados de pobreza y marginación entre, por una parte, el centro metropolitano y sus periferias, y por otra parte, entre el poniente y el oriente del espacio metropolitano.

Mapear la desigualdad socioespacial, así como profundizar el análisis de las diferenciaciones socio-territoriales y de las condiciones de vida de la población deberían permitir el sustento de las propuestas de políticas públicas que se propongan garantizar servicios urbanos, de educación, de salud y de esparcimiento más equilibrados, y contrarrestar los desequilibrios actuales, en particular entre la Ciudad de México y los municipios conurbados del Estado de México. Éste es el objetivo de los planes y programas del planificador.

Pero diseñar y llevar a la práctica un desarrollo metropolitano con equidad requiere de una planeación y una gestión que dispongan de instrumentos jurídicos, financieros, organizativos y participativos capaces de identificar, primero, y de enfrentar, después, los intereses y los actores que producen y reproducen un proceso de urbanización marcado con el sello de la segregación y la exclusión. No es así.

LA PLANEACIÓN TERRITORIAL Y EL PRINCIPIO DE EQUIDAD

La “reforma del Estado” y su “adelgazamiento” son procesos que han impactado desde la mitad de la década de los ochenta la planeación del desarrollo nacional, en general, y su dimensión territorial, en particular. Sin embargo, y de la misma manera como en el pasado se haya tal vez exagerado el papel del “estado urbanizador”, habría que cuidarnos también hoy de pensar que el país está preso de una total privatización de la gestión urbana, y de la entrega del desarrollo urbano al capital inmobiliario.

Lo que sí es indudable es que a golpe de “menos Estado” y de municipalización sin descentralización efectiva, la Reforma del Estado fue deslegitimando una planeación territorial sin instrumentos concretos de regulación de los conflictos sociopolíticos articulados con el desarrollo urbano.5 Frente a esta deslegitimación de la planeación urbana, el capital inmobiliario ha tenido una creciente capacidad de intervención en la elaboración de los planes de desarrollo urbano.

La falta de un proyecto consensuado propicia la toma de decisiones discrecionales y coyunturales como parte de un esquema sectorizado y descoordinado que no cuenta con los mecanismos adecuados para el control por parte de la representación social. La participación ciudadana ha sido restringida a la llamada “consulta pública”, con fuertes deficiencias en cuanto a: información limitada, plazos demasiado cortos para el análisis y la elaboración de propuestas, indefinición de la representatividad de los participantes y falta de transparencia en la [no] integración de las propuestas recogidas. Es decir, la planeación y la gestión de la metrópoli mexicana están muy lejos de lo que una vez Fernando Carrión definió como la función de la planeación, a saber, la de diseñar estrategias que permitan construir consensos entre las distintas fuerzas políticas y sociales alrededor de objetivos de transformación globales, con el fin de incluir y no de excluir.6 Este proyecto consensual se enfrenta a la aparente imposibilidad de planificar y gestionar democráticamente, a la vez, los intereses locales de la Ciudad de México y el interés global de una metrópoli de más de 20 millones de habitantes.

PRIVATIZACIÓN DE LOS BENEFICIOS Y SOCIALIZACIÓN DE LOS COSTOS DEL PROCESO DE (RE)URBANIZACIÓN

La gestión metropolitana se caracteriza por una cada vez más explícita voluntad de los gobiernos locales de atraer inversiones, en particular la llamada IED (inversión extranjera directa), en apoyo a grandes proyectos urbanos que generan una mayor fragmentación del territorio y tienden a consolidar la auto-segregación de los estratos de altos ingresos, a priorizar al automóvil en contra del transporte público y a consolidar la no-interacción social de la gran ciudad. Las inversiones públicas han beneficiado fundamentalmente a las inversiones privadas, como en el caso de la construcción de caminos y puentes para la integración ágil del complejo financiero y comercial Santa Fe.

Uno de los desafíos centrales de la conducción pública —no estatal— del proceso de urbanización es justamente el de crear instrumentos que impidan la privatización de los beneficios y propicien la socialización de los costos de la urbanización. ¿Cómo evitar que unos cuantos se apropien de los beneficios de la valorización constante del espacio construido, valorización que es en su mayor parte producto de un esfuerzo de la colectividad? Los debates recientes en torno a la introducción de la recuperación de plusvalía urbana en la Constitución de la Ciudad de México pusieron en evidencia que la planeación territorial en México no ha logrado asumir el principio de la “distribución equitativa de las cargas y los beneficios del proceso de urbanización”.

Tendríamos que interrogarnos sobre la muy escasa capacidad en nuestro país de crear instrumentos innovadores en materia de administración del suelo urbano que son hoy en día desarrollados en varias ciudades de América Latina. ¿Acaso la explicación no debe buscarse, entre otros factores, en las relaciones de poder y de clientelismos políticos, que se fueron tejiendo y consolidando en torno a la apropiación desigual de este recurso estratégico que es la tierra?

ESCASEZ Y DESIGUAL DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS FRENTE A NECESIDADES INSATISFECHAS

El acceso desigual a los recursos públicos se encuentra en el corazón de las desigualdades sociales del espacio metropolitano. El debilitamiento del Estado, resultado de las políticas neoliberales, ha afectado a los gobiernos locales. En los municipios conurbados del Estado de México la estrechez de las finanzas públicas y la ineficiencia, el burocratismo, la corrupción y el corporativismo sindical hacen que los gobiernos locales carezcan de los instrumentos y de las condiciones necesarias para aplicar la planeación y las políticas de desarrollo urbano.

Las finanzas de los municipios conurbados sufren un grave deterioro, mientras que la Ciudad de México ha mantenido una relativa fortaleza financiera. En ésta los ingresos propios representan más de 41%, mientras que en el Estado de México su peso es casi insignificante, al llegar apenas a 6%.7 Ello tiene una doble consecuencia: por una parte, el sobredimensionamiento del gasto público destinado a la administración y la raquítica inversión en obras públicas; por la otra, la dependencia de los recursos federales.

El gobierno del Estado de México dedica la cuarta parte de su presupuesto a los servicios educativos, mientras que en la Ciudad de México es la federación la que cubre el gasto de la educación básica. No sorprende entonces que las áreas periféricas de reciente urbanización presenten un nivel de instrucción inferior, mientras las delegaciones centrales concentran una sobreoferta de servicios educativos en los niveles de primaria y secundaria.

La distribución desigual de las cargas del proceso de urbanización entre las dos entidades y la gran disparidad en términos de recursos para hacerles frente consolidan un proceso de segregación / exclusión en beneficio de las áreas centrales de la aglomeración (básicamente la Ciudad de México), que presentan las mejores condiciones de vida.

GOBERNABILIDAD METROPOLITANA Y DERECHO A LA CIUDAD

Otros instrumentos siempre pospuestos se refieren a la gobernabilidad metropolitana. La necesidad y la urgencia de avanzar hacia la construcción de instrumentos de gestión metropolitana han sido reiteradas hasta el cansancio por los investigadores y planificadores urbanos. Se aduce que la construcción de gobiernos metropolitanos en el contexto de un sistema federal es demasiado problemática. De hecho, la propuesta de crear un cuarto nivel de gobierno ha sido siempre rechazada. Pero, al mismo tiempo, la reforma constitucional de 1985 no supo resolver la especificidad de la cuestión municipal en contextos metropolitanos. Y ya se ha estado apelando por más de tres décadas a la “voluntad política” de los actores gubernamentales para hacer realidad una gobernabilidad metropolitana siempre postergada. Sin embargo, ésta no se podrá lograr mientras los distintos integrantes de la Metrópoli no cedan algunas de sus atribuciones, en particular, en materia fiscal y presupuestal, sin que por ello se considere una violación de la autonomía municipal.

Lo cierto es que pesa sobre la actual existencia jurídica de la Metrópoli un cuestionamiento de la calidad democrática de su diseño original. Se trata de un proyecto burocrático que nunca se preguntó si era posible una gobernabilidad metropolitana fuera de la legitimidad que otorga la democracia representativa. El desafío de la gobernabilidad metropolitana remite a la cuestión de la ciudadanía metropolitana. En las conclusiones de un seminario reciente sobre la problemática metropolitana, se formuló el interrogante de si era posible una “identidad metropolitana”. Es una pregunta pertinente, porque sin la emergencia de esta identidad es probable que el proyecto metropolitano siga siendo un mero planteamiento burocrático con muy escasa legitimidad social, e incluso política.

Es probable que la construcción de una ciudadanía metropolitana encuentre su soporte dentro del precepto constitucional de la Ciudad de México: el derecho a la ciudad. En efecto, derechos como el que hay a la vivienda, al agua limpia y segura, a un transporte accesible y seguro, a un medio ambiente sano e incluso a beneficios como la seguridad pública o un desarrollo económico incluyente no pueden satisfacerse realmente si no es a nivel de una gestión metropolitana. Es decir, la plena satisfacción de estos derechos, entre otros, no puede darse si no es en el marco de los principios de la justicia distributiva y de la solidaridad entre habitantes de la Metrópoli. En cambio, asistimos a una práctica de aislamiento y hasta de confrontación entre los gobiernos de la Ciudad de México y los del Estado de México.

REFLEXIONES FINALES

La fragmentación de los gobiernos locales contribuye a una segregación excesiva del territorio por niveles de ingreso, que hace que los sectores ricos evadan los costos redistributivos de los servicios en favor de los sectores más pobres. Actúan también las limitaciones actuales de la planeación del poblamiento metropolitano, en particular la falta de instrumentos de gestión orientados a la regulación del mercado inmobiliario, sin dejar de resaltar nuevamente las grandes desigualdades de recursos públicos entre la Ciudad de México y los municipios conurbados. Éstas son condicionantes que se refuerzan entre sí y que hacen dudar de que una política pública pueda impulsar eficazmente un desarrollo urbano metropolitano más incluyente.

A lo largo de las 84 ponencias que se presentaron en el segundo Seminario Internacional Repensar la Metrópoli, al que convocó la Universidad Autónoma Metropolitana en 2013, fue bastante redundante, en un ambiente de cierto desaliento ante los muy limitados avances de la planeación y de la coordinación metropolitana, la queja de una ausencia de “voluntad política” de los actores institucionales implicados, así como la demanda de que la legislación, desde la Constitución, establezca explícitamente la obligatoriedad de dicha coordinación entre los tres niveles de gobierno. Es no entender que la cuestión de la gobernabilidad metropolitana se refiere a un asunto de conflicto de intereses y de lucha de poder. Y que, por lo mismo, la clase política no está muy interesada en cuestionar el statu quo de los actuales arreglos institucionales.

Pero tampoco la población hace suya la cuestión metropolitana. Se puede más bien observar una ciudadanía atrapada, como la clase política, en el laberinto de sus intereses particulares y sin motivación para anteponer una realidad —la metropolitana— que aparece muy alejada de su cotidianidad. Y, sin embargo, la gobernabilidad de la Metrópoli requiere de la cooperación entre sus habitantes, pues es una realidad que debe entenderse, antes que todo, como social y política, no sólo como una estructura físico espacial y económico ambiental, que también lo es.

En este sentido, la ZMVM es un proyecto político todavía en construcción. El desafío consiste en convertir su actual existencia jurídica en una realidad política afianzada sobre un razonable nivel de gobernabilidad democrática. Esto implica evidenciar ante los ojos de los habitantes de la Metrópoli mexicana que su gobernabilidad democrática pasa por revertir la segregación creciente entre la Ciudad de México y los municipios del Valle de México. Una ciudad del “primer mundo”, el ex Distrito Federal, rodeada de un cinturón tercermundista suburbanizado constituye un patrón socio espacial éticamente insostenible y políticamente perverso. Una Metrópoli así no es gobernable sino en forma autoritaria, aunque —esperamos— no por mucho tiempo más.
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TERCERA PARTE
Desigualdades espaciales y laborales


VI. EL TRABAJO EN LAS CALLES

Carlos Alba Vega1
Mauricio Rodríguez2

INTRODUCCIÓN

Las calles, como espacio público por excelencia, representan puntos de encuentro, de negociación y de intercambio de la ciudadanía. Más que la sucesión de edificios, viviendas y comercios alternados por parques, iglesias y mercados, las calles constituyen y dan sentido a la ciudad. Los recuerdos primordiales de lo público comienzan en las calles de manera sensorial al dar los primeros pasos fuera del hogar con los olores, los colores, lo sabores, los sonidos distintos a los de la casa. La calle abre también el horizonte a lo político. Pero la calle es un espacio heterogéneo porque también es producido por los usuarios; el mismo tramo espacial tiene distintos significados. Para analizar el proceso histórico de producción social del espacio, Lefebvre3 enfatiza las interrelaciones entre lo percibido, lo concebido y lo vivido. La calle es un reflejo de las desigualdades sociales;4 por eso puede ser distante y distinta en los centros y las periferias de las ciudades o incluso dentro de cada centro y periferia. Con sus recursos materiales y simbólicos, la calle expresa la opulencia y la miseria de la sociedad. Las calles y la urbanización; sus formas y tipo de materiales de construcción; la ubicación y el uso de los edificios; su altura y la relación entre ellos; la uniformidad, harmonía o heterogeneidad que guardan entre sí en la misma calle y las adyacentes reflejan el orden social; son signos y símbolos que pueden leerse como una “gramática del poder”.5 La calle puede ser un lugar para el juego infantil y para la aventura juvenil, para el paseo y el descubrimiento a pie, pero puede ser también un espacio donde se miden el miedo al peligro y la violencia. La calle es cauce de procesiones religiosas y manifestaciones políticas; es vía para el tráfico, y camino para movilizaciones y reivindicaciones sociales. La calle es un espacio público para la circulación de peatones y vehículos, pero también un espacio que se cierra al paso y se privatiza, sea como medio de contención, protección y exclusión de seguridad, o como alternativa para la sobrevivencia ante la falta de empleo cuando se instalan puestos de venta como una forma de ganarse la vida.

En este texto nos interesa examinar esta última dimensión: la calle como elemento central en la comprensión de las dinámicas urbanas, como recurso económico en el cual de desarrollan distintas actividades generadoras de ingreso, tanto por la vía formal como por la informal.6

El trabajo en las calles es una de las expresiones más claras de las contradicciones del tipo de desarrollo mexicano, país donde 6 de cada 10 personas trabajan en la economía “informal” sin protección social. Su expansión desmesurada a partir de los años ochenta del siglo XX proviene de las transformaciones ocurridas en la demografía, la economía y la política, así como del deterioro de la calidad de vida en el campo y en las grandes ciudades.

Si nos referimos al empleo de quienes se dedican al comercio en la vía pública, aparecen tres ámbitos por los que su análisis resulta relevante. (I) En primer lugar, son actores locales que desde la liberalización económica se dedican a la venta de productos globales. El conocimiento de las características de su trabajo permite examinar un tipo de inserción económica “desde abajo” de países como México con la economía global. Deja ver, en perspectiva de largo plazo, el cambio de ruta comercial de los productos importados de consumo popular, que en el siglo XIX fue transatlántica (con Europa), en el siglo XX fue de norte a sur (con Estados Unidos) y en el siglo XXI es cada vez más transpacífica para estos productos (con China). El caso de los comerciantes en vía pública permite distinguir, solamente para efectos analíticos, dos caras de la globalización: la hegemónica, dominante, en manos de grandes grupos económicos del mundo de las finanzas, la industria, el comercio y los servicios; y la globalización desde abajo, subalterna o no hegemónica,7 que moviliza a millones de personas, mercancías y dinero por canales no convencionales, para hacer llegar a los pobres de todo el mundo productos nuevos y usados, originales y copiados, genuinos y falsificados.

(II) En segundo lugar, el análisis del comercio popular en las calles permite conocer cómo los grandes sectores de la población, a pesar de que no tienen un empleo seguro y oficial en negocios establecidos, y de que no cuentan con ningún sistema de protección social, logran crear sus propias alternativas ocupacionales para sobrevivir. Este comercio ofrece oportunidades de empleo flexible a las mujeres y permite la movilización de sus recursos familiares y de sus redes sociales. Por estas razones, interesa conocer la magnitud total de las personas que trabajan en la calle como comerciantes y la forma en que se distribuyen en las entidades federativas y en las ciudades principales. También interesa conocer las características de sus lugares de venta (si están en lugares fijos, semifijos o son ambulantes), y las desigualdades que existen en su interior: la proporción de hombres y mujeres, así como el tiempo que destinan a su trabajo y el ingreso que perciben según el sexo. Asimismo, importa saber su nivel de escolaridad; si cuentan o no con protección social, y ubicar su distribución espacial en el país para indagar sobre los factores que propician o inhiben su expansión. Es muy importante también explorar sobre el impacto que la pandemia de covid-19 ha tenido sobre las personas que trabajan en los espacios públicos.

(III) En tercer lugar, existe una dimensión política muy relevante que puede ser develada a través del análisis de las personas que trabajan en las calles. En los procesos de transición a la democracia que muchos países latinoamericanos han vivido en las últimas décadas, en sus poliarquías pobremente institucionalizadas, se mantienen instituciones sociales muy persistentes y poderosas, como la familia, el compadrazgo, el clientelismo y el corporativismo.8 Es importante observar que estas estructuras se conservan e influyen en sociedades que se consideran democráticas, y en ese sentido, querer aplicar los modelos normativos propios de las organizaciones complejas y altamente formalizadas a estas situaciones puede convertirse en un obstáculo epistemológico para conocer el funcionamiento de este tipo de democracias.9

Esta dimensión política se intersecta en las ciudades con el problema del espacio, que es crucial para el comercio en la vía pública. Las personas que venden, a diferencia de los pequeños productores industriales, necesitan ubicarse en los lugares más visibles y transitados por automovilistas y peatones, porque son sus clientes; por ejemplo, en espacios públicos como las plazas, los parques, las calles, el transporte público,10 los centros de las ciudades y otros espacios de aglomeración. Sin embargo, estos lugares, en los que generalmente la venta está prohibida, se los disputan con otros actores sociales, económicos y políticos, por lo que las personas que trabajan en las calles en algunos de los espacios forman asociaciones bien organizadas; en ciertos casos, como el de la Ciudad de México, esto ocurre desde los años 30 y 40,11 para negociar y defender sus intereses frente a las acciones gubernamentales.12 Las personas que trabajan en la calle como comerciantes ambulantes han crecido mucho en número en las últimas décadas y en algunas partes se han convertido en recursos económicos y políticos. En esta dimensión, el trabajo en las calles nos permite adentrarnos en el conocimiento de la política informal que interviene también en la gobernanza urbana.

REFLEXIONES SOBRE LA PERCEPCIÓN EL ESPACIO DE LA CALLE

La calle ha sido ante todo un espacio público, un dispositivo de movilidad, antónimo del hogar como espacio privado. Ha sido históricamente un producto de relaciones sociales; un campo de disputa sobre su apertura y cierre, sobre su uso y disfrute. Es también un espacio polisémico que puede expresar un deseo de esparcimiento y también de inseguridad; lugar para la fiesta y para la protesta. La calle es espacio de contradicciones y por lo tanto de síntesis, sobre todo cuando se ubica en lugares centrales como el de la Ciudad de México, donde se concentra la mayor cantidad de comerciantes en vía publica.

La calle es área de libertad para escaparse de la casa y de la escuela, para deambular; y al mismo tiempo, es sitio de prohibición, de incertidumbre y de miedo. La casa natal, la casa de la infancia o la casa final es el espacio cerrado, íntimo y personal. Es la respuesta a uno de los requisitos humanos básicos: la necesidad de habitar, de conectarnos, aunque sea temporalmente, con un lugar del planeta que nos pertenezca y al que pertenezcamos.13 Dice Bachelard que “La casa es nuestro rincón del mundo… nuestro primer universo. Es verdaderamente un cosmos […] La vida comienza bien, comienza encerrada, protegida, toda tibia en el girón de la casa […] La casa es una de las más grandes potencias de integración para los pensamientos, los recuerdos y los sueños”.14 La casa nos da razones o ilusiones de estabilidad, mientras que la calle es el espacio abierto, social y público; es lugar de incertidumbre. El deseo de calle pasa también por la estructura de clases, por las dimensiones de las casas y los departamentos y por el estilo de las construcciones de cada época. Hay casas abiertas con patios interiores y casas cerradas. El niño urbano de estas últimas viviendas y departamentos no puede contemplar las estrellas desde la casa, necesita el espacio abierto de la calle.

El mundo perceptual de la calle, las primeras sensaciones que se perciben de ella a través de los sentidos, están marcadas por la hegemonía de la vista —el sentido con mayor alcance; órgano de la distancia y de la separación—, que capta lo próximo, lo lejano y lo periférico. El poder de una mirada puede castigar, animar o dominar.15

Como lo ha mostrado Göran Therborn16 en sus estudios sobre grandes ciudades del mundo, “la lectura de la urbanización de las ciudades muestra las diversas etapas por las que han pasado y las relaciones de poder que las han marcado. La distribución espacial y los distintos signos y símbolos […] revelan un orden social y necesitamos saber el significado que la gente les confiere”.17 La vista percibe la heterogeneidad de la arquitectura: mansiones y vecindades; la diversidad de las alturas de las edificaciones y la calidad de las construcciones: las residencias y los tugurios; la observación de las desigualdades sociales que a cada paso se manifiestan en todas partes: en los aparadores cuyos modelos pocos pueden comprar; en los cruceros, cuando se mira a las personas que limpian parabrisas y a los malabaristas frente a los automovilistas; en las estatuas de bronce y los nombres de las calles que simbolizan glorias pasadas.

La vista penetra en los materiales naturales —piedra, ladrillo, adobe, madera— que expresan su edad e historia; la pátina incorpora la experiencia del tiempo, mientras que los edificios modernos se presentan al ojo como superficies implacables que no manifiestan su esencia material ni su edad, puesto que aspiran a una perfección eternamente joven.18

El predomino de la vista se ha ampliado con las invenciones tecnológicas, desde la cámara fotográfica, los letreros luminosos y el cinematógrafo, que tienen a la calle como uno de sus escenarios favoritos, hasta los dispositivos móviles, el teléfono inteligente, la tableta o la computadora, que llevan las imágenes a todas partes y transgreden la separación entre lo público y lo privado, entre el trabajo en la oficina y el descanso en la casa, e inauguran el teletrabajo.

La calle es también un campo para las sensaciones hápticas. “La ciudad contemporánea es la ciudad del ojo, de la distancia y la exterioridad. La ciudad háptica es la ciudad de la interioridad y de la proximidad”.19 “El tacto es el órgano de la cercanía, la intimidad y el afecto. El ojo inspecciona, controla e investiga, mientras que el tacto se acerca y acaricia. Durante experiencias emocionales abrumadoras tendemos a cerrar el sentido distanciante de la vista; cerramos los ojos cuando soñamos, cuando escuchamos música o acariciamos a nuestros seres queridos […] La piel lee la textura, el peso, la densidad y la temperatura de la materia”.20 El tacto tiene su interés en las superficies; la experiencia cenestésica del espacio que complementa a la experiencia visual: las texturas que sienten las plantas de los pies cuando caminan por calles empedradas y por banquetas con superficies desniveladas, porque las calles permiten caminar y por lo tanto hacen posible tentar un ritmo distinto al que perciben los ojos en la arquitectura. El término ritmo en la arquitectura “se toma prestado de otras artes que involucran un elemento de tiempo y se basan en el movimiento, como la música o el baile”.21 Recíprocamente, tal vez el ritmo de la música se origina en el compás de los pasos al caminar. La persona “se da cuenta que su organismo es también habitado y gobernado por los ritmos. Sus pasos, su respiración, los latidos de su corazón cortan la duración en intervalos regulares”.22 Las yemas de los dedos de la mano que al compás de los pasos recorren las paredes para sentir si han sido bañadas por el sol; la aspereza de los tabiques aparentes o la suavidad y finura de los enjarres de distintas contexturas y granos, alternadas con las rejas de las ventanas, son prácticas táctiles que brinda la calle. La experiencia del tacto permite estar en contacto. Los lugares públicos, los centros de las ciudades, los mercados son espacios de empujones y apreturas. El tacto es la experiencia más personal de todas las sensaciones.23

El espacio auditivo que se experimenta en la calle es menos concentrado y más disperso y ambiguo que el de la vista. “La vista aísla mientras que el sonido incluye: la vista es direccional en tanto que el oído es omnidireccional. El sentido de la vista implica exterioridad, pero el sonido crea una sensación de interioridad.”24 Aunque el alcance del oído es mucho más limitado, permite, de todas maneras, escuchar simultáneamente los gritos de los voceadores de periódicos y de los vendedores en los espacios públicos, el ruido del tráfico y la música que se escapa de las tiendas y de los organilleros, las campanas de las iglesias, el movimiento de las cortinas de hierro de las tiendas, el murmullo de las conversaciones, el suave sonido de la lluvia.

El olor, como lo advierte Hall, “evoca recuerdos mucho más profundos que la visión o el sonido”.25 La variedad olfativa y visual de la calle es muy distinta entre países y culturas. La olfacción es primordial para constatar la diversidad y la diferenciación de los espacios, la confrontación y los contrastes entre el aroma del pan recién horneado en la madrugada, la madera aserrada en los talleres de carpintería, el tostado del café, los guisos de las loncherías y las taquerías, el pasto que acaba de ser cortado en los parques, el olor de las verduras frescas y de la barbacoa en los tianguis; el aroma de la tierra mojada con la primera lluvia, pero también, la fetidez de las alcantarillas de los drenajes y la pestilencia del monóxido de carbono de los automóviles en la tarde.

El recuerdo más perdurable de un espacio puede ser su olor. La memoria puede traer al presente olores que percibimos en la infancia; el efluvio del ropero abierto de la abuela; la alhacena que guarda las hierbas, las conservas y los quesos; la troje que almacena rastrojo, chiles secos o trigo a granel, la comida favorita, la ropa recién lavada, en aroma de una caja de lináloe, la entrada a un cuarto o una tienda particular.

Las calles son lugares para las sensaciones y las emociones. En la calle se aprende a saber lo que es la cautela y la audacia; el reconocimiento de los errores y el sabor de los éxitos. Si la casa es el lugar de los cuidados, en la calle se pagan los descuidos. Cuando la casa es el lugar del encierro, la calle poco transitada es el espacio de juego con latas vacías como balones y con chamarras como porterías. La casa cubre, la calle descubre. En la calle el niño deambula de la mano de sus padres al cruzarla y pocos años después sale de su mirada vigilante. La calle, lugar para vagabundear a pie (Flâner) sin rumbo ni objetivo, a no ser el apetito de aprehender la riqueza del paisaje urbano y “refugiarse en la multitud”,26 puede deparar una aventura en cada esquina. Recorrerla en auto es una experiencia sensorial muy diferente. Caminar permite conocer a la gente, al menos de vista; el auto encierra y reduce la sensación de desplazamiento a través del espacio urbano y rural. El despliegue de los sentidos es diametralmente opuesto: de la máxima a la mínima sensación. Además, el organismo está hecho para apreciar el entorno a velocidad limitada, aunque sin duda el vértigo de la alta velocidad puede despertar otras sensaciones. Basta con circular a alta velocidad por una autopista y después por un camino de terracería para descubrir cómo con el aumento de velocidad la participación sensorial decrece, se obstruye la visión de los detalles y se altera nuestra relación con la naturaleza. Por eso Edward Hall advierte que los automóviles aíslan al hombre no sólo de su medio sino también del contacto humano. El automóvil se adueñó de la calle y de la ciudad; “en los Ángeles, ciudad automovilística por excelencia […] 60 o 70% del espacio está dedicado a los coches (calles, estacionamientos y viaductos, o caminos de acceso limitado). El vehículo se traga los espacios donde podría reunirse la gente”.27

Esas mismas calles son espacios de diversión y de confrontación; de formación cívica y política. Las calles son lugares de ocio y de negocio; de pérdida de empleo y de creación de trabajo. La vía pública es también escuela; lugar de entrenamiento para la vivencia y la sobrevivencia. La calle es todo eso y más.

“La ciudad es la calle”, dice Borja28 apropiándose de lo que escribió Oriol Bohigas en el prólogo de Ciudad: espacio público y ciudadanía. Pero añade:


hay ciudad cuando hay centros, lugares significantes, por su historia y su patrimonio físico, por su memoria colectiva y su polivalencia, por su animación y su capacidad de sorprender […] Las ciudades nacieron del poder y de la confrontación con el poder, del mercado y de la mezcla de gentes y de actividades, de su densidad de residentes y de visitantes […] los centros museificados no son centros, los centros degradados tampoco. En unos no hay vida interna, en los otros no la hay externa. Hay centros incluyentes y centros excluyentes, centros que te hacen sentir ciudadano, libre e igual y centros para usuarios y consumidores que tienen papeles administrativos y solvencia económica […] Y hay centros en cada barrio, calle mayor, plaza histórica. Se inventan centros por el uso social y, afortunadamente, también por algunas políticas urbanas que los recuperan y los inventan.

La ciudad es la calle y la plaza, son los lugares de ciudadanía, que crean y expresan el nivel de ciudadanía, de libertad e igualdad. La calle que nos lleva a los centros, la calle que articula la ciudad, que nos proporciona recorrido y escenario, la calle es función y es paisaje, “no es una carretera” […] Y es la plaza, lugar relacional por excelencia, ordenador funcional y referente icónico, que puede maximizar la intensidad de la actividad económica y de la vida social. La calle y la plaza donde se expresa la ciudadanía colectivamente.



La calle es un campo lúdico, social, político y cultural. Es un espacio para ser recorrido por cualquier medio, pero es también un espacio económico. La gente sin trabajo inventa su modo de sobrevivencia en la calle. En tiempos de pandemia para nadie es tan difícil evitar la calle como para las personas que trabajan en la vía pública, ya que no tienen ningún sistema de protección social. Es el trabajo en estas calles lo que nos interesa examinar.

EL TRABAJO EN LAS CALLES

En este lugar abordaremos solamente algunos aspectos relacionados con la segunda dimensión que hemos mencionado: la importancia que tiene este tipo de empleos en el mercado de trabajo y sus principales características, tanto en el país como en la Ciudad de México. El comportamiento del empleo en la vía pública será examinado con base en la información de la Encuesta Nacional de Empleo y de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo.

La gráfica 6.1 muestra el porcentaje de población ocupada que declara dedicarse al comercio en espacios públicos en México. Puede observarse que el número de personas que se dedican a estas actividades aumentó en las dos últimas décadas en términos relativos y evidentemente en números absolutos, tanto en el total del país (líneas con triángulos) como en la Ciudad de México (línea con cuadros).

Gráfica 6.1
Porcentaje de la población que se dedica al comercio ambulante en México, 1998-2019
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Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Empleo 1998-2004 y Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2005-2019.

La expansión del comercio en la vía pública es más importante en la Ciudad de México que en el resto del país. Además, como se observa en la gráfica 6.1, el Estado de México registró los porcentajes más altos de comercio en la vía pública. Así, en combinación con la Ciudad de México, se puede suponer un comportamiento particular para la Zona Metropolitana del Valle de México. También se perciben dos periodos de aumento y dos de descenso. El primer ascenso tiene lugar en los cinco años iniciales del presente siglo y es más intenso para la ciudad de México que para el conjunto del país, porque probablemente la recesión de Estados Unidos de 2001 impactó más a los espacios más modernizados y vinculados con esa economía. A partir de 2004 y durante algunos años cae las proporción de vendedores en vía pública hasta 2008, en que se inicia el segundo aumento vinculado a la recesión estadunidense, la cual tiene un impacto más severo en México que en cualquier otro país latinoamericano por su menor diversificación de mercados, su mayor dependencia del mercado estadunidense y por el hecho de no haber podido compensar el impacto negativo, como pudieron hacerlo otros países, con la exportación de productos primarios a China y otros países. Esos aumentos en el número de vendedores fueron claramente percibidos por los dirigentes de las organizaciones de comerciantes en vía pública y por lo propios vendedores, quienes en entrevistas nos comentaron cómo la caída de sus ventas era simultánea al aumento de vendedores. En la calle se expresan las crisis de diversos modos. El impacto de la recesión de 2008 empezó a ceder hacia 2012, cuando disminuyó la proporción de vendedores, pero comenzó un nuevo ascenso en 2015 para la Ciudad de México, mientras que para el conjunto del país la tendencia a la baja continuó hasta 2017, cuando se mantuvo constante. El impacto de la pandemia a partir de marzo de 2020 tendrá sin duda mayores consecuencias que las crisis anteriores, y la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) y entrevistas con informantes de la economía popular nos permitirán observarlo.

Dada la importancia relativa que tienen los mercados de trabajo de la Ciudad de México en el contexto nacional, la descripción de las características de los trabajadores en la vía pública hará énfasis en esta entidad federativa. La tendencia creciente generalizada que se observa en la gráfica anterior llama la atención a la necesidad de analizar con detalle la composición de esta población. Si bien los censos de población proveen información de cobertura nacional, es la ENOE, por su naturaleza y diseño, la fuente de información más útil, y es la que utilizaremos para comprender las características de la población que trabaja en la calle.

Entre la población de 15 años y más, del conjunto nacional, la población económicamente activa (PEA) ocupada asciende a poco más de 52.3 millones de personas, de las que 8.9 millones corresponden a la Zona Metropolitana de la Ciudad de México (en adelante Ciudad de México). Cuando se habla del trabajo en las calles, es común pensar solamente en el comercio en espacios públicos o ambulante.29 Sin embargo, estas actividades no son las únicas que se desempeñan en la vía pública o que están fuertemente vinculadas a ésta. Además, no todo el comercio en la vía pública se practica de manera ambulante, pues se cuenta con diversas formas de comerciar.

Para identificar a la población que trabaja en la calle tomamos en cuenta diversas características: que sea una actividad identificada oficialmente como comercio ambulante —venta de alimentos, productos o periódicos— u otra actividad sin local, oficina o establecimiento —por ejemplo servicios personales—. Se excluyen las actividades realizadas en el campo, en el domicilio propio y en el domicilio del patrón.

En el cuadro 6.1 se presenta información relativa al trabajo en las calles. Con ella podemos darnos cuenta del significado que el trabajo en las calles tiene en la fuerza de trabajo: si consideramos que la PEA ocupada nacional asciende a 55.4 millones y en la Ciudad de México a 9.4 millones de personas, entonces 17.1% de la PEA mexicana trabaja en las calles, mientras que en la Ciudad de México es 22% (cuadro 6.1).

Cuadro 6.1
Trabajadores de la calle según condición de ambulantaje y lugar de trabajo, 2019
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Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2017.

Del total de trabajadores en las calles, más de dos terceras partes (72% para el total y el 62% para la Ciudad de México) no son vendedores ambulantes, sino que la mayoría de ellos labora principalmente en el domicilio del cliente o patrón (tres cuartas partes en el caso del país y dos terceras partes en el de la Ciudad de México), en algún vehículo no ambulante y, en una proporción mucho menor, en un puesto establecido. De los vendedores ambulantes, porcentajes muy importantes para el país (la cuarta parte) y para la Ciudad de México (1 de cada 5) laboran sin ningún tipo de puesto de venta, es decir, sin infraestructura, por ejemplo, directamente en el suelo o con un recipiente mínimo; casi la tercera parte, en puestos improvisados que suelen ser armazones desmontables o mesas, y 1 de cada 10 para el país y 0.4% para la Ciudad de México en algún tipo de vehículo (en bicicleta, camioneta, cajuela de un automóvil o un carro de tracción animal, humana o motorizado).

Además de la diversidad de formas de comerciar en las calles, es también notoria la variedad de actividades que se desempeñan en estos lugares. Entre ellas sobresalen las personas que trabajan en la construcción y reparación de viviendas en el caso del país. Sin embargo, en la Ciudad de México las principales actividades corresponden al transporte, la mensajería, la construcción y, sobre todo, al comercio ambulante, incluida la venta de alimentos. Hay actividades profesionales que también se desempeñan en las calles, principalmente en la Ciudad de México, aunque la proporción es menor que en las anteriores.30

Cuadro 6.2
Principales actividades reportadas por las personas que trabajan en la calle, 2019
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Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2019.

¿QUIÉNES TRABAJAN EN LAS CALLES?

En esta sección analizamos el perfil demográfico y socioeconómico de la población que trabaja en las calles. Iniciamos identificando la distribución por sexo, edad, parentesco y características de los hogares para dar cuenta de la participación de diversos miembros de los hogares en estas actividades. Posteriormente, analizamos las condiciones socioeconómicas de los hogares para identificar algunas asociaciones entre el trabajo en las calles y las condiciones de vida de la población que depende de estos trabajos.

El trabajo en las calles (cuadro 6.3), sobre todo en el comercio, es una actividad fundamentalmente familiar, en la Ciudad de México casi hereditaria, que es realizada principalmente (en la mitad de los casos) por el jefe o la jefa del hogar, tanto en el ámbito nacional como en la Ciudad de México. (De aquí en adelante la representación del primer porcentaje será para el conjunto nacional y el segundo para la Ciudad de México.) En segundo lugar por el hijo o la hija (2 de cada 10 en los dos casos), y en tercer lugar, por los cónyuges (16.4 y 17.8%). Son pocos los que sin ser parte del núcleo familiar trabajan en esta actividad (8.5 y 9.1%). El comercio en las calles es una actividad a la que acceden personas de todas las edades, incluso niños que son llevados por sus padres, sea por necesidad o por estrategia de preparación para afrontar el futuro; sin embargo, la proporción de personas muy jóvenes es baja; por ejemplo, las que tienen entre 15 y 24 años representan 15.2 y 11.4%. El empleo en las calles se concentra tanto en el conjunto del país como para la Ciudad de México en el rango de edad de 25 y 59 años (tres cuartas partes del total en los dos casos). La población mayor de 60 años es también baja (1 de cada 10 en los dos casos). Desde otro ángulo, contrario a lo que se observa en el trabajo fuera de las calles, el que se realiza en ellas es un espacio laboral fuertemente masculinizado (tres cuartas partes para el país y dos terceras partes en la Ciudad de México). Aquí hay que considerar que son los trabajadores no ambulantes, ya que, como veremos, entre las personas trabajadoras ambulantes la proporción de mujeres aumenta considerablemente.

Cuadro 6.3
Características de la población ocupada según condición de trabajo en la calle, 2019. Porcentajes


[image: ]




[image: ]



Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2019.

En relación con la posición en la ocupación, la mayor parte de los trabajadores en las calles lo hacen por cuenta propia (la mitad en el país y 60% en la Ciudad de México), mientras que son subordinados 4 de cada 10 y 3 de cada 10; es decir, laboran para un empleador, quien puede ser el padre, la madre o algún miembro de la familia, y en muchos casos puede ser también un empleador no familiar. Por el trabajo de campo realizado con este tipo de trabajadores, sabemos que los subordinados son con frecuencia “asalariados truncos”, en el sentido de que, aunque perciben un salario, no tienen muchas de las prestaciones y características de los asalariados de la economía “formal”, como derecho a vacaciones, prima vacacional, derecho a antigüedad y a maternidad, horarios establecidos o protección social.31 En este rubro destaca el alto porcentaje de trabajadores sin pago que se observa en la población dedicada al comercio ambulante, el cual puede ser reflejo de estrategias familiares para incorporar a un mayor número de integrantes del hogar en las actividades o el negocio familiar.

El trabajo en las calles recibe una importante mano de obra en búsqueda de mejores oportunidades salariales. A nivel nacional, la cuarta parte recibe ingresos de hasta un salario mínimo, mientras que en este rango de ingresos se encuentran 3 de cada 10 de los trabajadores en la Ciudad de México; además, 3 de cada 10 en los dos casos reciben más de uno y hasta dos salarios mínimos. Apenas cerca de 2% de la población ocupada en el comercio en las calles reporta ingresos de 5 salarios mínimos o más. Cabe señalar que el comercio en las calles está asociado a ingresos mensuales menores que el ingreso reportado por otros trabajadores, siendo la brecha en la Ciudad de México mucho mayor. Tomando en cuenta las horas de trabajo, ligeramente menores en el trabajo en las calles, y el ingreso por hora trabajada, el ingreso por trabajo en las calles continúa siendo menor, manteniéndose la importante brecha de ingresos en la Ciudad de México.

Gran parte de las personas que desempeñan su principal actividad económica en la vía pública posee un nivel escolar menor al contexto nacional. Así, se observa una mayor concentración en los niveles básicos del sistema educativo y menores en la educación media superior y superior (22.6% nacional y 22.4% en la Ciudad de México) que las observadas entre trabajadores en otros contextos laborales (41.5% nacional y 55.1% en la Ciudad de México).

PERFIL DE QUIENES TRABAJAN EN LA CALLE

Queda claro que las características de la población que se dedica al comercio en las calles difieren de las observadas para la población que se encuentra en otras actividades. Sin embargo, no es un grupo homogéneo. En este apartado pretendemos identificar sus diferencias.

El imaginario popular equipara el trabajo en las calles con la venta de productos en la vía pública. Sin embargo, de los 9.8 millones de personas que desempeñan sus actividades laborales en las calles, la gran mayoría (8 de cada 10) se encuentra en actividades no relacionadas con el comercio ambulante (gráfica 6.2) y sólo una quinta parte (20.7%) trabaja en este tipo de actividades. El porcentaje de esta población que se dedica al comercio ambulante es ligeramente superior en la Ciudad de México (22.7%) que en otras partes del país (22.2%).

Gráfica 6.2
Distribución de la población trabajadora de la calle por condición de comercio ambulante, 2017
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Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2017.

El trabajo en las calles representa una variedad de actividades. Más allá del comercio de mercancías y alimentos en espacios como la calle, alrededor de 80% de las actividades son más difíciles de visualizar e identificar como actividades en la vía pública. Entre estas actividades se encuentran las asociadas a la construcción y el mantenimiento de la vivienda —tales como herrería, pintura, jardinería—, comercio no ambulante en puestos semifijos o por catálogo, así como actividades relacionadas con servicios de transportación. Destaca la presencia de actividades profesionales, técnicas y de apoyo entre la población que se desempeña en las calles. Este tipo de actividades sobresale en la Ciudad de México, donde representan casi la cuarta parte de los trabajos en la vía pública distintos al comercio ambulante.

Gráfica 6.3
Distribución de la población trabajadora de la calle no ambulante por actividad, 2019
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Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2019.

La población dedicada al comercio ambulante está conformada por vendedores de mercancías y alimentos en la vía pública en puestos semifijos, improvisados o sin puestos, pero también en vehículos con o sin motor. En este tipo de actividades destacan nuevamente algunas diferencias entre la Ciudad de México y otras regiones del país (gráfica 6.4). Mientras que en el ámbito nacional casi 18% del comercio ambulante corresponde a la venta de alimentos, en la Ciudad de México se eleva a casi 29%. Esta alta ocupación puede estar relacionada al menos con tres factores: las dimensiones de la Ciudad de México, que representan mayores costos de tiempo de traslado y dinero para hacer los alimentos en casa; las dimensiones de la población flotante, sobre todo en el centro de la ciudad, y las bajas barreras de entrada a la actividad por parte de quienes necesitan generar su propio empleo.

Gráfica 6.4
Distribución de la población comerciante ambulante por producto de venta, 2019
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Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2019.

Dadas las diferencias anteriores, es necesario comparar las características de los distintos tipos de personas involucradas en el comercio en la vía pública. El cuadro 6.4 muestra las principales características de esta población según su condición de ambulantaje para el país y para la Ciudad de México.

Cuadro 6.4
Características de la población trabajadora de la calle según condición de ambulantaje, 2019. Porcentajes
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Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2019.

Entre las primeras características claramente discernibles, observamos que, mientras que el trabajo en las calles se encontraba claramente masculinizado (véase el cuadro 6.3), se observa que esta característica corresponde principalmente a los trabajadores de la calle no ambulantes, es decir, a los que tienen puestos establecidos o trabajan en la construcción o el transporte, mientras que el comercio ambulante “tradicional” recae principalmente en la población femenina. Para las mujeres en general, y sobre todo para las viudas, las separadas y las madres solteras, el empleo en los espacios públicos es una alternativa que les ha brindado la oportunidad de conciliar sus tareas domésticas y productivas. De esta manera, mientras que entre la población no ambulante la población femenina representa 18.7% en el país y 26.4% en la Ciudad de México, entre la población ambulante se incrementa notablemente y llega a 56.3% y 54.2%, respectivamente. Dicha mayor feminización de la población comerciante ambulante explica la mayor presencia de cónyuges en estas actividades. Mientras que entre los no ambulantes 54.8% en el país y 53% en la Ciudad de México corresponden a las jefaturas de hogar, estos porcentajes disminuyen a 43.9 y 43.4%. La participación de hijos o hijas del hogar se mantiene alrededor de niveles similares, de 2 de cada 10. En consecuencia, se incrementa de manera importante la participación de cónyuges, pasando en el país de 13.2% entre no ambulantes a 28.5% entre ambulantes, y de 15.3 a 26.1% en la Ciudad de México.

Los contrastes entre la población ambulante y la no ambulante también se observan en las características laborales. Primero, a nivel nacional, los trabajadores de la calle no ambulantes se ubican principalmente en puestos de empleados subordinados (45.4%) y empleados por cuenta propia (44.1%), y en una proporción mucho menor los empleadores (7.9%) y las personas trabajadoras sin pago (2.6%). Al contrastar estas cifras a nivel nacional con la población ambulante, se observa un claro predominio de trabajadores por cuenta propia (69.6%), muy baja presencia de subordinados (14.4%), un incremento importante de trabajadores sin pago (10.5%) y una mínima presencia de empleadores (5.5%).

El comercio ambulante es visto como una alternativa ante la incapacidad de la economía formal para absorber a la población que busca empleo. Sin embargo, los ingresos de la población ambulante son menores que los de la población que trabaja en la calle de manera no ambulante. Esto significa probablemente que quienes trabajan en los espacios públicos como ambulantes no pueden ingresar por alguna razón a los empleos no ambulantes (género, etnia, razones socioeconómicas, mayor escasez de ese empleo). Además, alrededor de 1 de cada 10 personas ambulantes señala no tener ingresos o ser trabajadora sin pago, lo cual puede ser el resultado de estrategias familiares y de la participación de diversos integrantes del hogar en las actividades comerciales de la familia. En la Ciudad de México la distribución de la población ambulante por posición en la ocupación es similar a la observada en el contexto nacional, pero hay aún menor proporción de subordinados y mayor de trabajadores por cuenta propia.

Los ingresos promedio mensuales de la población no ambulante que trabaja en las calles en el ámbito nacional son ligeramente superiores a los de ese mismo tipo de trabajadores en la Ciudad de México, en parte porque trabajan una hora menos a la semana, y en parte porque el ingreso por hora es también inferior; en cambio los ingresos de los trabajadores ambulantes de la Ciudad de México son inferiores a los del resto del país, aunque trabajan cuatro horas más a la semana.

Generalmente, el trabajo en las calles, en particular el ambulante, es visto como una alternativa ante la inflexibilidad de los mercados para adaptarse a las necesidades de la población, o dicho de otro modo, a la demanda de empleo decente y de salarios suficientes.

Para observar estas dinámicas, el cuadro 6.5 presenta los ingresos promedio por hora trabajada para hombres y mujeres según dos dimensiones. La primera, por escolaridad acumulada; la segunda, por jornada laboral. Los valores marcados en negritas indican que las diferencias observadas son significativas.32 En general, controlando por hora de trabajo, los ingresos de hombres y mujeres no son estadísticamente distintos. Sin embargo, para aquellos trabajos fuera de las calles los ingresos de los hombres son mayores que los de las mujeres. Por el contrario, en los trabajos en la calle no ambulantes los ingresos de las mujeres superan a los de los hombres. En el comercio ambulante los ingresos de las mujeres son ligeramente superiores, efecto que desaparece al controlar por duración de la jornada.

Cuadro 6.5
Ingreso medio por hora trabajada por tipo de trabajo y sexo según escolaridad y duración de la jornada de trabajo, 2019
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Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2019.

El grado de escolaridad está claramente correlacionado con el nivel de ingresos: el ingreso medio por hora de la población total es muy superior en quienes cuentan con educación media superior y superior en ambos géneros, respecto a los que cursaron solamente educación media. Para el mismo total de población, los ingresos de quienes trabajan menos de 35 horas a la semana son muy superiores en ambos géneros a los de quienes laboran más de 35 horas; esto puede deberse a que cuentan con mejores y más calificados empleos.

Según el nivel escolar, entre la población cuyo grado máximo corresponde a la educación media básica, los ingresos de los hombres son superiores a los de las mujeres, con excepción de quienes se desempeñan en trabajos en la vía pública no ambulante. Es en este mismo grupo donde se presenta la única diferencia significativa entre ambos sexos: las mujeres reportan ingresos superiores. En la segunda dimensión, correspondiente a la jornada laboral, todas las diferencias resultaron significativas. Además, sin importar la duración de la jornada laboral, los ingresos por hora reportados por las mujeres fueron menores que los de los hombres.

DIFERENCIAS REGIONALES

Si se clasifica en cinco grupos a las entidades federativas según la proporción de comerciantes ambulantes con que cuentan respecto al total de la población ocupada en actividades comerciales, resulta que el grupo con mayor proporción de vendedores ambulantes (más de 15%) está formado por Tlaxcala (17.9 %), Puebla (17.3%), Guerrero (16.5%) y Veracruz (15.1%).

Mapa 6.1
Porcentaje de la población ocupada en comercio correspondiente al comercio ambulante, 2017
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Fuente: elaboración propia con base en INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2017.

Se trata de entidades contrastadas en cuanto a sus niveles de marginación (gráfica 6.5), ya que mientras dos podrían ser explicadas por la zona metropolitana (Puebla-Tlaxcala) y las oportunidades de empleo ofrecidas por el grado de concentración demográfica, la cantidad de peatones y el tiempo que las personas destinan en los desplazamientos urbanos (que en parte explica la abundancia de lugares donde se consumen los alimentos, porque no hay tiempo para prepararlos y consumirlos en casa), se explican sobre todo por las condiciones de pobreza y la falta de empleo formal de algunos de los estados con los índices de marginación más altos del país. El elemento común a todas estas entidades es la polarización y la concentración espacial que se refleja en su cercanía con la Zona Metropolitana de la Ciudad de México. En este grupo de mayor presencia de vendedores ambulantes no encontramos ninguna entidad del norte del país ni de los estados más alejados en el sur y la península de Yucatán.

Gráfica 6.5
Índice de marginación según porcentaje de comerciantes ambulantes por entidad federativa
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Fuente: elaboración propia con base en Conapo (2016); INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2019.

Un segundo grupo está constituido por Oaxaca, Morelos, Ciudad de México, Hidalgo y el Estado de México, así como Zacatecas. Estas entidades tienen porcentajes de ambulantaje de entre 12.5 y 15%. Aquí descubrimos entidades muy heterogéneas en cuanto a su ubicación geográfica, dimensiones, población y niveles de desarrollo socioeconómico. Este segundo grupo, en combinación con el primero, parece formar un cinturón entre la zona norte y el sureste del país. Un tercer grupo, con porcentajes entre 10 y 12.5%, está formado por Chiapas, Chihuahua, Nayarit y Tamaulipas. El cuarto grupo contiene entidades cercanas a las regiones con alta presencia de ambulantes, pero con porcentajes de entre 7.5 y 10%, y está conformado por Colima, Jalisco, Guanajuato, San Luis Potosí, Michoacán y las tres entidades ubicadas en la península de Yucatán: Yucatán, Campeche y Quintana Roo. Finalmente, el quinto grupo, constituido por las entidades con menor presencia de ambulantes entre la población ocupada en el comercio, presenta valores menores a 7.5%. Aquí se encuentran Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Coahuila, Durango, Nuevo León, Querétaro, Sinaloa, Sonora y Tabasco.

De esta distribución espacial del comercio en la vía pública puede concluirse que no existe un patrón claro que explique su mayor o menor presencia en las entidades federativas. La pobreza no es el único factor que genera su proliferación: Chiapas y Yucatán tienen menor proporción de ambulantes que la media nacional. Tampoco la riqueza es correlativa a su ausencia, ya que la Ciudad de México y el Estado de México tienen una alta proporción. Tampoco hay una clara distinción entre estados norteños versus sureños, ni se explica sólo por la presencia de migración (véase la gráfica 6.6); hay estados de alta intensidad migratoria con proporciones medias de vendedores ambulantes, como Zacatecas.

Gráfica 6.6
Índice de intensidad migratoria según porcentaje de comerciantes ambulantes por entidad federativa
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Fuente: elaboración propia con base en Conapo (2016); INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2019.

Y, al contrario, hay entidades federativas con baja intensidad migratoria que tienen una proporción significativa de vendedores, como Quintana Roo, donde los vendedores en vía publica se orientan probablemente a dos tipos distintos de clientes: la población mexicana de ingresos medios y bajos que ha inmigrado y el turismo.

Si observamos la presencia de vendedores ambulantes por ciudades (gráfica 6.7) y las distribuimos en cuatro grupos, podremos observar distribuciones similares a las de las entidades federativas. En un primer grupo, el del mayor porcentaje de vendedores ambulantes, destacan Tlaxcala, Ciudad Juárez, Acapulco y Toluca, ciudades con actividades muy distintas y con pocos elementos en común desde una perspectiva geográfica o económica. El segundo grupo corresponde a ciudades que son capitales estatales, también muy heterogéneas, ubicadas en el norte, en el centro y el sureste del país, como Puebla, Oaxaca, Pachuca, Cuernavaca, Tepic, México, Zacatecas, Veracruz, Tampico y Tuxtla Gutiérrez. El tercer grupo comprende a ciudades turísticas como Cancún, Morelia y Mérida; metrópolis comerciales e industriales como Guadalajara y Monterrey; ciudades fronterizas y norteñas como Tijuana, Reynosa, Torreón y Chihuahua; sureñas como Campeche, Mérida y Villahermosa; capitales del centro norte, como San Luis Potosí y Aguascalientes; pequeñas capitales provincianas del occidente, como Colima. En el cuarto grupo, el que tiene la menor proporción de vendedores ambulantes, encontramos también ciudades con características muy distintas, como Durango, Culiacán, La Paz y Saltillo, aunque hay dos pares de ciudades con ciertas características en común: el fuerte dinamismo económico de Querétaro y León, y el calor extremo de Mexicali y Hermosillo.

Gráfica 6.7
Porcentaje de comerciantes ambulantes en las principales ciudades de México, 2019


[image: ]



Fuente: elaboración propia con base en INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2019.

BREVE NOTA SOBRE LA PANDEMIA POR COVID-19

En febrero de 2020 se presentaron los primeros casos de enfermedad causada por la covid-19 en México. Al mes siguiente, en marzo, el país comenzó la Jornada Nacional de Sana Distancia, con una serie de limitantes a ciertas actividades consideradas como no esenciales, establecidas en el decreto oficial publicado en el Diario Oficial de la Federación.33 Así, con la finalidad de reducir los contagios, se invitó a la población a permanecer en sus viviendas y limitar, en la medida de lo posible, las actividades en el espacio público. De manera directa, estas acciones tienen impactos sobre las personas que viven la calle como elemento fundamental de sus actividades laborales. Son aún inciertos el alcance y los impactos a largo plazo que se tendrán sobre los mercados de trabajo, sin embargo, es claro que dichos impactos no serán observados de manera homogénea en la población.

Con base en la Encuesta Telefónica sobre covid-19 y Mercado Laboral (ECOVID-ML), levantada durante los meses de abril y julio de 2020 por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), es posible dar cuenta de algunos de los impactos que la pandemia y las medidas de sana distancia han tenido sobre el trabajo en las calles.34

Cifras de la ECOVID-ML señalan que, mientras casi 1 de cada 5 trabajadores que no trabajan en la calle señalaron trabajar desde casa por la covid-19, sólo 1 de cada 10 trabajadores de la calle señaló haber podido continuar con sus actividades desde el confinamiento domiciliario. Asimismo, los trabajadores en las calles señalaron en mayor proporción la reducción de jornadas laborales (63.3%) e ingresos (79.8%) que aquellas personas que no se desempeñan en la vía pública (40%, jornada; 43.4%, salarios).

Cuadro 6.6
Impactos de la contingencia por covid-19 según condición de trabajo en la calle, 2020
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Fuente: INEGI, ENCOVID-ML 2020.

Ante la precariedad económica, las personas que trabajan en las calles se ven en la disyuntiva de acatar las medidas sanitarias o desempeñar sus actividades laborales a fin de obtener ingresos suficientes para la subsistencia familiar.

LOS COMERCIANTES DE LOS ESPACIOS PÚBLICOS DURANTE LA PANDEMIA

Uno de los sectores sociales más afectados por la pandemia ha sido el de las personas que trabajan en los espacios públicos como vendedoras de bienes y servicios en el marco de la economía popular o informal. Viven de lo que ganan por sus ventas cada día, y no cuentan con ingresos fijos ni ahorros que les permitan dejar de trabajar. Tampoco tienen ningún sistema de protección social ni han contado con ayuda económica emergente durante la pandemia, a no ser el apoyo de familiares y de su red social.35 Por lo tanto, son de las personas más afectadas en lo económico y de las más expuestas también a los contagios y sus consecuencias. Estas personas sienten una enorme presión de seguir trabajando bajo cualquier circunstancia y afirman que no pueden darse el lujo de atender los llamados de las autoridades a no salir de sus casas; algunas de ellas han dicho que prefieren morir por la covid 19 que morir de hambre.36 Muchas se dedican a la venta de alimentos preparados en las calles y su clientela ha disminuido drásticamente, pero al menos logran obtener algunos recursos básicos. Sin embargo, esta economía popular es poco comprendida y ha sido criticada por algunos empresarios de la economía formal desde antes y durante la pandemia, por considerar que aún en sus precarias condiciones conforman una competencia desleal frente a los restaurantes establecidos.37

A lo largo de la pandemia hemos tenido oportunidad de entrevistar por teléfono a comerciantes de la economía popular con los que teníamos contactos previos, y así hemos podido dar seguimiento a su situación y hemos conocido algunas de sus opciones ante la crisis. La ENOE de 2020 nos permitirá contar con alguna información representativa del conjunto de esta población; sin embargo en este lugar deseamos comentar sobre algunas opciones y acciones que han emprendido.

Al principio de la pandemia hubo un sector minoritario muy reacio a acatar las disposiciones oficiales de suspender las actividades no esenciales, porque no creía que la covid fuese un problema real; a sus alrededores no tenían casos de personas enfermas y hasta hubo quienes llegaron a pensar que era un problema inventado. Conforme pasó el tiempo y la enfermedad mostró su letalidad, nuestros informantes comentaron que apareció en una parte importante de la población un problema emocional derivado del temor a contagiarse; y que, sin embargo, siguieron aventurándose por necesidad.38

Ante la caída generalizada de sus ventas, en algunos casos las personas de menores ingresos debieron cambiar su dieta alimenticia: disminuir o suprimir el consumo de carne de pollo y en su lugar aumentar la ración de cereales: frijoles, arroz, lentejas.39 También declararon que en muchos casos dejaron de consumir productos chatarra, como las frituras y los refrescos, porque no tenían dinero para comprarlos. Entre la población indígena hubo casos en que utilizaron el trueque para conseguir ciertos bienes, por ejemplo, cambiar textiles y ropa confeccionada a mano por comida.40 En otros casos salieron por un tiempo de la Ciudad de México para hospedarse con sus familiares, que viven en sus comunidades en otros estados.41 Para otros más, el apremio económico fue tan acuciante que su preocupación consistía en resolver cómo pagar servicios básicos, por ejemplo, el tanque de gas que les permitiera cocinar. La mayoría se recluyó durante algún tiempo, pero la presión económica la volvió a sacar a la calle.

Este impacto de la covid-19, como las crisis de 2008 y las anteriores, no se distribuye de manera uniforme en la sociedad. Afecta más a los pobres, y entre ellos, más a las mujeres, a los jóvenes y a las personas con discapacidades. Varios dirigentes de tianguis nos comentaron que a partir de la pandemia llegaron muchos jóvenes a vender en ese tipo de mercados porque perdieron sus empleos.42 Uno de los casos extremos es el de las personas invidentes, a quienes se les impidió vender y pedir ayuda en el Metro para evitar los contagios. Su alternativa es irse a los mercados para vender algo o para cantar y, así, subsistir. A muchos de los invidentes que son masajistas se les impidió trabajar desde el principio de la pandemia. Sin embargo, eso no evitó que una proporción mayor que otros grupos vulnerables fuera contagiada y muriera, ya que no pueden esquivar el acercamiento con otras personas contagiadas. Además, muchos de ellos son parejas de invidentes. Uno de los dirigentes de las 24 asociaciones de invidentes que según él existen en la Ciudad de México advierte: “sí, es muy bonito decir: cerramos; vamos a protegernos, quedémonos en casa. Sí, vamos a cuidarnos. Pero, ¿quién nos está apoyando?, ¿quién nos está proveyendo?, ¿qué podemos hacer? A riesgo de perder la vida tenemos que salir a buscar el pan de cada día. No tenemos de otra”.43 En algunos casos los tianguis tienen políticas concretas para incorporar a la vida productiva a personas que tienen distintos tipos de discapacidad, por ejemplo, el Tianguis de Santa Úrsula. Las personas vendedoras que están agrupadas en organizaciones podrían sacar provecho de su organicidad; de hecho lo hacen en circunstancias normales, porque pueden negociar con mayor eficacia sus intereses con las autoridades. Sin embargo, algunos de sus representantes nos informan que no cuentan con sistemas populares de ahorro para enfrentar contingencias, como las “tandas” o las cajas de ahorro, porque no existe la confianza suficiente en la organización. Han tenido malas experiencias con el manejo de los recursos y prefieren no promover esas formas de previsión social.44

Por otra parte, algunas de las personas que venden en los mercados públicos y en los tianguis declaran que para los políticos estos espacios son muy importantes, que no hay candidato que no se haya presentado en un mercado público para pedirles el voto, porque los comerciantes platican con mucha gente; en el mercado y las colonias aledañas tienen mucha información de lo que ocurre a sus alrededores; por esa razón los candidatos siempre pasan a pedir el voto. Los comerciantes están acostumbrados a adaptarse a los cambios económicos y políticos, por ejemplo, a los cambios de delegados, ahora alcaldes, y a los cambios de autoridades en la ciudad. Saben que los políticos les hacen muchas promesas que casi nunca cumplen. Declaran que no hay apoyos para los mercados. ¿Qué les piden a las autoridades?: seguridad pública, seguridad social; programas económicos; difusión sobre los mercados. En el caso de los apoyos económicos, dan como ejemplo los vales de despensa con los que les paga el gobierno a sus empleados, que, según dicen, ahora se pueden cambiar sólo en las cadenas de supermercados y en los centros comerciales. Argumentan que cuando el gobierno pagaba en efectivo, los empleados iban a comprar a los mercados públicos. Aseguran que ese tipo de políticas públicas los han afectado mucho.45 Existen algunos tianguis, como el de Santa Úrsula, que están organizados como cooperativas para aumentar su capacidad de negociación económica, por ejemplo, para comprar un mayor volumen de mercancías a un mejor precio.46

En el caso de las mujeres, la pandemia ha significado una doble crisis, porque sus tareas domésticas aumentaron con el cuidado de los hijos, quienes debieron dejar de asistir a las escuelas.47 La diferencia en el impacto por sexo puede observarse también en el comportamiento de la población ocupada. En el periodo de julio a septiembre de 2020 fue de 51 millones de personas, cifra inferior en (-)4.2 millones de personas comparada con el mismo periodo del año anterior. De ese total, la población ocupada de hombres fue de 31.8 millones, cantidad menor en (-)1.9 millones, y la población ocupada de mujeres fue de 19.2 millones, (-)2.3 millones en el mismo lapso. Es decir, la pérdida de empleos absolutos fue muy superior en el caso de las mujeres, aunque la tasa de participación económica de los hombres fue de 72.6% y la de las mujeres de 39.9%.48 En el caso de la población trabajadora en los espacios públicos se observa un importante cambio, tanto de volumen como de composición. Durante el primer trimestre de 2020, la población que trabaja en espacios públicos era de 9.6 millones a nivel nacional, 2 millones en la Ciudad de México; hacia el tercer trimestre del mismo año esta población se había reducido a 7.8 millones y 1.36 millones, respectivamente. Las reducciones fueron significativas, al representar descensos de 18.6 y 33%.49 Este cambio en volumen también está acompañado por un cambio en la composición de esta población. Si se analiza la pirámide de la población trabajadora en espacios públicos, se nota un incremento importante en la presencia relativa de varones en todos los grupos de edad, con excepción del correspondiente a edades más avanzadas. Por el contrario, la presencia de las mujeres se redujo en todos los grupos de edad.

Gráfica 6.8
Estructura por edad y sexo de la población trabajadora en la vía pública, trimestres I y III 2020
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Fuente: elaboración propia con base en INEGI, ENOE 2020-TI y ENOEN 2020-TIII.

Otro sector importante de comerciantes populares vende chucherías importadas, que son una gama muy amplia de productos baratos destinados sobre todo a la población de bajos ingresos. Esa población de comerciantes se vio también afectada no sólo por el confinamiento de sus clientes, sino también por el cierre casi completo de sus fuentes de aprovisionamiento de productos. En efecto, el suministro de sus mercancías fue paralizado por varios meses, ya fuera porque las bodegas de productos importados en manos de personas de Asia se mantuvieron cerradas, o sobre todo porque el mercado mayorista de distribución de pequeñas mercancías más grande del mundo, ubicado en Yiwu, China, debió suspender la mayoría de sus actividades, excepto la venta de productos vinculados a la salud.50 Por lo tanto, dejó de proveer de mercancías a todos los mercados populares del mundo. Muchos comerciantes de la vía pública debieron adaptarse a esa restricción y buscar otros productos.

Los comerciantes en la vía pública están acostumbrados a cambiar de tipo de productos durante el año y a lo largo de su vida; a veces pasan por decenas de productos. Por ejemplo, algunas etnias indias que se dedican al comercio popular durante el verano venden fruta fresca y durante el invierno ofrecen bebidas o comida caliente. Muchos otros comerciantes cambian productos por temporada y venden determinados bienes ligados al calendario de festividades y celebraciones: día de la amistad, Semana Santa, día de la madre, día del niño, periodo de lluvias, entrada a clases, días patrios, día de muertos, periodo de frio y, sobre todo, la Navidad y el día de los Santos Reyes, la mejor temporada de ventas en el año. Esa flexibilidad les permitió a muchas personas del comercio cambiar de productos para adaptarse. Por ejemplo, artesanas indígenas dejaron de producir muñecas para confeccionar tapabocas de tela.51

CONCLUSIONES

La expansión o contracción del trabajo en las calles, sobre todo en el caso de los comerciantes en lugares públicos, tiene que ver con la llegada y la presencia de una parte muy importante de la población económicamente activa que no encuentra empleo suficiente y bien remunerado en la economía formal, por lo que se ve impelida a buscar fuentes alternativas ante el problema de la desocupación. La mayoría de las personas vendedoras en vía pública son pobres cuyos ingresos no sobrepasan los dos salarios mínimos y una tercera parte de ellas son muy pobres; sus ingresos no llegan a un salario mínimo. El comercio en la vía pública es una actividad que no ofrece ningún tipo de protección social, pero es una alternativa para las mujeres que no encuentran empleos remunerados en otros sectores, especialmente las que están en situación de mayor vulnerabilidad, como las viudas, las abandonadas y las madres solteras. En pocos sectores como en el del comercio informal la proporción de mujeres ocupadas es similar a la de los hombres. A pesar de sus bajos ingresos, estas personas tienen un nivel de escolaridad similar y a veces superior al promedio nacional e incluso al de la Ciudad de México; sin embargo, es un sector muy heterogéneo. Desde una perspectiva espacial, no existe un patrón claro que explique la abundancia o escasez de comerciantes en la vía pública. No es sólo la pobreza ni el índice de marginalidad, ni tampoco la propensión a emigrar; tampoco es la localización geográfica o la riqueza lo que determina la abundancia o escasez de vendedores en la vía pública, sino un conjunto de singularidades que en cada caso necesitan examinarse.

La pandemia de la covid 19 ha tenido probablemente un impacto mayor en las personas que trabajan en las calles que en cualquier otro grupo de población. Desde un punto de vista sanitario, porque carecen de un sistema de protección social que les permita permanecer en sus casas; se ven obligadas a salir a trabajar y están más expuestas a los contagios. Desde una perspectiva económica y social, el confinamiento de gran parte de la población y el freno al aprovisionamiento de sus productos provenientes del extranjero las afecta tanto desde el ángulo de la demanda como desde la oferta. Dentro de este sector, han sido las mujeres, los jóvenes y las personas discapacitadas de ambos sexos quienes han perdido más empleos. Esta pandemia puso al descubierto la precariedad y la vulnerabilidad de las personas que trabajan en los espacios públicos y la urgencia de que el Estado establezca como una de sus prioridades de política pública la universalización de la protección social.
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VII. EL TRABAJO REMUNERADO DE LOS HOGARES

Mauricio Rodríguez1

INTRODUCCIÓN

Las actividades domésticas representan un papel fundamental en la sociedad y en el desarrollo económico; sin embargo, al formar parte de la cotidianidad de las personas y por su arraigo histórico, estas actividades que prosperan en sociedades con grandes desigualdades sociales y económicas tienden a ser desvalorizadas y excluidas del componente productivo de la economía.2 Si bien ha estado presente a lo largo de los distintos momentos históricos del país, es a partir de la década de 1960 cuando el trabajo doméstico remunerado adquirió sus principales características actuales por un conjunto de factores: las migraciones del campo a las ciudades; la creciente incorporación de las mujeres en el mercado de trabajo asalariado y su menor disponibilidad de tiempo para el trabajo en el hogar, así como la expansión de una fracción de las familias de ingresos medios y altos.3 Como consecuencia, hoy en día millones de personas, sobre todo mujeres, se ocupan en actividades remuneradas dentro de hogar y cubren así un conjunto de necesidades y cuidados de los hogares mexicanos.

A pesar de su importancia, el trabajo doméstico está invisibilizado y es desvalorado en los campos social, económico y jurídico; una muestra de ello es la indiferencia de la legislación laboral mexicana en esta materia, lo que provoca su indefensión y mayor vulnerabilidad. En el presente capítulo se brinda un panorama general sobre las trabajadoras y trabajadores del hogar en México, sus principales características, las condiciones en que desempeñan sus actividades remuneradas, así como los efectos en los hogares donde se desempeñan. De esta manera, se busca aportar elementos en torno al debate sobre la adopción y la ratificación de convenios internacionales en materia de protección laboral para las y los trabajadores del hogar, grupo históricamente discriminado.

¿QUÉ ES EL TRABAJO REMUNERADO DEL HOGAR?

El trabajo del hogar o trabajo doméstico es considerado como aquel asociado a la producción de bienes y servicios necesarios para el mantenimiento cotidiano y el bienestar de los miembros de un hogar.4 Históricamente asignado a las mujeres, el trabajo del hogar ha sido considerado como una actividad de baja calificación y es excluido de las actividades productivas de la economía, lo que aumenta su subvaloración, la cual se refleja en su mínima regulación laboral y su escaso reconocimiento social.5 Cuando las actividades incluidas dentro del trabajo del hogar son transferidas a otra persona mediante el establecimiento de una relación laboral, se consideran como trabajo del hogar remunerado. Es decir, el empleo en el ámbito doméstico está definido por una relación laboral, por personas que prestan sus servicios a un individuo o familia dentro de su casa.

En México La Ley Federal del Trabajo (LFT) define al trabajo doméstico en su artículo 331 como aquel en que se prestan servicios de aseo, asistencia y demás propios o inherentes al hogar de una persona o familia.6 Por su parte, la Organización Internacional del Trabajo señala que para ser consideradas trabajo doméstico, estas actividades deben desempeñarse de manera profesional, no esporádica, bajo una relación de trabajo en un domicilio particular, siempre y cuando quien lo realice reciba una retribución salarial.7

En la definición del trabajo doméstico, como lo indica D’Souza,8 el uso del término doméstico implica que “las tareas que realiza el personal del servicio doméstico se llevan a cabo dentro del ámbito del hogar”. Según D’Souza, ante la falta de una definición internacional, varios países han optado por el uso de terminologías más respetuosas y sin matices de servidumbre; en español, por ejemplo, se propuso el término “trabajadores del hogar” como alternativa.

EL TRABAJO DOMÉSTICO: UNA BREVE PERSPECTIVA HISTÓRICA

El servicio doméstico en América Latina está fuertemente asociado con el proceso de colonización, la posterior llegada de los modelos libertarios e independistas a la región, así como factores ideológicos. A lo largo del proceso de colonización del continente las mujeres indígenas fueron incorporadas a las casas españolas para hacerse cargo de los cuidados, pero también de la producción de bienes necesarios para la reproducción.9 Durante este periodo, así como en los años inmediatos a la conquista, este tipo de trabajo estuvo asociado a la esclavitud y los trabajos forzados, pero fue sustituido al poco tiempo por la contratación sujeta al jornal.10 Posteriormente, en la época colonial, la participación económica en actividades remuneradas de las mujeres de las clases populares estuvo limitada, además del servicio doméstico, a actividades de hilado y costura, pequeño comercio, así como la preparación y la venta de alimentos.11

En los años posteriores a la independencia de México el mercado de trabajo femenino no presentó cambios significativos. Con base en cifras disponibles para la Ciudad de México, el servicio doméstico representaba casi 70% de las actividades desempeñadas por la población femenina, de las cuales la mayor proporción correspondía a sirvientas o criadas.12 No es hasta los primeros años del siglo XIX que se observan cambios importantes en la participación en servicios domésticos. Impulsados por la modernización de actividades tradicionales, particularmente la producción independiente de textiles, calzado y otros productos en los hogares, la demanda por trabajadoras domésticas fue disminuyendo.13 De esta manera, muchos hogares que tradicionalmente requerían de varias trabajadoras domésticas redujeron significativamente su número o prescindieron totalmente de ellas. Aunados a los procesos de modernización, los salarios mayores para la población masculina, el énfasis impuesto en la maternidad y crianza de los niños, así como la expansión de los servicios escolares apartaron a muchas mujeres de las actividades remuneradas y las colocaron en la esfera familiar.14

Durante el inicio del periodo de industrialización por sustitución de importaciones la presencia femenina en el trabajo remunerado se vio fuertemente afectada por la tecnificación de muchas de las actividades en las que se desempeñaban, incluidos los servicios domésticos. Es precisamente durante este periodo que la participación en la fuerza de trabajo remunerada de las mujeres alcanza mínimos históricos, para incrementarse de manera ligera, pero constante, a partir de la década de 1930 y acelerarse a partir de la década de 1970.15 Al mismo tiempo que el empleo femenino se recuperaba lentamente, el empleo en el servicio doméstico se incrementaba de manera considerable al ser de los pocos refugios para la mano de obra femenina no calificada.16 Así, esta etapa en el desarrollo del país se vio acompañada de un reacomodo en la participación laboral femenina, a la vez que los centros urbanos se expandían y representaban lugares con oportunidades de empleo para mujeres migrantes de comunidades rurales.

Entre los cambios más significativos en términos de organización familiar observados durante la segunda mitad del siglo XX se encuentra la [re]incorporación de las mujeres a los mercados de trabajo.17 Una de las explicaciones para esta nueva dinámica es el agotamiento del sistema de industrialización y las recurrentes crisis económicas, la reducción de la fecundidad, la terciarización de la economía, así como la expansión de servicios familiares.18 Si bien los factores anteriores podrían conllevar una reducción en la demanda de servicios domésticos, otros factores se asocian con incrementos en su demanda. Por ejemplo, la integración de las mujeres al mercado de trabajo estuvo acompañada de mayor demanda de servicios domésticos, pero en contraste con lo observado entre las clases altas —donde siempre se tuvieron empleados domésticos—, los hogares de clases media y media baja empleaban a una sola persona por lo general.19 Es decir, gran parte de la incorporación de las mujeres a las actividades remuneradas ha sido posible gracias a la subcontratación del trabajo doméstico de los hogares. Sin embargo, los servicios prestados en la actualidad distan mucho de la histórica imagen de la trabajadora del hogar, para dar paso a una población caracterizada por su heterogeneidad, invisibilidad y vulnerabilidad.

EL ESPACIO DE LAS TRABAJADORAS DEL HOGAR

El trabajo que desempeñan las trabajadoras del hogar remuneradas generalmente es desvalorado, invisibilizado y estigmatizado. Aunque su trabajo no esté siquiera registrado como parte del producto interno bruto, las tareas domésticas y de cuidados que realizan son cruciales para que otras personas puedan satisfacer sus necesidades personales y profesionales y para el desarrollo de la sociedad. Sin embargo, si se les compara con otros grupos poblacionales (véase la gráfica 1), a ellas se les ha negado en mayor medida en los últimos cinco años, sin justificación, algún derecho básico. Por ejemplo, la atención médica o medicamentos, la atención o el servicio en oficinas del gobierno, la entrada a algún establecimiento comercial, los apoyos de programas sociales, la oportunidad de obtener algún empleo, un ascenso, algún préstamo de vivienda o una tarjeta de crédito.

Gráfica 7.1
Negación de derechos en los últimos cinco años por grupos en situación de discriminación, 2017
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Fuente: Conapred, Enadis 2017.

Las trabajadoras del hogar remuneradas en México identifican como sus principales problemas la falta de prestaciones laborales (seguro, aguinaldo, vacaciones pagadas, etcétera) (48.3%), las malas condiciones de trabajo (horarios extensos, bajo salario) (32.2%) y el maltrato o abuso de las personas que las contratan (patronas) (19.5%).20 Pero se sabe mucho menos de otras formas de discriminación y de la desigualdad que viven, las cuales están ligadas con el espacio y con la forma en que se produce, se organiza y se utiliza el territorio de las trabajadoras del hogar remuneradas. El espacio es también un medio de clasificación: la dirección y la colonia donde se vive y donde se trabaja son datos importantes.

Las desigualdades socioeconómicas se relacionan no sólo con los aspectos materiales, sino también con las subjetividades de las trabajadoras domesticas, quienes, como categoría social, están colocadas entre las de menores ingresos de la población y trabajan para las colocadas en los estratos medios y altos de la sociedad. Esas diferencias se viven subjetivamente en la manera de construir y vivir sus espacios, el espacio privado donde trabajan y el espacio público; en la comparación cotidiana del hogar propio y el ajeno.

Las trabajadoras que son “de entrada por salida” y que deben movilizarse mucho más que otras mujeres lo pueden experimentar en el largo y tardado viaje diario que realizan desde sus hogares, generalmente en los barrios marginales de la periferia de la ciudad o en los pueblos originarios engullidos por la metrópolis, probablemente más heterogéneos en cuanto a clase, etnia y origen social que las colonias de clase media y alta donde laboran; más arboladas, iluminadas y cuidadas que las suyas; con tiendas diferentes y fachadas pintadas. En estas colonias ingresan a la esfera privada de sus empleadoras; así, cruzan varias fronteras económicas, sociales y culturales interrelacionadas con la espacialidad.

La desigualdad no sólo tiene lugar dentro del hogar donde trabajan, también en la colonia; al desconocer la trama urbana y su funcionamiento, no pueden apropiarse de los espacios metropolitanos. En el espacio inmediato al hogar son las encargadas de depositar la basura en los camiones, pero a veces necesitan hacerse acompañar de sus empleadoras para que las atiendan en los bancos o en las oficinas de gobierno.

La pandemia recrudeció las desigualdades de estas trabajadoras de entrada por salida al exponerlas a los contagios en el trasporte publico, y a las que viven en los hogares donde trabajan, por una parte, por el sentimiento de encierro extremo al que se ven sometidas, y por la otra, a las mayores cargas de trabajo y a la imposibilidad de separarse de los restringidos espacios que se les asignan. En algunas ciudades como Guadalajara las mujeres que pertenecen a determinadas etnias indias se reúnen en los domingos en parques para interactuar con sus colegas de las mismas etnias.

Los espacios de las trabajadoras domésticas como los de sus empleadoras han evolucionado con el tiempo: desde las vecindades del centro de la ciudad que disponían de un solo cuarto con sanitarios y lavaderos comunes, hasta los cuartos en las colonias de ingresos medios. No es lo mismo el espacio de las trabajadoras de hogares de hace cincuenta años que el de ahora. Actualmente 65% de los hogares de la Ciudad de México reside en casas independientes, el porcentaje más bajo de las entidades del país, mientras que el promedio nacional es de 92%. El resto de los hogares de esta ciudad reside en su mayoría en departamentos en edificios y una proporción muy baja en viviendas en vecindad, vivienda en cuarto de azotea y en locales no construidos para habitación.21

Las desigualdades dentro de la misma edificación son palpables: los diseños concebidos para los cuartos de servicio en las azoteas para las trabajadoras de planta; el tipo de escalera que conduce al lugar, en la medida que asciende, degrada las condiciones materiales; las dimensiones de los escalones de la escalera de acceso son mas pequeñas; los techos de los cuartos son más bajos; el baño en muchos casos está afuera del cuarto y es compartido; el mobiliario es demasiado sencillo, sin decoración; las ventanas no tienen vistas agradables. Todo esto nos muestra el espacio personal y social que es vivido y percibido cotidianamente por las trabajadoras domésticas.

Sobre su relación con estos espacios habría que examinar cómo organizan sus actividades personales, cuáles son las manifestaciones materiales y las normas ocultas, interiorizadas, que rigen su comportamiento y que cambian con el tiempo.

Las relaciones que se norman por la condición de género, social y racial se expresan en el espacio. El espacio doméstico como lugar de desigualdad se manifiesta en todas partes. Uno de los espacios de conflicto se presenta en la cocina; puede serlo por sus dimensiones, cuando es estrecha y provoca encuentros y estorbos entre las personas de la casa y las que trabajan en ella; puede serlo también por el mobiliario, realizado con medidas estándar o concebido por diseñadores que no toman en cuenta a las usuarias; por ejemplo las alturas de los gabinetes y de la tarja que no consideran las estaturas de las personas que los utilizan.

El tema de la confianza y la desigualdad es crucial: la manera de compartir los bienes y servicios domésticos de manera diferenciada. Cuando comenzó el uso de los refrigeradores eléctricos con congelador y aumentó la capacidad de almacenamiento de los bienes perecederos, muchos de estos aparatos tenían llave para controlar los productos. En muchos hogares la comida de los dueños del hogar y de las trabajadoras era y sigue siendo diferente. En algunas casas es la empleadora la que entrega la porción de comida para la empleada. Por ejemplo, 14% de las trabajadoras del hogar no come los mismos alimentos que la familia.22

El uso de los lugares y los muebles también es diferenciado: los muebles de la sala, las sillas y la mesa del comedor, así como los servicios sanitarios (cuando la casa o el departamento cuenta al menos con dos) están tácitamente reservados para la familia de la casa. En México 55% de las trabajadoras del hogar tienen baño para uso exclusivo. Este servicio puede significar una ventaja para las trabajadoras, pero también puede ser una manera de segregarlas, como lo son la doble entrada, una para la familia y otra para la trabajadora, además de las escaleras y los ascensores de servicio que separan a las clases. También las distinguen el uso del uniforme y la manera de tratarse.

La precariedad del empleo doméstico se acentúa por el aislamiento y la dispersión espacial en que ocurre, lo que tiene consecuencias políticas, ya que dificulta la organización colectiva y la integración de las trabajadoras a la organización sindical para defender sus intereses. En algunos casos estas carencias son mitigadas por el apoyo familiar y del grupo étnico o la cadena migratoria a la que pertenecen, agrupadas con frecuencia en una misma colonia en la periferia de la ciudad. Esa ayuda puede consistir en alojamiento temporal mientras consiguen trabajo, información estratégica sobre transporte y compras.

LAS Y LOS TRABAJADORES DEL HOGAR EN CIFRAS

Como se mencionó en los párrafos anteriores, el trabajo en servicio doméstico es una actividad con presencia histórica en el país. Sin embargo, en muchas ocasiones se omite la dimensión espacial en la discusión. La información de la Encuesta Intercensal 2015, levantada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía,23 permite dar cuenta de la importancia que este tipo de actividades tiene en el país a nivel municipal.

Esta encuesta identificó a 1.4 millones de personas que se desempeñaban en servicios domésticos, lo que representa poco más del 3% de la población ocupada en el país. Dicho porcentaje difiere de manera importante para la población masculina y la femenina —0.1 y 8.8%, respectivamente—. Este primer resultado indica una importante segregación de género en este tipo de actividades. En cuatro municipios del país, incluso, esta actividad agrupa a más de 50% de las mujeres ocupadas en actividades remuneradas: San José del Rincón en el Estado de México (56.5%), Timucuy en Yucatán (52.4%), Villa Victoria en el Estado de México (52.1%) y Abalá en Yucatán (50.3%). Además, en otros 12 municipios del país esta actividad agrupa a más de 40% de las mujeres ocupadas. Cabe señalar que el valor máximo para la población masculina es de 8.5% del total de población ocupada, en el municipio de Bokobá, Yucatán. El mapa 1 muestra el porcentaje de la población ocupada femenina que se desempeña como trabajadora del hogar. Si bien la variación es importante a lo largo del país, destaca que este tipo de actividad remunerada es muy importante en zonas indígenas cercanas a centros urbanos —Estado de México, Puebla, Yucatán— y principalmente en la zonas centro y sur del país.

Mapa 7.1
Porcentaje de la población ocupada en comercio correspondiente al comercio ambulante, 2017
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Fuente: elaboración propia con base en INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, promedios para 2017.

La Encuesta Intercensal 2015 contiene información a nivel municipal; sin embargo, para entender la magnitud que las actividades de trabajo en el hogar remuneradas tienen en el país, se debe utilizar una fuente de información más apropiada. Para tal fin, usando la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2019,24 fuente de información más detallada, es posible identificar distintas modalidades de trabajo remunerado de los hogares.

El trabajo del hogar remunerado queda definido como aquellas actividades generalmente consideradas como servicio doméstico, pero también se incluyen servicios de cuidados, jardinería, chofer del hogar, servicios de lavado y planchado, vigilancia, cocina, porteros y otros que se desempeñan en el ámbito doméstico, pero sujetos a una remuneración. Claramente, el servicio doméstico representa la mayor proporción de estos servicios en los hogares (77.8%), seguido por los servicios de cuidados (9.4%). Simplemente estos dos servicios representan casi 9 de cada 10 actividades desempeñadas por las personas en trabajos domésticos. El resto de la población se distribuye en todas las otras actividades consideradas dentro de este tipo de actividades (gráfica 7.2).

Gráfica 7.2
Composición de la población ocupada en actividades domésticas remuneradas, México 2019
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Fuente: estimaciones propias con base en INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2019.

Con base en la definición anterior y la composición de la población ocupada en actividades domésticas remuneradas, el volumen de este grupo poblacional fue de 2 499 124 personas en 2019. Esta cifra es equivalente a casi 2% de la población total de México y superior a la población de 12 entidades federativas del país. Además, por sí misma, esta población representa 4.8% del total de la población económicamente activa ocupada en el país, lo que la ubica como el séptimo grupo de ocupación en relevancia en México, por arriba de grupos importantes, como los trabajadores de la educación (véase la gráfica 7.3).

Gráfica 7.3
Población económicamente activa por grupo de ocupación, México 2019
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Fuente: estimaciones propias con base en INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2019.

* Excluye servicios personales.

Como se señaló anteriormente, una de las principales características del trabajo remunerado de los hogares en su alta feminización. A nivel mundial, 80% de las personas que trabajan en el hogar eran mujeres, y la región de América Latina y el Caribe es la que presenta la mayor proporción de mujeres, con 88%.25 En México esta proporción se incrementa a casi 9 de cada 10 trabajadores, lo que contrasta con la baja participación en la población económicamente activa, donde las mujeres representan apenas 35% (véase el cuadro 7.1). Aún es más significativa la relevancia que el trabajo remunerado del hogar tiene para la población femenina. Cerca de 11% de todas las mujeres ocupadas se encuentra en actividades asociadas al trabajo del hogar, cifra que se incrementa a 16% entre aquellas en un trabajo subordinado. De manera contrastante, entre los hombres el trabajo del hogar remunerado representa menos de 1%.

Cuadro 7.1
Principales características sociodemográficas de la población trabajadora subordinada según sexo y condición de trabajo del hogar, 2019
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a El porcentaje por sexo es calculado por renglón; los demás porcentajes se calculan por columna.

b Hace referencia al trabajo remunerado. Cifras dentro del paréntesis corresponden a trabajadoras del hogar que residen en la vivienda de sus empleadores.

Fuente: elaboración propia con base en INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2019.

Aunadas a lo anterior, las actividades desempeñadas por hombres y mujeres en el trabajo remunerado del hogar reproducen la división sexual del trabajo. Mientras que las mujeres trabajadoras del hogar realizan actividades invisibilizadas en el interior de los hogares, tales como los quehaceres domésticos (85.5%) y los cuidados (10.3%), los hombres se desempeñan principalmente en actividades consideradas de índole más masculina, como la jardinería (39.6%) o choferes (24.6%), y sólo en tercer lugar aparecen los quehaceres domésticos (18%). Esta división del trabajo coloca a millones de mujeres en una posición de vulnerabilidad, al tiempo que dificulta el reconocimiento social de su contribución al desarrollo de los países y a la protección de sus derechos laborales.

Gráfica 7.4
Principales actividades de las y los trabajadores remunerados de los hogares según sexo, 2019
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Fuente: estimaciones propias con base en INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2019.

¿QUIÉNES SON LAS Y LOS TRABAJADORES DEL HOGAR?

Las características demográficas de las trabajadoras del hogar destacan la complejidad de arreglos familiares y residenciales en los que se encuentra esta población (véase cuadro 7.1). Como se ha comentado, el trabajo remunerado de los hogares es principalmente femenino. Mientras que entre la población masculina estas actividades involucran a poco más del 1%, 15% de las mujeres ocupadas en trabajos subordinados realizan estas actividades. Muchas de las características que se observan entre la población trabajadora de los hogares contrastan de manera importante con las de otros trabajadores.

Comparadas con la población en otras actividades, las personas trabajadoras del hogar son de mayor edad, particularmente en el caso de los varones. En relación con la situación conyugal, las principales diferencias se observan entre las mujeres, donde el porcentaje de separadas, divorciadas y viudas es mayor entre las trabajadoras del hogar (22.6%) que entre otras trabajadoras (13.7%). Esto se asocia también con una mayor presencia de jefas de hogar entre las trabajadoras en actividades domésticas; además, estas trabajadoras reportan un mayor número de hijos que otras trabajadoras. Estas cifras apuntan al trabajo del hogar como una estrategia seguida por muchas mujeres ante la necesidad de proveer en sus propios hogares.

La población empleada como trabajadora del hogar se encuentra en desventaja relativa frente a otros trabajadores al contar con mayores niveles de analfabetismo y menor escolaridad, lo que restringe sus alternativas laborales. Por ejemplo, casi 50% de las trabajadoras del hogar señala tener como escolaridad máxima la primaria, mientras que entre otras mujeres empleadas este porcentaje se reduce a 13%. Un patrón similar se observa entre la población masculina, pero mayores porcentajes de escolaridades menores entre los trabajadores en general.

A las desventajas derivadas de las dimensiones demográfica y socioeconómica de las trabajadoras del hogar se suma otra dimensión asociada a las precarias condiciones laborales: las bajas remuneraciones y el casi nulo acceso a la seguridad social. Más de 93% de las trabajadoras y 83% de los trabajadores del hogar perciben ingresos menores a los tres salarios mínimos, lo que resulta en ingresos promedio menores también. Sin embargo, se observa una importante diferencia de género; mientras que los ingresos de los trabajadores en actividades diferentes a las del hogar entre los varones representan 1.3 veces los ingresos de aquellos en actividades domésticas, entre las mujeres la razón es de 1.47. Las dinámicas de trabajo también señalan diferencias por género. Entre los varones el número de horas trabajadas no varía de manera significativa, mientras que las mujeres reportan menor número de horas semanales trabajadas; sin embargo, entre aquellas que residen en la vivienda de su empleador (empleadas de planta) las horas promedio semanales de actividad se incrementan considerablemente y superan las de otras trabajadoras.

Otra dimensión de importante desventaja que enfrenta la población trabajadora del hogar es la condición de desprotección laboral en la que se encuentra. La gran mayoría no cuenta con contrato de trabajo escrito (90% de hombres y 99% de mujeres), más de la mitad de los varones y 3 de cada 4 mujeres se encuentran sin prestaciones laborales. Estas condiciones podrían explicar la necesidad de trabajadores del hogar por tener más de un empleo (6.4 y 7.3% de hombres y mujeres, contra 5.6 y 4% de otros trabajadores). Sin embargo, estas actividades no parecen reducir sus obligaciones domésticas, pues alrededor de 96% de las mujeres trabajadoras del hogar señalan realizar el trabajo doméstico en sus propios hogares, porcentaje mayor al observado entre otras mujeres trabajadoras y que el observado entre los varones.

EL TRABAJO DEL HOGAR Y LOS HOGARES EN LOS QUE SE TRABAJA

Más allá de la importancia que el trabajo remunerado del hogar tiene para la población ocupada en esta actividad, las mujeres de los hogares que emplean a las trabajadoras y trabajadores del hogar pueden incorporarse al mercado de trabajo en actividades remuneradas. Si embargo, también es cierto que para muchas mujeres la contratación de trabajadoras del hogar no implica la desaparición de todas sus demandas en el interior de los hogares —lo que resulta en ocasiones en una doble jornada de trabajo—.26

Según información procedente de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos en los Hogares 2018,27 ese año 5.9% de los hogares mexicanos pagó por la realización de trabajo doméstico destinando en promedio 2 026.80 pesos mensuales. La información del cuadro 7.2 permite observar algunas características de los hogares y su asociación con la presencia de trabajadores del hogar. La presencia de trabajo doméstico contratado en hogares encabezados por mujeres es superior a la presencia en hogares encabezados por varones (5.5%), pero el gasto efectuado en trabajo del hogar fue menor en éstos (1 719.72 pesos) que en los hogares encabezados por hombres (2 173.06 pesos). A pesar de lo anterior, la proporción del gasto destinado a subcontratar estos servicios en el mercado fue mayor en hogares encabezados por mujeres (9.2% del gasto) que en aquellos encabezados por hombres (8.3%). Por tipo de hogar, la mayor presencia de trabajadores del hogares se presenta en hogares unipersonales y de corresidentes, pero es en estos hogares que el gasto mensual es menor. Esto puede ser por jornadas más reducidas contratadas en este tipo de hogares, mientras que en los demás hogares se requiere mayor número de horas de trabajo del hogar remunerado. Asimismo, los distintos estratos socioeconómicos,28 la mayor presencia y el mayor gasto en trabajo del hogar se dan en los estratos más altos, y alcanzan 22.7% en el estrato alto. Una tendencia similar se observa por tamaño de localidad, donde los servicios de trabajadores del hogar son más requeridos en localidades de mayor volumen poblacional.

Cuadro 7.2
Presencia de trabajadores del hogar por características seleccionadas de los hogares, 2018
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Fuente: estimaciones propias con base en INEGI, Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos en los Hogares 2018.

La información de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos en los Hogares también permite identificar los efectos que la presencia del trabajo doméstico remunerado tienen en la participación en distintas actividades para hombres y mujeres en los hogares (gráfica 7.5). Como lo sugiere la literatura existente, en los hogares donde se subcontrata el trabajo doméstico la participación de las mujeres en actividades remuneradas se incrementa.29 Simultáneamente, el tiempo que los hombres en estos hogares dedican al trabajo remunerado disminuye; este efecto podría ser el resultado del mayor número de miembros de los hogares en actividades remuneradas, al reducir las presiones para los varones en cuanto al papel como proveedores primarios. Asimismo, el tiempo dedicado a cuidados en los hogares se incrementa para los varones y se reduce para las mujeres. Este comportamiento podría ser explicado por las dinámicas de los hogares en los que se presenta el trabajo de los hogares, siendo quizás más equitativa la participación de los varones. La literatura ha señalado que en estratos elevados los varones tienden a participar más en cuidados, siendo estos mismos estratos los más propensos a contratar los servicios de trabajadores del hogar.30

Gráfica 7.5
Cambio en tiempo en actividades seleccionadas por sexo según presencia de gasto en trabajo doméstico y actividad, 2018
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Fuente: estimaciones propias con base en INEGI, Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto en los Hogares 2018.

En el tiempo dedicado al quehacer del hogar las mujeres se ven más beneficiadas al reducir en más de cinco horas el tiempo que dedican a esta actividad, mientras que los hombres también se ven beneficiados, pero presentan menores cambios, principalmente, por el menor número de horas que éstos destinan a dichas actividades. Finalmente, tanto hombres como mujeres incrementan el tiempo en actividades personales cuando se observa gasto en actividades domésticas en el hogar.

LA LEGISLACIÓN MEXICANA Y EL CONVENIO 189

El título sexto de la Ley Federal del Trabajo está dedicado a los trabajos especiales para los que se establecen lineamientos específicos que rigen las relaciones laborales de las actividades consideradas en este título. El capítulo XIII de este apartado establece las condiciones específicas bajo las cuales el trabajo del hogar se llevará a cabo en lo concerniente a salarios, días de descanso y obligaciones de las partes involucradas. De esta manera, la existencia de lineamientos especiales que rigen el trabajo del hogar ha dado como resultado el uso restrictivo de la legislación nacional contraviniendo las obligaciones patronales y la protección de seguridad social por parte del Estado, y ha originado prácticas discriminatorias y vulnerabilidad jurídica de las y los trabajadores del hogar respecto de otros tipos de trabajo.31

En el ámbito internacional, la Conferencia General de la OIT adoptó el Convenio 189 y la Recomendación 201, mismos que entraron en vigor en septiembre de 2013. Estos documentos consisten en una serie de lineamientos para garantizar que las y los trabajadores del hogar desempeñen sus labores en condiciones que no vulneren su derecho a un trabajo decente. De manera específica, el Convenio 189 señala la obligación de los Estados de asegurar la promoción efectiva de los derechos humanos de los trabajadores y los derechos laborales, como la libertad de asociación y la eliminación del trabajo forzoso, infantil y toda forma de discriminación en materia de empleo.32

En junio de 2020 México ratificó el Convenio 189 convirtiéndose en el Estado 30 de los 187 países miembros de la OIT en hacerlo.33 Ante esto se liberó un largo proceso para el caso mexicano donde la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) señalaba que muchas de las disposiciones establecidas en el Convenio 189 se encontraban contenidas en la legislación nacional; sin embargo, la naturaleza del trabajo doméstico que se realiza en el interior de los hogares, en domicilios particulares, impide garantizar la libertad sindical, la negociación y las contrataciones colectivas, así como la inspección laboral.34 Cabe resaltar que, si bien es cierto que el trabajo doméstico es reconocido desde la Constitución en su artículo 123, la existencia de legislación específica aplicable a este tipo de empleo proveniente de la Ley Federal del Trabajo ha dado pie a la interpretación de manera restrictiva por parte de la justicia mexicana, particularmente en material salarial y de obligaciones patronales en la proveeduría de seguridad social.35

En diciembre de 2018, mediante un amparo directo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró inconstitucional la exclusión del trabajo doméstico remunerado del régimen obligatorio de seguridad social, señalando que esto representa una discriminación directa a las trabajadoras.36 Como se indicó anteriormente, 3 de cada 4 trabajadoras del hogar no cuentan con ninguna prestación laboral. Sin embargo, cuando se analiza con detalle, solamente 17% de ellas cuenta con seguridad social.

EL TRABAJO DEL HOGAR Y LA COVID-19

En marzo de 2019, en respuesta a la pandemia de covid-19, el gobierno federal mexicano decretó el inicio de la Jornada Nacional de Sana Distancia.37 Entre las acciones indicadas gran parte de la población detuvo sus actividades laborales o las trasladó a sus hogares. Así, el trabajo en los hogares se ha visto afectado de varias formas. Con base en un informe de WIEGO,38 el trabajo del hogar puede verse aumentado al tener mayor demanda en cuanto a limpieza y desinfección de los espacios, la mayor presencia de personas en el hogar de manera permanente y la realización de compras que puede asignarse a estos trabajadores; por el otro, el cierre de escuelas y guarderías incrementa las cargas en los propios hogares.

Si bien los ejercicios para la recolección de información estadística también se vieron afectados, la información de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo y de la Nueva Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo da cuenta de cambios importantes. Durante el primer trimestre de 2020 se reportó la existencia de 2.4 millones de trabajadores y trabajadoras del hogar; para el tercer trimestre de este mismo año la cifra se ubicó en 2 millones, lo que implica una pérdida de más 400 000 empleos.39 Además de la pérdida de empleos, la contingencia ocasionada por la covid-19 ha tenido fuertes impactos en la dinámica de las actividades y remuneraciones. Durante los meses de abril a julio de 2020 el INEGI llevó a cabo el levantamiento de la Encuesta Telefónica de Ocupación y Empleo como una alternativa a los levantamientos regulares, que tuvieron que ser suspendidos por la pandemia.

El cuadro 7.3 contiene algunos indicadores que destacan los efectos diferenciados según condición de trabajo en los hogares. Si bien la gran mayoría de los trabajadores vio reducidas sus jornadas, la proporción entre los trabajadores del hogar fue mayor (37%) que entre otros trabajadores (33%). Cabe señalar que al ser trabajos que generalmente se llevan a cabo en el interior de los hogares, es complicado identificar el seguimiento de las indicaciones oficiales sobre distanciamiento social y suspensión de actividades. Asimismo, es complicado identificar las condiciones específicas de trabajo. Por ejemplo, en el informe de WIEGO40 el Sindicato Nacional de Trabajadores y Trabajadoras del Hogar señala la mínima protección recibida por los empleadores bajo el pretexto de escasez de insumos de protección (p. 3). Sin embargo, la información de la Encuesta Telefónica de Ocupación y Empleo indica que menos de 10% de los y las trabajadoras del hogar considera que en sus lugares de trabajo no hay condiciones adecuadas de higiene, mientras que otros trabajadores representaron 15% en este rubro. A pesar de esto, la Encuesta Telefónica brinda información que permite identificar las mayores vulnerabilidades de la población trabajadora del hogar, respecto a otros trabajadores. Por ejemplo, fueron más propensos a señalar disminución de jornadas de trabajo (45 contra 38% de otros trabajadores), reducciones en sus salarios o sueldos (43 contra 30.5%), suspensión de actividades (21 y 15%) y la falta de pago durante esta suspensión de actividades (55 contra 28%).

Cuadro 7.3
Principales efectos de la contingencia por covid-19 según condición de trabajo en el hogar
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Fuente: elaboración propia con base en INEGI, Encuesta Telefónica de Ocupación y Empleo 2020.

RETOS Y CONSIDERACIONES FINALES

Las condiciones actuales de trabajo en que millones de personas, principalmente mujeres, desempeñan sus labores diarias promueven y perpetúan la desvalorización del trabajo del hogar remunerado. El trabajo realizado en el interior de los hogares se caracteriza por ser informal y precario; las y los trabajadores del hogar remunerado están sujetos, además, a prácticas que llegan a ser discriminatorias y vulneran sus derechos fundamentales.

Las características del empleo en el trabajo del hogar remunerado dificultan la vigilancia y el control en el cumplimiento de las obligaciones patronales. Aunado a esto, el casi nulo acceso a contratos laborales aporta un elemento más a la vulnerabilidad laboral y salarial. Por ejemplo, durante periodos de recesión económica como el observado en el país durante 2008-2009 muchas trabajadoras del hogar perdieron sus empleos o vieron reducidos sus salarios.41 Asimismo, acontecimientos recientes en el país tales como los sismos ocurridos durante el mes de septiembre de 2017 dejaron en evidencia la desprotección de miles de trabajadoras del hogar. En estos sucesos los principales sitios colapsados fueron de tipo habitacional, donde miles de mujeres trabajan de manera remunerada y no remunerada; ello dio como resultado una sobremortalidad femenina42 o la posible pérdida de la principal fuente de empleo. Además, los efectos a largo plazo de la covid-19 para quienes trabajan en los hogares aún están por verse.

Considerando las condiciones generalizadas de desprotección laboral, invisibilidad de actividades, es necesario que el gobierno mexicano reforme la legislación vigente en materia laboral y de seguridad social. Para tal fin, deben realizarse ajustes a distintos programas y acciones públicas para lograr la visibilización del trabajo del hogar remunerado y la contribución de estos trabajadores a la economía nacional. Asimismo, la ratificación del Convenio 189 representa un elemento clave en el avance de la protección de los derechos laborales de este sector de la población. Si bien se cuenta con programas piloto iniciados en 2019 para la incorporación de las trabajadoras del hogar al Instituto Mexicano del Seguro Social, se han tenido resultados poco significativos, con poco más de 27 000 trabajadoras registradas ante esta institución hacia octubre de 2020 (poco más de 1%).43

REFERENCIAS

Avante Juárez, Rafael Adrián (2017), “De la Secretaría de Gobernación, Mediante la Cual Remite Contestación a Punto de Acuerdo, Aprobado por la Cámara de Diputados, por el que se Exhorta a la STPS a Proseguir y, en su Caso, Concretar las Acciones que Permitan Evaluar la Pertinencia de Adherir”.

Bianchi, Suzanne M., M. A. Milkie, L. C. Sayer y J. P. Robinson (2000), “Is Anyone Doing the Housework? Trends in the Gender Division of Household Labor”, Social Forces, núm. 79, pp. 191-228, consultado el 20 de octubre de 2014 en <http://sf.oxfordjournals.org/content/79/1/191.short>.

Conapred (Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación) (2018), Encuesta Nacional sobre Discriminación 2017: Prontuario de Resultados, México, Conapred.

D’Souza, Asha (2010), Camino al trabajo decente para el personal de servicio doméstico: Panorama de la labor de la OIT, Ginebra, OIT.

García, Brígida (2010), “Población Económicamente Activa: Evolución y Perspectivas”, en Brígida García y Manuel Ordorica, Los grandes problemas de México, I, Población, México, El Colegio de México, pp. 363-392.

______, y Orlandina de Oliveira (1994), Trabajo femenino y vida familiar en México, México, El Colegio de México, 1994.

García Gaytán, Rocío (2012), “Las Trabajadoras Del Hogar En México”, en Dos Mundos Bajo el Mismo Techo, México, Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, pp. 121-135.

García Hernández, Juan Luis (3 de octubre de 2017), “¿Cuántas empleadas domésticas murieron en el sismo? Marcelina: Muchas. El gobierno las ignora”, Sin Embargo.

Gonzalbo, Pilar (1987), Las mujeres en la Nueva España: Educación y vida cotidiana, México, El Colegio de México, 1987.

Guevara Bermúdez, José Antonio (2013), “El Convenio 189 sobre los derechos de las personas trabajadoras del hogar”, El Cotidiano, pp. 89-101.

Hochschild, Arlie, y Anne Machung (2012), The Second Shift: Working Families and the Revolution at Home, edición revisada, Penguin.

IMSS (Instituto Mexicano del Seguro Social) (2020), “Presenta IMSS segunda fase de la prueba piloto para la afiliación de las personas trabajadoras del hogar” (núm. 762/2020), México, IMSS, consultado el 19 de enero de 2021 en <http://www.imss.gob.mx/prensa/archivo/202011/762>.

INEGI (Instituto Nacional de Estadística y Geografía) (2015), Encuesta Intercensal 2015: Principales Resultados.

______ (2017), Encuesta Nacional de Hogares 2017, <https://www.inegi.org.mx/programas/enh/2017/>.

______ (2018), Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos en los Hogares.

______ (2019), Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2019.

______ (2020a), Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo: I Trimestre 2020.

______ (2020b), Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo Nueva Edición 2020: III Trimestre.

Kuznesof, Elizabeth (1993), “Historia del servicio doméstico en la América Latina (1492-1980)”, en Elsa Chaney y Mary García Castro (eds.), Muchacha, cachifa, criada, empleada, empregadinha, sirvienta y ... más nada: Trabajadoras del hogar en América Latina y el Caribe, Caracas, Editorial Nueva Sociedad pp. 25-40.

León, Magdalena (2013), “Proyecto de Investigación-Acción: Trabajo doméstico y servicio doméstico en Colombia”, Revista de Estudios Sociales, núm. 45, pp. 198-211.

Ley Federal del Trabajo (1970), Artículo 131.

Mirando, Justino, Miranda Covarrubias, y Azucena Silva (30 de enero de 2009), “Pega crisis económica a trabajadoras domésticas”, El Universal Estados.

OIT (Organización Internacional del Trabajo) (2011), Convenio sobre las trabajadoras y trabajadores fomésticos, Ginebra, OIT.

______ (2016), Protección social del trabajo doméstico: Tendencia y estadísticas, Ginebra, OIT.

______ (2020), Ratificación por México del Convenio núm. 189 sobre las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, Ginebra, OIT, consultdo el 15 de enero de 2021, <https://www.ilo.org/americas/sala-de-prensa/WCMS_749907/lang--es/index.htm>.

Oliveira, Orlandina de, Marina Ariza y Marcela Eternod (2001), “La fuerza de trabajo en México: un siglo de cambios”, en José Gómez de León y Cecilia Rabell (eds.), La población de México: Tendencias y perspectivas hacia el siglo XXI, CONAPO / Fondo de Cultura Económica, pp. 873-923

Pérez Toledo, Sonia (2003), “El trabajo femenino en la Ciudad de México a mediados del siglo XIX”, Signos Históricos, vol. 5, núm. 10, pp. 80-114

Rodgers, Janine (2009), “Cambio en el servicio doméstico en América Latina”, en María Elena Valenzuela y Claudia Mora (eds.), Trabajo doméstico: un largo camino hacia el trabajo decente, Santiago de Chile, OIT, pp. 71-113.

Rodríguez, Mauricio, y Brígida García (2014), “Trabajo doméstico y de cuidado masculino”, en Brígida García y Edith Pacheco (coords.), Uso del tiempo y trabajo no remunerado en México, México, El Colegio de México / ONU Mujeres / Inmujeres, pp. 381-431.

SCJN (Suprema Corte de Justicia de la Nación) (2018), Amparo Directo 9/2018, México, SCJN.

Secretaría de Salud (31 de marzo de 2020), Acuerdo por el que se Establecen Acciones Extraordinarias para Atender la Emergencia Sanitaria por el virus SARS-CoV2, Diario Oficial de la Federación.

Solís, Patricio, y Alejandra Núñez (5 de octubre de 2017), “¿Por qué murieron más mujeres el 19S?”, Nexos, <https://www.nexos.com.mx/?p=34076>.

STPS (Secretaría del Trabajo y Previsión Social) (2016), El trabajo doméstico en México: la gran deuda social, ed. de Ignacio Rubí Salazar, México, STPS.

WIEGO (Women in Informal Employment Globalizing and Organizing) (2020), El impacto de las medidas de salud pública en los medios de subsistencia y en la salud de trabajadoras y trabajadores en empleo informal, <https://www.wiego.org/sites/default/files/resources/file/El%20impacto%20de%20las%20medidas%20de%20salud%20p%C3%BAblica%20en%20los%20medios%20de%20subsistencia%20y%20en%20la%20salud%20de%20trabajadoras%20y%20trabajadores%20en%20empleo%20informal.pdf>.



1 Profesor Investigador de la Universidad de las Américas Puebla.

2 García Gaytán (2012).

3 Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) (2016).

4 León (2013).

5 Ídem.

6 Artículo 131 de la Ley Federal del Trabajo.

7 OIT (2011).

8 D’Souza (2010).

9 Kusnesof (1993).

10 Gonzalbo (1987).

11 Pérez Toledo (2003).

12 FALTA TEXTO

13 Oliveira et al. (2001).

14 Kusnesof (1993).

15 Oliveira et al. (2001).

16 Kusnesof (1993).

17 García y Oliveira (1994).

18 García (2010).

19 Rodgers (2009).

20 Conapred (2018).

21 INEGI (2017).

22 Conapred (2018).

23 INEGI (2015).

24 INEGI (2019).

25 OIT (2016).

26 Hochschild y Machung (2012).

27 INEGI (2018).

28 Se utiliza la definición y clasificación del INEGI de las viviendas del país de acuerdo a ciertas características socioeconómicas de las personas que las habitan, así como a características físicas y equipamiento que poseen expresados por medio de 24 indicadores construidos con información del Censo de Población y Vivienda 2010.

29 Bianchi et al. (2010).

30 Rodríguez y García (2014).

31 Guevara Bermúdez (2013).

32 OIT (2016).

33 OIT (2020).

34 Avante Juárez (2017).

35 Guevara Bermúdez (2013).

36 Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) (2018).

37 Secretaría de Salud (31 de marzo de 2020).

38 Women in Informal Employment and Organizing (WIEGO) (2020).

39 INEGI (2020a y 2020b).

40 WIEGO (2020).

41 Mirando, Covarrubias y Silva (30 de enero de 2009).

42 Solís y Núñez (5 de octubre de 2017); García Hernández (3 de octubre de 2017).

43 Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) (2020).


Desigualdades laborales y urbanas en México
Portada: Nieves Dánae.
Cuidó la edición Carlos Mapes bajo la coordinación 
de la Dirección de Publicaciones de El Colegio de México.

libros.colmex.mx

video-comentarios de libros COLMEX

Agosto de 2022






OEBPS/images/tab7-1_2.jpg
Educacion primaria o menor (%) 40.3% 23.4% 49.0% 13.0%
Escolaridad promedio (afios) 81 103 73 1.9

Ingreso menor o igual a3 S.M. (%) 83.3% 73.2% 93.2% 723%
Ingreso promedio mensual 53,909 $5,154 $3,039 $4485
Horas promedio de trabajo semanales® 453 (543) 455 300 (46.8) 402

Ingreso por hora trabajada $23.40 52684 $27.27 52637
Sin prestaciones (%) 57.5% 38.5% 75.2% 25.5%
Sin contrato (%) 90.0% 45.7% 99.0% 31.7%
Mas de un trabajo (%) 6.4% 5.6% 7.3% 4.0%
Trabaja y hace quehaceres (%) 58.3% 56.5% 95.5% 90.4%






OEBPS/images/grafica_7.5.png
50:00

15:00

56:00

2400

1200

Sin trabajo Con trabajo

doméstico doméstico
- Hombres Mujeres
4611 b 3604
3820
3602
272
2543 2157
2185 2017
gy — 71 1627 1835 2108

808 ——y 715

. Remunerado Cuidados. Quehaceres A personales





OEBPS/images/grafica_3.8.png
= Siasiste

 No asiste






OEBPS/images/grafica_7.4.png
sardineros. [ v
Choferes |1 e Hombres, 11.5%
Trabajadores domésticos | 18.0%
Porteros yviglentes |1 15.6%

Otras actividades || 2.2%

et domesics | =

cuidadoras [N 103% Mujeres, 88.5%
Servicios de lavadoy planchado [ 3.19%

Coneras | 0%
Otras actividades = 0.3%

0% 10% 20% 30% 40% S0% 60% 70% 80%  90%





OEBPS/images/grafica_3.7.png
No cuidan

Cuidan

0% 0%  20%  30%  40%  S0%  60%  70%  B0%  90%  100%

S uNo





OEBPS/images/grafica_7.3.png
Industria
Comercio

Agropecuario
Profesionales

Servicios personales
Oficinistas

Transporte

Servicios domésticos*
Educacion

Funcionarios y directivos
Proteccion y vigilancia

otro

Joa%

9.9%

12.5%

18.1%

25.8%





OEBPS/images/grafica_3.6.png
W secundaria

Cuida20mas
Tresy més carencias
[ ]
05
DT comprtida DCH plena Hasta primaria
© o Trab doméstico ;
*
Bos carencias
0
Trab. remunerado
Una carencia
[ ]
Prepay mis No cuida
u ]
Sin carencias oCH otros
L)
-1 0.5 (] 05 1

15

@® Carencias

M Escolaridad
Intensidad de
cuidados

@ Trabajo

O Decisién de cuidar
y educar hijos





OEBPS/images/grafica_7.2.png
77.8%






OEBPS/images/grafica_3.5.png
15

05

Sin carencias

Prepay més

Una carencia

Trab. rémunerado
*

Dof

DTotros
o

Tresy més carencias.

Cuida 2 0 més
Hasta primaria

05 1

@ Carencias
M Escolaridad

Intensidad
de cuidados
@ Trabajo

O Decisién de trabajar





OEBPS/images/grafica_7.1.png
Trabajadoras e hogar remuneradas

Persana: con discapcidad

Personss de s diversidad sexusl

Personas ndigens

Personss sfrodescendientes

Mujeres

Personas mayores

Personas de s diversicad relgiosa

Lévenes.

2

15%

20%

2%

5%

&

262%

2%

s85%





OEBPS/images/grafica_3.4.png
Excluye alas mujeres solamente

Incluye a todas las mujeres

sin hijos de 14.2 70 afios

de 142 70 afios

Sobre quiénes realizan las actividades domésticas de su hogar INEEGEGEG—_—_—_————

Sobre cusntos hijos tener

Sobre los permisos a los hijos(as)

Sobre el cuidado y educacién de los hijos(as)

Sobre el cuidado a los padres y suegros, s éstos lo requieren

Sobre el apoyo econdmicoa los pades y suegros, si éstos lo requieren

Qué hacer con el dinero que su esposo o pareja recibe

Comprar cosas para ella

Qué hacer con el dinero que gana o recibe:
Participar en la vida social o politica de su comunidad
Salir de sucasa

Estudiar

Trabajar

°

10 20 30 40 S0 60 70 8 90

MNocuidan 1 Cuidan

100





OEBPS/images/grafica_3.3.png
mNivell wNivel2 «Nivel3

et dethogar IS

aposapara [ s

[
[ 65

80





OEBPS/images/grafica_3.2.png
5888832388

0

I

Pareja joven
sin hijos

Ciclo de inicio
delafamilia

Ciclo de expansion
o crecimiento

uSi ®No

Ciclode
consolidacion
ysalida

Pareja mayor
sin hijos





OEBPS/images/tab1-7.jpg
Estados Unidos Canadd México
Ao Fabricacion  Fabricacion Fsbecacian Fabricacidn  Fabricacion FLrieecion Fabricacidn  Fabricacion 2014
0 de automdviles de camocerias  “CPA¢S o automviles de camocerias PO g qutomdviles de camocerlas % PAreS
lques Pare vehiculos camiones yremolques  POr? vehiculos comiones yremolques P12 vehiculos
y camiones  yremolques Toyiomotores ¥ yremelques oytomotores ¥ yremolques "otomotores
19947 342 29 325 235 3 38
2001 257 150 182 295 26
2002 273 156 198 2938 233
2003 280 159 204 321 23
2004 283 166 204 326 24
2005 290 171 211 323 27
2006 290 162 213 329 22
2007 293 165 208 336 253 53 27 25
2008 292 170 210 341 29 57 28 25
2009 277 172 209 302 195 49 25 22
2010 291 168 207 351 25 55 27 24
201 289 167 207 305 23 57 29 25
2012 281 165 200 362 237 55 28 24
2013 278 170 197 353 23 59 30 26
2014 2738 175 199 346 27 56 30 26
2015 277 177 202 325 23 47 27 23
2016 2856 174 199 364 237 41 24 21
2017 291 181 198 334 267 40 25 22
2018 298 192 209 290 23 45 26 24
2019 2956 203 27 342 33 40 27 25
2020 300 205 21 281 255






OEBPS/images/tab3-5.jpg
Trabajo doméstico y de
cuidados en otros hogares

Primera mencisn de parentesco

Segunda mencion de parentesco

Primer lugar

Segundo lugar

Primer lugar Segundo lugar

Menores de 15 afios Abuelas / tias

Enfermos y personas con
limitaciones permanentes

“hijas / otro parentesco
(nietas) (sobrinas)
(primas)”

Trabajo doméstico “hijas / otro parentesco
(nietas) (sobrinas)

(primas)”

“tias [ otro parentesco
(primas)”

“no tiene parentesco
(amigas/os) (vecinas/

os) |

otro parentesco (nietas)
(sobrinas) (primas)”
“hermanas | otro
parentesco
(nietas) (sobrinas)
(primas)”

“abuelas | no tiene
parentesco (amigas/os)
(vecinas/os) tias"

*no tiene parentesco |
(amigas/os) (vecinas/os)
tias otro parentesco
(primas/os)”

“otro parentesco

(nietas)
(sobrinas) (primas)”

“hijas / no tiene parentesco
(amigas/os) (vecinas/os)"

“nueras | no tiene
parentesco
(amigas/os) (vecinas/os)/
otro parentesco (nietas)
(sobrinas) (primas)"”

abuelas / otro
parentesco (nietas)
(sobrinas)
(primas) / tias






OEBPS/images/tab7-1.jpg
) Hombres Mujeres
Caracteristica

Trabajo del hogar  Otro trabajo Trabajo del hogar  Otro trabajo

% por sexo* 1.1% 98.9% 15.0% 85.0%
Edad promedio (afios) 444 369 429 364
Estado conyugal
Soltera(o) 25.4% 31.4% 282% 40.9%
Unicn libre 228% 208% 17.4% 14.7%
Casada(o) 44.0% 42.6% 31.7% 30.6%
Separada(o), divorciada(o) o viuda(o) 7.8% 51% 226% 13.7%
Posicin en el hogar
Jefatura 61.7% 55.4% 31.9% 22.0%
Conyuge 5.7% 4.4% 36.9% 32.8%
Hija(o) 18.6% 30.0% 18.8% 35.6%
Otra posicion 14.0% 10.2% 12.4% 9.6%
Hijos - — 25 15

Analfabetismo (%) 4.4% 1.8% 5.7% 0.8%





OEBPS/images/grafica_3.1.png
5 888883888

¥ Aintegrantes del hogar
9.2

173

75
Pareja jovensin hijos ~ Ciclo de inicio de la
familia

= A personas de otros hogares
%69

268 277
88 213
l I -

Ciclo de expansion o Ciclo de consolidacién  Pareja mayor sin hijos
crecimiento y salida





OEBPS/images/tab3-6.jpg
Tipo de recurso Sile gustaria No le gustaria

trabajar trabajar
Recursos econémicos
Pertenece al estrato econémico alto 40.54 0k 51,8 sk
Ayuda de otras personas
“Hay ayuda remunerada para el trabajo ~ 3.94 %%k .87 ik

domeéstico o cuidado”
“El hogar recibe ayuda de un cuidador(a)  7.96 %% 6.92 %k
externo(a) no remunerado”
Apoyo gubernamental

“Al menos un integrante es beneficiario 3537 wkx 26.33 ik
de un programa social”

Otros apoyos

“Al menos un integrante recibe apoyo 6.98 ** 6.88 %%
econémico no gubernamental”






OEBPS/images/tab7-2.jpg
Caracteristica del hogar

Hogares con trabajadores

Gasto en trabajo del hogar

del hogar
Total 5.9% $2,026.80
Jefatura del hogar
Masculina 5.5% $2,173.06
Femenina 6.8% $1,719.72
Tipo de hogar
Unipersonal 10.6% $1,415.00
Nuclear 5.6% $2,146.77
Ampliado 43% $2,178.57
Compuesto 6.2% $4,776.26
Corresidente 15.3% $1,855.06
Estrato socioeconémico
Bajo 1.2% $ 90055
Medio bajo 3.6% $1,418.83
Medio alto 7.4% $1,721.68
Alto 22.7% $2,798.15
Tamafio de localidad
Menos de 2 500 habitantes 1.9% $1,222.91
De 2 500 a menos de 15 000 habitantes 3.8% $1,401.91
De 15 000 habitantes a menos de 100 000 habitantes 6.7% $1,611.38
100 000 habitantes y mds 8.2% $ 2,295 45






OEBPS/images/grafica_1.2.png
¥ &8 8 8 § B

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019

Canadd  —e—Estados Unidos?  ——México®





OEBPS/images/tab1-5.jpg
Remuneraciones medias

Salarios medios reales

Prestaciones sociales

Volumen b conal  Obreros  Horas  Horas obrero RC™“1T950MS  rogles con base en: _totales con base en: medias reales:
Ao T cupado ocupados trabjades trabgjadas I A T Greros Horas obrero Personal _Horas

de ventas (masa salarial)

ocupado _trabajadas _ocupados _trabajadas _ocupado _trabajadas

2007 63.7 1012 1016 941 93.0 90.1 89.0 95.7 823 89.9 89.9 96.7
2008 1008 1011 102.0 99.5 99.0 83.0 821 834 88.1 90.8 68.2 693
2009 456 94.0 922 709 67.9 863 91.8 1217 740 1004 983 1303
2010 871 920 914 85.4 86.0 787 855 922 815 86.6 85.7 923
20m m37 1062 1081 1074 109.0 95.0 895 835 86.2 855 875 86.5
2012 116.0 1220 1271 125 1293 1003 822 802 "2 739 844 823
2013 1280 126.6 1306 1295 1341 ms 88.1 86.1 95.4 929 820 802
2014 1312 1334 136.0 1328 1339 159 86.9 873 915 93.0 817 821
2015 1447 1532 1582 1485 1515 1291 843 86.9 81.9 855 805 83.0
2016 1479 1593 163.6 1559 160.5 1309 822 840 79.0 80.6 795 812
2017 1520 T3 1777 163.7 1723 1402 814 856 789 814 763 803
2018 1558 1888 1909 1924 1948 159.4 844 828 884 86.6 756 742
2019 1638 1983 200.9 2141 2206 1542 778 720 86.9 791 648 60.0






OEBPS/images/tab3-3.jpg
Asalariadas

Cuenta propia

Condicién de cuidado  Algiin tipo ~ Limitaciones Limitaciones Menor ::f"l"é Algiintipo ~ Limitaciones Limitaciones Menor x“::é
decuidado. permancrics temporals. de Ganos 0 de cuidado permanenies iemporales de Ganos 0
Cuida (%) 389 27 27 179 236 492 51 44 26 38
Niimero de personas
alas que cuidal
1 20 26 25 143 163 29 46 42 171 194
2 n3 o1 01 30 59 183 04 02 51 101
3 37 00 01 0s 12 66 01 00 04 20
4 07 00 00 00 02 10 00 00 00 02
5+ o1 00 00 00 00 04 00 00 00 00
Total 1000 1000 1000 1000 1000 1000 1000 1000 1000 1000
Diferencias 265 380 66.1 25 348

porcentuales entre
asalariadas y cuenta
propia






OEBPS/images/grafica_1.1.png
MILLONES DE UNIDADES.

&

13

18 16 16 17 34 36 36 40 41 398

18
Illlllll- --IIIIII--

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019

Canadd ~ wwwMéxico  wemm Estados Unidos ~ =—@=9% Produccién mundial

35%

2%

&

5%





OEBPS/images/tab1-6.jpg
Volumen

Remuneraciones

Remuneraciones medias

Salarios medios reales

Prestaciones sociales

Personal  Obreros  Horas  Horas obrero reales con base en: __totales con base en: medias reales:
Ao fisico reales totales

deventas OcUpado.ocupados. trabajadas trabojades 0 D UC Personal  Horas  Obreros  Horas obreroPersonal Horas

ocupado _trabajadas _ocupados _trabajadas _ocupado _trabajadas

2007 ma3 104.0 1045 1028 103.0 97.9 941 95.2 96.7 98.1 922 933
2008 105.7 1068 1075 108.6 109.1 103.6 97.0 95.4 97.8 96.3 98.4 96.8
2009 58.1 840 83.0 709 68.9 797 949 1124 88.6 106.7 974 1154
2010 847 8438 853 835 841 80.0 943 95.8 95.7 97.0 913 92.7
201 1021 99.1 100.5 102.0 103.6 903 911 885 945 91.7 855 83.0
2012 1242 23 1142 1156 nzs 1024 912 88.6 96.0 933 86.2 837
2013 1369 1271 1299 1328 1359 170 921 88.1 99.2 948 854 817
2014 1519 1382 1419 1445 1485 1287 93.1 89.1 101.7 972 87.8 840
2015 1643 1489 152.7 1544 1586 1386 93.1 89.8 103.0 992 85.8 828
2016 163.0 1585 162.4 1593 1635 1434 93.6 932 1039 1032 85.8 854
2017 175 166.6 1705 169.83 1737 160.5 96.3 945 108.0 106.0 873 85.6
2018 1912 1792 183.6 1875 1924 1741 97.2 92.9 109.7 1047 849 812
2019 208.0 191.0 1959 200.5 205.9 1939 1015 96.7 1156 110.0 888 846






OEBPS/images/tab3-4.jpg
Mujeres
que apoyaron

Parentesco indicado con las personas a las que apoys con trabajo domeéstico en otros hogares

Primera mencin

Segunda mencidn

Primer lugar Segundo lugar Primer lugar Segundo lugar
“no tiene 16.7% nieta/nieto 223%
Jefa del hogar  madre/padre 426% hermanafhermano 285%  PEMesCO
(amigas/os,
vecinas/os)”
“suegra/otro 11.4y115% “otro parentesco  11.7%
parentesco (abuelas/os,
Esposa o pareja madre/padre 51.4% hermana/hermano 63.2% (abuelas/os, tias/os,
tias/os, primas/os)”
primas/os)”
“otro parentesco “otro parentesco “no tiene 209%*  sobrina / sobrino  30.6%
ia (buelasjos, g o (abuelasjos, oo parentesco
tias/os, tias/os, (amigas/os,
primas/os)” primas/os)” vecinas/os)”
“ofro parentesco  19.1%  “otro parentesco  13.6%
MGE madre/padre 40.4% hermanajhermano 51.8% (abuelas/os, (abuelas/os,
tias/os, tias/os,
primas/os)” primas/os)”






OEBPS/images/tab1-3.jpg
Industria automotriz.

Adividad econdmica / caractertsicas Total nacional _'1USHias F:f :;Z;? Fabricacidn  Fabricacion F;f:;”:ezn Total de industria
mandacureras JEE de auiomies e carocerios piih i
para vehiculos  automotniz
Yeamionesyremolgues P YA
Unidades economicas (UE) Ts01s7 ez 3350 55 570 Toss 755
Partcipacion de industia automotiz (%) 006% 050% 4% 1.9% 303% 67.5% 1000%
Produccion bruta total (millones depesos) 22212250 10800994 3287659 Telns asy 1eTa2 3176106
Participacion de industria automatriz (%) 143% 29.% 9%6.6% s28% 13% 159% 10005
Tamafio de UE segun estrato personal ocupado
0a10 049% 037% 386% 127% 725% 23.0% 378%
Maso 0% 2% 145% 109% 174% 131% 143%
512250 0% 13% 166% 109% 72% 202% 161%
251y mis 02% 0% 304% 655% 29% 57% 7%
Total 100.0% 100.0% 1000% 000%  1000%  1000% 1000%
Personal ocupado total yie easo0 1292372 06507 32337 1067610 1206856
Participacion de industria automatriz (%) 4% 186% 93.4% 9% 27% 885% 1000%
Personal emunerado total le2s4361 4559973 1014899 w18 24520 2951 953649
Personal remunerado segin partiipacion 5.9% 209% 94.0% 90% 26% 88.4% 1000%

de industria automotriz (%)





OEBPS/images/tab3-1.jpg
Con hombres

Con hombres

Nivel de involucramiento / Hogares 0 o Covidodores. Total
estrato sin hombres
enelhogar enel hogar
Estratos 1y I
Ella es la dnica persona que
hizo actividades para 6 2 102 s
el cuidado de menores
de 15 aftos de su hogar
Ella es la persona que dedico
mis tiempo, aunque otra(s)  30.0 328 543 395
tambin colaboraron
Ella es la persona que 4or 103 o1 08
menos colabord
Todos ayudan por igual 28 156 262 191
No especificado 07 o1 02 02
Total 100.0 1000 1000 1000
Estrato V
Ella es la dnica persona
que hizo actividades parael 269 2 196
cuidado de menores
de 15 aftos de su hogar
Ella es la persona que dedico
mis tiempo, aunque otra(s)  37.8 386 514 442
también colaboraron
Ella es la persona que _— 127 67 102
menos colabord
Todos ayudan por igual 187 26 338 28
Total 100.0 100.0 1000 1000






OEBPS/images/tab1-4.jpg
Remuneraciones medias

Salarios medios reales

Prestaciones sociales

Volumen b conal  Obreros  Horas  Horas obrero Re™“1T950MS " rogles con base en: totales con base en: medias reales:
Ao fisico reales totales

deventas 090 ocupados. trabajadas trabajadas . oCo iniey) “Personal  Horas  Obreros  Horasobrero Personal  Horas

ocupado _trabajadas _ocupados _trabajadas _ocupado _trabajadas

2007 89.2 102.9 103.6 1014 1016 953 926 940 935 954 922 933
2008 1029 105.8 106.6 1071 107.7 98.8 93.4 923 95.5 945 98.4 96.8
2009 531 855 844 722 702 811 949 23 87.0 1046 974 1154
2010 847 852 854 833 836 798 93.7 95.8 940 96.1 913 92.7
20m 105.2 99.8 1011 1022 103.6 o2 91.4 892 93.6 913 855 83.0
2012 191 1142 1163 n72 192 1029 90.1 87.8 932 90.9 86.2 837
2013 1310 127.7 1304 1330 136.0 1165 912 87.6 985 945 854 81.7
2014 1406 1389 1423 1443 1480 1273 91.6 88.2 99.1 953 87.8 840
2015 1533 1505 154.0 155.0 1589 1386 921 894 99.8 96.7 85.8 828
2016 153.7 159.0 1626 159.1 162.9 1463 920 92.0 1001 99.9 85.8 854
2017 1619 166.9 1704 168.5 1724 156.8 93.9 93.1 1033 1021 873 856
2018 1723 180.0 1838 186.9 1911 1716 95.3 91.8 105.8 1018 849 812
2019 1848 1912 195.5 200.7 205.7 186.7 97.6 93.0 111.0 105.5 8838 846






OEBPS/images/tab3-2.jpg
Cuida a personas

Cuida @ menores  Cuida a menores Cuida a enfermos

Estrato / Durante la semana pasada... Cuidadora P e Gt wores . con limitaciones ainperais
permanentes
No s No s No s No s No s
Estratos |y Il
Estudi6 487 178 491 N2 34 323 s 232 323 199
Tomé cursos de capacitacién 76 39 6 41 62 39 5425 54 35
“Prestd servicios gratuitos a su comunidad” 43 356 42 33 37 42 4 27 39 35

“Sali6 de su vivienda para hacer alguna
actividad que la relajara, divirtiera o 485 384 438 40.1 455 373 43 311 43 351
distrajera de sus actividades cofidianas”

Estrato V.
Estudi6 779 541% 786 381 726%  70.4% 725 6247 723 749
Tomé cursos de capacitacién 1425 117% 14 92 1345 123% B3 7 129 161
“Prest6 servicios gratuitos a su comunidad” 88 7.2 86 59 84 72 79 122 78 153

“Sali6 de su vivienda para hacer alguna
actividad que la relajara, divirtiera 76 652 ne 70 739 64.9 721 497 n7 60.5
o distrajera de sus actividades cotidianas”






OEBPS/images/tab1-1.jpg
205 22
Ocupados. fanufactura forned esto biror’ fanufactura e} esto T fanufactura fort esto R
- manufocturera ocupados. - manfocturera ocupados. - manfocturera ocupados.






OEBPS/images/tab1-2.jpg
Ventas de vehiculos ligeros

Ao Froducddn — Expertacion G portads _Vehicalos nacionales Total

2005 1606 460 1186 346 725 637 406131 1131768
2006 19787711 1536 795 724 443 415293 1139736
2007 2022241 1613313 699 070 400 820 1099 890
2008 2102801 1661619 611291 414253 1025 544
2009 1507 527 1223333 430712 324213 754 925
2010 2260774 1859512 445 767 374 646 820413
2011 2557 550 2143883 473321 432572 905 893
2012 2884 869 2355565 521934 466 108 988 042
2013 2933 465 2423073 544 206 520892 1065 098
2014 3219786 2642 897 602170 534795 1136 965
2015 3399076 2758 896 720 632 633 812 1354 444
2016 3465 615 2768 268 890728 716437 1607 165
2017 3933154 3253859 907 891 627 052 1534943
2018 3918 603 3451157 930 767 496 319 1427086
2019 3811068 3388 305 863 260 454 671 1317931
2020 3040178 2 681 806 587 389 361 964 949 353






OEBPS/images/tab6-3_2.jpg
Medio superior y superior 238 326 21.4 415 55.1 389

No especificado 01 01 01 01 01 01
Escolaridad promedio (afios) 87 96 8.4 104 7 101
Posicién en la ocupacion

Subordinados 390 312 412 741 827 725

Empleadores 74 48 81 42 36 44

Cuenta propia 494 50.9 46.4 170 s 18.0

Sin pago 43 41 43 46 22 5.1
Ingresos

Hasta 1 SM 252 202 241 187 140 19.6

Hasta 2 SM 322 311 325 316 321 316

Hasta 3 SM 209 174 219 175 195 17.2

Hasta 5 SM 65 58 6.6 89 101 86

Mis de 5 SM 18 20 17 37 46 35

Sin ingresos 43 41 43 64 22 72

No especificado 92 105 89 132 175 124
Ingresos promedio mensuales  $5,921.22 $5598.76 $593493  $7,02416 $721206 $7,019.60
Tiempo en la ocupacion (hhzmm) — 39:51 4107 39:47 4327 44:49 4324

Ingresos por hora $ 4399 $ 4136 $ 4410 $ 4154 $ 4252 § 4152






OEBPS/images/tab3-9.jpg
Condicién de actividad

Mujeres
Cuidado en el sector de cuidados

Cuidado en otros sectores de la

Trabajo doméstico remunerado

Trabajo o relacionado con el
cuidado en el sector cuidados

Otro tipo de trabajo remunerado
Buscé trabajo

Estudiante

Jubilado

Se dedica a quehaceres del hogar
Tiene limitaciones

N taliasd refminaradermante

Atender personas
con discapacidad

Atender personas
que necesitan

cuidados especiales

Atender ninos
menores de 6 anos

Atender nios
de 6.a 14 anos

Asender a personas
de 600 mds anos

Poblacidn
de 12 anosy mds

Prom. hrs.

207
s
15.7

171
135

149
17.4
132
276
264
305
237

%
2.9%
5.7%
5.8%

3.4%
3.8%

2.9%
2.6%
16%
43%
3%
0.9%
22%

Prom. hrs.

19.1
125
16.0

155
126

139
163
137
251
21
277
253

%
3.0%
52%
61%

35%
39%

29%
27%
1.4%
24%
3.4%
038%
26%

Prom. hs.

329
259
260

229
252

252
27.9
169
248
391
325
341

%
243%
24.0%
28.1%

21.5%
22.7%

23.6%
188%

9.8%
11.0%
32.3%

3.9%
15.3%

Prom. hrs.

281
244
2.9

236
25.0

2.9
2.9
140
247
324
289
281

%
212%
223%
22.4%

25.4%
24.4%

231%
14.4%
7.5%
9.5%
267%
32%
1.7%

Prom. hrs.

188
133
18.6

159
14

145
165
ns
287
22
259
225

%
5.5%
78%
85%

6.0%
6.8%

5.6%
5.9%
26%
78%
62%
15%
4.4%

48652554
2127104
268

1474931
638

11331 645
439
7414571
106279
21218910
708
1970100





OEBPS/images/tab3-7.jpg
Restriccién Sile gustaria  No le gustaria
trabajar trabajar

Dedic6 algo de tiempo al estudio 3.57 ik 3.28 %ok

Dedict algo de tiempo a capacitarse 2.93 sk 1.02 ek

“Dedic6 algo de tiempo al trabajo 98,07 #k 96.58 ik
doméstico”

“Dedic6 algo de tiempo a prestar 416 %k 1.67 sk
servicios comunitarios gratuitos”

“Dedic6 algo de tiempo a actividades ~ 46.56 45.92 ik

de recreacion fuera de casa”






OEBPS/images/tab7-3.jpg
Trabajadores Otros

Caracteristicas del trabajo del hogar trabajadores

Trabaj6 el nimero habitual de horas
Si 62.9% 66.8%
No 371% 332%

El lugar donde trabaja tiene condiciones
adecuadas de seguridad e higiene

Si 90.4% 84.8%
No 9.6% 15.2%
Debido a la contingencia, su horario
de trabajo:
Disminuy6 455% 37.6%
Permaneci6 igual 52.7% 53.9%
Aumento 1.8% 8.5%

Debido a la contingencia, su sueldo,
salario o ganancias

Disminuy6 43.4% 30.5%
Aumend o permanecio igual 56.6% 69.5%

Por la contingencia, ¢lo suspendieron
del trabajo?

Si 212% 153%
No 78.8% 84.7%
Durante la suspensién le pagaron su
sueldo
Si, completo 10.5% 36.7%
Si, incompleto 342% 353%

No 55.4% 28.0%






OEBPS/images/tit.jpg
Desigualdades laborales
y urbanas en México

Carlos Alba Vega y Mauricio Rodriguez
Editores

Seminario sobre Trabajo y Desigualdades





OEBPS/images/tab3-8.jpg
Mujeres que NO cuidan

N %
1018365 105
Hombres
NO cuidan Si cuidan
N % N %
673 744 66.20% 344 621 33.80%
Mujeres que cuidan a UNA persona
N %
7955379 815
Hombres
NO cuidan Si cuidan
N % N %
404879 60.70% 3127692 39.30%
Mujeres que cuidan a MAS DE UNA persona
N %
782 453 3
Hombres
NO cuidan Si cuidan
N % N %

404 879 51.70% 377574 48.30%






OEBPS/images/backcover.jpg
Este libro busca contribuir a la comprension de las transformaciones del
trabajo, de las desigualdades y de la ciudad, asi como los retos que estos
‘cambios plantean para los sistemas de bienestar en México, desde una mi-
rada interdisciplinaria. La sociedad se moderniza con exclusion, pobreza
y una degradacidn del medio ambiente que se expresa, entre otras cosas,
en ¢l cambio climitico y en los atentados contra la biodiversidad. La hete-
rogeneidad estructural y las desigualdades entre actividades econdmicas,
regiones y grupos sociales se mantienen, si no es que se ensanchan.

Una pregunta crucial del conjunto de textos aqui reunidos es: jc6mo vivir
mejor juntos y cdmo construir una mejor sociedad, tomando como punto
de referencia insoslayable el trabajo y las desigualdades urbanas? Con esta
ta como telén de fondo, el libro aborda la problemitica a partir delos.
siguientes temas; urbanismo, captura del Estado, democracia y desigualdad
enla ciudad; planeaci6n y gestion metropolitana frente al desafio de a ciu-
dad incluyente; los empleos en Ia industria manufacturera de export
y el Tratado de Libre Comercio de América del Norte; el Ingreso Bésico
Universal y el mercado de trabajos el trabajo de cuidados, el que se realiza
enlas calles y el trabajo remunerado de los hogares.

EL COLEGIO
DE MEXICO
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Condicidn de actividad

Mujeres
Cuidado en el sector de cuidados

Cuidado en otros sectores
de la economia

Trabajo doméstico remunerado

Trabajo no relacionado
con el cuidado en el sector
cuidados

Otro tipo de trabajo remunerado
Buscé trabajo

Estudiante

Jubilado

Se dedica a quehaceres del hogar
Tiene limitaciones

Preparar o servir Limpiar su casa, lavar  Hacer las compras Poblacion
los alimentos o planchar la ropa para la comida de 12 arios
para su familia de su familia ola limpieza y mds
Prom. hrs. % Prom. hrs. % Prom. brs. %
14 789 01 837% 38 729% 48652 554
95 775 83 822% 33 794% 2127104
95 768 86 823% 33 733% 268
102 840 97  872% 35 802% 1474931
9.7 79.4 86  852% 33 803% 638
9.7 772 86 826% 34 761% 11331 645
91 746 84 840% 35 661% 439
6.1 474 58 67.2% 31 364% 7414571
125 792 107 751% 40 745% 1062 796
13.4 942 121 941% 41 863% 21218910
99 26.2 83  270% 36  173% 708
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Dimensidn de cambio

rabajo en a cal

por contingencia laboral No i
Trabajo desde casa por contingencia
por covid-19
si 196 1
No 804 889
Cambios en la jomada u horario de trabajo
Disminuy6 400 633
Permaneci6 igual 458 277
Aument6 56 49
No trabajé la semana pasada 85 40
Cambios en sueldos, salarios o ganancias
Disminuy6 424 798
Permaneci6 igual 536 15.0
Aument6 11 04
No recibe 30 47
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"Caracteristicas demogrdficas No ambulantes Ambulantes

y socioecondmicas” Nacional  CDMX Nacional  CDMX
Sexo
Hombres 813 736 437 4538
Mujeres 187 264 563 542
Grupo de edad
15 a 24 afios 155 105 142 144
25 a 59 afios 734 75.0 69.5 60.1
60 afios y mas 1 145 163 16.4
Parentesco
Jefe o jefa del hogar 548 53.0 439 434
Conyuge 132 153 285 261
Hijo o hija 23 22 200 231
otro 87 95 77 75
Escolaridad promedio (afios) 88 82 98 87
Posicion en la ocupacion
Subordinados 454 355 144 167
Empleadores 79 47 55 49
Cuenta propia 441 57.0 69.6 695
Sin pago 26 27 105 89
Ingresos
Hasta 1 SM 27 257 386 410
Hasta 2 SM 335 323 272 27
Hasta 3 SM 234 18.7 14 128
Hasta 5 SM 74 69 29 21
Mas de 5 SM 19 23 12 09
Sin ingresos 26 27 105 29
No especificado 95 s 82 72
Ingresos promedio mensuales  $6,077.14 $6,075.72  $4,401.18 §4,099.22
Tiempo en la ocupacion a:32 4153 35:22 37:57

Ingreso por hora $ 4261 S 4374 $ 3729 § 3286
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Escolaridad

Jornada de trabajo

Ambito de empleo Total  Hasta educacion Media superior M";:”h";m 35y mds horas

media superior y superior g semanales
semanales

Total de poblacién ocupada

Total $39.26 $3236 $5284 $55.02 $340

Hombres $39.51 $32.08 $53.42 $60.67 $34.99

Mujeres $38.85 $3132 $5205 $50.75 $31.99

No trabaja en las calles

Total $38.71 $30.70 $5256 $52.71 $34.60

Hombres $39.20 $3115 $53.67 $56.59 $35.96

Mujeres $38.06 $30.07 $5115 $50.15 $3231

Trabaja en las calles, no ambulante

Total 54261 $38.77 $56.77 $66.97 $31.58

Hombres s4113 $38.18 $53.29 $7217 $31.86

Mujeres $5035 $4234 56827 $58.52 $27.26

Ambulantes

Total $37.29 $35.15 $46.40 $47.30 $27.11

Hombres $35.75 $33.99 $4207 $52.74 $28.05

Mujeres 53847 $35.99 $50.69 $4529 $25.68
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Hombres
Cuidado en el sector de cuidados

Cuidado en otros sectores de la

Trabajo doméstico remunerado

Trabajo no relacionado con el
cuidado en el sector cuidados

Otro tipo de trabajo remunerado
Buscé trabajo

Estudiante

Jubilado

Se dedica a quehaceres del hogar
Tiene limitaciones

No trabajé remuneradamente
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1.9%
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20%
1.2%
3.0%
3.3%
0.8%
18%

154
3
134

136
s

13.0
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1.0
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19.8
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12.8%
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